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RESUMEN 

La tesis analiza el desarrollo histórico e institucional de la agricultura familiar en la provincia 

de Santa Cruz (Argentina), desde la consolidación del Estado moderno hasta las políticas 

contemporáneas orientadas al desarrollo rural. Examina las transformaciones de los sistemas 

productivos, la emergencia de los espacios hortícolas periurbanos y la reorganización de las 

economías locales luego de la crisis de 2001, en el marco de las disputas por los modelos de 

desarrollo y las formas de intervención estatal en el territorio. 

A partir de una metodología cualitativa y mixta, que integra análisis documental, revisión 

estadística y trabajo de campo con productores familiares, se reconstruyen las trayectorias 

históricas de la agricultura familiar santacruceña y el papel de organismos como el INTA en la 

promoción del desarrollo territorial. El estudio aborda el pasaje desde el modelo 

agroexportador y la influencia de la ganadería ovina extensiva en las políticas de desarrollo 

del territorio agropecuario de la provincia y la institucionalización de la Agricultura Familiar 

como sujeto de política pública a través de dispositivos como el CIPAF, la REAF y la Ley de 

Reparación Histórica de 2014. 

El estudio demuestra que la agricultura familiar santacruceña, pese a su carácter recesivo y su 

limitada articulación comercial, constituye un actor estratégico para la seguridad y soberanía 

alimentaria, la ocupación territorial y la preservación de saberes locales. Su multifuncionalidad 

y resiliencia la posicionan como un espacio de innovación social y resistencia frente al modelo 

de agronegocios extractivista.  

Palabras clave: Agricultura Familiar, Santa Cruz, Patagonia, desarrollo territorial, periurbanos, 

políticas públicas, INTA. 

ABSTRACT 

This thesis analyzes the historical and institutional development of family farming in the 

province of Santa Cruz (Argentina), from the consolidation of the modern State to 

contemporary policies aimed at rural development. It examines the transformations of 

productive systems, the emergence of peri-urban horticultural areas, and the reorganization 
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of local economies after the 2001 crisis, within the broader disputes over development models 

and forms of state intervention in the territory. 

Based on a qualitative and mixed methodology that integrates documentary analysis, 

statistical review, and fieldwork with family producers, the research reconstructs the historical 

trajectories of family farming in Santa Cruz and the role of institutions such as INTA in 

promoting territorial development. The study addresses the transition from the agro-export 

model and the influence of extensive sheep farming on the province’s agricultural 

development policies, to the institutionalization of Family Farming as a subject of public policy 

through mechanisms such as CIPAF, REAF, and the 2014 Historical Reparation Law. 

The findings show that, despite its recessionary character and limited market articulation, 

family farming in Santa Cruz constitutes a strategic actor for food security and sovereignty, 

territorial occupation, and the preservation of local knowledge. Its multifunctionality and 

resilience position it as a space of social innovation and resistance to the extractivist 

agribusiness model.  



3 
 

ÍNDICE GENERAL 

 

Prólogo ...................................................................................................................................... 5 

Introducción .............................................................................................................................. 9 

Sobre el procedimiento metodológico ................................................................................... 15 

Capítulo 1 — La organización de los sistemas de producción agropecuarios: un desarrollo 

histórico por el proceso de configuración de la estructura agraria patagónica 

1. Introducción ........................................................................................................................ 20 

1.1 Formación del poder poscolonial y configuración del Estado argentino moderno: 

transformaciones en la organización de los sistemas de producción agropecuarios ............. 21 

1.1.1 Transformaciones territoriales y expansión agropecuaria en la Patagonia durante la 

formación del Estado argentino .............................................................................................. 32 

1.1.2 Aproximaciones sobre el desarrollo de la ganadería ovina extensiva en Santa Cruz ... 37 

1.1.3 Aproximaciones sobre el desarrollo agrícola en Santa Cruz.......................................... 47 

1.2 El desarrollo de la producción hortícola periurbana: el caso de la constitución de la zona 

de chacras de Río Gallegos ...................................................................................................... 56 

1.3 La reorganización de los sistemas productivos periurbanos post crisis 2001/2002 ........ 67 

Capítulo 2 — La transformación de los modelos de desarrollo y su implicancia en la 

definición de la política rural argentina: la emergencia del enfoque de desarrollo territorial 

2. Introducción ........................................................................................................................ 83 

2.1 La tensión centro-periferia y la introducción del enfoque desarrollista en la 

“modernización” argentina ..................................................................................................... 84 

2.2 La misión modernizadora del INTA: el rol de la investigación y la extensión durante el 

desarrollismo ........................................................................................................................... 90 



4 
 

2.2.1 Crisis de los enfoques desarrollistas, el avance neoliberal y la emergencia de los enfoques 

de desarrollo humano, sustentabilidad ambiental y el Desarrollo Territorial Rural (DTR)..... 95 

2.2.2 La política institucional del INTA desde los aportes del enfoque de DTR ................... 104 

Capítulo 3 — El desarrollo de la política de promoción de la agricultura familiar (1990 al 

2000) 

3. Introducción ...................................................................................................................... 126 

3.1 Los efectos de la modernización del agro y los programas compensatorios para el 

desarrollo rural de los 90: las experiencias de producción comunitaria en Río Gallegos y la 

reconversión técnica de la horticultura familiar ................................................................ …127 

3.2 La institucionalización de la “Agricultura Familiar” como política de Estado ................ 147 

3.2.1 Reflexiones y análisis sobre la categoría Agricultura Familiar ..................................... 154 

3.2.2 Aproximaciones a una definición consensuada de la AF ............................................. 163 

Aproximaciones y reflexiones finales del estudio ................................................................ 173 

Consideraciones finales ........................................................................................................ 182 

Anexo 1 — Formulario de Encuesta a Agricultores Familiares de Santa Cruz ...................... 185 

Anexo 2 — Formulario de Registro de Unidad de Producción Familiar (Puerto Deseado y 

Tellier) .................................................................................................................................... 192 

Anexo 3 — Guía de Entrevista: Historia y evolución de las unidades productivas familiares 

vinculados con el origen de la Asociación de Productores de Río Gallegos ......................... 196 

Bibliografía ............................................................................................................................ 203 

  



5 
 

PRÓLOGO 

Este trabajo nace en la confluencia de una trayectoria personal, profesional y militante forjada 

en los territorios rurales y periurbanos de Santa Cruz. Desde mis primeras experiencias en el 

INTA, acompañando procesos de organización de productores y productoras familiares, hasta 

las instancias de formación académica que me permitieron profundizar en los debates sobre 

desarrollo, extensión y políticas públicas, la agricultura familiar periurbana se me presentó 

como un espacio de tensiones y potencialidades. 

La avanzada neoliberal y neo-extractivista que atraviesa a nuestra región ha puesto en jaque 

la vida de las grandes mayorías populares, configurando un modelo de agronegocios que 

expulsa a pequeños productores, arrasa con saberes comunitarios y precariza la existencia de 

quienes habitan los territorios. En este marco, la agricultura familiar periurbana aparece 

relegada a una condición marginal en la estructura agraria santacruceña. Sin embargo, en esa 

misma marginalidad emergen prácticas de resistencia, experiencias de organización y 

alternativas de sostenibilidad que desafían el orden hegemónico y abren grietas para pensar 

otros futuros posibles. 

El propósito de esta tesis es doble. Por un lado, busca recuperar y sistematizar las experiencias 

de intervención profesional, investigación y extensión en territorios rurales y periurbanos. Por 

otro lado, aportar desde la mirada disciplinar del trabajo social a la visibilización de estas 

experiencias reforzando la necesidad de generar un conocimiento situado, capaz de recuperar 

trayectorias, prácticas y conflictos, aun a riesgo de que su análisis pueda quedar subsumidos 

en categorías homogeneizantes, como las construidas por los estudios sociales que hasta hoy 

son referencias para el diálogo y su identificación. 

En este sentido, la escritura de esta tesis se enmarca en un proceso de visibilización y 

valorización de la agricultura familiar periurbana como sujeto social y productivo dentro del 

medio agropecuario argentino. Lejos de ser un apéndice marginal, este sector sostiene la vida 

cotidiana en condiciones de extrema desigualdad, aporta a la seguridad y soberanía 

alimentaria de miles de familias y constituye un reservorio de saberes, prácticas y formas de 

organización que interpelan a los modelos hegemónicos de desarrollo. 
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Desde el inicio, el propósito que guía esta investigación es dar cuenta de la trayectoria 

sociohistórica de la agricultura familiar en la Patagonia austral, recuperando experiencias que 

en su mayoría han quedado invisibilizadas en los registros oficiales y en las agendas de 

investigación. Esa invisibilización no es casual: responde a un proceso de construcción 

histórica de la política agraria en la Argentina, que privilegió siempre a los sectores más 

capitalizados, relegando a campesinos, indígenas y pequeños productores a un lugar 

subsidiario. 

Los Censos Nacionales Agropecuarios de 1988, 2002 y 2018 muestran con claridad una 

tendencia: la desaparición progresiva de unidades de producción familiar y la creciente 

concentración de la tierra y la producción en pocas manos (Cátedra Libre de Estudios Agrarios 

Horacio Giberti, 2025). En la Patagonia, este proceso se combinó con la histórica centralidad 

de la ganadería ovina extensiva, dejando poco espacio para la diversificación y relegando la 

horticultura intensiva a enclaves periurbanos vinculados a la subsistencia. 

En la década de los noventa, las políticas de desregulación y apertura económica golpearon 

duramente a los pequeños productores. Sin embargo, en esas décadas también surgieron 

programas como el Programa Social Agropecuario (PSA), ProHuerta y Cambio Rural, que 

permitieron ensayar formas de intervención que combinaron la asistencia técnica con la 

organización comunitaria. Un hito fundamental fue la creación, en 2005, del Centro de 

Investigación y Desarrollo para la Pequeña Agricultura Familiar (CIPAF) en el INTA, que marcó 

un giro en la agenda institucional. 

En paralelo, la sanción de la Ley de Emergencia Territorial Indígena (2006) y de la Ley de 

Reparación Histórica de la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena (2014) fueron 

conquistas que ampliaron el marco legal del sector. Sin embargo, estas leyes no fueron 

plenamente reglamentadas ni acompañadas por los recursos necesarios para su 

implementación. La Secretaría de Agricultura Familiar, creada en 2008, también atravesó 

procesos de debilitamiento y discontinuidad política. 

En los últimos años, y con mayor crudeza bajo el gobierno actual, se han desarticulado gran 

parte de los dispositivos construidos. La eliminación del INAFCI, la cancelación del histórico 

Programa ProHuerta y el desfinanciamiento de organismos clave han dejado a miles de 

familias productoras sin apoyo técnico ni institucional. A esto se suman medidas económicas 
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regresivas, que han encarecido los costos de los insumos y han dejado a los agricultores 

familiares en una situación de extrema vulnerabilidad. 

En este contexto, esta tesis no sólo documenta, sino que interpreta y valora el papel de la 

agricultura familiar en la Argentina, con un enfoque particular en Santa Cruz, una región 

históricamente invisibilizada en los estudios sobre el sector. La investigación se sitúa en un 

contexto de retroceso de políticas públicas y embestida neoliberal, y se propone llenar un 

vacío en el conocimiento situado. 

El trabajo aborda la compleja trayectoria sociohistórica de la agricultura familiar santacruceña, 

en un proceso definido por la "confluencia de una trayectoria personal, profesional y 

militante". Los hilos conductores de la investigación son: 

● La invisibilización histórica: La tesis explora cómo la agricultura familiar fue relegada 

a una posición marginal dentro de la estructura agraria de Santa Cruz, considerada 

viable únicamente a partir del siglo XXI. El trabajo se propone revertir esta 

invisibilización que no es casual, sino producto de una lógica de la política agraria que 

históricamente privilegió a los sectores más capitalizados. 

● La crítica al modelo de desarrollo hegemónico: La investigación cuestiona el modelo 

de desarrollo basado en una "racionalidad" que concibe el progreso como un proceso 

lineal, homogéneo y evolutivo, orientado solo al crecimiento económico y la 

rentabilidad. Este enfoque es analizado desde la noción de la "colonialidad del saber" 

de Aníbal Quijano, que reproduce asimetrías y excluye a los sujetos que no se adaptan 

a la lógica del capital. 

● La importancia del conocimiento situado: La tesis defiende la necesidad de un 

conocimiento que no sea neutral, sino comprometido con el sujeto histórico 

subalterno. La investigación busca documentar y sistematizar las experiencias que a 

menudo quedan subsumidas en categorías homogeneizantes. 

Ante los procesos de concentración agraria y de embestida neoliberal, la investigación social 

tiene un papel fundamental: documentar, sistematizar y visibilizar las trayectorias de la 

agricultura familiar. Sin estudios específicos, sus experiencias corren el riesgo de quedar 

subsumidas bajo categorías homogeneizantes. Esta tesis se propone justamente aportar a ese 

proceso: recuperar la voz de quienes producen en condiciones adversas, reconocer la 
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heterogeneidad del sector y demostrar que su valor reside en su multifuncionalidad. La 

agricultura familiar periurbana garantiza alimentos frescos, preserva saberes, genera empleo 

local, sostiene la vida comunitaria y ocupa territorios en disputa frente al avance del capital 

inmobiliario. 

El propósito de este trabajo no es solo académico, es también una apuesta ética y política, 

que invita al lector a comprender que en el sector familiar se juegan debates centrales sobre 

la vida, el territorio y la soberanía alimentaria, y busca contribuir a la legitimación de la 

agricultura familiar como sujeto histórico, productivo y social del medio agropecuario 

argentino. Frente a las lógicas del despojo, estas páginas buscan dar cuenta de las resistencias, 

de las alternativas que se construyen desde abajo y de la necesidad de políticas públicas que 

reconozcan al sector no como destinatario pasivo de asistencia, sino como pilar estratégico 

del desarrollo rural. 

El principal aporte de esta tesis espera ser la contribución a la legitimación de un sujeto 

histórico, productivo y socialmente estratégico para el medio agropecuario argentino; 

"desfetichizar" al agricultor familiar como un sujeto vulnerable y "destinatario de políticas de 

asistencia", y reconocerlo como un actor fundamental en la seguridad y soberanía alimentaria 

y en la defensa de los territorios, quienes sostienen la producción de alimentos en condiciones 

de desigualdad y exclusión, y con sus luchas y organización mantienen viva la esperanza de un 

modelo más justo.  

Finalmente, a quienes me acompañaron en este recorrido —colegas, productores y 

productoras, comunidades originarias, estudiantes, docentes, instituciones y organizaciones 

sociales— les debo gran parte de lo aquí plasmado. Sin sus relatos, luchas y aprendizajes 

compartidos, este trabajo no tendría sentido. Lo aquí escrito seguramente es solo un aporte 

de entre otros tantos que se han generado para el país, la región y la provincia, por eso, esto 

es una invitación a leer la investigación desde esta clave: la de comprender que en la 

agricultura familiar periurbana se juegan hoy debates centrales sobre la vida, el territorio y la 

soberanía alimentaria. 
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INTRODUCCIÓN 

Tal como señala Guillermo Neiman (2011) después de uno de los períodos más adversos de la 

historia del país, hacia principios del 2000 con la crisis del modelo neoliberal, el sujeto 

productor de la agricultura familiar vuelve a recobrar interés conceptual y político en la 

Argentina. Su emergencia es producto de procesos históricos de resistencia y organización 

política de productores y pobladores rurales (Neiman, 2011: p. 9), que impactan en un 

reconocimiento parcial de sus reivindicaciones a partir de dispositivos de política pública 

estatal.  

A partir de este periodo, se establecen cambios a nivel de la política pública. Aquellas políticas 

de corte económico, que traccionaron en los ‘90 a un sector considerado “viable” 

productivamente, comenzaron a transformar sus objetivos de desarrollo incorporando la 

noción de inclusión social en la definición de los programas.  Tal como señala Fernández 

(2016),  

Sobre la base de la agenda regional del MERCOSUR, desde el año 2004 

emerge la categoría “agricultura” para darle encuadre estatal a un 

heterogéneo conjunto de actores sociales compuesto por medieros, 

campesinos, chacareros, pequeños productores, etc. (Manzanal y 

Schneider, 2011). Ello no sólo representó un cambio de nomenclatura 

sino también la ampliación de su base social y de sus problemáticas 

en la agenda de políticas públicas (Soverna y Bertoni, 2014) … Desde 

esta perspectiva, la inclusión social de las políticas para la agricultura 

familiar se construye a partir de la ruptura con la dicotomía entre 

“políticas económicas para sujetos viables y políticas de desarrollo 

social de apoyo a la precariedad empresarial de la población pobre o, 

directamente, programas asistenciales” (Sislian, 2013: 79) (Fernández 

Fernando, 2016: 66 -las negritas son propias-)  

Desde los años ‘50 y con mayor impulso desde el desarrollo científico y tecnológico de los años 

‘70, este tipo de racionalidad última que señala Fernández es la que ha mediado la 

construcción de soluciones socio técnicas para la Agricultura Familiar. En ese periodo, los 

cambios a nivel de la técnica y tecnologización del campo significaron para el agro argentino 
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una revolución en la matriz productiva, sin embargo, no significó un proceso de desarrollo 

equitativo para todos los sectores y regiones del país. La “revolución verde” como se la 

denominó, fue producto de los procesos de transnacionalización de los nuevos conocimientos 

científicos promovidos desde EE. UU., que impusieron una nueva forma de socialización del 

trabajo rural a escala nacional y por supuesto, mundial.  

En este sentido, “...el desarrollo, la producción y la comercialización de nuevas tecnologías 

seguía un curso bien definido en el tiempo, que comenzaba con la investigación e implicaba 

una etapa de desarrollo del producto y finaliza con la producción y eventual 

comercialización” (OCDE, 1992, p. 134), según este modelo secuencial, las actividades 

productivas que no lograban introducirse en este ciclo (investigación, transferencia, 

desarrollo, producción y comercialización) quedaban excluidos como sujetos de desarrollo 

productivo.  

De acuerdo con las primeras conjeturas que guiarán esta tesis, se identifican dos cuestiones 

para analizar y establecer las aproximaciones sobre la configuración de la AF en Santa Cruz:   

1.  La producción de las unidades familiares santacruceñas se origina con un carácter 

recesivo en relación con la producción agropecuaria provincial y nacional en sentido amplio. 

La agricultura intensiva y la horticultura familiar periurbana santacruceña, articuladas por la 

categoría de agricultura familiar, se han situado en un lugar marginal de la estructura social 

agraria de la provincia, y no será hasta iniciado el siglo XXI que comienza a ser sujeto de la 

política estatal, en la medida que se considera como actividad productiva y económica más 

allá de la subsistencia. 

La antesala del colonialismo europeo impuso la falacia del pensamiento único. De acuerdo con 

una batería de necesidades que se crearon para que las relaciones de los sujetos fueran 

mediadas por su participación en el mercado de producción e intercambio de bienes o 

mercancías, la producción del conocimiento científico se puso a disposición de los grupos 

hegemónicos de la sociedad, profundizando las asimetrías sociales y respondiendo a una 

lógica del desarrollo de acuerdo con las exigencias privadas (y privatistas) del capital. Señalan 

Elías y Carranza (2012)  
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a lo largo del siglo XX, se construyó una lógica política asimétrica 

en la que emergieron y despuntaron sujetos y grupos 

hegemónicos que hicieron uso de la ciencia y la tecnología para 

desarrollar prácticamente sin límite la necesidad de consumir 

los bienes que producían. (…) El desarrollo del conocimiento 

científico básico y sus aplicaciones sirvieron para producir 

nuevas formas de socialización y articulación política y así 

consolidar un proceso de globalización que hoy define la 

conducta dominante en el mundo (Elías y Carranza; 2012, pp. 17 

y 18) 

Desde esta concepción, se da una tendencia hacia la incorporación exógena de soluciones 

técnicas, que no asumen la territorialidad de los saberes, ni, por tanto, recaen en una 

producción situada del conocimiento. En este sentido, todo sujeto que no resulte “viable” o 

“adaptable” a este planteo del desarrollo, resulta ser un sujeto marginal para el sistema.  

2. En línea con estos argumentos, se advierte que la intervención con sujetos de la producción 

agroalimentaria desde organismos de ciencia y tecnología se encuentra mediada por 

nociones de desarrollo que reproducen esquemas tradicionales que fragmentan las áreas de 

las políticas y del conocimiento, y conciben el desarrollo solo en vinculación con el crecimiento 

económico. Se asimila esto a un proceso evolutivo supuestamente neutral, lineal y 

homogéneo, anclado a la idea de la manipulación de la naturaleza bajo el imperativo 

tecnológico con fines de rentabilidad económica.  

Esta situación se encuentra comprendida en los procesos que Aníbal Quijano (2000) logra 

explicar con el uso de la noción “colonialidad del poder” y sus expresiones sobre la 

“colonialidad del saber”. De acuerdo con este autor, el desarrollo del saber científico durante 

el siglo XX se estableció en torno a una síntesis de procesos y mecanismos que favorecieron la 

distinción de un universo de relaciones intersubjetivas de dominación que tenía como base el 

dominio cultural y político europeo, a partir de la difuminación de las identidades y las 

historias de los sujetos que geoculturalmente no eran asimilables con Europa. En la medida 

en que la existencia de los objetos es independiente del sujeto, y se considera al tiempo y el 
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espacio como propiedades del objeto e independientes de su construcción social por el sujeto, 

la complejidad de la realidad se presume simplificada.  

En otras palabras, este proceder metodológico orienta la creación de una cosmovisión del 

mundo que alienta la producción del conocimiento desde el principio de la objetividad como 

sinónimo de neutralidad. No se piensa la realidad como una totalidad, un acercamiento 

marcado por la apertura, la complejidad y la multidimensionalidad, donde el presente es visto 

como un proceso y al mismo tiempo como un punto de partida abierto a múltiples 

determinaciones (Hugo Zemelman  en Elías y Carranza, 2012: p. 22) Se excluyen los intentos 

por construir saberes que se traduzcan en soluciones a las necesidades que los sujetos 

subalternos enfrentan por la abrumadora agenda de la sociedad del conocimiento y la 

economía de mercado. Esto se replicará a lo largo de la historia creando sujetos y saberes 

dominantes, y sujetos e historias excluidas y subordinadas. La falta de flexibilidad y el no 

considerar las múltiples interacciones y la complejización histórica del conocimiento y de los 

procesos de innovación y de desarrollo territorial, desestimará actores que no desempeñan 

desde el pensamiento hegemónico, roles de acuerdo con los parámetros de rentabilidad y 

eficiencia impuestos por las economías de los mercados liberales, volviéndolos sujetos 

carentes de interés socio histórico, así como de la política.  

De acuerdo con el pensamiento crítico latinoamericano, resulta fundamental el 

cuestionamiento de esta visión neutral de la producción científico-tecnológica, para tomar 

posición comprometida con el sujeto histórico subalterno. Según esta lógica, se buscará  

comprender desde la historia y el lugar donde se produjeron las 

experiencias y el conocimiento tanto de las culturas originarias como de 

sujetos que vivieron la derrota de sus utopías (…) la Epistemología 

crítica permite replantear los contenidos y la dirección de un 

pensamiento filosófico y social que busca dejar atrás una visión 

colonializada del saber… (Elías y Carranza, 2012: p. 23 y 24)  

El enfoque de las epistemologías críticas busca tensionar permanentemente cómo el 

desarrollo de saberes y su transmisión involucra sujetos con historias y subjetividades 

diversas, lo que plantea que todos los sujetos tienen algo que decir. Los aportes 

epistemológicos que ofrece la mirada crítica recuperan los procesos históricos precedentes y 
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actuales a un sujeto históricamente subalterno como ha sido el agricultor familiar o 

campesino, particularmente en la región patagónica del país.  

La organización de la fuerza de trabajo interna constituida fundamentalmente por la mano de 

obra familiar y su rango de abastecedor local de alimentos, a veces asumiendo un sentido más 

ligado a la subsistencia, lo ha colocado frente a ciertas controversias en su reconocimiento 

como sujeto productivo agrario. Una definición política de los sujetos agrarios construida 

sobre el carácter de “aportante” al desarrollo económico y productivo, lo acorrala en torno a 

la figura de sujeto subordinado para identificación e intervención de sus problemas en materia 

de política pública (Nogueira y Urcola, 2013).  

Desde el lugar de la estructura social agraria en el que Agricultura Familiar se ha ubicado 

subordinadamente en relación con otros grupos productivos, alineados con las necesidades 

del mercado internaciones de bienes y servicios, recurrir a elementos de aquel enfoque 

responde ética y políticamente a contribuir en una valorización del rol sociohistórico de los 

sujetos de la Agricultura Familiar para el desarrollo del sistema agroalimentario. En la medida 

que se la reconoce como un sujeto estratégico, dar cuenta de sus atributos sobre la forma, 

organización y necesidades de producir históricamente, conduce a su desfetichización como 

sujeto vulnerable anclado a producciones subsidiarias y destinatario de políticas de asistencia.   

Aunque heterogénea, la agricultura familiar se identifica como un modo de vida ligado a un 

tipo de producción donde la unidad doméstica y la unidad productiva están físicamente 

integradas (Ramilo, 2013: p. 5) Entre algunos de los rastros identitarios que la vuelven parte 

de un grupo social y productivo, los más significativos y aglutinantes resultan: la estructura 

familiar como organizadora de la fuerza de trabajo de la unidad productiva y reproductiva de 

sus miembros, su carácter abastecedor de alimentos de proximidad (local/regional), y “...la 

condición de encontrarse en un ecotono entre el ambiente rural y el urbano, que se influyen 

mutuamente y constituyen un territorio con características particulares” (INTA, 2012, pp. 16) 

en permanente tensión social.  

La gran amplitud y diversidad de la estructura productiva y reproductiva de este sector a nivel 

nacional e incluso latinoamericano, lo coloca como un sujeto con una particular importancia 

respecto a las contribuciones sobre la diversificación de los sistemas alimentarios, la 

integración sostenible entre las zonas urbanas y rurales, y la capacidad de abastecimiento 
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de alimentos frescos y elaborados a nivel interno. Todo esto, configura una particular 

posición e intervención del sujeto agricultor familiar en la estructura social agraria de cada 

territorio.  

En 2013 el INTA (Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria) desarrolló una de las primeras 

publicaciones institucionales (Ramilo y Prividera; INTA, 2013) donde recopiló 12 (doce) 

estudios de casos, producidos por investigadores de distintas unidades y Universidades 

Nacionales, que analizan desde diferentes perspectivas, dimensiones y marcos teóricos, las 

características que asume el agricultor familiar como sujeto social agrario para distintas 

regiones del país, excepto Patagonia y Cuyo. En cada caso, se analizaron las estrategias que 

este actor asume para sostener la producción y reproducción de la unidad familiar, a la vez 

que unidad productora. Caracterizaron las condiciones históricas que afronta en cuanto al 

acceso y tenencia de medios de producción, como son la tierra, agua y el capital, la 

disponibilidad de la infraestructura social básica y productiva (y comercial), el financiamiento, 

y la asistencia técnica, entre otras (Ramilo et al, 2013: p. 6)  

De acuerdo con este y otros estudios, a lo largo y ancho del país la Agricultura Familiar 

adquiere diferencias estructurales significativas, en la medida que se establecen situaciones 

socioproductivas diversas según los niveles de capitalización, los tipos de organización, los 

destinos de las producciones (venta y/o de autoconsumo), y la condicionalidad de los factores 

ambientales.  

En vista de estos antecedentes, y como trabajadora del INTA en la provincia de Santa Cruz, la 

admisión al Programa de maestría y doctorado en Trabajo Social de la UNLP significó 

oportunamente comenzar a desandar una trayectoria que tenía como fin último, establecer 

en el mismo sentido que se hizo para las regiones del NEA, NOA y Pampeana, los atributos y 

rasgos fundamentales que caracterizan a la Agricultura Familiar santacruceña, su 

heterogeneidad interna y su particular desarrollo e integración al sistema agroalimentario 

de la provincia.  

Sin embargo, a raíz de los cambios que introdujo la política de desarrollo del Estado Nacional 

después de la crisis de 2001, que incluyó estrategias de fortalecimiento y promoción de los 

sectores agroproductivos que habían sido postergados por los programas neoliberales de los 

‘90, se condujo un replanteo de las líneas de investigación. Tomando como apoyo elementos 
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conceptuales de las epistemologías críticas, se redirigió el propósito del estudio, y teniendo lo 

anterior como base para el estudio, se apuntó también hacia el intento de una reconstrucción 

de la trayectoria sociohistórica de la Agricultura Familiar en Santa Cruz, interrelacionando 

esto con los procesos de su jerarquización social, institucional y política en el marco del 

desarrollo rural. Llevar adelante el estudio en este sentido, permitirá contribuir al actual 

debate sobre: quiénes son los sujetos que integran la agricultura familiar, qué tipo de apoyo 

se les debe dar y [qué] rol … debería cumplir en el desarrollo regional (Paz, 2011, en INTA, 

2023: p. 2).  

Sobre el procedimiento metodológico 

Esta tesis pretende ser un aporte al estudio situado de los procesos históricos que 

configuraron el caso de la agricultura familiar periurbana santacruceña, como un actor 

significativo que se reconoce dentro de la amplia categoría social de “Agricultura Familiar”.  

Para esto, se procederá metodológicamente desde una perspectiva cuantitativa y otra 

cualitativa, hacia una revisión bibliográfica, estadística y testimonial, mediante la que analizar 

la situación de la agricultura familiar en su trayectoria y reconocimiento político como sujeto 

activo del desarrollo rural. 

Esta reconstrucción se realizará a partir de una selección de casos de estudio que se tomaron 

en cuenta fundamentalmente por la factibilidad operativa que implicaba para la 

investigación. Si bien en primer lugar, hay una predeterminación conceptual que delimita la 

identificación del sujeto de estudio con la categoría de “Agricultura Familiar”, la elección se 

ha establecido también de acuerdo con una vinculación previamente existente con la 

trayectoria profesional. En este sentido, algunos datos se construirán mediante el recurso que 

ofrecieron las observaciones y sistematizaciones efectuadas durante el ejercicio profesional 

tanto en el equipo de Coordinación provincial del Programa ProHuerta, así como en el Área 

de Desarrollo Territorial Rural del INTA Santa Cruz.  

Durante ese transcurso, entre 2015 y 2020 se implementaron una serie de entrevistas 

abiertas y encuestas cerradas en profundidad que se dirigieron a productores y productoras 

vinculados/as a distintas organizaciones de productores de la provincia.  
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Motivado por ideas que destacan el valor de los saberes de las poblaciones locales y la 

inexistencia de fuentes secundarias sobre este sujeto y sobre sus trayectorias en Santa Cruz 

en particular, se adoptó un método que permitiera la recolección de información primaria en 

profundidad. En este sentido, la elección del estudio testimonial como estrategia 

metodológica se fundamentó en varias razones, por un lado, dada la complejidad y la vastedad 

de las transformaciones territoriales en la Patagonia, esta elección permite abordar la 

problemática de manera integral y desde una amplitud empírica significativa para un abordaje 

más abarcativo de la situación territorial. 

El caso más emblemático que se ha recuperado en este estudio es un trabajo de registro 

testimonial llevado adelante con referentes de la Asociación Frutihortícola y Afines de Río 

Gallegos. En 2015, se construyó e implementó un instrumento de entrevista abierta (ANEXO 

3) que profundizó en la historia de ocho de los productores fundadores de la Asociación que 

aún continuaban vinculados con las actividades de la organización. Mediante este proceso, se 

recuperó parte de la historia social y productiva de estos actores y de la Asociación: sus 

orígenes de vida, sus antecedentes y vinculación con la producción, sus relaciones 

socioterritoriales a partir de su proximidad con la comercialización local y el mercado 

tradicional de bienes, la vinculación con las organizaciones de ciencia y técnica como el INTA, 

el desarrollo tecnológico, su proceso de ocupación del territorio, sus reconversiones en 

términos de la producción y la influencia de la políticas locales y nacionales en su desarrollo y 

en la construcción de alternativas para la resolución de problemas económicos y productivos 

que determinaron su situación relacional con otros sujetos de la estructura social agraria de la 

provincia.  En líneas generales, a través de estos testimonios se reconstruyeron los momentos 

del desarrollo de la actividad hortícola periurbana en esa localidad, así como las implicancias 

de la organización en el desarrollo del sector, y las estrategias de cambio que introdujeron a 

nivel territorial para continuar con sus objetivos sectoriales y organizacionales. 

La situación de esta Asociación se presenta como el referencial empírico que permitió 

reconstruir desde el estudio de su caso, las formas en que los sujetos se integraron 

históricamente a la estructura social agraria, sus relaciones con el desarrollo del Sistema 

Agroalimentario, los momentos del desarrollo de la actividad hortícola periurbana en esa 

localidad, su vinculación con el mercado nacional, local y con el Estado nacional y municipal, 

los modos de ser y hacer, las racionalidades predominantes, las relaciones con el territorio en 
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el que se asientan, y las redes sociales de pertenencia (INTA, 2007), así como su relación con 

la política de promoción de la AF y el rol desempeñado por organismos de ciencia y técnica 

como el INTA. 

A este trabajo testimonial le siguió un proceso de recolección de datos a través de encuestas 

cerradas en dos momentos: una en 2017/18 en Puerto Deseado y Tellier (ANEXO 2), y otra 

entre 2019 y 2020 (ANEXO 1) en los principales centros urbanos del territorio de Santa Cruz, 

tomando como base operativa las definiciones del INTA de uno de sus instrumentos 

programáticos: las Plataformas de Innovación Territorial (PIT). 

La primera acción se implementó desde la Agencia de Extensión Rural (AER) del INTA Puerto 

Deseado juntamente con la Dirección de Producción y Desarrollo de Puerto Deseado, y la 

exsecretaría de Agricultura Familiar (SAF). En esa oportunidad se implementó un instrumento 

afín al Registro Nacional de la Agricultura Familiar (ReNAF)1, recuperándose la información de 

52 establecimientos en Puerto Deseado y Tellier. Este registro, permitió construir una base 

de datos robusta y actualizada respecto a: la condición de tenencia de la tierra, la superficie y 

el tiempo en producción de la misma, la composición de la familia productora, las actividades 

económicas y fuentes principales que constituyen el ingreso económico de la familia (seguro y 

seguridad social incluidos), características de la producción (huerta, forestaciones, aromáticas, 

frutales, producción animal, artesanías, agroindustria, recolección, caza, pesca, turismo rural), 

niveles de comercialización y modalidades de venta, riesgos (financieros, comerciales, 

climáticos), y acceso a servicios básicos (electricidad, agua, medios de cocción y calefacción, 

desagües y baños), registros y certificaciones productivas y comerciales, e involucramiento 

organizacional. 

La segunda de las encuestas, mediada por la coyuntura de pandemia, tomando como 

referencia el esquema de la información generada en la anterior oportunidad, se centró en 

una muestra del sector de chacras en producción, abarcando aproximadamente 42 unidades 

en Puerto Deseado y Tellier, extendiéndose hacia otros lugares como Piedrabuena y Puerto 

 
1 El Registro Nacional de la Agricultura Familiar (ReNAF) releva información personal y productiva de los 

Núcleos de Agricultura Familiar (NAF) del país. Los NAF refieren a una persona o grupo de personas, parientes 

o no, que habitan bajo un mismo techo en un régimen de tipo familiar; es decir, que comparten sus gastos de 

alimentación u otros gastos esenciales para vivir; y que aportan, o no, fuerza de trabajo para el desarrollo de alguna 

actividad en el ámbito rural. 
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Santa Cruz, Fitz Roy, Jaramillo, y San Julián. Su objetivo fue conocer las prácticas de los 

productores en actividad y los distintos tipos de producción que desarrollan. Los datos 

obtenidos, acotados a señalar los atributos productivos que distinguen a estos sistemas, 

proporcionan una visión morfológica- estructural, considerando variables como la superficie 

cultivada, régimen de tenencia, nivel tecnológico tipos de infraestructura, servicios y 

capitalización, niveles de producción, volúmenes, rendimientos, orientación de la producción, 

comercialización y condiciones de trabajo, ingresos y sostenibilidad familiar.  

El análisis también se complementa con información de fuentes secundarias, como bases de 

datos censales sobre el estado de los suelos rurales y datos proporcionados por el Ministerio 

de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación (MAGyP), y el INDEC a través de los Censos 

Nacionales Agropecuarios (CNA) de 1988; 2002; 2008; 2018, como se verá en el capítulo 

siguiente. Estas series históricas permiten aproximar el desarrollo de la actividad agrícola y 

analizarla a la luz de los testimonios y procesos históricos reconstruidos en este estudio. 

Finalmente, se incorporan experiencias de trabajo desarrolladas entre 2013 y 2018 en el 

marco del Proyecto Regional con Enfoque Territorial (PRET) en el norte de Santa Cruz. Este 

proyecto impulsó acciones para fortalecer la producción, técnica y comercialización de 

agricultores familiares en localidades como Puerto Deseado, Fitz Roy y Jaramillo, Los Antiguos, 

Lago Posadas, Bajo Caracoles, Perito Moreno, Las Heras, Pico Truncado, Caleta Olivia, Koluel 

Kaike y Cañadón Seco, generando referencias bibliográficas2 que enriquecen la reconstrucción 

de las características de los sujetos de estudio. 

 
2Artículo “Productores agropecuarios del periurbano de Puerto Deseado, Santa Cruz: caracterización y breve 

análisis de la situación socio-productiva” (p-88 a 97), en libro “Sujetos sociales en la horticultura argentina” 

Compiladoras Daniela Mathey y Graciela Preda https://inta.gob.ar/documentos/sujetos-sociales-en-la-

horticultura-argentina ISBN 978-987-8333-32-8 (digital). Año 2020. 
Informes Científicos Técnicos - UNPA Vol. 11 Núm. 4 (2019) – Artículos. “Políticas de promoción a la 

agricultura familiar en la zona periurbana de Río Gallegos (2007 – 2017). Un análisis desde el punto de vista de 

los derechos humanos” 

https://journal.secyt.unpa.edu.ar/index.php/ICTUNPA/search/authors/view?givenName=Gina&familyName=Lip

ka&affiliation=&country=AR&authorName=Lipka%2C%20Gina 

Artículo “Los sujetos sociales en la producción familiar periurbana del norte santacruceño: caracterización y 

modalidades de organización social”. Autores: Lipka, G.L.; Lipka, G.L.;,  Rodríguez, A.G.; , A.G.; , A.G.; Reartes, 

M. Filiación: AER INTA Puerto Deseado. Universidad Nacional de la Patagonia Austral-Unidad Académica 

Caleta Olivia (UNPA-UACO). Dirección de Producción y Desarrollo, Municipalidad Puerto Deseado en libro 

“Periurbanos hacia el consenso - Resúmenes cortos” 
Informe Técnico: “Monitoreo de huertas temporada 2017-2018 zona norte Santa Cruz: PRET Zona Norte de Santa 

Cruz” (PATSU 1291309) Autores: San Martino, Liliana; Luna, Paula Romina; Lipka, Gina Lujan; Arhancet, Juan 

Santiago; Persoglia, Andrea Carina; Arrascaeta, Ana Mercedes. Año de publicación 2018. Link: 

https://inta.gob.ar/documentos/sujetos-sociales-en-la-horticultura-argentina
https://inta.gob.ar/documentos/sujetos-sociales-en-la-horticultura-argentina
https://journal.secyt.unpa.edu.ar/index.php/ICTUNPA/search/authors/view?givenName=Gina&familyName=Lipka&affiliation=&country=AR&authorName=Lipka%2C%20Gina
https://journal.secyt.unpa.edu.ar/index.php/ICTUNPA/search/authors/view?givenName=Gina&familyName=Lipka&affiliation=&country=AR&authorName=Lipka%2C%20Gina
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En términos generales, siguiendo los planteos de Kosik (1963), el trabajo pretende 

comprender los hechos en el marco de las relaciones sociales que lo producen, y construir una 

síntesis explicativa del sujeto de estudio desde sus características históricas. La base de este 

trabajo pretende referir a la realidad, no como una sumatoria de hechos aislados sino una 

síntesis superadora de individualidades, constituyendo en este sentido, una estructura 

significativa para cada conjunto de hechos (Kosik; 1963: 56-57).   

 
https://repositoriosdigitales.mincyt.gob.ar/vufind/Record/INTADig_a03cc3771b77638e27564ad6ac7fd0b6 / 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7365200  

Artículo “Construcción de reglas de Juego para la comercialización de productos de la Agricultura Familiar en 

la zona norte de Santa Cruz”. Autores: Arrascaeta, Ana M.; Lipka Gina L; Reano Favio; Luna Paula, otros. 

Presentado en las “XIX Jornadas Nacionales de Extensión Rural y XI del Mercosur: ¿Hacia dónde vamos? 

Contribuciones de la Extensión Rural para la Sustentabilidad de los territorios”. Mendoza, 2018.  

Documentos de evaluación final de los PRETs (2013-2018), que materializa el producto del trabajo participativo 

consolidado durante más de 5 años con actores claves, vinculados a organizaciones colectivas de los sectores 

productivos extensivos e intensivos, y referentes de instituciones estatales afines. 

https://repositoriosdigitales.mincyt.gob.ar/vufind/Record/INTADig_a03cc3771b77638e27564ad6ac7fd0b6
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7365200


20 
 

Capítulo 1 

La organización de los sistemas de producción agropecuarios: un desarrollo histórico por el 

proceso de configuración de la estructura agraria patagónica 

 

1. INTRODUCCIÓN  

Este capítulo tiene por objetivo analizar los procesos históricos que explican la configuración 

de los sistemas agropecuarios en Santa Cruz, prestando especial atención a la producción 

hortícola periurbana y familiar como actor social y productivo en la estructura agraria 

provincial. El propósito es comprender cómo estos sistemas, lejos de ser estáticos, han 

respondido de manera dinámica a cambios económicos, políticos y tecnológicos, y cómo sus 

transformaciones se inscriben en el marco más amplio de la evolución del Estado moderno 

argentino y del modelo agroexportador que predominó desde fines del siglo XIX. 

La propuesta se sustenta en un enfoque sociohistórico que reconoce a los sistemas 

agropecuarios como unidades históricamente complejas, donde confluyen dimensiones 

naturales, técnicas, tecnológicas, humanas y económicas. El análisis articula una mirada 

macrohistórica sobre la constitución del Estado moderno argentino, el despliegue del modelo 

agroexportador y el predominio de la ganadería extensiva, con el estudio de experiencias 

situadas que muestran cómo, entre las décadas de 1970 y 1990, la agricultura provincial fue 

configurando nichos productivos, diversificando prácticas y reorganizando sus bases técnicas 

y sociales. 

En este sentido, el capítulo examina en detalle el caso de las unidades hortícolas periurbanas 

de localidades como Río Gallegos, Puerto Deseado, y otras de la zona norte de la provincia, 

identificando los criterios que orientan la organización del trabajo, la toma de decisiones y las 

estrategias de permanencia frente a un contexto estructuralmente condicionado por la 

centralidad de la ganadería. A partir de testimonios de productores y de información 

estadística generada por instituciones como el INTA y la exsecretaria de Agricultura Familiar, 

se busca dar cuenta de cómo estos actores, históricamente relegados, han contribuido a 

diversificar y fortalecer la base productiva, aportando resiliencia al entramado agrario y 

construyendo vínculos específicos con el territorio. 
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La reconstrucción histórica y el análisis de estas experiencias permiten, así, problematizar las 

narrativas hegemónicas sobre el desarrollo rural en la Patagonia, que han tendido a 

invisibilizar las agriculturas de pequeña escala y las estrategias familiares de producción. El 

capítulo se orienta a una valorización de estos sistemas, no solo como fuentes de 

abastecimiento alimentario local, sino como espacios de innovación técnica, adaptación y 

resistencia frente a cambios estructurales que han afectado de manera diferencial a los 

distintos actores del agro santacruceño. 

1.1. Formación del poder poscolonial y configuración del Estado argentino 

moderno: Transformaciones en la organización de los sistemas de producción 

agropecuarios. 

El enfrentamiento sostenido entre criollos (españoles nacidos en América) y peninsulares 

(españoles nacidos en Europa) por el control político y comercial del territorio, había sentado 

las bases independentistas para el fin del periodo colonial3. Las proclamas constitucionales 

que se gestaron entre 1810-1823 en los países latinoamericanos, introdujeron la ruptura con 

la dominación colonial, e impusieron un lento proceso hacia la construcción de un nuevo 

orden político. Sin embargo, este proceso estuvo signado por una combinación de 

incertidumbre económica, fragmentación regional, inestabilidad política interior y guerras 

(Ansaldi et al., 2013), que configuraron un cuadro social caracterizado por las disputas entre 

las tendencias antimodernistas, resabios del colonialismo europeo, y los fundamentos para la 

legitimación social del poder poscolonial.  

En esta última línea, tal como desarrollan Chiaramonte (2016) y Gardinetti (2006), la 

Revolución de Mayo significó para el viejo territorio del Virreinato del Río de la Plata una 

ruptura institucional, pero no implicó necesariamente un cambio estructural sino una 

recomposición del poder y una reproducción de las dependencias internacionales, que 

asumió la forma de un imperialismo económico con centro en el Reino Unido. El surgimiento 

del dominio del sector criollo, compuesto por terratenientes, comerciantes e intelectuales 

 
3 Los criollos, que sistemáticamente habían sido excluidos de cargos de alto rango en la administración colonial, reservados 

para peninsulares, y sumado a las limitaciones impuestas por el virreinato en cuanto a su participación directa en los 
intercambios de bienes en los mercados del mundo, gestaron una alianza con los grandes mercaderes del puerto de Buenos 
Aires que derivó en una alianza independentista y el núcleo de las nuevas clases dominantes criollas (Azcuy Ameghino, 2016) 
poscoloniales.  
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ilustrados, quienes habían construido la alianza estratégica para la independencia, supo 

proyectar un ideario nacional que encubría —bajo nociones de libertad, progreso y 

civilización— una continuidad con el orden colonial, ahora dirigido por nuevos actores 

sociales, una pequeña minoría débilmente aburguesada nucleada en una oligarquía 

terrateniente4.  

No obstante, la estructura social de clases se mostró débil y no logró constituir rápidamente 

un proyecto hegemónico que la instituyera como clase social dirigente. Por el contrario, debió 

recurrir al uso legítimo de la fuerza para coaccionar las tendencias fragmentadoras 

(particularismos locales sobre detentación del poder por el control del territorio) y 

centralizadoras, que obstruían la organización y modernización estatal y societal necesaria 

para integrar el mercado mundial (Ansaldi y Giordano, 2013). En este contexto, el proceso de 

constitución del orden postcolonial argentino y, toda América Latina también, transitó una 

doble vía: por un lado, debió desarrollarse una estructura social y política que contrarrestara 

los resabios antimodernistas, y por el otro, debió consolidarse una estructura productiva, que 

integrara la nación al mercado capitalista europeo, conducido centralmente por el Reino 

Unido. De acuerdo con la tracción que imponía esta economía, desde donde se marcaban las 

tendencias hacia los productos que tenían valor, el naciente mercado nacional debía adecuar 

sus producciones a aquellos que era necesario producir para participar de los intercambios 

establecidos por Inglaterra.  

Frente a este contexto, el proceso posindependentista debió lidiar con las estructuras políticas 

de las regiones, que respondían a una determinada relación de horizontalidad, y estaban 

asentadas en herencias culturales y en una base material constituida por actividades 

económicas similares. La consolidación del Estado nacional y la consecuente centralización del 

poder imponía como apremiante la resolución del contraste entre los intereses regionales. 

Para esto, no fue viable la destrucción radical de los modos y formas no capitalistas que 

prevalecían, de modo que se las debió someter, transformar y absorberlas, convirtiendo a las 

clases dominantes de cada región en aliadas fundamentales (Ansaldi y Giordano, 2013: 51), 

configurando la base material para la estructuración de la dominación oligárquica.  

 
4 Terratenientes bonaerenses, agroindustriales tucumanos, y administradores de poder cordobeses (Ansaldi, 1985). 
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En otras palabras, la necesaria presión que impuso el proceso de construcción del orden 

moderno capitalista, exigió dos acciones fundamentales: “...1) Garantizar la constante 

adaptación de la dirección política Estatal a la función de imponer coercitivamente y 

administrar las condiciones generales de producción y reproducción de las relaciones 

capitalistas; 2) Legitimar una dirección política capaz de satisfacer la primera exigencia…” 

(Ansaldi y Giordano, 2012: p- 311) Para cualquiera de estas dos exigencias, se requirió como 

menciona Elías (Elías, 1987: 344-355 y ss. en Ansaldi y Giordano, 2012: p- 311), el monopolio 

de la coerción y el monopolio fiscal o tributario.  

La implementación de distintas estrategias coercitivas, como las expropiaciones de tierras a 

los indígenas, y otras tributarias, como fue la cesión pública de las realengas, tierras 

enajenadas a la corona para su usufructo contra pago de cánones preestablecidos por el 

gobierno, constituyeron una primera clase de terratenientes coloniales5, que concentró las 

grandes propiedades y latifundios argentinos.   

Con Bernardino Rivadavia al poder en 1826, la apropiación del espacio rural por familias 

allegadas a las elites porteñas criollas fue un hecho. La tendencia hacia la concentración de la 

tierra continuó su cauce a raíz de las ventas de los títulos del periodo colonial y del nuevo 

empujón que le había otorgado la “Ley de Enfiteusis” de 1827, que posibilitó al gobierno 

arrendar las tierras públicas expropiadas a la corona, por un canon preestablecido a 10 años6. 

Este proceso de expropiación, venta, distribución y arrendamientos tuvo su puesta final en la 

conquista del “Desierto”.  

Cobran relevancia, por ejemplo, las campañas del ejército argentino contra las montoneras de 

Felipe Varela y de Ricardo López Jordán, bajo la presidencia de Domingo Faustino Sarmiento 

(1868-1874), y las impulsadas por Julio Argentino Roca contra los pueblos originarios de la 

 
5 Este sector de la oligarquía naciente, ajeno a las circunstancias de la generalidad de la población, integrada por criollos 

pobres, indios, mestizos, negros, mulatos y zambos (Azcuy Ameghino, 1995), se caracterizó como se señaló al inicio, por 
quienes habían prestado servicios a la corona española, o bien, disponían de dinero e influencias suficientes para acceder 
entre ventas o remates a tales extensiones. 
6 La concentración de las mejores propiedades productivas se localizó en la región de la Pampa Húmeda, al igual que la 

mayor concentración de capitales nacionales que se desarrollaron durante el periodo de auge del modelo agroexportador. 
Esta manera de distribuir las explotaciones excluyó de la política productiva interna a las regiones extrapampeanas que no 
producían bienes de exportación (agropecuarios) y ralentizó su desarrollo. 
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Patagonia durante la presidencia de Nicolás Avellaneda (1874-1880) (Ansaldi y Giordano; 

2012: p. 318).  

En la medida en que emergía esta pequeña burguesía terrateniente, se configuraba una 

cruzada “civilizatoria” encubierta por un discurso nacionalista que justificó y propició la 

conquista y el exterminio de los pueblos indígenas, catalogados como “razas no civilizadas”. 

Este proceso se forjó sobre la relación “ejército-ferrocarriles-telégrafo”, en la medida en que 

fueron recursos esenciales para la ocupación extensiva sobre el territorio del originario, 

favoreciendo la centralización del Poder con la consecuente eliminación de las disidencias.  

Estas campañas militares, fundamentalmente las ocurridas entre 1878 y 1885, no sólo 

consolidaron el poder estatal, sino que eliminaron las mal llamadas fronteras interiores del 

territorio argentino y derribaron una estructura de pequeños grupos poblacionales con 

territorialidades nómadas (Vázquez, 2019). Tales acciones fueron algunas de las que la 

llamada generación del ‘80 asumió para lograr la concentración y centralización del poder 

sobre el territorio bajo la forma de Estado-Nación.  

Años después, traccionado por este contexto, se reformó la reglamentación y adjudicación 

de la tierra, para lo que se gestaron distintos marcos regulatorios en pos de las necesidades 

del momento histórico de constitución del Estado-Nación. Las primeras concesiones se 

realizaron en un contexto de "desorden legislativo" donde coexistieron diversas normativas 

como: la Ley de Colonización (817/1876), la Ley de Liquidación (2.875/1891), la Ley del 

Empréstito (947/1878), la Ley de Premios Militares (1.628/1885), la Ley del Hogar 

(1.501/1884) y otras múltiples leyes especiales y decretos7. Estos marcos legales tempranos, 

junto con los fracasos de colonias estatales como las que identifica Vázquez (2019) en su tesis, 

Puerto Santa Cruz (1880) y Puerto Deseado (1886), sentaron las bases para un sistema de 

adjudicación de tierras que amparó la especulación y el acaparamiento. 

 
7 “Las implicancias de esas normas anteriores a la Ley de Tierras no fueron uniformes en todo el territorio 

patagónico. Por ejemplo, la aplicación de la Ley de Colonización fue recurrente en las cesiones de tierras a 

empresas particulares de colonización en los espacios nordpatagónicos de la frontera argentino-chilena con el 

objetivo de afianzar la soberanía, la sanción de la Ley Hogar se aplicó en la creación de las colonias mayormente 

formadas en el territorio de Chubut y la ley especial Nº 3.053 de 1982 formalizó la adjudicación de grandes 

extensiones -1 millón de has- de las mejores tierras de Santa Cruz al gestor Adolfo Grünbein, tierras mayormente 

cedidas a compañías o estancieros ya instalados en Santa Cruz (Barbería, 95: 99-102 y Bandieri, 2005 a y b)” 

(En Vázquez, 2019: p. 55) 
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La ley 4.167 sancionada en 1903 buscó corregir el manejo administrativo de la tierra fiscal, 

promoviendo su venta y/o arrendamiento, a la vez que derogó lo correspondiente a la 

“colonización”. Producto de esto, se estableció la exploración y la mensura de todo terreno 

fiscal antes de su adjudicación, y se determinó que las tierras podían ser destinadas a la 

explotación agrícola o ganadera8. Los Artículos 1 y 2 de la Ley 4.167, determinaron que previa 

exploración y relevamiento topográfico de los territorios, el Poder Ejecutivo (PE) decretará las 

creaciones y fundación de pueblos y el establecimiento de colonias agrícolas y pastoriles, de 

acuerdo con que resulten apropiadas sus condiciones de irrigación, su aptitud para la 

agricultura, ganadería, explotación de bosques y yerbales u otras industrias y establecimiento 

de colonias o pueblos. En tanto que, las demás tierras serían destinadas al arrendamiento o a 

la venta en remate público, según los plazos y condiciones que establezca el PE. Según Almirón 

(2011) los terrenos se fraccionaban en lotes de 100 ha hasta 625 o 2.500 ha, para el caso de 

las áreas pastoriles. La Ley 5.559 de Fomento de Territorios Nacionales (1908) complementó 

estos procesos, aprobando el financiamiento para obras públicas que facilitaran el 

poblamiento (Vázquez, 2019). 

De acuerdo con este proceso, la tierra rural como bien capitalizable, sin ningún tipo de 

producción agropecuaria hasta ese momento, quedó en manos de un sector terrateniente de 

la oligarquía argentina. Este sector, dispuso las condiciones sobre su uso, construyendo un 

sistema de arrendamientos, subarrendamientos y aparcerías (Ob. Cit. 2016: p. 19) 

acumulando capital y frustrando la posibilidad de una colonización democrática, al estilo de la 

que parcialmente tuvo lugar en el territorio norteamericano (Azcuy Ameghino, 2012). La 

posesión estratégica de la tierra por este grupo minoritario fue clave para la constitución de 

una sociedad organizada en clases sociales, sentando las bases para la proletarización y el 

aburguesamiento, la acumulación de capital y la organización social del trabajo más allá de la 

autosubsistencia9.  

 
8  https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-4167-285291/texto  
9 El pasaje de modos de producción pre-capitalistas a capitalistas en América Latina conlleva algunas particularidades que no 

se encontraron en Europa. En primer lugar, hay que señalar que el proceso de transición en América Latina hacia el modo de 
producir capitalista (dependiente), no fue resultado de la presión de fuerzas sociales internas, como sí lo fue en Europa con 
la lucha ejercida en primera instancia por la burguesía radical y el proletariado, y posteriormente por el obrero. América 
Latina, por el contrario, sufrió la intromisión externa, procedente de invasiones, conquistas y colonización, así como el 
necesario desarrollo de relaciones étnicas, que obraron como correas de transmisión de las formas de organización y 
relacionamiento social propias del capitalismo. El capitalismo en América Latina no generó clases sociales diferentes a las 
de Europa, pero sí fue distinta la manera en la que se objetivó. En este sentido, se comprende que la estructura del nuevo 

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-4167-285291/texto
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Tal como señala Vázquez (2019) referenciando a Sábato (1991), esta clase dominante no 

emergió tan sólo por su condición de terrateniente, sino por el control conjunto de las 

actividades productivas, comerciales y financieras. Tanto en la Pampa Húmeda como en la 

región patagónica, este comportamiento se advierte como replicado. por ejemplo, Vázquez 

va a señalar que, el desarrollo ganadero ovino de Santa Cruz, devino de una corriente 

migratoria del sur continental -Punta Arenas, Chile- fue traccionado por un grupo de 

terratenientes que además de dedicarse a la explotación ganadera de las tierras argentinas, 

también se involucraron en otros múltiples negocios relacionados con la actividad y el 

desarrollo de la cadena: transporte marítimo, comercio de importación y exportación, 

actividades comercial, financieras formales e informales, y hasta en las comunicaciones 

cercanas (Martinic Beros, 1976; Lafuente, 1981 y Barbería, 1995; en Vázquez, 2019: p. 54 y 

55). 

Así, impulsado por la mercantilización de la tierra y la libre capacidad contractual de comprar 

y vender la fuerza de trabajo, se sientan las bases de la proletarización y el aburguesamiento 

de grupos domésticos, estableciendo las condiciones para la acumulación del capital y de la 

organización social del trabajo, necesarias para la producción y el intercambio de bienes más 

allá de los límites intraprediales y de la autosubsistencia10.  

La producción doméstica continuó prevaleciendo y teniendo una significativa presencia en la 

ruralidad, sin embargo, la contratación de fuerza de trabajo asalariada y la diversificación y 

ampliación de un comercio de intercambio de bienes y servicios agropecuarios, establecieron 

las condiciones para el desarrollo de las fuerzas productivas y de otras formas de 

relacionamiento y prácticas más allá de los límites de la unidad predial.  

En otras palabras, uno de los puntos importantes que se debe resaltar de este periodo, para 

comprender la configuración de la Agricultura Familiar y su origen tensional, responde a los 

cambios que se introdujeron no sólo en el carácter privado y concentrado de las tierras, sino 

 
orden social responde a la misma lógica, pero no conlleva necesariamente la misma historia (Ansaldi y Giordano; 2012. P- 
393). 
10  “....el abandono de la huerta y de la cría de aves de corral, articulado con la mayor rentabilidad de la agricultura que tendió 

a desplazar la actividad ganadera del interior de las chacra…determinaron el abandono de la residencia en la explotación de 
numerosas familias chacareras, lo cual acarreó, por un lado, un cambio de vida y, por otro, la apertura a otras actividades 
extraprediales, debilitando el contenido familiar de las explotaciones, que quedó acotado al aporte laboral en el desarrollo de 
la agricultura extensiva.” (Azcuy Ameghino y Martínez Dougnac; 2010-p. 35)  
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a las transformaciones significativas que se impulsaron sobre formas y organización de la 

producción predominantemente familiar del ámbito rural, que conduce a una pérdida de su 

antigua incidencia en la producción. Este acontecimiento, indica el inicio de la consolidación 

del modelo de producción capitalista, y el cambio de la organización productiva de las 

unidades campesinas argentinas.  

La transformación de las formas de producción predominantemente familiares 

en el ámbito rural implica que una fracción significativa de los agricultores 

continúan siendo ellos mismos productores directos, aun explotando 

circunstancialmente trabajo asalariado (campesinos ricos); y una parte de los 

asalariados rurales continúa operando explotaciones agrarias propias o 

arrendadas (en muchos casos insuficientes para la reproducción del núcleo 

familiar), por lo que deben recurrir periódicamente a la venta de su fuerza de 

trabajo, lo que constituye una característica de los semiproletarios y de los 

campesinos pobres (...) un rasgo común –y sobre todo notorio a partir de las 

últimas décadas– es que los productores familiares, caracterizados por ser 

todavía una fracción muy numerosa dentro del universo de las explotaciones 

agrarias, a medida que avanza el desarrollo capitalista van perdiendo su 

antigua incidencia en la producción, aunque de manera mucho más lenta y 

más irregular que la forma lineal y absoluta que atribuyen algunos autores a 

la visión leninista del proceso de descampesinización (Azcuy Ameghino y 

Martínez Dougnac; 2010. P- 36) 

La mercantilización de la tierra, la capacidad contractual para regular la compra y venta de la 

fuerza de trabajo, el desarrollo del ferrocarril, y un consecuente proceso de especialización y 

profesionalización que deviene de la nueva organización productiva, afectó los esquemas 

coloniales de producción que persistirán hasta los ‘80 del s. XIX, caracterizados por la 

explotación familiar de la tierra para la auto subsistencia. Según Ameghino y Dougnac (2010), 

este periodo es el antecedente para comprender las divergencias que evolutivamente irán 

expresando la configuración de la denominada Agricultura Familiar “moderna”.  

La transformación de las unidades de producción familiar-campesinas, introdujo cambios 

significativos tanto en la organización técnica de la producción agropecuaria, como en la 



28 
 

organización social del trabajo que la sustenta. Esto representó a nivel de la consolidación del 

nuevo régimen socioeconómico, el inicio de un proceso de diversificación y capitalización de 

un sector productivo que trajo aparejada la emergencia de un conjunto de problemas o 

problemáticas (socioeconómicas, pero también políticas, culturales y ambientales) (Azcuy 

Ameghino, 2016: p. 7 y 8) que se configura bajo lo que podría ser la definición de la “cuestión 

social agraria”.  

El proceso de redistribución y expropiación de la tierra, con el exterminio de los pueblos 

indígenas, el cambio en la organización de las explotaciones campesinas y la consolidación 

paulatina de un régimen socio político centralizado, fueron hechos claves para comenzar la 

tracción de la demanda de fuerza de trabajo.  Hacia 1891, con la reforma de la ley 817 de 

Inmigración y Colonización (de 1876)11 y la promulgación de las Leyes de reorganización y 

fomento de los territorios Nacionales: Ley Nº 1532, promulgada en 1884 y la Ley Nº 5.559 

promulgada en 1908 respectivamente, fueron eventos sociopolíticos que consolidaron la 

tendencia hacia la concentración de la tierra en manos de las élites porteñas, creando la clase 

terrateniente o más conocidos como la Oligarquía argentina.  

La Ley 817 de “Inmigración y Colonización”, estableció las bases para la transferencia de tierras 

fiscales a particulares, dejando las zonas más favorecidas para la colonización agrícola- 

ganadera e instalación de indígenas y las restantes para el pastoreo bajo el sistema de 

arrendamiento. (Barberia, 1996, pp.88 en Cepparo, 2013). Para el caso particular de la 

 
11 La Ley 4.167, “...creó el Departamento General de Inmigración, dependiente del Ministerio del Interior (art.1°); 

dándole al Poder Ejecutivo la facultad de nombrar agentes en aquellos puntos de Europa o de América que 
considere convenientes para fomentar la inmigración para la República Argentina los que tendrán como función 
"desarrollar una continua propaganda, proporcionar gratuitamente informes a los interesados, certificar sobre 
la conducta y actitud industrial del inmigrante, intervenir en los contratos de transporte y, en algunos casos, 
pagar sus pasajes" (art.4) (...) 
En el artículo 12 la ley define como inmigrante a "todo extranjero jornalero, artesano, industrial, agricultor o 
profesor, que siendo menor de sesenta años y acreditando su moralidad y sus aptitudes, llegase a la república 
para establecerse en ella, en buques a vapor o a vela, pagando pasaje de segunda o tercera clase, o teniendo el 
viaje pagado por cuenta de la Nación, de las provincias o de las empresas particulares, protectoras de la 
inmigración y la colonización.  
Todo inmigrante, siempre que acreditase suficientemente su buena conducta y su aptitud para cualquier 
industria, arte u oficio útil", gozaba del derecho de ser alojado y mantenido a expensas del Estado durante los 
cinco días siguientes a su desembarco (art.45). Además, el Poder Público se hacía también cargo de su traslado 
al lugar del país que eligiese como residencia. Por otra parte, cuando el inmigrante así lo desease, podía obtener 
ocupación a través de la Oficina del Trabajo. 
En caso de dirigirse al interior del país, y si en el lugar de destino había Comisión de Inmigración, ésta debía 
otorgar al inmigrante alojamiento y alimentación por un plazo de hasta diez días.” 
(www.argentina.gob.ar/interior/migraciones)  

http://www.argentina.gob.ar/interior/migraciones
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Patagonia, la Ley contemplaba el traslado y radicación de al menos 250 agricultores en zonas 

cercanas al mar, puertos o en la costa de los ríos,  

Sin embargo, al ser tan lenta y escasa la ayuda para los pocos 

interesados que llegaron, y al ser más atractivas las tierras 

recién incorporadas de la pampa húmeda, fue mínima la 

cantidad de pobladores que se ofrecieron a formar las colonias 

mixtas de agricultores y ganaderos, o de agricultores y 

pescadores.  (Cepparo, 2013, pp. 141-las negritas son propias-). 

La posesión estratégica de la tierra por un grupo minoritario fue clave para la constitución de 

la sociedad organizada en clases sociales y la configuración de la estructura social agraria 

argentina, fundamentalmente concentrada en la región de la Pampa Húmeda.  

Dentro del proceso de modernización iniciado en la Argentina durante la segunda mitad del 

siglo XIX, uno de los factores de mayor gravitación lo constituyó el masivo aporte inmigratorio 

(Oliva A., 2007), que produjeron rupturas significativas en la configuración institucional del 

país entre 1880 y 193012, además de nutrir la organización del movimiento obrero argentino.   

Tal como señala Vázquez: 

La ocupación de los espacios conquistados sobrevino con la creación de 

los Territorios Nacionales -Ley 1.532 de 1884-. Un ordenamiento 

político-administrativo que profundizó el desarrollo del modelo 

agroexportador argentino. El país se estaba consolidando como 

mercado para los excedentes de capital británico y como receptor de 

la fuerza de trabajo sobrante en los países europeos en crisis, 

 
12 Los sucesivos gobiernos durante el siglo XIX fueron dictando distintas normas para estimular el ingreso de 
extranjeros. Durante el gobierno de Rivadavia —en la década de 1820— se crea una comisión de inmigración, y 
se dictan una serie de decretos que favorecen la radicación de europeos. A partir de la redacción de la 
Constitución, en 1853, se establece el fomento a la inmigración.  
En 1862 se nacionaliza la comisión de inmigración bajo la denominación de Comisión Filantrópica de Inmigración. 
La ley de inmigración otorgaba beneficios a quienes arribaron al país en calidad de pasajeros de segunda o tercera 
clase, siempre que fueran menores de 60 años y acreditarán condiciones aceptables para el trabajo (Coni, 1918: 
328). 
En 1876 se dicta la ley 817 que crea el Departamento General de Inmigración, con el objetivo de realizar una 
selección de inmigrantes para proteger a los inmigrantes "honorables y laboriosos" así como pretende contener 
a los "viciosos e inútiles" (Martone, 1956: 318-325) (Oliva, Andrea, 2007, pp. 13-15). 
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principalmente en Italia y en los países de la Europa mediterránea que, 

en el período de emigración europea iniciado a mediados del S. XIX, se 

sitúan en el grupo de los «países de la nueva migración» (Sánchez 

Alonso, 2002) (en Vázquez, 2019: p. 52 y 53)  

La llamada conformación del Estado moderno se va realizando al compás de una política, 

que va ocupando territorios e incentivando la incorporación de mano de obra europea, 

fundamentalmente como fuerza de trabajo asalariada para cubrir las necesidades del 

desarrollo del capital.  

Este proceso trajo consigo dos cuestiones, el acorralamiento de los inmigrantes ante una 

vulnerable y tensa situación laboral y residencial, empujándolos permanentemente al 

sometimiento de las extorsivas condiciones de trabajo, y por otro, un incremento progresivo 

y abusivos de los costes del arrendamiento que imponían los terratenientes a las parcelas 

productivas que ocupaban los chacareros. Esto propició las primeras expresiones de la 

“cuestión agraria” argentina de principios del siglo XX, que colocó al trabajador y al pequeño 

arrendatario rural en el extremo opuesto de la lucha contra los terratenientes, exigiendo al 

Estado la regulación de los acuerdos que mediaban los arrendamientos, así como de las 

condiciones de trabajo en las que se trataban los acuerdos con los empleados de los campos 

patagónicos. 

A causa de estas dos situaciones, se originaron las primeras expresiones sociales de lucha en 

el marco de las nuevas condiciones de la organización social de la producción capitalista -

agroexportadora-. Dos estallidos de conocida relevancia sociohistórica fueron: El “Grito de 

Alcorta” en 1912, y las Huelgas de 1920-1922, conocido como “La Patagonia Rebelde o la 

Patagonia Trágica”, en dos regiones de importante trascendencia para el periodo 

agroexportador, la Pampa Húmeda y la Patagonia respectivamente, estuvieron vinculados al 

final del período de auge del ovino. Estos dos hitos, pusieron de manifiesto las relaciones 

contradictorias, y las desiguales condiciones que se establecen respectivamente en los 

contratos entre arrendatarios y chacareros, entre hacendados y peones.  

La organización y movilización obrera de principios de 1900 lograron introducir 

reconversiones superficiales en las relaciones de arrendamiento y las condiciones de trabajo 

y producción. El inicio del modelo de sustitución de importaciones encarado a partir de 1940, 
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con la política peronista centrada en una visión corporativa del Estado y fuerte 

interdependencia de las conducciones de los gremios y sindicatos de trabajadores, dio paso a 

un período de relativo consenso, respaldado fundamentalmente por la Ley nacional 13.246 

(1948) de regulación de los arrendamientos y las aparcerías rurales, evitando los desalojos. 

Sin embargo, estos procesos, predispusieron a una transición que culminó a mediados de los 

años ‘70, con la maduración de los procesos de concentración económica con epicentro en la 

pampa húmeda:  

A pesar de estos cambios, y del acceso a la propiedad de cierta cantidad de 

pequeños y medianos productores, el latifundio y la gran propiedad territorial 

-resignificados por el cada vez más pleno predominio del régimen capitalista- 

permanecieron vigentes, recuperando luego de 1966, con la ley Raggio, un 

control más pleno del recurso, justo en las vísperas en que comenzaba a 

perfilarse el nuevo arrendamiento bajo la forma del contrato accidental. De 

este modo, con un derecho de propiedad concentrado en pocas manos, la 

cúpula terrateniente (tanto los que operan como capitalistas como los 

puramente rentistas) continuó embolsando una proporción mayúscula de la 

renta de la tierra (Azcuy Ameghino, 2016, pp. 20)13 

Como se ha visto, desde mediados del siglo XIX, los espacios rurales han atravesado 

transformaciones sobre las formas tradicionales de organización de sus sistemas productivos 

al son de la configuración del Estado, la Nación y el de las democracias representativas como 

dispositivos claves para la instrumentación centralizada (moderna) del poder. En algunos 

estudios (Manzanal, 2006; Balsa y Castro, 2011; Cepparo, 2013), se indica que el cambio más 

significativo se expresó a escala microsocial, sobre la organización familiar de la producción 

rural. En tanto que otros, lo abordan desde las transformaciones que introdujeron los cambios 

macroeconómicos en las condiciones de intercambio del mercado internacional sobre la 

propiedad, ocupación, y uso de la tierra rural (con o sin producción agropecuaria). Cualquiera 

sea el enfoque que estas investigaciones aborden, presentarán de igual manera las tensiones 

 
13 Ley Raggio: Ley 17335/1967. 

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-17335-300495
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que la expansión de formas de producción más típicamente capitalistas, suscitan en la 

configuración de la ruralidad “moderna”. 

1.1.1 Transformaciones territoriales y expansión agropecuaria en la Patagonia durante la 

formación del Estado argentino 

Desde finales del siglo XIX y durante la primera década del siglo XX, la política de tierras del 

gobierno nacional atravesó por diferentes etapas. La ampliación de la frontera pampeana 

hacia el sur implicó una reorganización política y administrativa de la región patagónica.  

El avance militar del gobierno sobre este territorio y la correlativa incorporación de las tierras 

expropiadas al indio a la producción, con una fuerte relación con la disponibilidad, acceso y 

uso de los principales recursos naturales de ese territorio, configuran el origen de la historia 

social y productiva de las provincias patagónicas como parte del entramado del nuevo estado-

nación.  

Hacia finales del siglo XIX, consumada la expropiación de las tierras, el gobierno nacional debió 

impulsar una serie de decretos en el marco de la Ley 4.167 de 1902 -Ley General de Tierras-, 

a fin de revertir el éxodo de la población hacia las ciudades al finalizar las campañas 

militares, gestando control soberano y frenando la disputa fronteriza que mantenía con Chile.  

Tras la formalización de las leyes de organización y fomento de los Territorios Nacionales, 

implicaron la subdivisión del territorio nacional en gobernaciones con autoridades designadas 

por el poder central, en las que se incluían: Santa Cruz, Chubut, Río Negro y Neuquén 

(Vázquez, 2019, pp. 52 y 53) el gobierno nacional, particularmente el ministro de Obras 

Públicas Ezequiel Ramos Mexía buscó impulsar la política de (re) poblamiento de la Patagonia, 

y una subsiguiente puesta en producción de esas tierras (Sili y Soumoulou, 2011, pp. 103).  

Los cambios regulatorios en la posesión de la tierra y su puesta en producción impulsaron la 

creación y fundación de colonias agrícolas pastoriles y nuevos pueblos en la Patagonia, lo 

que promovió el desarrollo de nuevas oportunidades productivas, e incorporó nueva 

población a los territorios más alejados de Buenos Aires (Cepparo, 2013: 78).  

Durante el procesos de provincialización del “territorio nacional”, Mexía intentó promover la 

extensión de las redes ferroviarias para interconectar los nuevos centros poblacionales y 
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productivos con los centros de abastecimiento concentrados en Buenos Aires, a la vez que 

impulsaba complementariamente la regulación de ríos de embalse y regadío, como condición 

para el desarrollo agrícola ganadero de valles, mallines y cañadones (Ruffini, 2008), así como 

la reestructuración de los puertos cercanos a los nuevos poblamientos, en un intento de 

facilitar la exportación de las manufacturas generadas en cada región. Al respecto, la 

expansión del tendido ferroviario hacia las últimas décadas del S. XIX, funcionó como un 

medio decisivo de este proceso, en la medida en que reactivó las economías regionales, 

enlazándolas con el mercado de bienes primarios, y convirtió las formas de producción 

artesanal doméstica (no capitalistas), propiciando la conformación de un mercado interno 

(Ansaldi y Giordano, 2012: p. 309).  

El desarrollo del libre mercado a escala mundial impulsó y tuvo su impacto en el desarrollo 

población de la Patagonia. De acuerdo con las reconstrucciones que realiza Cepparo (2013 y 

1997): La política liberal aplicada en la distribución de la tierra para la ganadería a fines del 

siglo XIX, benefició la especulación y la concentración. A pesar de que los campos tenían fama 

de mala calidad, el momento era muy favorable para la producción lanera.  

Este desarrollo, contribuyó progresivamente a la construcción de un nuevo mercado para las 

regiones interioranas, produciendo una reactivación y un salto cualitativo de la producción de 

regiones como el noroeste, Cuyo, y sureste cordobés (Ansaldi y Giordano, 2012), pero por 

otro, gestó una estructura productiva geográficamente desigual, dependiente de los puertos 

de Buenos Aires, y de las exigencias de exportación del capital europeo (externo). Durante la 

etapa de exportación primaria, se propició la integración de zonas alejadas al epicentro 

porteño, pero, inicialmente reprodujo una estructura comercial articulada en los principios 

del comercio colonial, pues los mayores ramales de vías y el principal puerto de exportación 

continuaron concentrándose en un punto geográfico, tomando la forma de “embudo”, igual 

a como se expresaban las rutas durante el imperialismo colonial, cercenando la “libre 

competencia” promovida por algunos países europeos.  

La buenaventura de los intercambios con los mercados internacionales revirtió las tendencias 

migratorias reservadas a la Pampa Húmeda. El significativo rol del Río de La Plata como 

abastecedor de lanas y cueros a Europa, sumado al desarrollo de los frigoríficos y sistemas 

(1880), y los avances de la industria textil desde mediados del siglo XIX, en Inglaterra, Francia, 
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Bélgica y Alemania (Cepparo, 2013, pp. 69), estimularon la expansión de la producción ovina 

en la Argentina hacia el sur del territorio. Esto favoreció la expansión de la ganadería hacia el 

interior de los territorios patagónico, como fue el caso en la provincia de Santa Cruz, 

incorporándose tardíamente al modelo agroexportador.  

Los primeros que aprovecharon estas circunstancias fueron habitantes de las 

Islas Malvinas y del sur de Chile a los que se les ofreció grandes superficies y 

libertad en la elección de los campos (Barbería, 1996).  

De acuerdo a estos intereses, en 1885, comenzaron a instalarse los primeros 

pobladores en la margen derecha del río Gallegos, en las proximidades de la 

Subprefectura Marítima, donde ya existían ocupantes en el área rural 

cercana. En 1888, Ramón Lista, segundo gobernador, afianzó la atracción del 

lugar cuando decidió trasladar la capital del Territorio de Santa Cruz desde el 

Puerto Santa Cruz hasta la orilla sur del río Gallegos (Cepparo, 1997). (en 

Cepparo, 2013, pp. 141 -las negritas son propias-)  

Sobre los territorios expropiados a los pueblos originarios, la Patagonia fue recepcionando 

distintas corrientes poblacionales que aportaron por supuesto, a la configuración de estos 

territorios. Para el caso de Santa Cruz en particular, y de acuerdo con lo que señalan varios 

autores: 

para 1890 el avance sobre la costa llegó a los alrededores del golfo San Jorge y 

continuó hacia al sur, hasta encontrarse con la otra corriente de ocupación en 

los alrededores de la bahía de San Julián. Fue en esta expansión hacia el sur 

que Carmen de Patagones tuvo un rol protagónico, la expansión se produjo 

desde sus tierras circundantes o a modo de «trasplantes” mediante arreos o 

embarques hacia lugares lejanos (Coronato, 2010).  

La corriente de ocupación del sur se relacionó tanto con el proceso de 

expansión del capital previamente instalado en las islas Malvinas y en el sur de 

Chile como con el arribo de colonos que tenían la intención de lograr un 

asentamiento estable. Martinic Beros (1976) señala que, a partir del año 1885, 

se otorgaron las primeras concesiones de tierras en el área comprendida entre 
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la frontera argentino-chilena y el río Santa Cruz y que con posterioridad a 1891 

se produjo el avance hacia el norte en los alrededores de la bahía de San Julián. 

Los flujos desde las islas Malvinas y en dirección al continente fueron notables 

después de 1885, porque estas islas tomadas de facto por los británicos en 

1833 ya habían alcanzado su capacidad ganadera (Coronato, 2010) (Vázquez, 

2019, pp. 54) 

El 11 de julio de 1921, el gobierno de Hipólito Yrigoyen decretó en acuerdo general de 

ministros, la creación y fundación de colonias agrícolas pastoriles y pueblos costeros, en los 

territorios de Chaco, Formosa, Misiones, Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego14. Aunque 

para 1885, previo a estos decretos, Santa Cruz ya registraba oficialmente dentro de la nueva 

administración del Estado nacional algunos poblados oficialmente reconocidos: Puerto 

Deseado (Julio 1884), Puerto Santa Cruz (Diciembre 1878), Piedrabuena (Octubre 1859), Río 

Gallegos (marzo 1873), y Gobernador Gregores (1871/1925), los cambios introducidos sobre 

la regulación de los arrendamientos de tierras, motivó una segunda oleada fundacional de 

algunas localías que se arraigaron en torno a ciertas áreas con potencial para la producción 

agrícola, y/o a la incipiente exploración de yacimientos petroleros.  

De estos poblados el caso de Gobernador Gregores resulta emblemático. Siendo la tercera de 

las localidades más antiguas de Santa Cruz, registró su fecha fundacional posterior a los 

decretos nacionales, cuando el ejecutivo nacional la reconoció oficialmente como colonia 

pastoril hacia 1925. A diferencia de las otras cuatro localidades, Gregores ya era un poblado 

agrícola 

…que se dedicaba al cultivo de alfalfa para las estancias vecinas (...) Pero el 

impulso que dio mayor crecimiento al pueblo, ubicado en el centro mismo de 

las áridas mesetas santacruceñas, paradójicamente estuvo relacionado con la 

actividad agrícola. El Ministerio de Agricultura y Ganadería de la Nación creó 

en 1938 una chacra experimental, generando nuevas y sorpresivas 

perspectivas económicas en la zona. La buena calidad del suelo, la 

disponibilidad de riego y la considerable producción de fardos de alfalfa 

 
14 https://www.hcdn.gob.ar/proyectos/proyectoTP.jsp?exp=0135-D-2011  

https://www.hcdn.gob.ar/proyectos/proyectoTP.jsp?exp=0135-D-2011
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alentaron la creación de la primera y única escuela experimental de agricultura 

de la provincia que debía orientar la colonización agrícola del sector irrigable 

(Lenzi, 1980) (Cepparo, 2013, pp. 78 - las negritas son propias) 

En ese contexto como se ha señalado, tuvo lugar la expansión de la ganadería extensiva y el 

apogeo de la producción ovina en el sur del continente. Este auge se vio impulsado por la 

combinación de varios factores: los altos precios internacionales de la lana, la relevancia 

estratégica del estrecho de Magallanes en las rutas de navegación mundial, las políticas 

argentinas vinculadas a la distribución de la tierra y la suspensión de las aduanas tanto en el 

lado chileno como en el argentino (Martinic Beros, 1976; Lafuente, 1981; Barbería, 1995). 

Durante este período, el sur argentino experimentó su mayor flujo migratorio, proceso que, 

como señala Vázquez D. (2019, pp. 52-53), sentó las bases estructurales para la organización 

de sus espacios rurales.  

La adjudicación de estas tierras se produjo mediante donaciones, cesiones en 

arriendo o ventas -directas o en remates- enmarcadas en una legislación que 

amparó la especulación y el acaparamiento (...) En estos años se afianzó la gran 

explotación a partir de la conformación de establecimientos de grandes 

dimensiones en las tierras que contaban con mayores aptitudes para la cría 

de ovejas y se encontraban relativamente próximas a los puertos marítimos. 

Las grandes compañías surgieron en este modelo de explotación latifundista 

con casos emblemáticos como los del grupo Braun-Menéndez Behety 

(Barbería, 1995) o el de la empresa The Argentine Southern Land Co (Minieri, 

2005). La concentración de las tierras en pocas manos se produjo por las 

adjudicaciones de parte del Estado a los usufructuarios, por la participación de 

intermediarios y testaferros, por las transferencias de concesiones individuales 

a las sociedades y también por las ventas o los intercambios de acciones. 

Intercambios que según Blake (2003) fueron frecuentes entre los propietarios 

británicos de la Patagonia austral y se dieron en el marco de relaciones de 

«amistad-vecindad (Vázquez, 2019: p. 55 y 56)15  

 
15 Cabe aclarar que, aunque no es objeto de esta tesis, resulta importante rememorar que, en 1916, con el 
gobierno radical, se suspenden las entregas de títulos de propiedad y comienzan investigaciones con la finalidad 
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La Patagonia se integró así al modelo agroexportador nacional, pero lo hizo bajo una forma 

particular: la estancia lanera como unidad productiva hegemónica, con enorme 

concentración de tierras y fuerte dependencia de los mercados externos.  

1.1.2 Aproximaciones sobre el desarrollo de la ganadería ovina extensiva en Santa Cruz 

Como se ha señalado, desde mediados del siglo XIX, habían cobrado interés las exploraciones 

sobre los valles patagónicos (Lista, 1789; Burmeister, 1901; Morrison, 1917). Vinculadas a las 

pretendidas “campañas contra el indio” que tomaron forma en el hecho histórico argentino 

“La Campaña del Desierto”, se elaboraron algunos registros para evaluar las condiciones para 

la ocupación y las potencialidades productivas de las zonas expropiadas. Así, se encuentran 

algunos registros como los del antiguo explorador y gobernador de Santa Cruz Ramón Lista de 

1879, donde detalla algunas bondades del territorio Tehuelche:  

 “Los valles que bajan de las cordilleras o de las sierras centrales son, 

por lo general, fértiles y poco accidentados.  

En Puerto Deseado hay algunos cañadones cultivables, donde se ven con 

sorpresa numerosos guindos y membrillos plantados por don Francisco 

de Viedma en el siglo pasado. 

El río Deseado, aunque simple arroyo, puede utilizarse ventajosamente 

el día que nuestros gobiernos se resuelvan a poblar sus márgenes donde 

según un químico francés que las ha visitado, hay juncos de la altura de 

un caballo. 

En San Julián hay también algunos parajes que se prestarían para la cría 

de ganados, pero de ninguna manera para la agricultura, pues el 

terreno es en extremo seco y salitroso. 

En el valle escalonado de Santa Cruz la vegetación es bastante pobre, 

aunque hay algunos lugares, inmediatos a la isla Pavón, donde la tierra 

hace gala de fecundidad. 

 
de identificar acaparamientos de tierras. Según lo desarrollado por Vázquez, (2019: 58), a raíz de estas 
investigaciones se produjeron desalojos que corrigieron desequilibrios en el reparto de la tierra aún no adjudicada 
en propiedad y también otros que perjudicaron a pobladores ajenos a los negocios. 
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Pero los mejores campos, considerados desde el punto de vista agrícola 

y ganadero, están a no dudarlo en el fertilísimo valle del río Chico. Hay 

en él parajes inmejorables como Korpen-aiken y es allí a donde el 

gobierno debe mandar hacienda vacuna y lanar, destinadas a proveer 

de carne fresca a los buques de guerra estacionados en la bahía de 

Santa Cruz. 

Hay otros valles al sur, como los de Coy-Inlet y Gallegos, que sólo 

esperan la mano que guíe el arado en pos del cual vendrán la riqueza y 

el bienestar (…) 

De Punta Arenas a Santa Cruz, el viaje es sumamente monótono. Nada 

que alegre el corazón del viajero, ni que provoque la curiosidad o el 

interés del naturalista.  

Llanuras sin fin; vegetación raquítica y algunos cerros aislados y 

sombríos, que se levantan como mudos gigantes en medio del desierto. 

El pecho se oprime dolorosamente, cuando se cruza por aquellos 

parajes, verdadera tierra de desolación. 

Sólo en los valles de Coy-Inlet y Gallegos, se ven algunos lugares 

risueños, donde crecen hierbas altísimas, cuyo hermoso verdor 

contrasta notablemente con la aridez de las mesetas, donde soplan 

vientos tan fuertes que impiden el desarrollo de los vegetales. 

Sobre el río Gallegos, los tehuelches tienen algunos paraderos de 

importancia, y uno de ellos, Guerr-aiken, se prestaría admirablemente 

para el establecimiento de una colonia mixta de agricultores y pastores. 

Además, una colonia en aquel punto facilitaría la comunicación 

terrestre, entre Santa Cruz y la costa argentina del Estrecho de 

Magallanes…”  (Lista, R. 1789/2006).  

 

Ramón Lista, insistiría con los beneficios orográficos e hidrográficos de ciertos puntos de la 

Patagonia, que albergaba potencialidad para ser habitados y establecer colonias pastoriles. 

Sin embargo, hasta el siglo XIX la Patagonia, y particularmente Santa Cruz, sería descrita tal 

como en el fragmento, como un páramo desolado, inhóspito, y con pocas cualidades para el 
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desarrollo de la agricultura, y un poco menos desfavorable para la ganadería16. Santa Cruz no 

poseía cualidades agronómicas suficientes para desarrollar una producción del tipo que 

cobraba relevancia dentro de las praderas pampeanas como sucedía con la cría vacuna y el 

cultivo cerealero, hacia finales del s. XIX y principios del XX. Por su clima riguroso caracterizado 

por las bajas temperaturas, los fuertes vientos, y las escasas precipitaciones, fue considerada 

como una zona productiva “marginal”17  para transitar un desarrollo agrícola similar al de la 

región del centro del país.  

Sin embargo, la necesidad del gobierno nacional de ocupar el territorio conquistado al indio, 

crearon la oportunidad para el desarrollo de la tradición ovejera, que hacia 1880 se origina 

como la principal actividad económica de la provincia de Santa Cruz. Las corrientes migratorias 

procedentes de Europa, Malvinas, Sudáfrica y el norte del país, trajeron los capitales, la mano 

de obra, e introdujeron paulatinamente las majadas ovinas que poblaron los campos para la 

cría de lanares destinados a la exportación.  

El crecimiento económico nacional de la época estuvo vinculado a las 

exportaciones de productos primarios (carne, lana, cueros y granos), 

por lo que el país volcó todos sus esfuerzos a fortalecer este modelo. A 

mediados del siglo XIX, las ventas de lana al exterior habían crecido de 

manera sostenida convirtiendo a este producto en el principal bien 

exportable del país (Williams, et al. 2011, p.39).  

 
16 “El extenso territorio provincial ofrece una variedad de paisajes, climas y suelos con características comunes a 

la Patagonia argentino-chilena, pero, por su posición geográfica extrema, el clima es más riguroso. Es un territorio 
semiárido y frío, con fuertes vientos, con un promedio de precipitaciones de 250 mm anuales y pobre desde la 
óptica de los recursos naturales y calidades de tierras y pastos. En general, las condiciones agronómicas son muy 
poco favorables para el desarrollo de actividades agropecuarias, especialmente si se las compara con otras 
regiones del país” (Marcos Williams, Daniel Schinelli, Carlos Vacca, 2011:  p. 38)  
17 “...la marginalidad es una problemática compleja de precisar por su origen multicausal, y por el juego de 

escalas y tiempos que intervienen en su identificación. Así, entre los criterios más tradicionales, su concepto 
incluye la dificultad en la accesibilidad, el alejamiento a las poblaciones más dinámicas y la limitación de las 
características ambientales. Entre los aportes más recientes, el término encierra las dificultades para responder 
a las presiones del mundo globalizado, el desequilibrado sistema político y socioeconómico local y regional, los 
tradicionales rasgos culturales y la resistente actitud personal y colectiva frente a los cambios y a los riesgos. En 
la mayoría de los casos, los indicadores socioeconómicos, políticos, culturales y aún los de la percepción, 
identifican con más claridad a las áreas marginales que las dificultades físicas o la distancia a las principales 
ciudades o mercados regionales, por los que habitualmente se conoce a la marginalidad” (Cepparo, 2013: p. 23 -
las negritas son propias-) 
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De esta manera, a finales del siglo XIX, la región patagónica se integraba al circuito comercial 

que traccionaba la Pampa Húmeda. La región se insertó como parte de “...un imaginario 

nacional de progreso, de recursos mineros estratégicamente importantes y de una población 

compuesta por “pioneros” sacrificados y trabajadores, representativos del genuino “ser 

nacional” a los que había que integrar imperiosamente a la Nación...” (Cepparo, 2013, pp. 10)  

Durante este periodo (1880), se dan las fundaciones de pueblos, desarrollo cultural de las 

comunidades, el comercio, y otras actividades humanas. El desarrollo ganadero estuvo sujeto 

a la ocupación del territorio según las necesidades del gobierno y de los requerimientos 

internacionales, configurando a la producción ovina lanar como la horma del zapato del 

gobierno “civilizatorio” argentino. La instalación de lanares y la cría de manera extensiva en 

las mesetas desoladas de la provincia, ocupó el territorio expropiado a los originarios, e 

impulsó el desarrollo de un mercado regional que contribuyó al periodo de las exportaciones 

primarias hacia el mercado europeo.  

Sin embargo, su auge llegará hasta 1.930 cuando la crisis económica mundial generó el fin del 

modelo agroexportador argentino, y ocasionó la retracción de la exportación lanera 

desacelerando su crecimiento. El “crack” del ‘29 en los EE. UU., impactó de lleno sobre el valor 

de las lanas nacionales, y generó que las exportaciones argentinas al país del norte debieran 

afrontar los enormes costos de las tarifas aduaneras impuestas como estrategias restrictivas 

del ingreso de los fardos. Esto resintió las bases de la ganadería santacruceña que no volvió 

nunca a los niveles de participación que había registrado hasta 1902.   

Signada históricamente por los desequilibrios económicos subregionales, las orientaciones 

económicas escasamente diversificadas, la lenta incorporación de tecnologías, sumado a las 

irregulares aptitudes ambientales y a las decisiones públicas que no promovían 

suficientemente la capacidad productiva de la región, se acentuó la vulnerabilidad de los 

sistemas agropecuarios de la provincia (Cepparo, 2013: p- 61). 

Ante esta crisis, el gobierno provincial buscó desarrollar algunas estrategias de revalorización 

del territorio patagónico que permitieran adecuar las situaciones productivas preexistentes a 

los nuevos escenarios que imponía el mercado global. En este sentido, se implementaron 

sucesivos y superpuestos planes de desarrollo basados fundamentalmente en la explotación 

de recursos naturales disponibles en el medio rural.  
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Así, luego de que en 1921 de manera fortuita se encontrarán los primeros yacimientos de 

petróleo en la zona de la localidad vecina de Comodoro Rivadavia (Chubut), la actividad 

extractiva hizo su ingreso a la escena productiva provincial, con miras a responder a la 

demanda energética nacional (Cepparo, 2013). Pero su expansión, no supuso nunca el 

desarrollo o impulso de otras actividades ligadas al segundo sector, quedando anclado 

históricamente a la función exploratoria y extractiva primaria para exportación, donde el 

gobierno de Santa Cruz adoptará para con esta actividad un carácter rentístico, en tanto que, 

históricamente apoyará su economía en la redistribución estatal de los ingresos percibidos 

por las regalías petroleras (Williams, et al. 2011: p- 38 y 39). 

Por otro lado, la agricultura también comenzó por esos años a ser tímidamente considerada 

dentro de la actividad agropecuaria de la provincia. Ciertas áreas del territorio santacruceño 

fueron ensayando formas de uso agrícola del suelo, que sentaron precedentes para la 

emergencia de algunos agrupamientos productivos de relevancia provincial. Este impulso fue 

localizado en ciertos asentamientos con potencial agrícola, como el caso de Gobernador 

Gregores antes mencionado, o el paraje Leandro N. Alem, en el noroeste de Santa Cruz —hoy 

Perito Moreno y Los Antiguos—, donde actualmente se ubica uno de los mayores centros 

exportadores de cerezas de Argentina Cepparo (2013); o el caso de Río Gallegos que, hacia 

1924 amplió su ejido urbano incluyendo una “zona de chacras” destinada a abastecer con 

productos frescos y forrajes a la población local. Este es el primer ejemplo de planificación 

formal de producción para el consumo interno (Cepparo de Grosso, 1991). Una situación 

similar se dio en el paraje rural Tellier —aunque hoy decayó— que, en sus orígenes, cerca de 

Puerto Deseado y junto a su estación ferroviaria homónima, concentró a una docena de 

colonos dedicados a la agricultura y producción de forrajes para estancias de la región (Lenzi, 

1980). 

Algunos exploradores y naturalistas en el s. XIX ya lo habían anticipado, si no se realiza un 

aprovechamiento de las bondades naturales de valles y cañadones, que presentan 

disponibilidad de protecciones contra vientos y posibilidades de irrigación de los cultivos, la 

actividad agrícola en la Patagonia no podría pasar nunca de un límite reducido sin un plan que 

contribuyera a su desarrollo y escalabilidad. 

eran pocos los escenarios naturales en los que la agricultura pudiera 

desarrollarse sin necesidad de realizar grandes obras de infraestructura. 
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Este tipo de producción quedó limitada a los valles fluviales de los ríos 

Negro y Chubut, pero con una expansión dependiente del auxilio 

estatal, responsable de concretar las obras de contención de las 

inundaciones y regadío de las tierras (Cepparo, 2013: p. 10)  

En este sentido intentaron orientarse los Decretos del 11 de julio de 1921 y del 28 de octubre 

de 1924, primeros registros de demarcaciones precisas sobre territorios considerados aptos 

agronómicamente18 y destinados a la agricultura periurbana. 

Respectivamente, el primero creó la Colonia Mixta de Río Gallegos, un espacio lindante al 

pueblo del mismo nombre, que incluía una zona de 18 lotes totales y con superficies 

promedio de 25 hectáreas y que habían sido identificados por el agrimensor César Salcedo 

(Cepparo, 2013, pp. 145), para favorecer la dedicación a los cultivos en combinación con la 

ganadería de las áreas rurales. Tres años después, el segundo de los decretos aprobó las 

operaciones de mensura y los deslindes de esas primeras chacras: “En la misma época y por 

el Decreto nacional del 6 de junio de 1924 se determinó la superficie uniforme de 8.000 

hectáreas para todos los municipios del país. Por tal motivo se redujo considerablemente la 

extensión de las tierras que iban a ser destinadas al núcleo urbano y a su cinturón de 

aprovisionamiento inmediato” (Cepparo, 2013, 146 – las negritas son propias-).  

Sin embargo, sobre la reconstrucción que presenta Cepparo, se advierte que hacia 1939, por 

una serie de medidas implementadas por la Dirección de Tierras y Colonias, ligada a iniciativas 

de corte nacionalista de los gobiernos militares de 1940, parte de las zonas reservadas a la 

producción agrícola como eran las demarcaciones sobre la margen del Río Chico y otras 

fracciones sobre la llamada pampa del oeste -destinadas en su mayoría a tambos, granjas y 

quintas-, fueron reducidas por sesiones a organismos estatales -Nacionales, Provinciales y 

Fuerzas Armadas- (Cepparo, 2013, 149)  

Este proceso reflejaba el interés del gobierno nacional por participar y estar presentes en el 

desarrollo de ciertos territorios, pero dejó de lado la dinámica impartida desde la 

 
18 “…costeando la barranca que forma el valle del río Chico, existe una angosta lonja de tierra vegetal en donde 

se puede hacer un poco de agricultura aprovechando el abrigo que ofrece la misma barranca que protegería los 

cultivos de los vientos del O y NO … El resto del valle es inepto para el cultivo, por ser suelo salitroso, con 

innumerables sanjones que traen agua de mar, siendo inundable en altas mareas …” (Expediente 537/1924 en 

Cepparo, 2013, pp. 145) 
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reorganización del territorio santacruceño, impactando directamente en la proyección y 

desarrollo de la agricultura periurbana de esta zona.  

En este sentido, las estrategias desarrolladas terminaron por ubicar a la producción agrícola 

en una situación de marginalidad. Dadas las condiciones sociopolíticas, y las otras 

naturalmente desfavorables del territorio, y una baja inversión en infraestructura, la 

agricultura se tornó en una alternativa poco sostenible, configurándose como una actividad 

subalterna y poco significativa. De modo tal, las producciones agrícolas de la provincia -como 

las mencionadas- tomarán un carácter paliativo y se desarrollarán a la sombra de la actividad 

ganadera extensiva.  

Las grandes apuestas del estado nacional entre 1878 y 1955, se orientaron fundamentalmente 

a favorecer el desarrollo agroexportador condenando a la marginalidad aquellas zonas que no 

podían incorporarse a las directrices de este modelo. Aunque la agricultura se desarrolló 

dentro de los cinturones periurbanos de algunos de estos poblados de origen pastoril, o 

incluso en los mismos establecimientos ganaderos con la presencia de algunas pequeñas 

parcelas hortícolas para el consumo diario, la agricultura y particularmente la 

hortofruticultura, fue una actividad olvidada en Santa Cruz (Cepparo, 2013, pp. 77).  

Con el declive de la economía agroexportadora durante la segunda década del siglo XX, se 

revalorizó el territorio patagónico, así como aquellos recursos que no habían sido 

considerados dentro del modelo productivo y económico prevalente (Cepparo, 2013). Aunque 

esto introdujo algunas oportunidades para el desarrollo de los primeros antecedentes de la 

actividad agrícola en la provincia, nunca logró un nivel en las que se la pueda asimilar al de 

la ganadería ovina santacruceña. 

En este contexto, coexistiendo con la actividad minera y complementándose con la actividad 

agrícola, aún con su evidente declive, la ganadería continuó ocupando el campo 

destacándose como caso tradicional y paradigmático dentro de la producción agropecuaria 

provincial:  

...a mediados de la década del cincuenta, se llegó a 1.489 explotaciones 

con más de 9.000.000 de cabezas, con una media estimada en 6.200 

animales por establecimiento (INDEC, 1984; fla, 2002). Se trataba de 
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típicas estancias explotadas por empresas familiares de fuerte arraigo 

cultural, cuya única o principal actividad era la ganadería ovina. Estas 

explotaciones constituyeron un eje de la economía del territorio y 

condujeron al surgimiento de nuevos asentamientos para la 

infraestructura de apoyo a la actividad ganadera. Esta práctica de 

ocupación territorial incorporó a la Provincia de Santa Cruz al modelo 

agroexportador nacional, incluso impulsando el nacimiento de Santa 

Cruz como provincia a fines de 1957 (Williams, et al, 2011: p. 40 y 41) 

Hasta 1960 la población empleada en la producción ganadera lideró las estadísticas 

provinciales con un 26.9%, en relación con un muy cercano 21.6% de habitantes que se 

ocuparon en la minería (Dirección Nacional de Estadística y Censos, 1960; Pellegrini, 2013). En 

los ‘70, la reducción de la demanda internacional de carne ovina trajo aparejado el cierre de 

los frigoríficos de exportación SWIFT en tres localidades santacruceñas: Puerto Santa Cruz, Río 

Gallegos y Puerto San Julián (Barbería, 2005). A partir de este periodo su declive será notorio, 

llegando en los ‘90 a solo registrar el 7.4% de mano de obra dedicada a la actividad 

agropecuaria, en contraposición con las actividades de servicios terciarios que tomaron 

relevancia en la ocupación de la PEA, situación que incluso se sostiene hasta la actualidad 

(Pellegrini, 2013; INDEC, 1991; INDEC, 2010).  

La tendencia secular del régimen capitalista en virtud de la cual unos acumulan, otros se 

reproducen en forma simple y el resto se funde, fue potenciada -exasperada- por las políticas 

neoliberales y por la continuidad del estímulo a la “sojización” (Martínez Dougnac, 2013), de 

modo que los ‘90, fueron una década socialmente crítica para el agro argentino en general, y 

para la ganadería santacruceña en particular. Si a nivel nacional desde 1960 ya se advertía una 

seria reducción de las explotaciones agropecuarias en todo el territorio nacional, 1990 

registrará uno de los valores más claros de la decreciente tendencia, producto de la 

concentración de parcelas productivas impulsada por el programa de la convertibilidad.  

A partir de la segunda mitad del siglo XX, la actividad ganadera ovina en la región fue 

experimentando un marcado deterioro, resultado de la interacción de factores económicos, 

ambientales e institucionales. Entre las causas estructurales se destacan el desbalance 

forrajero en invernadas y veranadas, las limitaciones en el acceso al agua y la escasa adopción 
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de tecnologías modernas. No obstante, el factor más determinante fue la irrupción de fibras 

sintéticas en el mercado internacional, que provocó una drástica caída en los precios de la 

lana, alterando la rentabilidad del sector (Williams et al., 2011: 41). Esta situación se vio 

agravada por la ausencia de políticas estatales efectivas y el manejo inadecuado de los 

pastizales, lo que aceleró procesos de desertificación, con la consecuente pérdida de suelos 

productivos y reducción de la capacidad de carga.  

Adicionalmente, señalan estos autores, las barreras sanitarias —que colocaron restricciones a 

la exportación de carne ovina impuestas en países con fiebre aftosa— y el cierre progresivo 

de los frigoríficos especializados profundizaron la crisis. Las desfavorables tendencias del 

mercado internacional se profundizan con la imposición de los mercados australianos al frente 

de la oferta lanera. La protección de su gobierno en la implementación de medidas 

subsidiarias a la producción, generaron un cuadro de situación que dejó a la producción 

ganadera santacruceña en las márgenes de las actividades económicamente rentables de la 

provincia -en relación con su participación en el Producto Bruto Geográfico (PBG) de la misma 

(Bendini y Steimbreger, 2001; Gorla, 2006; OCDE/FAO, 2020; Pellegrini, 2013)-, generando un 

escenario de inviabilidad económica para muchos productores tradicionales.  

Finalmente, las secuelas provocadas por dos de los peores eventos naturales registrados en 

su historia productiva: las intensas nevadas de 1984, consideradas por muchos como “el 

principio del fin” de la actividad, provocaron pérdidas masivas de ganado; los efectos de las 

cenizas en las majadas por la erupción del Volcán Hudson en 1991, y las pérdidas de animales 

por la gran nevada del ‘95, terminaron de dar el nocaut a la actividad. En particular sobre las 

zonas de la meseta central de Santa Cruz, se abandonan estancias, se reducen cabezas de 

ganado, y las cualidades naturales del pastizal comienza a perder potencialidad nutricional 

para el ovino (Barbería, 2005; INTA, 2015): 

 ...la erupción del volcán Hudson en agosto de 1991, que comprometió 

y cubrió de ceniza el 42% de la superficie provincial (Iglesias, 1991) con 

una pérdida mayor al millón cien mil ovinos (CFI, 1993); y los inviernos 

de los años 1994 y 1995 (Baillinou, 2000) … hicieron desaparecer otros 

seiscientos mil animales. Estos acontecimientos terminaron de dar 
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forma al proceso de la “crisis ovina” que se desarrolló en la región hasta 

el año 2001 (Williams et al 1991; p. 41) 

La crisis en la ganadería puso de manifiesto la mirada históricamente discrecional del Estado 

argentino sobre la Patagonia, y su relación sesgada a la participación en los procesos de 

expansión y desarrollo del modelo productivo nacional. El montaje de una estructura social 

agraria poco diversificada productivamente, y centrada en el carácter ganadero y familiar 

de estos sistemas, los colocó en un lugar de vulnerabilidad frente a las la convergencia de las 

presiones instaladas por las dinámicas globales (mercado de fibras), locales (degradación 

ambiental) e institucionales (falta de apoyo estatal), que reconfiguraron las condiciones de 

producción, exigiendo una reestructuración hacia modelos de mayor escala para garantizar la 

sostenibilidad del sector.  

Si bien desde fines del siglo XIX, la ganadería ovina extensiva ha sido el eje estructurante de la 

economía agropecuaria de Santa Cruz, modelando no sólo el paisaje y la ocupación territorial, 

sino también un entramado social y productivo particular, el desarrollo urbano y su potencial 

de tracción, crearon las condiciones para la emergencia de otro sujeto agrario como ha sido 

el agricultor familiar.  

A lo largo del siglo XX, con mayor intensidad en la década del ´70, se va constituyendo un 

sujeto agrario con lógicas distintas de producción y reproducción social a las asimilables con 

el gran productor ganadero o también llamado estanciero. Su origen ligado como una 

producción corolario de la actividad ganadera, le otorga una identidad singular que marcará 

su trayectoria histórica hasta la actualidad. 

La agricultura familiar, identificada con la producción agrícola y forrajera, fue una de las 

actividades que comenzó a forjarse sobre las áreas colindantes a los incipientes centros 

urbanos que iban emergiendo en la provincia. Heterogénea, se identifica con un modo de vida 

ligado a un tipo de producción donde la estructura familiar es organizadora de la fuerza de 

trabajo de la unidad productiva, es decir, la unidad doméstica y la unidad productiva están 

físicamente integradas (Ramilo, 2013: p. 5). Su carácter abastecedor de alimentos de 

proximidad (local/regional), y la condición de encontrarse en un ecotono entre el ambiente 

rural y el urbano que se influyen mutuamente, lo constituyen en un territorio con 

características particulares (INTA, 2012, pp. 16) y en permanente tensión social. 
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1.1.3 Aproximaciones sobre el desarrollo agrícola en Santa Cruz 

A partir del proceso de ordenamiento territorial traccionado por las políticas que promovió la 

“Ley General de Tierras” 4.167 (1903), durante los primeros 20 años del siglo XX, la producción 

agrícola tomó interés para el proceso de ocupación del suelo. La horticultura, una de las 

actividades agrícolas más relevantes de los poblados, comenzó a forjarse sobre las áreas 

colindantes a los incipientes centros urbanos que iban emergiendo en la provincia. Desde la 

década de 1970, las pequeñas áreas de chacras cultivadas en el noroeste, centro y sureste del 

territorio provincial fueron incrementando la superficie en producción, tal como se verá en 

los desarrollos siguientes. 

A partir de esa década, la re-adjudicación de lotes por medio de ordenanzas municipales, se 

amplió el número de chacras y diversificó al sector de productores. Para esta época algunos 

testimonios que se han recuperado dejan entrever que la oportunidad en adquirir estas tierras 

fue inicialmente una oportunidad de capitalizarse, pero sin lugar a duda los primeros 

antecedentes estuvieron anclados al motivo explícito de “poner en producción” las chacras 

para abastecer almacenes, mercados locales y generar nuevos ingresos familiares.  

Así entre finales de los ‘70 y los ‘90, se configuran sobre los bordes de las urbes áreas de 

transición entre el campo y la ciudad denominadas “espacios agrícolas periurbanos”, o en la 

jerga coloquial “zonas de chacras o de quintas”, “cordones hortícolas”, “cinturones verdes” 

(Benencia, 1994). Estas, se conforman en espacios geográficos complejos, que cobran 

relevancia por lo potencial y significativo de su efecto, no sólo en términos productivos y de 

abastecimiento localizado de productos primarios, sino también por las posibilidades 

socioambientales que crean: generación de empleo; desarrollo e integración vertical de líneas 

de producción más complejas (con agregado de valor en origen); dinamización de las 

economías, y ampliación y promoción de la seguridad y la soberanía alimentaria, así como 

provisión de servicios ecosistémicos (Goites et. Al; 2020: 9).  

La agricultura orientada fundamentalmente al abastecimiento interno, que abarca tanto 

actividades hortofrutícolas como pastoriles destinadas a la producción forrajera para 

estancias colindantes, o aquella dirigida al aprovisionamiento directo de alimentos, adquiere 

una centralidad creciente en los espacios periurbanos. Lejos de ser zonas residuales, estos 

territorios se van transformando en escenarios privilegiados para analizar las tensiones y 
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potencialidades del desarrollo rural contemporáneo. En términos generales, el desarrollo de 

estas actividades, circunscrito mayoritariamente a ámbitos locales, se caracteriza por la 

coexistencia de producciones orientadas al autoabastecimiento con otras que, en ciertos 

casos, logran proyectarse hacia mercados nacionales e incluso internacionales, como ocurre 

con la producción de cerezas en el valle de Los Antiguos, en el noroeste de Santa Cruz. 

A lo largo del siglo XX, experiencias como las de Leandro N. Alem (actual Perito Moreno y Los 

Antiguos), la delimitación de zonas de chacras en Río Gallegos, o el poblamiento rural del 

paraje Tellier, muestran cómo ciertas áreas del territorio santacruceño fueron ensayando 

formas de uso agrícola del suelo, que sentaron precedentes para la emergencia de algunos 

agrupamientos productivos de relevancia provincial.  

Los datos obtenidos a través del MAGyP y de los CNA (cuadro 1), muestran que a partir de 

1969 se advierte una tendencia hacia el crecimiento de la actividad en general, no solo 

aquella vinculada a la producción intensiva de cultivos (ajo, cebolla, o papa) para el 

abastecimiento de alimentos sino, y fundamentalmente, se acentúa la producción de forrajes 

anuales y perennes en varios de los departamentos de la provincia (Avena, Cebada 

Forrajera, Centeno) -Gráfico 1-. Para la campaña 1969-1970 la superficie con cultivos 

implantados en toda la provincia era de aproximadamente 884 ha y hacia finales de los ‘70 -

campaña 1979-1980- se registró el pico de ocupación máxima del período relevado, llegando 

a 2.819 ha cubiertas. Un dato, es que dentro de los cultivos con mayor participación en la 

cobertura del suelo han sido, incluso hasta entrado los ‘90, la avena como forraje y la papa 

como un recurso comestible (Gráfico 2). Esta última, preponderante en la dieta de los 

santacruceños, principalmente dentro de los puestos rurales donde no se consigue aún hoy 

día, mejoras en la refrigeración de los productos alimenticios. 
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Cuadro 1 - Elaboración propia en base a datos del MAGyP 2023 - https://datos.magyp.gob.ar/  
 

 
Gráfico 1 - Elaboración propia en base a datos del MAGyP 2023 - https://datos.magyp.gob.ar/  

 

 

 

 

Total, Sup. (ha) Sembrada por Campaña en Santa Cruz 

Cultivo 196
9/70 

1970/
71 

1971/
72 

1972/
73 

1973/7
4 

1974/
75 

1975
/76 

1976/
77 

1977/
78 

1978/
79 

1979/
80 

1980/

81 

1981/

82 

1982/

83 
1983/

84 
1984/

85 
1985/

86 
1986/

87 
1987/

88 1988/89 
1989/

90 

SUP TOTAL 
CAMPAÑAS X 

CULTIVOS 

Ajo 0 1 1 1 4 2 2 3 5 5 13 17 7 0 0 0 0 0 0 0 0 61 

Avena 24 25 357 390 430 461 470 500 500 400 1600 1400 530 500 410 370 400 500 500 500 600 10867 

Cebada 
Forrajera 

160 160 160 178 194 210 230 240  260 270 170 220 100 40 30 40 30 0 0 0 0 2692 

Cebolla 10 7 9 9 11 14 15 15 20 20 16 20 10 5 0 0 0 0 0 0 0 181 

Centeno 80 80 70 83 80 100 110 130 140 100 180 200 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1353 

Papa 460 440 255 460 477 490 500 510 520 550 730 700 680 560 560 500 500 400 619 650 0 10561 

Trigo 150 200 140 140 150 160 169 190 200 200 110 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1809 

SUP- 
TOTALES X 
CAMPAÑA 

884 913 992 1261 1346 1437 1496 1588 1645 1545 2819 2557 1327 1105 1000 910 930 900 1119 1150 600 27524 

https://datos.magyp.gob.ar/
https://datos.magyp.gob.ar/
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Gráfico 2 - Elaboración propia en base a datos del MAGyP 2023 - https://datos.magyp.gob.ar/  

 

Los datos del cuadro 1, muestran que a partir de 1980 la superficie ocupada tanto con 

tubérculos como con forrajeras comienza a presentar una disminución. Esta tendencia, como 

se verá en las tablas 4 y 5, tendrá algunas mejoras, como las de la temporada de 1987/88, y 

abruptas caídas como la 1990 cuando se llega a una superficie implantada que no supera las 

600 ha, lo que representa casi un 30% menos respecto de los registros de 1969. A excepción 

de los cultivos de papa y avena, que sostienen la ocupación de las superficies con algunas 

oscilaciones, cultivos como el ajo, la cebolla, el centeno y el trigo se abandonan. En las tablas 

mencionadas se verá que para 1992, algunos cultivos como las hortalizas, legumbres y frutales 

recuperan superficie y hacia 1995 incluso, esta producción tendrá participación en el Producto 

bruto agropecuario de la provincia. 

 

Según un informe del INTA de 1996 (en Cepparo, 2013: p. 80), aunque en 1990 se advirtió una 

abrupta caída de la producción agrícola, hacia 1992 el Censo provincial Ganadero, que 

distinguía la superficie implantada con “cultivos intensivos”, mostró que el suelo cubierto con 

hortalizas, legumbres y frutales había crecido respecto a los últimos 5 años en un 151,58%. 

Los cultivos que crecieron significativamente, como los forrajes anuales y perennes, llegaron 

a un 400% más respecto a 1990.  

Asimismo, el INTA también señalaba que la participación agrícola en el producto bruto 

agropecuario de la provincia rondó los $ 5.000.000 de pesos para 1995, y se registró para la 

temporada 1996/1997 una superficie cultivada con ajo santacruceño de unas 45 Ha, y se 

advertía un horizonte promisorio para el Valle de Los Antiguos, que registraba para ese año 

https://datos.magyp.gob.ar/
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una cosecha de casi 100 tn de cerezas, y los alrededores (periurbano) de Río Gallegos  la 

superficie con invernaderos llegaba a cubrir los 60.000 m2 (INTA, 1996: p. 3) 

Sobre este último punto es necesario señalar que, aunque esta tendencia incrementó los 

valores de la provincia ocupada con cultivares, se debió fundamentalmente a eventos 

extraordinarios (precipitaciones abundantes) en los extremos sur del departamento de Güer 

Aike. Esto no fue lo mismo para el resto de los departamentos de centro y norte de la provincia 

(proximidades de Gobernador Gregores, Los Antiguos y Perito Moreno, Deseado, Magallanes), 

que se vieron afectados por la erupción del volcán Hudson (1991) y el recurrente problema de 

la desertificación (Cepparo, 2013: p. 79/80). 

Por otra parte, pero en línea con lo anterior, la ocupación de la superficie con cultivos 

implantados tampoco se extendió en iguales dimensiones para todos los departamentos de 

la provincia. Como se ha venido señalando, las condiciones edáficas e hídricas han 

determinado que ciertas zonas sean particularmente auspiciosas en materia de producción 

agrícola mientras que otras no. En este sentido, al revisar el total de la superficie que se ha 

explotado entre 1969 y 1990, tal como se muestra en la tabla 2, de las 28.245 ha el 22,44 % 

se concentró en el Departamento de Lago Buenos Aires, donde actualmente se emplazan las 

localidades de Los Antiguos, Perito Moreno, Lago Posadas y Bajo Caracoles. Como se señaló, 

esta zona continúa siendo actualmente uno de los puntos de producción y abastecimiento 

agrícola de mayor relevancia para la provincia, en particular por la vinculación que ha logrado 

con el mercado internacional a partir de la exportación de la cereza.  

Además, le sigue en orden decreciente hacia el sureste, por similares condiciones, los 

departamentos de Güer Aike (16.97% - Río Gallegos) y Río Chico (16.05 % - Gobernador 

Gregores), hacia el suroeste, por extensión, el departamento de Lago Argentino (15.56% - El 

Calafate y Chaltén) y hacia el noreste, el departamento de Deseado (11.59% - Puerto Deseado 

y Pje. rural Tellier).  

Aunque con los años este último Departamento ha perdido su vigor sobre el sector agrícola, 

en relación a: proporciones de superficie cultivada, tipos de cultivos, y volúmenes cosechados, 

hasta 1988 sostuvo un número de participaciones en cada campaña, iguales e incluso mayores 

sobre algunos cultivos como el ajo, respecto a Güer Aike o Lago argentino. Incluso con 

menores rendimientos, logró tener números de participaciones en cada campaña similares a 
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las de Lago Buenos Aires. Este es un punto significativo, pues demuestra la trayectoria sobre 

la prevalencia del sector de productores agrícolas en la zona. Probablemente por los efectos 

de la ceniza proveniente de la erupción del Volcán (1991), la zona comenzó a disminuir su 

superficie agrícola, como sucedió con la ganadería y la pérdida de pastizales naturales y 

existencias ovinas en el departamento. 

Departamentos 
Sup. total, 

Sembrada (1969-
1990) 

% 

Lago Buenos Aires 6339 22.44 

Güer Aike 4794 16.97 

Río Chico 4534 16.05 

Lago Argentino 4394 15.56 

Deseado 3274 11.59 

Corpen Aike 2560 9.06 

Magallanes 1850 6.55 

Sin Definir 500 1.77 

TOTAL 28245 100.00 

Cuadro 2 - elaboración propia en base a datos del MAGyP 2023 - https://datos.magyp.gob.ar 

  

https://datos.magyp.gob.ar/
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Sup. (ha) de cultivos implantados por rango de campañas por departamento de Santa Cruz (1969-1990) 

Dpto. Corpen Aike Deseado Güer Aike Lago Argentino Lago Buenos Aires Magallanes Río Chico Sin Definir 

Total/
Camp
añas Cultivo 

Campañas 
© 

Periodo 
(P) 

Sup. Ha 
Sembra

da 
Total. 
(HaST) 

© (P) (HaST) © (P) (HaST) © (P) (HaST) © (P) (HaST) © (P) (HaST) © (P) (HaST) © (P) (HaST) 

Ajo 0 0 0 11 
1970-
1981 

35 0 0 0 0 0 0 3 
1979, 
1980 y 
1981 

25 0 0 0 0 0 0 0 0 0 60 

Avena 20 
1969-1987 
1989-1990 

1234 19 
1969-
1987 

630 14 
1969-
1983 

1657 19 
1969-
1987 

1373 19 
1969-
1987 

3900 19 
1969-
1987 

790 19 
1969-
1987 

1487 1 
1988-
1989 

500 11571 

Cebada 
Forrajera 

13 1969-1981 240 13 
1969-
1981 

402 12 
1969-
1980 

376 13 

1969-
1980 
1985-
1986 

266 16 
1969-
1984 

641 13 
1969-
1981 

402 13 
1969-
1981 

365 0 0 0 2692 

Cebolla 4 1979-1982 19 14 
1969-
1982 

70 2 
1969 y 
1980 

7 2 
1979 y 
1980 

2 10 
1969-
1978 

80 0 0 0 2 
1979 y 
1980 

3 0 0 0 181 

Centeno 12 1969-1980 156 0 0 0 12 
1969-
1980 

260 2 
1975 y 
1980 

2 11 

1969-
1974 
1976-
1980 

480 12 
1969-
1980 

179 12 
1969-
1980 

222 0 0 0 1299 

Papa 19 
1969-1985 
1987-1988 

845 10 
1979-
1988 

1990 20 
1969-
1988 

2271 20 
1969-
1988 

2616 10 
1979-
1988 

616 19 
1969-
1988 

430 20 
1969-
1988 

1968 0 0 0 10736 

Trigo 11 1969-1979 66 11 
1969-
1979 

147 11 
1969-
1979 

223 11 
1969-
1979 

135 11 
1969-
1979 

597 11 
1969-
1979 

49 11 
1969-
1979 

489 0 0 0 1706 

TOTALES   2560   3274   4794   4394   6339   1850   4534   500 28245 

Cuadro 3 - elaboración propia en base a datos del MAGyP 2023 - https://datos.magyp.gob.ar 

https://datos.magyp.gob.ar/
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Por otro lado, algunos macrodatos de los CNA de 1988, 2002, 2008 y 2018, periodos que han 

sido censados a través del uso de variables que el INDEC define como: “Superficie implantada 

de las EAPs, por grupo  de cultivos, según departamento y período de ocupación”19, se logró 

reconstruir un cuadro (tabla 4) donde agrupar por similitud de cultivos implantados, los 

periodos censados y arribar a que, aunque la superficie destinada a la agricultura registró una 

evidente caída hacia finales de los ‘80, desde el 2002 los cultivos implantados como forrajeras, 

hortalizas (dentro de cultivos intensivos), frutales mayores (cerezas) y frutales menores 

(corinto y grosellas), comienzan a incrementar la extensión. Para los dos periodos censales 

2002 y 2008, la superficie se mantendrá sobre una cantidad similar de hectáreas, en tanto 

que para el 2018 respecto a 1988 la superficie se incrementó en casi 6 veces el tamaño de 

ese año. Dentro de las especies que más crecieron fueron las forrajeras (anuales y perennes), 

que hacia el 2018 llegaron a incrementar 9 veces la superficie cultivada respecto a 1990 

cuando no superan las 1.225 ha. 

  

 
19 Si bien se recurre a esta para realizar las comparaciones entre periodos, cabe mencionar que no siempre se 

utilizaron por parte de la entidad iguales categorías de medición, por ej. tipos de cultivos o especies forrajeras, y 

no siempre se logró dar con los datos departamentales en detalle como sí lo proporcionó el MAGyP 

Superficie (ha) implantada por año censado 

Cultivos agrícolas/forestales 1988 2002 2008 2018 TOTALES 

Forrajeras (anuales y 
perennes) 

1,225.3 9,285.50 9,622.00 11,263.70 31,396.5 

Forrajeras Consociadas 623.7 0.00 0.00 0.00 623.7 

Cultivos Intensivos 
(hortalizas) 

120.9 126.5 20.7 9.6 277.7 

Frutales 114.9 208.2 178.2 225.6 726.9 

Bosques y montes 
implantados 

14.0 20.7 351 0.4 386.1 

Cereales para Grano 1.7 200.5 250 0 452.2 

TOTALES 2,100.5 9,841.40 10,421.90 11,499.30 33,863.1 

Tabla 4- Elaboración propia en base a Fuente de CNA 1988; 2002; 2008; 2018 
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Sin embargo, tal como se visualiza en la tabla señalada, aunque en cada periodo censal la 

superficie agrícola total presentó incrementos, el suelo implantado con cultivos intensivos 

(hortícolas) registró una tendencia inversa, de ocupar 120,9 ha en 1988 y 126,50 Ha en 2002, 

en 2008 se reduce a solo 20,7 ha y no superará las 9,6 Ha en 2018.  

Este es un cultivo de relevancia para las localidades, en la medida en que la producción de 

hortalizas resulta ser la principal actividad que abastecía de alimentos frescos a los poblados 

cercanos. De acuerdo con estos datos hay correspondencia con el decrecimiento que señala 

Cepparo (2013), y que además es coincidente con los testimonios de horticultores que se 

presentarán más adelante.  

Desde las primeras experiencias de ocupación productiva hasta los ciclos de expansión y 

retracción de la superficie cultivada, la agricultura en la provincia ha seguido una dinámica 

compleja, determinada tanto por las condiciones edáficas y climáticas como por políticas 

públicas desarticuladas, procesos de fragmentación de la tierra y eventos extraordinarios 

(como la erupción del volcán Hudson o la gran nevada de 1995). Estos factores han 

configurado un sector atravesado por transformaciones significativas.  

La amplitud y diversidad de su estructura productiva y reproductiva, según niveles de 

capitalización, formas de organización, destinos de las producciones (comercialización y/o 

autoconsumo) y estrategias frente a las condicionalidades ambientales, ha dado lugar a 

diferencias estructurales significativas, incluso hacia dentro del propio sector. Estas 

particularidades otorgan a la agricultura (familiar) un rol clave en la diversificación de los 

sistemas productivos de base agraria, en la articulación sostenible entre zonas urbanas y 

rurales, y en la capacidad de abastecimiento de alimentos frescos y elaborados a escala local 

Aunque históricamente relegada frente a la ganadería ovina en el esquema agropecuario 

provincial, la agricultura ha logrado, a través de procesos de reconversión y sostenibilidad, 

adquirir un carácter propio como sujeto social de la estructura agropecuaria de este territorio. 
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1.2 El desarrollo de la producción hortícola periurbana: El caso de la constitución de la zona 

de chacras de Río Gallegos 

Al tomar algunos testimonios sobre la experiencia productiva de familias agricultoras 

santacruceñas como es el caso de algunos miembros fundadores20 de la “Asociación de 

productores Frutihortícolas y afines de Río Gallegos”, se puede profundizar en clave 

interpretativa, sobre las tramas y las trayectorias socioproductivas de este sujeto agrario. 

En lo que sigue, se ponen en valor los testimonios de agricultores familiares rio galleguenses, 

en la medida en que resultan esenciales para avanzar hacia una reconstrucción histórica y 

situada de los procesos de configuración de la agricultura en este extremo del territorio 

santacruceño. 

El caso de Río Gallegos se reconstruyó a partir de un corpus testimonial elaborado en 2015 

mediante entrevistas abiertas realizadas a productores fundadores de la Asociación 

Frutihortícola y Afines. Estos testimonios permiten acceder a las trayectorias de vida y 

productivas de los actores, sus vínculos con el territorio, sus estrategias de reproducción y 

adaptación, y su rol organizativo frente a los desafíos productivos, comerciales y políticos que 

enfrentaron a lo largo del tiempo. La asociación se constituye aquí como una experiencia clave 

que condensó procesos de ocupación del suelo periurbano, innovación técnica, participación 

institucional y disputa por el reconocimiento estatal del sector. La sistematización de esta 

experiencia posibilita comprender cómo los sujetos de la agricultura familiar articularon 

modos de hacer, racionalidades productivas, vínculos con el mercado y relaciones con el 

Estado y los organismos de ciencia y técnica como el INTA. 

Río Gallegos como parte del Departamento de Güer Aike, se presenta como una de las áreas 

geográficas de la provincia con mayor productividad, pero además es una de las comunas con 

mayor trayectoria histórica en relación con otros centros urbanos con similares o mayores 

superficies afectadas a la actividad agrícola.  

Habiéndose dispuesto en 1888 su figura de capital de la provincia, Río Gallegos atravesó por 

cambios políticos institucionales diferentes, asumiendo la forma en torno a la necesidad del 

Gobierno Nacional como bastión de resistencia para el ejercicio del dominio de la soberanía 

 
20 Ricardo -el Tano-, Carlos, Benito. 
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de manera categórica y definitiva. Estos procesos fueron respondiendo progresivamente a las 

definiciones nacionales sobre la política de tierras, que como ya se ha mencionado, repercutió 

sobre la configuración de las zonas de producción rural y del periurbano de la ciudad.  

La historia de uno de los entrevistados, referente de la horticultura de Río Gallegos, inició 

como la de muchos cerca de 1974, año en el que su padre compró un terreno municipal, que 

él describe como “...totalmente pelado y lejos del centro de Río Gallegos…”. Ricardo, o el Tano 

como se lo suele llamar en el entorno, cuenta que después de haber vendido un lote en zona 

céntrica, su padre se arriesgó a adquirir estas parcelas dentro un llano desolado, sin 

protecciones o infraestructuras, como le dicen muchos en el sur “era pura pampa”. En sus 

palabras, recuerda que los inicios estuvieron marcados por la deficiente calidad de los 

productos frescos que llegaban a la zona:  

“....empezamos porque mi viejo tenía el almacén y como la verdura no 

llegaba bien a veces en verano, a veces tenías que andar renegando con 

los mayoristas que la verdura no llegaba buena, que esto y aquello, 

entonces mi viejo, que tenía una polenta de la gran 7, aprendía solo, mi 

viejo miraba probaba, no es que leía pues no leía mucho el viejo, pero 

enseguida probaba y le metía. Además, en esa época había mucho 

chileno, él tenía un empleado que era chileno y entonces le enseñaba a 

mi viejo…” (Tano, 2015) 

Según recuerda el Tano, por esos años algunos otros ya se habían ubicado en la zona como 

era el caso de Julio, un italiano de ascendencia yugoslava que por el tiempo que se hizo la 

entrevista ya tenía cerca de 90 años. Este era un emigrado de la era fascista en el país 

europeo, que se había radicado en la zona con su esposa y habían montado algunos 

invernaderos y demarcado algunas parcelas con cultivos hortícolas. Más tarde, entre otros, 

llegaron a la zona Tristán, Daniel, Javier, Carlos y Benito. Estos dos últimos (entrevistados), 

también fueron impulsores de la Asociación de Productores. Aunque tuvieron sus 

contrariedades y confrontaciones comerciales, no hay duda de que todos los entrevistados 

recuerdan a Julio como un pionero en la actividad. Además de productor, antes del reloteo, 

fue el principal abastecedor de los únicos mercados tradicionales de esa época: “La Anónima”, 

“Casa Tía” y el “Arenas”, los que proveían de productos diarios a la población.  
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Durante los años del proceso de poblamiento de la zona de chacras, Carlos relató que en el 

‘78 decide adquirir un lote fiscal en zona de chacras. Con tres hijas, cuando la mayor tenía 10 

años planeó desarrollar su vida como productor. Para ese tiempo se desempeñaba como 

técnico del Consejo Agrario Provincial (CAP), y debido a que en Santa Cruz los empleados 

estatales dependientes del ámbito provincial se jubilan en edades cercanas a los 50 años, su 

preocupación era qué hacer al momento de jubilarse, y, además, cómo cubrir los gastos de 

las niñas cuando estuvieran en edad de estudiar una carrera universitaria según sus 

expectativas. De modo que, tal como lo narra Carlos, optó por presentar un proyecto 

productivo al Municipio solicitando un lote, que producto de la subdivisión de las chacras 

originales por parte de la Municipalidad, ya exigía desde los ‘70 que quienes tuvieran 

intenciones de adquirir los nuevos sublotes, debían presentar propuestas productivas 

solventes. Esto es relevante dado que es un mecanismo de la política pública provincial para 

varios puntos del territorio santacruceño.  

Sobre esto Carlos recupera algo que es central señalar, las chacras se entregabas con “fines 

productivos” y no necesariamente se restringía al desarrollo de cultivo hortícola/agrícolas. 

Entonces, tal como señala, en vista de las desventajas climáticas y edáficas que presentaba la 

zona, apostó por instalar una producción alternativa a la agrícola. Previsualizando el potencial 

de la producción pecuaria intensiva, que no se había consolidado aún en la zona, apuesta por 

introducir la cría de porcinos para carne:  

“...opté por adquirir un lote fiscal en el año ‘78, para esto presenté un proyecto 

de cómo hacer una chacra para crianza de cerdos… Te lo daban en ese 

momento como se dieron todos los lotes de la parte inmobiliaria del sector 

periférico de Río Gallegos que se ha loteado todo bueno, en ese momento era 

productivo. Existían las chacras, pero como acá no tenemos la suerte del buen 

clima, es adverso y el suelo es pobre, y las aguas para riego son malas, no se 

obtiene una producción como la que uno quisiera tener, se hace lo que se 

puede. Y bueno, ahí fue que empecé primero con cerdos y una pequeña huerta 

y bueno y como todo y que hacer un poco de dulce que el ruibarbo…Yo más o 

menos sabía hacerlo porque aprendí en el colegio Agrotécnico donde estudié, 

y gracias a ese emprendimiento empezamos... Fue sin nada, era un campo raso, 

se empezó con un alambre, con un molino, y con un ranchito de 4x4 …. El 
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terreno es de 28.000 m2, casi 3 hectáreas y hoy día sigue teniendo esa 

superficie ... y se hizo el pozo de agua con esfuerzo de la familia, con mi hija y 

como uno hacía las cosas antiguamente…”  (Carlos, 2015)          

Procesos como el de Carlos y el Tano se fueron dando en la zona hasta entrado los principios 

de los ‘90, pues desde mediados de los ‘70 la producción iba en crecimiento. Otro de los casos 

fue el de Benito, que a diferencia de los dos anteriores fue uno de esos a los en Santa Cruz se 

les suelen decir “VYQ” (Venidos y Quedados). La Patagonia, y en particular esta provincia, 

tiene muchas formas de referenciar a los nativos, a los nacidos y criados en esta tierra (“NYC”), 

a aquellos que llegan por la fuerza “del norte”, como se le dice coloquialmente a todo aquel 

territorio por arriba de Chubut, arrastrados por un otro que debe asentarse en la zona (“TAF”: 

traídos a la fuerza) (Rincón Gamba, L. 2011), y los que llegan para probar suerte como fue el 

caso de Benito.  

Nacido en España, desde pequeño emigró junto a sus padres primero hacia Suiza y luego a 

Argentina donde ejercieron la labor de horticultores y tamberos. Después de trasladarse por 

varios puntos productivos del país, su familia se radicó en una zona hortícola de Buenos Aires: 

Colonia Urquiza. Allí, Benito cuenta que fue donde aprendió el verdadero oficio de agricultor, 

pero también adquirió los conocimientos que años más tarde pondría en práctica en Río 

Gallegos, volviéndose el primer hortofloricultor de la zona. Cuando tenía 16 años, su padre 

entró en sociedad con un hombre de nacionalidad italiana de unos 60 años, que como 

recuerda Benito,  

“...Al tano no le gustaba mucho laburar, le gustaba más la mandarina… 

era un tipo muy inteligente, lo reconozco. Cuando nosotros lo 

conocimos, él ya tenía unos 60 años… estaría cansado en ese 

momento… te daba más órdenes que trabajar… pero toda la 

experiencia la obtuve de la que él tenía… Me decía: ‘Mira Benito hoy 

hay que hacer esto, hay que hacerlo así y así’... a esa edad me agarró 

como si fuese su hijo. Me delegaba la cura de los cultivos; me daba la 

pulverizadora grande y no dejaba a otro agarrarla, o me daba el tractor. 

El trabajo de la tierra no se lo dejaba a nadie más que a mí. Entonces 



60 
 

me fue enseñando todos los secretos, cómo hacerlo y cómo hacerlo en 

el menor tiempo…” (Benito, 2015)  

Además, su vida en Colonia Urquiza estuvo mediada por las interacciones que había logrado 

a través de la amistad con otros jóvenes que vivían en las quintas de la zona, relaciones que 

al igual que la que tuvo con el Tano le enseñaron de la floricultura:  

“...Mis papás se habían dedicado a la verdura, y yo siempre estaba en 

el medio…me iba a los invernaderos y me juntaba con los chicos de los 

japoneses, portugueses, o italianos y entonces uno iba aprendiendo de 

ellos e intercambiando experiencias… Yo sabía lo que era hacer verdura, 

pero no sabía de producción de flores. Yo era amigo de muchos de ellos, 

iba a sus invernaderos, veía las flores y entonces curioso les preguntaba. 

A veces iba, y para hablar con algunos de ellos me ponía a despimpollar 

para no perder tiempo. Iba charlando mientras iba haciendo alguna 

otra cosa y así iba conociendo el rubro flores…” (Benito, 2015)  

Entrada su edad adulta, Benito contrajo matrimonio a los 26 años, y poco tiempo después, 

hacia los años ‘80, su cuñado le convence de comprar un lote a medias en la ciudad de Río 

Gallegos para que él hiciera lo mismo que por esos años desarrollaba en Bs As. Recuerda que 

cuando llegó encontró un lote que era con muy buena tierra, pero desértico y lleno de pozos. 

Sucede que era un lugar al iban las personas del centro a sacar tierra para sus jardines, lo que 

implicó que estuvieran más de un mes a tractor y pala de arrastre emparejando las tres 

hectáreas. Poner en condiciones el predio hasta volverlo productivo y rentable les llevó casi 

10 años.  

Estas historias muestran cómo el conocimiento técnico a través de las generaciones, la 

herencia migrante y la necesidad económica se articularon para construir un paisaje 

productivo en un entorno hostil. 

Se coincide en señalar que hacia finales de los años ‘80 es cuando se llegó a casi un número 

de 9 productores instalados en la zona con producción hortícola bajo cubierta. Cada uno llegó 

a tener en producción durante el mismo periodo de tiempo, aproximadamente 1 hectárea y 

media, con lo que se abastecía a grandes mercados y pequeños almacenes de la ciudad, 
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incluso algunos eran dueños de esos negocios. La aparición de nuevas unidades productivas 

hacia finales de los ‘80, se traduce como un momento de bonanza para el sector donde las 

chacras eran las principales abastecedoras de alimentos de las poblaciones urbanas, de 

hecho, como lo manifiestan los entrevistados, fue así hasta mediados de los ‘90.  

El impacto de las políticas neoliberales de los ‘90, condujo a procesos de desregulación 

económica y una exacerbación del lucro agropecuario mediado por una lógica modernizante 

caracterizada por la concentración de capitales, privatización y venta de tierras, transferencia 

y desarrollo tecnológico. Tal como señala Harvey, el objetivo explícito era “crear un entorno 

favorable para el comercio y la inversión, garantizando derechos de propiedad y reduciendo 

la intervención estatal en la economía” (Harvey, 2007, p. 3-4) En el plano agrario, esto se 

tradujo en la subordinación de las economías locales a la lógica del capital global, la 

especialización productiva y la creciente vulnerabilidad frente a las oscilaciones del mercado 

internacional, lo que profundizó la crisis de las economías regionales y agravó las condiciones 

de producción de los pequeños productores y minifundistas (Manzanal, 2009), tal como se 

verá en el próximo capítulo, en los testimonios de los productores. 

Los procesos de desregulación sobre la oferta y demanda de los mercados, y la intensificación 

y tecnificación agraria en zonas del país con mejores condiciones edafoclimáticas, condujeron 

a la emergencia de un abrupto volumen productivo de las unidades agrícolas del noroeste 

argentino, que desbordó los mercados de su región y extensión las redes hacia el sur 

argentino.  

El avance del mercado del noroeste volvió frágil las relaciones y condiciones de trabajo de los 

chacareros, a raíz de la disputa por los mismos nichos productivos y comerciales que ya no 

podían competir, dada la desigualdad en la escala y costos de producción para sostener una 

oferta competente al mercado del norte. Esto los colocaba en palabras de Castel, en una zona 

intermediaria e inestable de cohesión social, “...que conjuga la precariedad del trabajo y la 

fragilidad de los soportes de proximidad…” (Castel, 2006, pp. 15)  

En este escenario, la desarticulación de redes locales de abastecimiento y la competencia 

desigual con producciones de otras regiones del país tensionaron la viabilidad económica del 

sector hortícola patagónico, obligando a sus actores a ensayar estrategias de reconversión, 

cooperación y resistencia para sostener su permanencia en el territorio.  
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El caso de la Asociación Frutihortícola y Afines de Río Gallegos (1994) se presenta como una 

experiencia emblemática para comprender cómo los productores familiares, frente a 

condiciones estructuralmente adversas, lograron articular iniciativas colectivas de 

producción, gestionar vínculos con organismos de ciencia y técnica, y disputar sentidos en 

torno a su papel en el desarrollo rural y el abastecimiento local. 

Con la creación de la “Asociación de Productores Frutihortícolas y Afines de Río Gallegos”, los 

testimonios dan cuenta sobre las iniciativas por crear nuevas alternativas productivas de tipo 

colaborativas, que permitieran sanear las relaciones individualistas y competitivas entre 

productores por igual oferta y mercado, y revalorizar el trabajo asociativo como opción ante 

el desguace que producía la introducción de productos externos a la provincia.  

Tal como señala Carlos, “...se trató de armar la Asociación de Productores para mantener el 

precio, y poder abastecer el mercado y tener a la gente aglutinada (productores)...” (Carlos, 

2015). Los testimonios coinciden en señalar que para esos años ya eran muchos productores, 

había reconocimiento y encuentros entre ellos, y algo fundamental que señalaron era: 

“...todos hacíamos lo mismo…” (Tano, 2015) y “...todos vendíamos en los mismos lugares, en 

La Anónima o en los negocios chicos…” (Benito, 2015) De modo que, ante un competidor 

mayor, con tal volumen de productos a bajo costo en comparación a los de la producción 

local, no había otras opciones en lo inmediato más que asociarse con el par y repensar el tipo 

y las modalidades de producción para sostener la actividad.  

En este sentido, primero se decidió comenzar bajo una figura jurídica asociativa con fines 

comerciales, y se constituyeron en una Sociedad Anónima, que se llamó “Los Huertos S.A.”. 

Esta Sociedad, cuenta el Tano, no funcionó más que unos pocos meses, pues era muy difícil 

cuando todos aplicaban a los mismos productos, los mismos sectores y tienen iguales 

intereses. Entonces, tal como nos relatan, se optó por derivar hacia una figura como una 

Asociación (de productores) —en tanto figura social y no mercantil— ofreció un marco más 

flexible y adecuado para las condiciones del momento. Lo mismo señala Carlos,  

“...la idea era que todos usemos el mismo derrotero, para eso teníamos 

reuniones, todo decían: ‘vamos a cobrar un peso’, pero salías de la 

puerta para afuera y ya estaban negociando uno con el otro ‘te lo vendo 

a tanto’ Nunca se pudo decir: ‘bueno, vamos a vender todo a un peso y 
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vendíamos todo a un peso’... Ese fue un problema que hubo, pero por 

qué, porque eso lo hacía la necesidad también. Porque era como ir a 

vender carbón al Turbio, todo el mundo tenía carbón, acá todo el 

mundo tenía lechuga y había que venderla porque es muy 

perecedera…” (Carlos, 2015) 

De modo que, al resguardar literalmente sus propias “quintas”, los productores decidieron 

constituirse en una Asociación de Productores, una figura con mayores implicancias sociales 

y técnicas antes que de atribuciones y responsabilidades de tipo económicas y comerciales.  

Entre el ‘94, año de constitución formal de la Asociación, y el ‘98, se impulsaron, por un lado, 

experiencias de producción comunitaria vía la innovación técnica y tecnológica en cultivos 

y manejo: “...decidimos enfrentar la problemática e ir a plantearle al INTA esto, porque el 

INTA no existía para lo que era agricultura. En esa época estaban Borelli, Chipi 

[profesionales/técnicos]… y bueno, gracias a ellos se fue trabajando poquito a poquito y se 

empezó tratar los temas de agricultura…”, y por el otro, se desarrollaron cambios en la 

dinámica organizativa de la Asociación, reorientando su papel a la gestión de la 

comercialización.   

En este contexto, además de otras iniciativas que se presentarán a través de los testimonios, 

impulsadas a generar cambios sobre los tipos y formas de cultivos, dentro de las estrategias 

para revertir la situación de precariedad y fragilidad de las relaciones sociales de producción 

y comercialización, se gestó el proyecto para montar un mercado concentrador 

santacruceño. Dentro de los múltiples objetivos que perseguiría la Asociación, según señala 

Benito, conseguir un espacio para lograr establecer un mercado de acopio y venta provincial 

estaba entre los planes de la organización:  

“....estar agrupado y tratar de conseguir un espacio, como el que 

conseguimos, y comprar insumos en cantidad para abaratar costos (...) 

la idea inicial era hacer un mercado común (de toda la provincia), juntar 

todos los productos y venderlos al público, pero no se logró…porque 

cada uno ya teníamos nuestros clientes…” (Benito, 2015)  
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Esta iniciativa estaba atravesada por la necesidad de forjar una alternativa que permitiera 

enfrentar al voluminoso mercado del norte con un stock (acopio) propio, que posibilitara 

manejar autónomamente los precios de venta y atender la demanda de manera directa. Se 

buscaba apostar al fortalecimiento de los “circuitos cortos de comercialización”, para una 

mayor proximidad entre productores y consumidores, que acortara la distancia social y 

cultural entre ambos actores en la medida en que se reducía el número de intermediarios21, 

con esto, los productores, apuntaron a capturar un mayor valor de su producción, ahorrando 

en otros segmentos de la cadena (transporte, embalaje, etc.) y creando valor a partir de 

activos inmateriales (marcas, anclaje territorial, autenticidad, lazo social) (En Rosa, Muro y 

Marcos, 2019: 155 y 156) Sin embargo, tal empresa, no logró concretarse. Las razones han 

sido varias, según se pueden identificar en los siguientes testimonios:  

“En su momento… me acuerdo, trajimos a un señor de apellido Pellegrino. 

Tenía un mercado concentrador en Mar del Plata, lo trajimos acá y lo llevamos 

a Chile también, para que nos hiciera un estudio de mercado, y ver si podíamos 

hacer un mercado concentrador en Río Gallegos. Y bueno, el tipo nos dijo 

clarito que no. No era para ser concentrador, que no iba a ser rentable por la 

cantidad de gente que había (en la Asociación), pero sí que teníamos que 

apuntar a feria, una feria comercial de los productores… pero no un mercado 

donde nos metiéramos a concentrar mercadería…” (Tano, 2015)  

En primer lugar, el grupo de socios contaba con volumen diario de productos hortícolas en 

fresco, lo que posibilitaba la apertura de una feria, pero los costos para su producción en 

comparación con los del norte, eran elevados. La gran dificultad de la provincia responde en 

gran medida a las limitaciones ambientales, pero concatenado a esto, se identifican los altos 

 
21 Los canales que se denominan “circuitos cortos o de comercialización de proximidad” “...son una forma de 

intermediación que podría denominarse como “solidaria”, pues se prioriza el precio justo para productores/as 

y consumidores/as, se tiene en cuenta la forma en que fue producido el alimento y también son centrales los 

vínculos sociales que se producen alrededor de estos circuitos. (...) Los circuitos cortos están vinculados a la 

organización de productores/as, a veces en alianza con agentes estatales y de otros sectores (como universidades, 

municipios y/u organizaciones sociales) para mejorar las condiciones de venta directa de sus productos… con 

frecuencia fundados en los paradigmas de la economía social, de la economía popular y/o de la agroecología 

(Chauveau y Taipe, 2012; Caracciolo; 2014; Fingermann y Prividera, 2018) (...) Los circuitos cortos ayudan a 

crear nuevos lazos sociales, fomentan la equidad en los intercambios comerciales, favorecen la participación 

social y aplican una lógica pedagógica que contribuye a una mayor autonomía de los actores y, con ello, a una 

mayor sostenibilidad e integración social (CEPAL, 2013)” (En Rosa, Muro y Marcos, 2019: 155 y 156) 
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costos en logística, y una precaria ejecución de políticas de promoción y/o protección de la 

actividad, que la retrotrae a niveles básicos de desarrollo tecnológico y productividad.  

Además, los ciclos de producción acotados en estrictas temporadas de siembra y cosecha 

por el factor climático reducen la disponibilidad del stock para la venta, dado que mermaba 

en temporada invernal. Mientras tanto, los supermercados podrían continuar sosteniendo el 

abastecimiento anual a través de los otros canales, lo que hacía que la oferta local fuera 

insostenible. Asimismo, aunque la desconcentración de productos en temporada baja se 

pretendiera resolver con el abastecimiento procedente de otros puntos de la provincia, la 

producción estacional era un hecho. A esto, se le sumaría la poca diversificación de productos 

con los que contaban los socios, lo que estaba conduciendo a una saturación y fragmentación 

de la oferta, y a una reducida capacidad financiera de los productores para abordar cambios 

estructurales de sus sistemas, de acuerdo con como presionaba la nueva coyuntura.  

Lograr incrementar rendimientos, o revertir la tendencia en contraestación con otra 

producción, suponía necesariamente un encarecimiento del producto final, pues el montaje 

de sistemas de cultivos indoor o bajo cubierta, que permitiría introducir estos cambios e 

incrementar rendimiento, requería de insumos o materiales para la mejora de 

infraestructuras de protección, coberturas, iluminación y riegos, volviendo estas opciones 

poco rentable, además de encarecer el valor final de los productos ofrecidos en el mercado 

local.  

En tercer lugar, cierta inmadurez en materia de ejercicio asociativo profundizó estas 

desventajas territoriales. En la medida que se trabajaba para construir un mercado de venta 

común, fue difícil dejar lo individualmente acordado con las supermercadistas, y visualizar en 

el espacio de venta propuesto era un verdadero baluarte para valorizar y proteger la 

producción local. La oferta individual no se suspendió, y la visión poco alentadora que se había 

recibido de especialistas en el tema desanimó la proyección. La imposibilidad de los 

horticultores de dejar a un lado sus acuerdos individuales para poder establecer precios 

conjuntos, no sin razón atribuible a la inestabilidad del momento, debilitó la iniciativa 

colocándola en un lugar suplementario respecto a red de venta que los integrantes ya 

poseían. 
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No obstante, este panorama, las finalidades de filiación se sostuvieron, pero se 

reorientaron. La idea de montar un mercado de productores se abandonó durante casi dos 

décadas, pero construir una comercialización solidaria siempre estuvo presente en el 

espíritu de la Asociación de Productores.  

Con el transcurso de los años, la impronta sujeta a las posibilidades sociotécnicas del grupo 

de afiliados se volcaron más a una apuesta por promocionar el valor de las características 

intrínsecas de los productos locales, así como apostar a la diversificación de los sistemas de 

producción, acordar precios entre los mismos productores, y sostener los ingresos prediales 

suficientes para solventar al grupo familiar y el sistema productivo, antes que competir en 

volumen, clientes, y valores con los supermercadistas que tenían stock, organización nacional 

y logística. 

El sector asumió finalmente un papel conciliador, tomando un lugar subalterno respecto del 

oligopólico mercado de bienes de consumo que existía en la zona. La horticultura familiar en 

Río Gallegos no buscó competir finalmente por el volumen, sino en valor. Los objetivos en 

líneas generales se establecieron en dirección a: sostener ingresos familiares, promover el 

consumo local y preservar el arraigo son los nuevos objetivos. 

A pesar de que varias de las propuestas no prosperaron, las iniciativas conjuntas que se fueron 

probando, serán la antesala de procesos organizativos que resurgirán poscrisis 2001/2002, 

y con un fuerte impulso procedentes de cambios institucionales sobre la matriz política-

productiva nacional22.  

  

 
22 Después del conflicto con el campo por la “125” en 2008, surgen los programas de “última generación” 

(2009-2019) (Lattuada et al, 2012 en Nogueira y Urcola, 2013), que en contraposición a la visión de los ́90, estos 

instrumentos se establecen en un marco de mayor intervención del estado argentino sobre la Agricultura Familiar 

como actor fundamental en procesos de desarrollo. Se abandona la mirada que persistía en tener al agricultor 

familiar como sujeto de problemas, para asumirlo como un sujeto que genera soluciones agroalimentarias.  
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1.3 La reorganización los sistemas productivos periurbanos Post Crisis 2001/2002 

La crisis económica, social y política de 2001/2002 y sus profundos efectos sobre el empleo, 

los ingresos y las condiciones de vida de amplios sectores de la población favorecieron la 

reaparición y el fortalecimiento de prácticas productivas alternativas, entre ellas la agricultura 

urbana y periurbana. Estas experiencias, desarrolladas en gran medida por sectores 

históricamente postergados, se configuraron como estrategias de subsistencia, autoconsumo 

y generación de ingresos complementarios en un escenario de retracción del mercado laboral 

formal y encarecimiento de los alimentos, que termina por dinamizar.  

Para el año 2010 el 91% de la población nacional se encontraba radicada en zonas urbanas 

(INDEC, 2012), este incremento demográfico de las ciudades impacta directamente en la 

dinámica y emergencia de la agricultura familiar (de los periurbanos), en la medida que la 

configura como un bastión ante los procesos de segregación que traccionan las relaciones del 

modo de producción capitalista. En este contexto, la Agricultura Familiar vuelve a tomar un 

rol estratégico en el desarrollo rural y en el abastecimiento local de alimentos frescos.  

En tanto alternativa alimentaria de las poblaciones con menores ingresos y con capacidad 

limitada de acceso a bienes y servicios, la autoproducción y el autoconsumo generan la 

emergencia de un sujeto social ligado con el periurbano y la producción familiar de alimentos 

a escala pequeña. A pesar de sus limitaciones estructurales, como la falta de sistemas de 

riego, dificultades en la captación, distribución y almacenamiento del recurso hídrico, suelos 

empobrecidos, y escasa infraestructura, se consolidó un sujeto productivo, también 

considerado agricultor familiar, pero con una racionalidad distinta a los modelos de los 70-

90: menos tecnificado, más fragmentado, pero con una fuerte impronta comunitaria y 

territorial. 

Durante este periodo, un proceso de demarcación municipal que estableció zonas 

particulares de producción en los periurbanos de las ciudades incentivó la (re) dinamización 

de un núcleo productivo para la producción y el abastecimiento local de alimentos. Aunque 

no será equiparable al desarrollo que se impulsó en Santa Cruz a través del proceso de 

subdivisión de las tierras en los ‘7023 introducirán un renovado significado sobre estos 

 
23 La superficie de los nuevos loteos fue significativamente menor al caso precedente, en el mejor de los casos y 

tal como se advierte en informes del INTA (Lipka, 2017) los lotes no superaron las 2 ha. 
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procesos, restableciendo anteriores modalidades de organización que revitalizan procesos 

productivos y de comercialización que habían entrado en declive hacia mediados de los ‘90. 

Hacia el 2019 las producciones familiares intensivas dedicadas a distintas actividades 

(agrícolas, ganaderas y/o forestales), asentadas en localidades de la zona norte de la 

provincia24, aunque con niveles productivos diferentes, llegaron a ocupar casi 4.000 ha de las 

51.941 en valles y cordones periurbanos, poniendo en evidencia la potencialidad de 

crecimiento del sector (Arrascaeta; Lipka, et. al; 2019, pp. 54)  

Este nuevo sector, asentado en áreas transicionales entre el campo y la ciudad, se configura 

como un sistema de lotes denominados como zonas periurbanas o zona de chacras en 

algunos lugares, configurándose como un conglomerado complejo de unidades productivas 

que cobran relevancia por su efecto no sólo en términos de producción y abastecimiento 

localizado de productos primarios, sino también por los efectos que introduce sobre los 

procesos de ocupación y uso del suelo con fines productivos. Su potencialidad en la 

generación de empleo, el desarrollo de líneas de producción más complejas con agregado de 

valor en origen, dinamización de las economías, y, sobre todo, por su importancia en la 

ampliación y promoción de la seguridad y la soberanía alimentaria, así como también en la 

provisión de servicios ecosistémicos25 (Goites et. al 2020: 9), vuelve a estos cordones agrícolas 

en una trinchera frente al avance de la industrialización y el mercado de bienes y servicios 

inmobiliario, tensionando permanentemente su existencia.  

La producción urbana y periurbana articulada a la noción de Agricultura Familiar se presenta 

como un sujeto que cobra interés, fundamentalmente por su relevancia en la gestión del 

suelo para la producción de alimentos, lo que contribuye a la construcción soberana de 

escenario de producción, distribución, intercambio y consumo de alimentos seguros (INTA, 

2012). La disputa que se presenta en materia de organización territorial en relación con los 

regímenes sobre uso y tenencia de los suelos, y también por la presión que imparten las 

nuevas lógicas del desarrollo económico global, tensionan el acceso y disponibilidad de 

 
24 Puerto Deseado, Fitz Roy, Jaramillo, Los Antiguos, Lago Posadas, Bajo Caracoles, Perito Moreno, Las Heras, 

Pico Truncado, Caleta Olivia, Koluel Kaike y Cañadón Seco. 
25 Como ciclado de nutrientes, ciclo hidrológico. 
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servicios y aprovechamiento de los recursos naturales (suelo, agua, minerales), configurando 

escenarios oscilantes sobre los que se asientan estos espacios de producción.  

Tal como señala Goites (2020), el periurbano concentra diversos tipos de conflictos y se 

desarrolla en un contexto de fuertes tensiones y disputas territoriales en torno al uso del 

suelo. Estas disputas involucran, por un lado, a actividades productivas hegemónicas —como 

la agricultura extensiva, la ganadería extensiva o la minería, según la región— y, por otro, al 

mercado inmobiliario, que impulsa la expansión de nuevas áreas residenciales y provoca el 

corrimiento de las fronteras productivas a causa de la explosión demográfica de principio de 

la década del s. XXI. Este corrimiento, en la mayoría de los casos, desplaza a los 

establecimientos hacia zonas ambientalmente críticas, como riberas de cursos de agua, 

terrenos rellenados sobre antiguos basurales o pasivos ambientales de explotaciones 

primarias —cavas, tosqueras— y secundarias —brownfields— (MINPLAN, 2011, en Goites et 

al., 2020, p. 12), que expone a riesgos sanitarios, pero también, restringe las condiciones y 

tipos de producción. 

En Santa Cruz, las condiciones en las que estos asentamientos se han dispuesto fueron el 

resultado de decisiones aleatorias de los gobiernos locales para resolver transitoriamente los 

inconvenientes ligados con la planificación y expansión de los límites de urbanización sobre 

los límites productivos (Lipka, 2018 en Musci et. al. 2019), lo que significa que su proyección 

no ha estado mediada ni por consideraciones sobre las características agronómicas del 

terreno, ni tampoco por una iniciativa en términos prospectivos del desarrollo agroproductivo 

de las localidades. Sin embargo, es innegable que a la luz de los datos que se recuperaron a 

través de un trabajo diagnóstico llevado adelante en varias de las localidades de la provincia, 

aún con estas desventajas productivas las zonas de chacras comenzaron a tomar impulso 

desde principios del 2000, cuando comienza a visualizarse un incremento de acciones 

direccionadas a revalorizar institucionalmente a la Agricultura Familiar.  

El caso de Puerto Deseado ilustra con claridad este fenómeno, evidenciando la correlación 

entre el crecimiento de las áreas urbanas y los cambios en las dinámicas de ocupación y uso 

de la tierra con fines productivos. La demarcación de estos espacios reforzó las estrategias 

locales de abastecimiento, pero a la vez generó tensiones por el avance demográfico y la 

reubicación o desarrollo de las mencionadas “zonas de chacras”.   
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Hacia finales de los ´80 y principios de la década de 1990, la población de esta localidad 

presentó una significativa variación poblacional: el número de habitantes se incrementó en 

un 43% frente a un crecimiento de 16% y 7% en las décadas de 1960 y 1970 respectivamente 

(INDEC, Censo nacional de población y hogares; 2010). Este aumento poblacional trajo 

aparejado hacia finales de los ´80 el desplazamiento de los límites del área productiva hacia 

el noreste, empujando hacia la relocalización de los emprendimientos familiares destinados 

al autoabastecimiento de animales de granja. Con la creciente urbanización, el municipio 

obligó a retirar del ejido urbano este tipo de producciones, cediendo finalmente a 5 km del 

centro de la ciudad una superficie de 500 ha donde se reubicaron los primeros 

emprendimientos (chacareros), dando origen a la actual “Zona de Chacras de Puerto 

Deseado” (Lipka, G. 2017 en Mathey D. y Preda G., 2020).  

De acuerdo con el área de catastro municipal, hacia el 2008 el municipio de Puerto Deseado 

volvió a registrar una nueva entrega de terrenos a familias productoras en aquella misma 

zona, pero con significativas diferencias respecto a las superficies que se establecieron entre 

1987 y 1994 inclusive. En el transcurso de estos años la dimensión de las chacras fue en orden 

decreciente, pasando de 4 a 1 o ½ ha (Fuente: SsAF e INTA, 2017). Hasta el 2018 el sector de 

chacras tenía aproximadamente un parcelario catastral de 80 establecimientos, de los cuales 

se tienen registros que unos 52 contaban con alguna producción26, aunque no todos con fines 

comerciales, sí ligados totalmente al autoabastecimiento. Un dato ad-hoc provisto por la 

Asociación Vecinal de la zona, es que posterior al periodo de pandemia (2021), esta entidad 

llegó a relevar un total de 150 establecimientos, en tanto que se advierte una subdivisión y 

reventa de los lotes en un contexto de crisis mundial. 

 
26 Para 2017/2018, siguiendo con el caso presentado de Puerto Deseado, puede mencionarse que del total de 

aquellos 52 establecimientos que presentaban algún tipo de producción agropecuaria, el 100% mantenían la 

producción hortícola para el autoconsumo, en tanto que un 50% indicó también obtener excedentes que destina a 

la comercialización o el intercambio local.  

La producción de animales de granja (aves, conejos o porcinos) por otro lado, es una actividad que se desarrolla 

en un 88,10% de los establecimientos encuestados (52), en tanto que las producciones con algún grado de 

procesamiento y/o transformación en origen como las producciones de dulces, mermeladas, escabeches, 

panificados/repostería  y chacinados suman en total un porcentajes de 71.43% siendo la elaboración de dulces y 

mermeladas la de mayor proporción con un 26.19% respecto a las otras manufacturas. Esto último es un dato 

significativo en lo que refiere a la construcción de alternativas o de diversificación de la producción primaria en 

contra estación, pues permite sostener ingresos que no logran generarse por la merma de la actividad hortícola 

(Lipka, 2019) 
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Referencia de ubicación - zona de chacras de puerto deseado (2025) 
https://earth.google.com/web/@-47.74349702,-65.90508  

 

Catastro provisorio de la zona de chacras de puerto deseado (2010/11) 
Fuente: Municipio de Puerto Deseado.  

 

Situación similar se observa sobre el valle de Perito Moreno, ubicado sobre las márgenes del 

Río Fénix. Atravesado por cambios estructurales de las últimas décadas, se dieron algunos 

procesos análogos a los de Puerto Deseado. Tal como se ha desarrollado con anterioridad, 

durante los años 70-80 por condiciones naturales propias de áreas de valles, esta zona fue un 

https://earth.google.com/web/@-47.74349702,-65.90508
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importante proveedor de forraje y hortalizas para la localidad y los establecimientos 

ganaderos circundantes. Sin embargo, por el crecimiento poblacional, el ámbito urbano fue 

colonizando espacios productivos, modificando los tipos de producciones que se 

desarrollaban, así como la productividad en general.  

Este proceso decantó en el pasado reciente, en la entrega de nuevas 

tierras a AF en el ejido municipal para destinarlas a parcelas 

productivas, las cuales presentan limitaciones estructurales (falta 

infraestructura de riego, suelos con problemas fisicoquímicos, falta de 

red eléctrica, etc.) para la actividad agropecuaria. Las producciones 

tradicionales del valle (frutihorticultura y forrajes) se desarrollan así en 

las áreas más antiguas, mientras que las actividades de granja (cerdos 

y aves), en activo crecimiento, se llevan adelante en los nuevos sectores 

incorporados como chacras. La superficie promedio de las chacras de 

este valle es de 6,5 ha, aunque el 72% de las mismas no supera las 1,5 

ha (Roa y col, s/f) (en Arrascaeta; Lipka, et. al; 2019: p. 56).  

Estos procesos progresivos de parcelación de la superficie y la consecuente emergencia y 

proliferación de asentamientos urbanos asociados a un proceso de “agriculturización”, 

expresan como sostienen algunos estudios de Soler Montiel y otros (2010a; 2010b; 2012), 

una necesidad de construir alternativas alimentarias para las poblaciones con menores 

ingresos. En la medida en que el empobrecimiento de los países lleva a las personas a tener 

cada vez menos capacidad de acceso a bienes y servicios a través del sistema de mercado, el 

desarrollo de pequeñas parcelas productivas en espacios urbanos o cercanos a las ciudades, 

conduce hacia una reinserción de las poblaciones más pobres al circuito de abastecimiento 

para el consumo básico de alimentos, configurando una organización en forma de redes 

colectivas de producción, intercambio y consumo, que les posibilita mantenerse en los 

márgenes de la economía y del mercado “tradicional” de bienes.  

Como referencia de estos procesos, un dato relevante es que para el 2018, la Secretaría de 

Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación (SAGyP), registró que los espacios de huertas de 

la agricultura familiar de la provincia pasaron de 990 unidades en el 2016 a 2.606 unidades 

en 2018, lo que representó un incremento de más del 250%. Por otro lado, en la temporada 
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2020/2021, la actividad desarrollada por técnicos y promotores del INTA a través del 

“Programa ProHuerta” en Santa Cruz, registró la instalación de aproximadamente 5.150 

huertas en toda la provincia y apuntan a señalar que más del 95% del total de las huertas se 

concentra en zonas urbanas y periurbanas del territorio. Aunque no se registraron las 

superficies, es significativa la tendencia al crecimiento del sector con producción vegetal.  

En la misma línea se pueden mostrar datos de un trabajo de relevamiento llevado adelante 

por el INTA en 2020 en la zona de chacras de Puerto Deseado y Tellier. En estas zonas de 

chacras, se registró que de una muestra de 42 unidades productivas ubicadas en la zona 

periurbana (un 50 % aproximadamente del total de los establecimientos asentados hasta ese 

año) el 100% mantenía alguna proporción de sus espacios ocupada con producción hortícola, 

el 88% con la cría de algún animal de granja (aves o cerdos) y un 50% se dedica a la producción 

frutícola. De estos valores, la situación hortícola mostraba que el 89% de las cosechas anuales 

de cultivos que se denomina “huerta mercado”27 rondaron en promedio los 8,79 kg de 

hortalizas variadas por unidad, siendo que las respuestas se concentraron entre los rangos de 

1 a 5 Kg (el 31%) y 6 a 15 kg de cosechas anuales (el 26 %). Para el caso de las producciones 

de fruta, durante la misma temporada y sobre la misma muestra de estudio, el promedio de 

Kg de fruta cosechada se estimó en 320 Kg por el total de las unidades, y en promedio las 

cosechas de temporada no superaron los 25 Kg por establecimiento. Estos volúmenes 

expresan en otras palabras, que la producción de alimentos frescos como hortalizas y frutas 

son bajos respecto al crecimiento que ha mostrado el sector, expresando un gran potencial, 

pero no una capacidad de abastecimiento suficiente para dinamizar circuitos próximos de 

comercialización, dejando a la vista el fuerte sentido de autoabastecimiento que caracteriza 

a estos sistemas productivos familiares. 

Por otro lado, a diferencia de la hortofruticultura, la cría de animales de granja se ha integrado 

mejor a los canales cortos de comercialización28. En el caso de la producción porcina de ciclo 

 
27 5 (cinco) o más especies hortícolas cosechadas. 
28 “...en las localidades del Departamento Deseado, en general con escasez de agua y suelos de pobre desarrollo 

(Puerto Deseado, Tellier, Jaramillo, Fitz Roy, Caleta Olivia, Cañadón Seco, Pico Truncado, Koluel Kaike y Las 

Heras), los terrenos son más chicos (generalmente de menos de una hectárea) y la producción predominante es 

la pecuaria de granja (cerdos, aves criollas y, en menor medida, conejos, gansos, pavos, patos, codornices) para 

la obtención de carnes y subproductos. En cuanto a las producciones hortícolas, la falta de agua constante 

significa un impedimento para el desarrollo a escala productiva de los cultivos, posicionando en segundo plano 

esta actividad en la zona. En aquellas zonas periurbanas donde sí se desarrolla la horticultura, se advierten 
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completo (cría, recría y engorde) junto con la producción avícola han sido de las producciones 

que más han crecido entre los establecimientos familiares. A nivel provincial, la producción 

pecuaria o de cría de animales en sistemas intensivos como se ha visto en el caso anterior, 

es otra de las actividades relevantes en las zonas de chacras de Santa Cruz. Según datos 

oficiales de la SAGyP, entre 2010 y 2016 la ex secretaria de Agricultura Familiar, Campesina e 

indígena (SAFCI) de esta provincia tenía un registro en 6 departamentos provinciales de un 

total de 105 núcleos de la agricultura familiar (NAF) que declaran realizar algún tipo de cría o 

recría de animales de granja. De ese total, dos de las producciones principales que 

registraron el mayor porcentaje fueron los núcleos dedicados a la producción avícola (35%) 

y la producción porcina (16%), con un total de existencias respectivas de 4075 aves (para 

carne y huevo) y 1076 porcinos (para capones y lechones)29. Para el mismo periodo de estudio 

que se vio anteriormente en el análisis de la producción hortícola, la cría de lechones para 

venta y consumo de carne en Puerto Deseado registró una producción anual total de más de 

130 lechones que se destinan en un 90% a la comercialización local con ventas directas. En 

tanto que los 34 planteles avícolas de doble propósito que se registraron, los dos últimos 

tercios de 2020 contabilizaron un total de 485 aves ponedoras con una producción de 837 

docenas de huevo (10035 unidades). De este volumen de producción, el 52% de las unidades 

(que crían planteles de entre 10 a 25 aves) declararon utilizar la totalidad de la producción 

para el abastecimiento familiar, en tanto que el 36% restante, que crían entre 25 a 50 

animales, sostienen destinar algún porcentaje a la venta directa.  

En líneas generales, el relevamiento de las situaciones productivas de los establecimientos en 

Puerto Deseado y Tellier, muestran que los porcentajes que se destinan a la comercialización 

local son bajos y de oferta fluctuante: el 100% continuaba utilizando su producción para el 

autoconsumo, y en menor medida de ese total un 29,27 % utilizaba los bienes producidos 

para intercambiar por otros bienes o material de propagación, y un 52,30 % comercializaba 

el excedente durante las temporada de mayor producción como es primavera-verano30. En 

 
estructuras básicas de cultivo y, en algunos casos, obsoletas y abandonadas " (Arrascaeta; Lipka, et. al; 2019: 

p. 55).  
29 Si bien se tienen registros similares para la producción ovina (12%), no se tomará como referente de la 

producción tipo granja, dado que en la provincia el manejo de este tipo de animales se realiza de manera extensiva 

a campo, implicando otras superficies que no se ajustan al territorio del periurbano necesariamente. 
30 Sobre ese 52.30 %, el 36.4% indicó que del total del volumen anualmente producido destinaban a este fin el 

20%, el 22.70% el 50%, el 13.64% un 30%, y en menor medida el 9.09 % lo hace en un 10% y otro 9.09% en un 

80%.  
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términos de generación de ingresos económicos directos (denominados como ingresos 

extra prediales), la producción periurbana de la zona ciertamente asume un carácter 

“subsidiario” respecto del aporte físico a los ingresos netos familiares, pero las contribuciones 

por la generación de bienes y servicios destinados al autoconsumo representa indirectamente 

una ingreso disociado de los salarios o ingresos económicos prediales, que impacta en la 

disminución de los costos de reproducción de los sujetos. 

Otro es el caso de las localidades del noroeste y centro de la Provincia, pertenecientes a los 

Departamentos Lago Buenos Aires y Río Chico (valles irrigados de Los Antiguos, Perito 

Moreno, Lago Posadas/Bajo Caracoles y Gobernador Gregores). En estas áreas,  

...los predios son de mayor tamaño, con mayor superficie dedicada a la 

producción de hortalizas y frutales, además de granja, agregado de 

valor e incorporación de la producción ovina en chacras para la 

obtención de carne y de lana con tratamiento artesanal. En estos valles, 

fue más común que los agricultores familiares contarán con 

excedentes, que intercambiaban, regalaban, transformaban agregando 

valor o comercializan (en fresco y con agregado de valor). Por ejemplo, 

en G. Gregores … el 50% de los AF generaban excedentes, de los cuales 

sólo el 15% comercializaban y el 85% lo regalaban e intercambiaban 

(Suque, 2015). En la actualidad (INTA y col., 2017), cerca del 80% de los 

AF que tienen huerta y casi el 100% que cuenta con frutales 

comercializan su producción (en Arrascaeta; Lipka, et. al; 2019: p. 56).  

Reforzando los primeros argumentos que se presentaron con relación a los planteos de Soler 

Montiel, se identifica que el sector de la poscrisis, claramente se moviliza en torno a la 

producción intensiva de alimentos con foco en el autoabastecimiento y, eventualmente, 

reorienta algunos excedentes a la comercialización local en temporadas de mayor 

producción, como complementariedad de los ingresos principales obtenidos en fuentes 

extraprediales. Ambas producciones, la animal y la hortofrutícola, están sostenida en su 

totalidad por mano de obra familiar y encierra un alto potencial para el desarrollo y el 

abastecimiento local, sin embargo, su punto de inflexión implica resolver: los costos de 

producción generados por la dependencia extraprovincial de insumos para la alimentación 
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de los animales; las restricciones de la infraestructura de faena para ambas especies; el 

acceso e incorporación de ciertas tecnologías de riego y/o infraestructuras de protección o 

forzado de los cultivos para mitigar los efectos climáticos propios de la zona (bajas 

temperaturas y precipitaciones, déficit hídrico, fuertes vientos, suelo bajo en materia 

orgánica31); así como también otras ligadas al sentido que se asigna originalmente al 

destino de las producciones (INTA-PIT, 2019: p.3).  

La identidad de este sector de productores está dada por familias con una corta historia como 

productores en la zona, con poca experiencia en el ejercicio del trabajo asociativo, y 

atravesados por problemas críticos como los mencionados. Es un sector en formación, que, 

aunque en cierto modo desordenado en sus asentamientos y modos de producir, significa 

para varios un emprendimiento para la generación de ingresos; hay otros también que 

mantienen la explotación para el consumo y uso personal, o miran a largo plazo proyectando 

en torno al desarrollo local y el fortalecimiento de actividades agroturísticas.  

Estos sistemas se han constituido fundamentalmente sobre una lógica de subsistencia, con 

algún nivel de producción para la venta a partir de la generación de excedentes, dejando 

preestablecido que, son contados los establecimientos que pueden (re) convertir sus 

actividades en la única fuente de ingreso para la reproducción individual o familiar. Estos 

sistemas de producción, se sostienen fundamentalmente a partir de los ingresos 

extraprediales, y por ello resultan en un desarrollo lento, y en cierto grado desorganizado, en 

términos de planificación productiva y económica (INTA-PIT; 2019: p.15) Respecto a esto, algo 

que resulta fundamental al momento de entender las múltiples causas de la baja 

productividad de los sistemas, es que estos se han constituidos originalmente como fuente 

de autoabastecimiento familiares, por lo que expresan reducida capacidad financiera y de 

opciones crediticias, subsidiarias para (re) invertir en los emprendimientos, complejiza este 

 
31 “...en las localidades de estepa y costa (Departamento Deseado) el agua para riego proviene de napas profundas, 

se distribuye a través de ductos y es, en general, muy escasa en la época primavero-estival. También los suelos 

presentan gradientes de fertilidad de oeste a este, siendo más profundos y con mayor desarrollo en la zona 

precordillerana, y más áridos y salinos merced a la exposición eólica en la estepa y costa” (Arrascaeta; Lipka, et. 

al; 2019: p. 54).  
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cuadro como ya se han mencionado, los altos costos productivos que reducen las 

posibilidades de inversión predial.  

Los efectos que produce esta multicausalidad sobre la producción de las unidades familiares 

del periurbano de la zona, se expresa en: 1- El desabastecimiento local u oferta fluctuante 

de alimentos y productos primarios de uso agropecuario (Ej. Forrajes, animales de 

reposición, otros productos como carne, verduras, dulces, conservas, chacinados, huevos, 

etc.); 2- El avance de la competencia de productos extrarregionalas y encarecimiento del 

consumo masivo en productos primarios como alimentos y forrajes; 3- Inestabilidad sobre 

los sistemas de comercialización e informalidad sobre las venta de los productos de la 

agricultura familiar; 4- Unidades productivas descapitalizadas con bajo nivel de inversión 

predial y excluidas de los circuitos económicos formales; y 5- Bajos porcentajes de 

productores/as inscriptos/as en marcos regulatorios municipales y/o provinciales, así como 

baja adhesión a sistemas de certificación de productos, y falta de trazabilidad de los productos 

generados en las unidades familiares. 

La pequeña porción de la historia aquí recuperada expresa parte del desarrollo constitutivo 

de la agricultura familiar en relación con su posición como destinaria de políticas públicas y 

agentes de desarrollo. De acuerdo con planteos de Fernández Equiza (2010) que son 

recuperados por Nogueira y Urcola (2013), estos sujetos podrán asumir de acuerdo con las 

premisas de los modelos de desarrollo agrarios alguna de estas tres posiciones: como agente 

residual, simultáneo o alternativo. Esto da cuenta de cómo desde la formación del Estado 

moderno argentino, el sector avanzará, progresiva y constantemente, entre procesos de 

descomposición, integración y redefinición de sus objetivos y líneas de acción respecto a su 

mirada y la participación sobre los modelos de desarrollo promovidos por cada gobierno. 

Cuando el sujeto ha sido un agente “residual” de las políticas de desarrollo, se advierten 

procesos similares a los que experimentan los productores de la Asociación hacia la década 

de los ´90 y principios del siglo XXI en las vísperas de la crisis social, política y económica del 

2001/2002. Aquí, la agricultura familiar se encuentra caracterizada por sus condiciones de 

pobreza e inserción periférica en la economía, es la parte de las explotaciones que ha quedado 

fuera del proceso modernizador del agro (Nogueira y Urcola; 2013, pp. 16).  
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En tanto que una posición “simultánea”, sostiene la posible coexistencia entre agricultura 

familiar y agricultura industrial. Según los autores, en el marco de políticas de desarrollo 

territorial rural, pueden ser citadas como expresiones de una visión simultánea aquellas que 

como se verá en el próximo capítulo, aquellas acciones mediante las que se articulan procesos 

entre las organizaciones rurales (sindicales, movimientos sociales, etc.) y las agencias del 

Estado en el marco de políticas de Desarrollo Territorial Rural (DTR). Estas articulaciones 

tienen una emergencia significativa poscrisis 2001/2002, dado que con el fin de proteger a los 

agricultores familiares se establecen ciertas regulaciones macroestructurales y sectoriales 

que pretende incorporar a estos agentes al sistema económico general (Nogueira y Urcola, 

2013, pp. 16 y 17). 

Finalmente, entre estas posiciones, aquellas categorizadas como visiones de la agricultura 

familiar “alternativas” a los modelos de desarrollo, pone de relieve la contradicción que 

implica la sobrevivencia del sector frente al modelo de la agricultura industrial. Diferente a 

las posiciones simultáneas, esta perspectiva carga con un componente político e ideológico a 

la acción de los movimientos sociales de productores de distintos orígenes. Desde este 

posicionamiento, la agricultura familiar es una alternativa económica y social (de la otra 

agricultura) al modelo de los “agronegocios” y a la pura lógica del mercado capitalista aplicada 

a la explotación de los recursos naturales” (Nogueira y Urcola, 2013, pp. 17) De modo que, 

según esta mirada, la simultaneidad no es viable. 

A lo largo de la provincia, e incluso si se mirara el territorio nacional, los sistemas de 

producción periurbanos adhieren racionalidades32 distintas y configuran identidades 

productivas, sociales, económicas disímiles. Las relaciones complejas que este actor establece 

con otros sean públicos-estatales como privados, así como con otros factores que influyen en 

la productividad de los sistemas, como la densidad poblacional de las urbes más próximas y 

el acceso a servicios, las condiciones ambientales en cada temporada, las condiciones y los 

 
32 Dependiendo de las proporciones con relación a la distribución de la fuerza de trabajo familiar y la asalariada, 

los niveles y tipos de tecnologías y/o maquinarias incorporadas a los sistemas, la extensión de superficie explotada, 

el número de cabezas de animales de ganado, el acceso e integración a mercados nacionales y externos (Archetti 

y Stollen, 1975; Bartolomé, 1975; Obschatko, Foti y Román, 2006; Piñeiro, en Arach et. al, 2010), destino de lo 

producido, así como aquellas otras dimensiones de tipo simbólica e intangibles como las tradiciones familiares, 

las prácticas y las experiencias de los/as productores/as, se establecerán las distintas “racionalidades” que 

caracterizan a las unidades productivas familiares de cada territorio. 
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destinos de la producción, entre otros, expresan dinámicas y modalidades particulares para 

cada región. 

En la provincia, la forma en que se estructura la producción poscrisis muestra diferencias con 

relación a las producciones familiares hortícolas de los ´70 - ´90 como las de Río Gallegos o 

Pje. Tellier. En principio, estas producciones se diferenciaron por las dimensiones en las 

superficies de producción, su volumen de producción, y en su capacidad abastecedora 

respecto a las unidades emergentes poscrisis 2001/2002. Se configuraron sobre el objetivo 

de generar alimentos frescos para incorporarlos a los circuitos comerciales de las localidades 

y plantearon desde la base convertirse en emprendimientos económicos. Sin embargo, la 

emergencia de aquel “otro” sujeto se ha vinculado fundamentalmente con su necesidad de 

subsistir, lo que lo constituye con una racionalidad social y productiva particular.  

Las explotaciones continúan sosteniendo el carácter gregario respecto a su participación en 

la estructura productiva agraria de la provincia. De acuerdo a dimensiones estructurales 

como los niveles de obsolescencia o nula disponibilidad de sus tecnologías, la baja asistencia 

técnica y la tendencia hacia la predominancia de niveles de formación primarios alcanzados 

por los integrantes de las unidades productivas, y las reiteradas dificultades para integrarse a 

los canales comerciales (incluso los más próximos), devenido de una deficiente gestión 

empresarial, que limita el desarrollo de los mismos (Goites, 2019), así como la superficie 

ocupada por estas explotaciones, los volúmenes productivos y los destinos de la producción 

fuertemente caracterizado por el autoconsumo y la subsistencia, sitúan a este sujeto en un 

lugar marginal de la estructura productiva de la provincia. No obstante, el sujeto que emerge 

poscrisis está ligado fundamentalmente a la resolución de las necesidades personales 

básicas y de reproducción familiar, pero tensionado por el potencial relativo de su 

capacidad para cubrir también las demandas de alimentos que manifiesta la comunidad en 

donde se emplaza.   

Las trayectorias de este sujeto, marcadas por un resistir y una reorganización permanente, va 

conjugando un “modo de vida y de producción” que trasciende una visión netamente 

ganancial. A diferencia de los grandes complejos agroindustriales, se organiza en “…un tipo 

de producción donde la unidad doméstica y la unidad productiva están físicamente integradas, 

[y] la agricultura es un recurso significativo en la estrategia de vida de la familia, la cual aporta 
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la fracción predominante de la fuerza de trabajo utilizada en la explotación, y la producción 

se dirige tanto al autoconsumo como al mercado” (Elverdin y col., 2005).  

Hasta aquí, la agricultura tal como se la menciona en este análisis, está mediada por una 

dimensión histórica y una conceptualización más amplia de lo estrictamente agronómico y 

productivo. Desde esta mirada se configura como un proceso que crea las condiciones para 

la emergencia de un sujeto social y productivo particular, tal vez “alternativo” como señalan 

Nogueira y Urcola, al que le cabe por su ontología la nominalización de “agricultor familiar” 

tal como la incorpora la FONAF y la Ley nacional de Reparación Histórica de la AF, 

instrumentos que se verán en los próximos capítulos.   

La estructuración del sector de la agricultura familiar santacruceña actual es el correlato de 

los procesos de organización social, productiva y territorial de la década pasada y el 

emergente de la crisis contemporánea del 2000. Es el producto de la síntesis histórica de 

procesos concatenados expresando la resistencia de este sujeto en una estructura 

agropecuaria que históricamente lo ha colocado en un lugar subordinado.  

Según esto, en el universo de la Agricultura Familiar de Santa Cruz, pueden identificarse por 

un lado, aquellos productores más afines con el grupo originado en los años ´70, que 

registran niveles productivos suficientes para la comercialización directa o en comercios 

minoristas, y por otro, los productores que destinan su producción al autoconsumo y que 

eventualmente logran insertar excedentes dentro de los canales cortos de comercialización, 

grupo que históricamente fue asistido por el Programa ProHuerta (ejecutado por el INTA y 

financiado por el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación), y que asume en distintos 

puntos de Santa Cruz, la forma de un sistema zonificado de unidades productivas o chacras, 

explotadas íntegramente por la fuerza de trabajo familiar, combinando actividades de tipo 

hortofrutícola con la cría de animales de granja (aves de corral, conejos o porcinos)33.  La 

mayor diferencia entre ambas racionalidades, se establecen al revisar las condiciones de cada 

una con relación a una dimensión estructural34, ligada fuertemente a cuestiones que hacen a 

 
33 Entre las principales producciones, pueden mencionarse: horticultura (verduras de hoja y hortalizas), 

fruticultura (frutales mayores, frutas finas y frutillas), granja (porcinos, aves y conejos), viveros, hongos 

comestibles, miel y agregado de valor local (conservas, dulces, licores, deshidratado, escabeches, chacinados). 

INTA, 2019. 
34 Dentro de la Dimensión estructural se definen los siguientes indicadores:  

A- Características de la organización que asume el grupo familiar que trabaja directamente la producción,  

B- Extensiones de la producción y diversidad en las actividades que se desarrollan en los espacios explotados,  
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la dinámica y organización productiva, y una dimensión simbólica35 asociada fuertemente con 

los sentidos que atraviesan a la actividad productiva para ambos sujetos.  

El sujeto que se constituye durante el periodo de poscrisis se ha caracterizado por adoptar 

relaciones que son más inmediatas, personales, flexibles y cambiantes, establece 

geográficamente su escala y centro de producción dentro del ámbito de “lo local o regional”, 

y en comparación con los complejos agroeconómicos hegemónicos, mantiene un 

solapamiento de espacios donde se dan prácticas productivas y reproductivas, propias de la 

vida cotidiana de los productores (Musci, Mansilla, Lipka, et. al; 2019)  

Asimismo, otra característica peculiar es la inmediatez que define los vínculos entre los 

núcleos productivos y los consumidores. Cuando logran consolidarse circuitos de 

abastecimiento, se asigna un valor particular a la comunicación directa y sin intermediarios 

que promueve una suerte de constatación de las cualidades de sus productos como frescos, 

agroecológicos y “amigables” con el medio. En este sentido, se recupera el concepto que 

promovía el sector hacia su declive en los ́ 90, cuando se revalorizaban los múltiples beneficios 

de la producción y la compra local en comparación con el traslado de productos de otros 

puntos del país, resaltando el ahorro en transportes, la reducción de embalajes y envases, 

entre otros.  

La producción doméstica de alimentos, asociada a la imitación y el desarrollo de ciertas 

prácticas naturales, ha adquirido una creciente valoración en la sociedad en general, puesto 

que se ha convertido en una opción en términos de elección sana y consumo autónomo y 

seguro de alimentos. En otras palabras, la huerta o la granja familiar, ha asumido en los 

últimos años un sentido múltiple, como alternativa de superación de condiciones 

socioeconómicas desfavorables, disminuyendo gastos familiares a partir de la autonomía 

 
C- Proporción de la superficie en uso,  

D- Condiciones de la infraestructura y disponibilidad y acceso a servicio básicos,  

E- Relación entre las dimensiones de la extensión de la superficie explotada y nivel de incorporación de 

tecnologías para el mejoramiento productivo de dichos espacios, como: invernaderos, maquinaria, de 

sistemas de riego, etc.,  

F- Contratación de mano de obra, 

G- Tipo de tenencia de la propiedad de la tierra donde se produce, 

H- Características socioeconómicas 
35 Dentro de la Dimensión simbólica se definen los siguientes indicadores: 

A. Culturales (procedencia regional)  

B. Niveles Educativos de la Unidad familiar que trabaja en la explotación,  

C. Pertenencia a asociaciones y nivel de participación en espacios de decisión colectiva. 
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generada por el acceso personal del alimento, así como también, ha adquirido cierta 

validación sobre sectores particulares de la sociedad, como sinónimo de consumo seguro de 

alimentos independientemente de la situación social o económica de las familias, y también, 

como opción familiar a potenciar para el incremento del gradiente productivo y la posibilidad 

de abastecer espacios de la economía social, con fines de generar ingresos familiares 

alternativos. 

Por otro lado, el carácter directo y personal de las relaciones configura dinámicas que 

constituyen nuevas estrategias de consumo, a la vez que contribuyen a la integración y la 

cohesión social de los sectores más pobres (Soler Montiel, M. 2009: p. 1). Asimismo, amplían 

la autonomía de las poblaciones flexibilizando las relaciones limitadas por las normas 

mercantiles de consumo, y operan con potencial en el desarrollo de una línea de producción 

local de alimentos, que crea la oportunidad para la expansión de circuitos cortos de 

abastecimiento comunal. 
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Capítulo 2  

La transformación de los modelos de desarrollo y su implicancia en la definición de la 

política rural argentina: la emergencia del enfoque de desarrollo territorial  

 

2. INTRODUCCIÓN 

Luego de la Segunda Guerra Mundial y la emergencia del sujeto político: “tercer mundo" (Rist, 

Gilbert; 2001 en Gutiérrez, 2007), la noción de desarrollo y desarrollo agropecuario en 

particular, tomaron relevancia en la administración y en el proceso de construcción de las 

políticas socioproductivas de las naciones. Como resultado, las transformaciones sobre los 

modelos de desarrollo han incidido sobre la configuración de las políticas públicas y 

especialmente en la política rural argentina.  

Desde mediados del siglo XX, las ideas de desarrollo cambian de acuerdo con las variaciones 

del sistema internacional económico, lo que representó sucesivas crisis de los modelos de 

modernización de cada época, asentado en una falsa idea de progreso lineal. La adopción de 

estrategias basadas en el crecimiento económico y la transferencia tecnológica y saberes de 

los países del “centro”, componentes esenciales del paradigma desarrollista, pronto 

manifestó sus límites al no tener en cuenta la heterogeneidad del territorio y la complejidad 

de actores sociales que construyen en él, sus significados y estrategias de vida. Esta crisis 

condujo a un replanteamiento crítico del papel del Estado, con una particular reconfiguración 

de la planificación rural, que cuestionará visiones homogeneizantes sobre el desarrollo 

agropecuario. 

En dicho proceso, el Estado argentino —y, en especial, el Instituto Nacional de Tecnología 

Agropecuaria (INTA)— adopta un enfoque alternativo: el Desarrollo Territorial Rural (DTR). 

Esta corriente reconoce que el desarrollo no es posible sólo a través de una valorización de 

indicadores productivos y económicos, sino que es necesario introducir un abordaje integral 

que considere la dimensión política, social, cultural, ambiental y también económica del 

territorio (INTA, 2007; Manzanal, 2006).  

La emergencia del DTR como estrategia institucional responde, así, a la necesidad de formular 

políticas públicas cada vez más participativas, situadas, que valoren los saberes locales, 
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refuercen las capacidades colectivas, y fomenten la co-construcción pública y privada de las 

estrategias de desarrollo de los territorios. De esta manera, el enfoque rural territorial se 

consolida como respuesta institucional a las desigualdades históricas promovidas por las 

políticas sectoriales del modelo agroproductivo de los ‘60. La transformación de la política de 

desarrollo rural agropecuario llevó a replanteos políticos, organizacionales, pero también 

conceptuales y metodológicos sobre las estrategias de intervención del Estado (sujetos, 

recursos y financiamiento, reformas legislativas, cambios en las dependencias ejecutoras).  

De modo tal, y como se recupera en este capítulo, para aproximarse a este punto resulta 

esencial realizar un breve recorrido sobre la trayectoria de la noción de Desarrollo en 

perspectiva histórica. Cada periodo se establece sobre una contingencia del desarrollo que 

integra miradas políticas, institucionales, culturales, sociales, y económicas, definiendo a su 

paso sujetos sociales, políticos, institucionales y estatidades particulares. 

El caso particular sobre la reformulación institucional de la misión del INTA, resulta gráfico 

para materializar en términos programáticos los cambios que esta trayectoria introduce sobre 

la planificación institucional y su viraje hacia enfoques de desarrollo rural que contienen al 

territorio como sujeto y objetivo de estas herramientas, a la vez que articula la diversidad 

productiva y social del agro, con una visión democrática y equitativa del desarrollo.  

2.1 La tensión centro-periferia y la introducción del enfoque desarrollista en la 

“modernización” argentina.  

Los cambios sociales e históricos introducidos a partir de la Revolución Industrial, trajo 

aparejado un crecimiento acelerado de la producción científica y tecnológica, ligada a una 

forma particular de organizar la producción y la sociedad. Se construyó una concepción del 

desarrollo (occidentalizada) como un proceso evolutivo lineal y homogéneo, y con 

pretendidas posibilidades de replicabilidad universal. Emerge un intento de la cultura 

occidental de domesticar la naturaleza en función de su concepción del mundo sometida al 

imperativo tecnológico (Garrido et al.; 2023: 4). Esta forma de concebir la modernización fue 

reproducida y se internalizó en el resto de los países del mundo mediada por una colonialidad 

sobre la implementación de las tecnologías como elementos exógenos a la sociedad, y 

desvinculados de los problemas sociales.  

 



85 
 

Encubierto en su practicidad e inmediaticidad aparente, el pensamiento occidental se 

extendió a nivel planetario ilusoriamente como el mejor y único camino para el desarrollo. 

Sin embargo, la forma particular que el desarrollo tecnológico adoptó en Occidente lejos 

estaba de ser un recorrido por el que naturalmente atravesarán todas las comunidades del 

mundo.  

 

Con esto como base de las reflexiones de este capítulo, lo que sigue buscará construir 

referencias sobre cómo esto supuso una particular forma de organización social, política y 

productiva del Estado nacional argentino para integrarse al sistema económico mundial. 

 

El modelo de la división internacional del trabajo, que fue gestándose durante todo el S. XIX, 

encontró su primera crisis hacia 1930. Tal como señalará Prebisch (1948) en este esquema, 

América Latina asumió un papel periférico ligado fundamentalmente con el rol de productor 

de alimentos y materias primas para los grandes centros industriales.  

 

La idea de que cada país produce según las condiciones en que resultan mayormente 

competentes, lo que supone mayor productividad y menores costos de producción, sobre la 

premisa de que el fruto del progreso técnico tiende a repartirse parejamente entre toda la 

colectividad, ya sea por la baja de los precios o por el alza equivalente de los ingresos 

(Prebisch, 1948: p. 5) no se tradujo en un acceso a menor precio de los productos 

industrializados para América Latina o un incremento en las importaciones de los productos 

primarios por parte de los países del centro del sistema. Sobre esto Prebisch continúa y 

señala:  

Las ingentes ventajas del desarrollo de la productividad no han llegado a la 

periferia, en medida comparable a la que ha logrado disfrutar la población de 

esos grandes países. De ahí las diferencias, tan acentuadas, en los niveles de 

vida de las masas de éstos y de aquélla, y las notorias discrepancias entre sus 

respectivas fuerzas de capitalización, puesto que el margen de ahorro depende 

primordialmente del aumento en la productividad (Prebisch en CEPAL; 1948: 

p. 6) 

 

Prebisch es pionero en introducir el problema de la integración desigual de América Latina en 

la división internacional del trabajo. Pone en cuestión las desventajas de los intercambios que 
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atravesaban los países latinoamericanos como exportadores de materias primas, y señalaba 

que si esta región no desarrollaba su industria, se diversificaba productivamente, e 

incrementaba el papel del Estado en el desarrollo de mecanismos proteccionistas y 

regulatorios para el agro y la industria misma, las oscilaciones del mercado internacional 

poscrisis, los dejaría recurrentemente en condiciones de subalternidad respecto a los países 

del centro. 

 

La premisa, teóricamente inobjetable de este modelo resultó contradicha. Cuando Prebisch 

construye la teoría estructuralista o más conocida como Teoría de la Comisión Económica 

para América Latina y el Caribe (CEPAL), en base al modelo Keynesiano del Estado, demostró 

que un aumento de la productividad en los países industrializados no conducía 

correlativamente a una disminución de los precios de las mercancías que estos producían, o 

a en su defecto a un mayor consumo en estos países de los productos primarios generados 

en los países latinoamericanos. En otras palabras, los precios de los productos primarios 

exportados por la periferia tendían a caer en relación con los precios de los productos 

manufacturados importados del centro. Esto generaba una transferencia constante de valor 

desde la periferia hacia el centro, afectando negativamente la balanza comercial y el 

crecimiento de los países periféricos.  

 

En este sentido, Prebrisch sostuvo la teoría de que los países latinoamericanos debían 

transitar por los mismos caminos que habían hecho los países del centro, y propuso un 

modelo de desarrollo basado en la industrialización interna, que produjera los productos 

importados y los sustituyera por manufactura nacional. Esta teoría tendrá para Latinoamérica 

implicaciones estratégicas muy claras sobre el aumento de la productividad de los países de 

la región, y contrarresto de la desigualdad en las relaciones de intercambio entre centro y 

periferia. Al respecto, Gutiérrez (2007) señala que la teoría de la CEPAL tenía como meta: 

 

...impulsar una adecuada legislación social que fortalezca las instituciones 

sindicales y eleve progresivamente el nivel del salario real. Esto permitiría crear 

las condiciones estructurales (productividad) y sociales (legislación e 

instituciones), para corregir el desequilibrio de ingresos entre el centro y la 

periferia. Para ello se propusieron las siguientes estrategias: • 

Industrialización por sustitución de importaciones en una primera fase y 
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posteriormente complementar con la política de “extraversión” y el 

desarrollo de las exportaciones • Función del Estado como una idea-fuerza 

del desarrollo • Promoción de la clase empresarial • Política de estímulo al 

ahorro interno y la inversión (Gutiérrez, 2007: p. 49 - las negritas son propias) 

 

El impacto de las dos guerras mundiales, sumado a la profunda crisis económica del ‘30, 

condujo a los países de América Latina hacia el camino de promover el desarrollo nacional de 

la actividad industrial (Prebisch en CEPAL; 1948: p. 5) a través del modelo de Industrialización 

Por Sustitución De Importaciones (ISI). En este sentido, el paradigma de desarrollo que se 

impuso durante este periodo en América Latina adoptó múltiples líneas: 

  

En primer lugar, entre las décadas de 1950 y 1970 en algunos países latinoamericanos, 

excepto Argentina, se implementaron propuestas de cambios sobre la estructura agraria de 

los países a través de proyectos de reformas agrarias, que tenían como objetivo central 

cambiar el carácter latifundista de las superficies explotadas, para convertirlas en lo que 

algunos autores (Cowan Ros, 2021) definen como “farmers”. Es decir, la propuesta era 

fraccionar la tierra del campesinado, intensificar su producción, y volverlas productivas según 

las necesidades del capital. 

 

Otro elemento central de los procesos de cambio introducidos por la CEPAL fue impulsar la 

presencia estatal. La reforma hacia el nuevo modelo de producción de bienes y servicios 

(CEPAL, 1996 en Alemany, 2000), se caracterizó por la implementación de un conjunto de 

instrumentos de políticas integrales de protección arancelaria, subsidios al capital, e 

innovación tecnológica al sector industrial y agropecuario, que creó las condiciones para 

lograr los procesos de modernización esperados.  

 

En primer lugar, se otorgó un papel central al sector agropecuario, a quien se le reservaron 

instrumentos de fomento, para constituirse rápidamente en el generador de recursos 

externos, y contribuir a la maduración del sector Industrial nacional y adquirir competitividad 

internacional. Para esto, fue imprescindible impulsar la productividad del sector 

agropecuario, lo que exigió reorientar estrategias que cambiaran las formas de producir y 

explotar el trabajo en el campo. Para esto, se crearon una serie de instrumentos que 

promovieron la generación y transferencias direccionada de tecnologías e introdujeron 



88 
 

metodologías de intervención que traccionaron hacia un cambio en la organización del 

trabajo familiar rural. Devenida la década de los 70, cobrarán relevancia en la región los 

Programas de Desarrollo Rural Integral (PDRI) que se inscriben claramente en la línea de 

pensamiento estructuralista de la CEPAL. Estos instrumentos, implicaron un planteo 

asistencialista, de tipo ofertista y lineal, anclado en la adaptación de tecnologías 

preexistentes a las necesidades de los sectores productivos del agro más desfavorecido, 

además de introducir una mirada ampliada sobre la forma de concebir lo agropecuario.  

 

Con una mirada fuertemente centrada en la zona centro del país, las producciones 

agropecuarias requerían ser transformadas para lograr un campo lucrativo, especializado, y 

con fuerte capacidad de solución técnica científica de los problemas de deficiencia 

productiva, por ende, de rentabilidad. De tal modo, la producción rural familiar se pone en 

cuestión, se tensionan los sistemas productivos agropecuarios tradicionales, y se van 

reconvirtiendo hacia sistemas tecnificados, orientados fundamentalmente a la generación de 

capital para el abastecimiento del mercado internacional. Esta corriente suponía que 

cuestiones como la afectividad y las soluciones tradicionales a problemas de manejo 

agrícolas-ganaderos, no eran viables para incrementar la productividad y la rentabilidad 

económica que se necesitaba de los sistemas.  

Para revertir esto, por un lado, tal como lo proponía el estructuralismo latinoamericano, el 

desarrollo agropecuario debía suceder de la mano de la incorporación de tecnologías que 

posibilitaron la explotación racional de los recursos para incrementar la rentabilidad 

económica de los sistemas, así como también un cambio en la racionalidad de los sistemas 

familiares productivo. En este sentido, se consolidan inicialmente propuestas de orden 

socioeducativo, como las promovidas por la escuela latinoamericana de sociología rural, a 

través de las que se buscan transformaciones en la subjetividad del hombre, la mujer y el 

joven rural para adaptarlo a la vida moderna.  

Además, para traccionar estos procesos, dentro de las apuestas institucionales más 

emblemática que hizo el gobierno de los años ‘50, ante la premisa modernizadora, fue la 

creación mediante la Ley 21.680/5636 del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria - 

 
36 https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/77763/norma.htm 

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/75000-79999/77763/norma.htm


89 
 

INTA-. Así, veremos que en línea con lo que se viene desarrollando, la ley fundacional del 

Instituto se reafirmó los preceptos señalados:  

... la tendencia estabilizada y negativa que registra nuestra 

productividad agraria en muchos de sus rubros más importantes, exige 

un impulso de carácter extraordinario para recuperar el nivel de 

eficiencia compatible con el grado de adelanto tecnológico alcanzado 

por la ciencia y la técnica mundial actuales, lo cual requiere 

inversiones en medios y recursos también extraordinarios y un régimen 

de financiación que asegure, mediante una adecuada estabilidad, la 

necesaria continuidad de la investigación, experimentación y 

extensión agropecuaria, que es condición limitativa de los resultados 

posibles de obtener (Ley 21.680/56) 

Frente a esta aspiraciones, el INTA recibió la misión fundamental de “Impulsar, vigorizar y 

coordinar el desarrollo de la investigación y extensión agropecuaria y acelerar, con los 

beneficios de estas funciones fundamentales, la tecnificación y el mejoramiento de la 

empresa agraria y de la vida rural” (INTA, 1956) Para su cumplimiento, el INTA debía 

organizar, desarrollar y estimular la investigación, experimentación sobre: problemas 

relacionados con los recursos naturales y con la técnica de la producción, la conservación y 

transformación primaria de los productos agropecuarios; así como promover la extensión 

agraria a través de la asistencia educacional técnica y cultural del productor rural y su familia 

y el mejoramiento de las comunidades que integran, y fomentar las acciones necesarias para 

su aplicación y difusión de los resultados de sus investigaciones y experiencias” (INTA; 1956) 
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2.2 La misión modernizadora del INTA: el rol de la investigación y la extensión durante el 

desarrollismo 

La estructura del INTA, definida entre funciones de investigación y extensión, se constituyó 

sobre una base de principios que apuntaban a trascender el conservadurismo cultural que 

caracterizaba al campo argentino. La influencia de marcos conceptuales y metodológicos 

compartidos con la sociología rural norteamericana fundó los orígenes del sistema de 

extensión del INTA que apuntó, desde una dimensión socioeducativa, a reformar el 

tradicionalismo rural considerado como el principal responsable de los bajos niveles de vida 

y la limitada producción (Alemany: 2000: 5).  

Desde este enfoque, el salto desde lo tradicional a lo moderno requería una cruzada educativa 

en la que se demostraran los beneficios de la modernidad que ya habían sido incorporados 

en otros países del mundo. Con esta misión, centrada en salir del estancamiento vía la 

educación y la promoción de nuevas tecnologías mediante la difusión y transferencia de 

saberes, el cambio en el manejo de los sistemas productivos se configuró como la misión 

original del servicio nacional de extensión del INTA (Alemany, 2000: 6).  

Con la idea de “llevar el Ministerio al campo”, el objetivo fundamental con el nace el INTA es 

contribuir con acciones que construyeran un campo moderno y competitivo, generador de 

recursos productivos y económicos. Para esto se consolidó un importante despliegue 

territorial a través de las Agencias de Extensión Rural (AER) que facilitaron el contacto directo 

con la población rural para desplegar las propuestas de trabajo (Alemany, 2000)  

En este sentido, sentando las bases de un sistema de extensión rural que construye espacios 

de intervención más allá de lo tecnológico, su origen estará ligado a un doble propósito: 

socioeducativo y económico, que orientará sus acciones hacia el mejoramiento de la 

productividad de los sistemas a través de la transferencia tecnológica, y a la promoción del 

consumo como estrategias de desarrollo, en la medida que asegura la reproducción 

intergeneracional sobre la transferencia de los nuevos conocimientos técnicos-tecnológicos.  

El nuevo modelo no solo introdujo acciones centradas en la transferencia de tecnologías, sino 

que también se promueven otras funciones que tenían como objetivo, la calidad de vida y 

trabajo de las familias y las comunidades rurales. Siguiendo a Alemany, frente a este 

contexto el INTA implementó una línea operativa desde el área de extensión rural que 
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apuntaba a reorganizar la fuerza de trabajo familiar. Para esto, basados en sus funciones 

productivas y domésticas, estableció un esquema de trabajo que se adaptó a las funciones 

atribuidas según la organización sexual del trabajo construida en el marco del Estado 

moderno, liberal capitalista.  

...Se crearon los grupos de hombres para el análisis de las formas de 

producir, los grupos de mujeres para tratar los problemas del hogar 

(Clubes de Hogar Rural), y los grupos de jóvenes (Clubes 4 A) para iniciar 

nuevos proyectos y facilitar la recreación (...) Los encargados de 

impulsar el proyecto educativo en las AER eran los integrantes del 

“equipo extensionista”, que estaba constituido por un Jefe de 

Agencia, con formación en ingeniería agronómica, veterinaria o 

técnico agrícola, una Asesora de “Hogar Rural” con formación en 

economía doméstica y un Asesor de Clubes “4A”, técnico agrícola 

especializado en el trabajo con juventudes rurales… (Alemany, 2000: 

7 - las negritas son propias-)  

En la medida en que la familia resulta ser productora y responsable de la reproducción de la 

fuerza de trabajo, se constituyen en la base material de la intervención para consolidar este 

modelo lucrativo, asociado al progreso tecnológico-productivo como analogía del desarrollo 

y la modernización nacional. El foco se dirigió de igual manera a educar sobre los cambios en 

el manejo de la finca como a lograr que se garanticen, fundamentalmente a través de las 

mujeres, los niveles elementales de alimentación, cuidados de la salud, condiciones de 

habitación, vestimenta y recreación de la unidad doméstica, de modo que se generaran las 

condiciones de reproducción de la fuerza de trabajo para el mejoramiento del sistema 

productivo. Los programas desarrollados se ajustaron a reproducir roles y funciones 

sexualmente asignados para hombres, mujeres y jóvenes, y sentaron los precedentes de una 

institución que aportó históricamente a la reproducción de la lógica capitalista de 

acumulación y explotación de la fuerza de trabajo sobre la base de la división social, sexual y 

técnica del trabajo.  

Sin embargo, las prácticas transferencistas para promover la adopción de ciertas tecnologías 

que han funcionado en determinados países del “centro o desarrollados”, no necesariamente 
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generaron iguales resultados para todos los sectores, ni todos los ambientes o territorios. La 

modernización sectorizada hacia productores medianos capitalizados, que promovieron los 

Programas de Desarrollo Integrados, “...no garantizó una sociedad más integrada y 

equitativa; sino más bien, dio a conocer situaciones de la marginalidad que comienzan a ser 

una constante renovada, tanto en el medio urbano como en el rural” (Lattuada et al, 2012: p. 

12). Esta mirada gregaria se intensificó, en la medida en que el Estado concibió a los pequeños 

y medianos productores no capitalizados, como irrelevantes en términos productivos y actúo 

desde programas asistenciales y/o compensatorios que los excluyó de las propuestas 

tecnológicas del centro, trayendo la crisis de los esquemas de desarrollo rural promovidos 

durante el periodo de la “revolución verde” o de modernización del agro (1950-1960). 

El desarrollo del periodo modernizador introdujo cambios para ciertos sectores del agro en 

los modos de producir a partir de las innovaciones en el desarrollo genético y biotecnológico 

que,  

...posibilitaron un crecimiento significativo de la producción y 

exportación agropecuaria argentina –especialmente pero no 

exclusivamente en cereales y oleaginosas–, y paralelamente dejaron 

fuera del circuito productivo a alrededor de cien mil pequeñas y 

medianas explotaciones agropecuarias (algo más del 20% del total 

existente, según se desprende del análisis de los Censos Nacionales 

Agropecuarios de 1988 y 2002) (Lattuada et. al. 2012; p. 23)  

 

La preponderancia de una concepción transferencista y línea del desarrollo, asentada en lo 

que puede definirse como una racionalidad artefactual, supone una linealidad en el 

pensamiento que subyace a la relación problema-solución, conduciendo a una omisión de la 

multidimensionalidad de las tecnologías, como son los procesos y la organización que las 

origina y las pone en funcionamiento. Este pensamiento, supone a las tecnologías en cuanto 

soluciones al desarrollo como instrumentos neutrales, y espera que el solo abastecimiento, 

adopción o suministro de determinados bienes o servicios conduzca a cambios directos sobre 

el problema que se busca solucionar. Desde una racionalidad artefactual, se resta 

complejidad a la construcción de las soluciones a los problemas sociales, y por el contrario, se 

centra en las cualidades intrínsecas del artefacto y en su provisión, y obvia las determinaciones 
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que tal artefacto produce sobre los procesos sociotécnicos que busca impulsar o impedir (Ob. 

cit. p. 5).  

 

De modo tal, las ideas que comulgaban en cierta medida con los principios neoclásicos del 

desarrollo, del crecimiento progresivo y lineal a partir de la incorporación intensiva de 

tecnologías y cambios en la racionalidad de las familias y la comunidad, confirmó que los 

beneficios esperados a partir de este modelo no se concretaron para todos los sectores 

productivos por igual. El fracaso de este enfoque modernizador fue producto de una creciente 

desigualdad entre países centrales y periféricos, que trajo como consecuencia más notable el 

indiscutible dominio mundial por parte de EE. UU. y el acelerado proceso de mundialización, 

por el otro. La crisis del modelo estuvo sujeta entonces, al crecimiento desigual que se dió 

tanto en la agricultura, como en la economía en general.  

 

Hacia finales de los ‘60, el modelo desarrollista de la CEPAL mostraba clara tendencia al 

estancamiento. En este contexto, las mayores críticas surgieron de un grupo de intelectuales 

marxistas que construyeron la teoría de la dependencia. Aunque este modelo no logró 

grandes transformaciones en términos estructurales, fueron significativos sus aportes de 

finales de los ‘40 y principio de los ‘50 en el marco de la llamada Guerra Fría, cuando empieza 

a gestarse. Permitió visualizar que los cambios propuestos por los modelos predecesores no 

calaban sobre una verdadera transformación de las relaciones de intercambio, sino que 

incluso las habían deteriorado más. Desde este enfoque, el desarrollo no era una cuestión de 

tiempo o superación de dualidades o etapas secuenciales. A diferencia de los análisis 

propuestos por Prebisch, se aproximaron a disentir sobre los conceptos de centro y periferia, 

que estructuraron los argumentos del argentino.  

Por un lado, señalan que los problemas del subdesarrollo latinoamericano están ligado a una 

condición de dependencia con los países que Prebisch llama del centro. Esta dependencia 

en la que se encontraban un grupo de países es producto de la condicionalidad que imprime 

el desarrollo y expansión de otra economía a la cual se encuentran sometidos (Gutiérrez, 

2007: p. 50). La diferencia con el pensamiento desarrollista es que no comparten la dualidad 

entre periferia y centro, negando la premisa de que los primeros podrán ser países centrales 

en la medida en que transformen sus estructuras productivas al modelo industrializado de los 

segundos. Por su parte, la teoría de la dependencia sostiene que, en tanto la relación de 
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interdependencia entre dos o más economías, y entre éstas y el comercio mundial se 

presente, el desarrollo de los países dominados continuará estando a merced de la expansión 

y el autoimpulso de los dominantes. En otras palabras, los dependientes sólo podrán 

desarrollarse como reflejo de esa expansión, que no siempre se da de manera positiva (Dos 

Santos, 1973: 44 en Gutiérrez 2007), es decir, la teoría supone que el subdesarrollo de las 

economías latinoamericanas no era un momento transicional, sino una consecuencia 

estructural necesaria del capitalismo en su forma monopolista -imperialista-  

Además, según Mauro Marin (1973), uno de los autores fundadores de la teoría de la 

dependencia, la producción de materias primas continuó creciendo, incluso en una coyuntura 

desfavorable de los términos de intercambio para los países latinoamericanos. Esto es, el 

desarrollo no se encaminó hacia la industrialización efectiva, como planteaba el 

desarrollismo, sino que la economía siguió anclada a la exportación de materias primas, 

perpetuando la dependencia. Las oligarquías terratenientes de los países de América Latina, 

sostuvieron sus ganancias a base de la sobreexplotación de la fuerza de trabajo, 

reproduciendo un esquema de dominación y dependencia hacia el interior de los mismos 

países, acentuando las desigualdades sociales entre los productores, trabajadores y 

propietarios de la tierra productiva -élites locales, aliadas o funcionales al capital extranjero-

, es decir, el desarrollo no es sólo es externo, sino también interno (por explotación):  

...la oligarquía terrateniente latinoamericana conservó sus ganancias y 

endosó la carga de dicho deterioro al trabajador aplicando los 

siguientes mecanismos: prolongación de la jornada de trabajo, 

intensificación del trabajo y compresión salarial; es decir, mediante la 

superexplotación. Así, el deterioro de los términos de intercambio es 

sustentado por los procesos de la superexplotación del trabajo, que 

es la base sobre la que se desarrolla un capitalismo sui generis, 

marcadamente distinto al capitalismo de los países industriales y que 

será el centro en torno al cual se desarrolla el capitalismo dependiente 

(Gutiérrez, 2007: p. 50 -las negritas son propias-)  

En términos generales, esta teoría sostiene que el capitalismo dependiente de los países 

latinoamericanos asumirá lógicas propias, en tanto no será una etapa atrasada del 
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capitalismo del centro como creía la teoría desarrollista, sino una forma distinta e 

intrínsecamente desigual. La teoría de la dependencia propondrá entonces, el corte de los 

lazos de dominación y dirigirse hacia una economía socialista. Sin embargo, con la vuelta de 

las democracias a partir de los ‘80 en buena parte de los países latinoamericanos, se 

desintensificaron los argumentos revolucionarios que pregonó el enfoque. 

Los debates en torno al desarrollo son debates que incluyen discusiones sobre los procesos 

de acumulación y sus lógicas subyacentes, la sustentabilidad social, política, ambiental y 

económica, y las relaciones entre tales dimensiones. Como se ha visto, cada momento ha 

presentado una forma particular de relacionamiento asignado a roles y funciones del Estado, 

el mercado y la sociedad civil, que tal como indica Svampa, con el correr de los periodos y la 

evolución del concepto, los cambios en torno a cada enfoque de desarrollo, no se gestan en 

ambientes estables o de manera lineal, por el contrario, coexisten, se tensionan y se genera 

una yuxtaposición de miradas (Svampa, 2011) 

 

2.2.1 Crisis de los enfoques “desarrollistas”, el avance neoliberal y la emergencia de los 

enfoques de desarrollo humano, sustentabilidad ambiental y el Desarrollo 

Territorial Rural (DTR) 

La crisis del modelo fordista norteamericano señala Gutiérrez (2007), fue la crisis del 

Keynesianismo, y con ello el declive de las teorías desarrollistas. La vuelta a las premisas 

neoclásicas del liberalismo, retrotrajeron el accionar del Estado a lo mínimo de su 

funcionamiento. La crisis del petróleo en los años ‘70 había derivado en la toma de deuda con 

organismos internacionales como el Fondo Monetario Internacional (FMI), poniendo en el 

centro de la escena la crisis de los pagos de la deuda externa. Esto ha sido un punto de 

inflexión en el planeamiento regional del desarrollo, en la tanto impuso medidas de ajuste 

que coaccionaron los acuerdos entre los gobiernos latinoamericanos y el FMI llevando al 

abandono de los problemas del desarrollo y la equidad, para impulsar en su lugar, políticas 

de estabilización macroeconómica y un reordenamiento de la economía en torno a la 

propuesta del Consenso de Washington y la globalización (Friedman, 1980; Guillén, 1984, 

1997; Gutiérrez, 1988a y b, 1990; Ramos, 2003 en Gutiérrez 2007; p. 52). 
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Durante este periodo, operaron las pretensiones internacionales impuestas por los 

organismos multinacionales de financiamiento, que exigieron la progresiva privatización de 

la producción y desregulación de los mercados nacionales, imponiendo la mercantilización 

del conocimiento, como el que se gestaba y promovía a través de la extensión del INTA 

(Alemany, 2011).  

El fuerte sesgo economicista de las políticas neoliberales, orientado a mantener los equilibrios 

presupuestales y finanzas sanas (Gutiérrez, 2007), condujeron a la emergencia de dos 

alternativas de esta visión del desarrollo: una visión integral con centro en el conjunto de 

capacidades que una sociedad tiene para permitir a sus individuos acceder a mejores 

oportunidades de bienestar social, integrando para tal fin, no solo una dimensión económica, 

sino también una dimensión social, política y cultural. Otra mirada, se orientó a enfatizar el 

concepto de sustentabilidad ambiental como transversal a las políticas de desarrollo.  

 

De acuerdo a lo señalado por Gutiérrez (2007), la primera de las propuestas se impulsó desde 

las Naciones Unidas a través del Programa para el Desarrollo -PNUD- a finales de la década 

de los ‘80. A partir de una convocatoria, se solicitó a especialistas la elaboración de una visión 

distinta para medir el desarrollo que pudiera trascender las mediciones tradicionales 

centradas en el Producto Interno Bruto (PIB) per cápita, y centrarse sobre el bienestar y las 

capacidades de los seres humanos (Gutiérrez, 2007: p. 53 y 54). A raíz de estos hechos, y 

basado en los aportes introducidos por el economista Amartya Sen en 1998 en su libro 

Development as Freedom, se construye una nueva teoría del desarrollo humano que da 

sustento al PNUD.  

 

Desde esta óptica, la emergencia de este nuevo enfoque de desarrollo estimuló acciones con 

componentes de promoción económica, pero fundamentalmente de tipo socioculturales. 

Amartya Sen introduce la noción de “libertades humanas”, a través de las que señala que, 

aunque existiese crecimiento económico, industrialización, incremento de ingresos y 

progreso tecnológico, si no existe una verdadera capacidad de agencia cívica y política de las 

personas en gozar de iguales oportunidades para ser beneficiadas por tales adelantos, no 

había un verdadero desarrollo; 
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Las oportunidades sociales, políticas, y económicas a las que tenemos 

acceso, limitan y restringen inevitablemente la libertad de agencia que 

poseemos individualmente (...) la expansión de la libertad es tanto el 

fin primordial del desarrollo como su medio principal. El desarrollo 

consiste en la eliminación de algunos tipos de falta de libertad que 

dejan a los individuos pocas opciones y escasas oportunidades para 

ejercer su agencia razonada. La eliminación de la falta de libertades 

fundamentales - es lo que sostenemos aquí- es una parte constitutiva 

del desarrollo (Amartya Sen; 1999: p. 16 y 17)  

 

De acuerdo con este planteo, Sen establece como parte de su premisa central, que las 

libertades que poseen los individuos sean estas sociales, políticas, económicas, todas 

mantienen entre sí una relación empírica causal. Lo que quiere señalarse es que, el nuevo 

enfoque buscará demostrar que todos los tipos de libertad son constitutivas del desarrollo, 

de modo que, así como las libertades políticas y económicas se han complementado en 

cuanto a la interrelación entre políticas de Estado y la política económica, la política social, 

como es la posibilidad de recibir educación o asistencia sanitaria (que puede exigir la 

intervención del Estado para que esto se garantice), de igual modo promueve oportunidades 

a nivel de la participación de los sujetos en la economía y la política, lo que contribuye 

igualmente en la superación de las privaciones que limitan las iniciativas o las capacidades de 

agencia de los individuos en estos planos (ob. cit. p. 16).  

 

En este sentido, la preocupación fundamental del PNUD se trasladó a la superación de los 

obstáculos que impiden el despliegue de las libertades individuales37 para poder ejercer una 

libre elección de aquellos aspectos que hacen posible la vida deseable de cada sujeto como, 

por ejemplo, la capacidad de vivir muchos años, de ocupar un empleo gratificante, de vivir en 

un ambiente pacífico y seguro, y de gozar de la libertad. (Gutiérrez, 2007: p. 54), en términos 

del mencionado Programa, el Bienestar Humano. 

 
37 De acuerdo con esta nueva perspectiva, el Programa construye un nuevo índice de medición del desarrollo: 

El Índice de Desarrollo Humano (IDH), que evalúa el nivel medio alcanzado por cada país a partir de tres aspectos 
esenciales: 1. Esperanza de Vida (que vincula la longevidad con las condiciones de salud); 2.  Niveles de 
alfabetización de la población: alfabetización de adultos (dos tercios) y la tasa bruta de escolarización para todos 
los niveles (Gutiérrez, 2007); 3. PIB por habitante. 
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Por otro lado, en la misma línea que el enfoque anterior la visión del desarrollo sostenible o 

sustentable, integra distintas variables a la noción de desarrollo. Con una preocupación de 

base que no habían considerado las perspectivas precedentes, este enfoque incorpora a la 

ecuación el cuidado del ambiente y el uso racional de los recursos naturales no renovables, 

alertando sobre los riesgos sobre las generaciones futuras el no tomar las medidas necesarias 

para revertir una posible crisis ecológica. Tal como señala Gutierrez, el enfoque de desarrollo 

sustentable denuncia el modelo de desarrollo que ha caracterizado a la civilización 

contemporánea, identificado con el progreso a partir del crecimiento material, el consumo y 

el incremento del confort, suponiendo un crecimiento ilimitado (Gutierrez, 2007: p. 55). Por 

el contrario, desde la teoría del desarrollo sustentable se piensa este proceso en clave de tres 

dimensiones integradas: la económica, la ecológica y la social, en la medida en que se 

apunta a revertir la lógica de acumulación mediante un cambio en los valores civilizatorios. La 

organización y la participación ciudadana son la base fundacional de este cambio, al 

establecer colectiva y democráticamente las prioridades en torno a sus necesidades 

sustanciales, adecuando lo material en su justa dimensión. 

 

Con la gesta de estas visiones sobre el desarrollo, a nivel agropecuario, Argentina y otros 

países latinoamericanos adoptaron una serie de medidas transitorias para el desarrollo y la 

reconversión productiva (Lattuada et al, 2012). Hacia mediados de los ‘90, la rigidez de las 

variables macroeconómicas y la prevalencia de la desregulación estatal en materia económica 

y productiva empujó al escenario público a nuevos actores sociales para que cumplieran el 

rol de proveedores de bienes y servicios, en un intento por amortiguar los efectos negativos 

de las medidas de ajuste neoliberal sobre los sectores más vulnerables de la estructura 

agraria.  

En este sentido, la escena social y productiva agropecuaria, se caracterizó por el despliegue 

de un paquete de programas subvencionados por los organismos internacionales - Programas 

de Apoyos Integrados en base a Demanda (PAID)-, y por la emergencia de la organización 

de base, como alternativa de lucha por reivindicaciones sociales. Esto último será una de las 

diferencias con relación al paquete de programas implementados en el desarrollismo, que 

priorizaron un esquema de reproducir soluciones de “arriba hacia abajo”. El enfoque situado 
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en la demanda de las bases sociales estaba dirigido a habilitar el desarrollo de programas de 

“abajo hacia arriba”, proponiendo crear alternativas que sostuvieran a los sujetos en el 

mercado de intercambio de bienes y servicios tanto como proveedores autónomos como 

consumidores.  

De modo tal, estos instrumentos se dirigieron hacia la asistencia del sector de pequeños y 

medianos productores rurales (campesinos, minifundistas) y por un lado, se les otorgaba 

asistencia financiera a través de la forma de créditos blandos (como microcréditos), que 

proponían mantener a estos sujetos dentro de los circuitos económicos, apostando al 

desarrollo de su potencial como productores y consumidores que aportan y dinamizan a tales 

sistemas.  

Por el otro lado, brindaban elementos de apoyo a la formación grupal o asociativa para la 

supervivencia de las explotaciones en algunos casos, o la reconversión y viabilidad en otros 

(Lattuada et al, 2012: p. 24). En este periodo vuelven a emerger iniciativas que acompañaban 

la formación, por ejemplo, de capacidades sobre “...mercados y comercialización, 

diversificación de la producción, formas asociativas, análisis económico-financiero, 

vinculación con agroindustrias e incorporación en agronegocios, así como el acceso al crédito” 

(ob cit, p. 16) a la vez que se continuaba priorizando una mirada transferencista de la 

tecnología. Dentro de los objetivos de estos Programas, se encontraban el contribuir sobre 

las mejoras de sus capacidades en gestión y coordinación de procesos productivos, 

comerciales, y fortalecer la producción para autoconsumo (Lattuada, et. al. 2012: p. 21)  

En términos generales, la lógica que definía a estos programas se establece sobre la impronta 

por “despertar” la capacidad productiva y el potencial económico de los sujetos, fortaleciendo 

fundamentalmente aquellos proyectos con formato de emprendimientos para el autoempleo 

y/o el autoconsumo.  

La contracción del Estado entre la escena social y económica, la centralidad del mercado y de 

la sociedad civil para (“auto”) regular los procesos de producción, distribución, intercambio y 

consumo de bienes y servicios, condujo a la emergencia de prácticas que fortalecieron las 

capacidades locales y consolidaron una red social e institucional (con gobiernos locales, 

referentes técnicos, productores, organizaciones de la sociedad civil, entre otros) lo 
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suficientemente contingente para enfrentar los nuevos desafíos productivos, comerciales y 

de organización social.  

 

A nivel del desarrollo agropecuario, esto fue un hecho clave para el surgimiento de otras 

perspectivas como ha sido la del Desarrollo Territorial Rural (en adelante DTR), que tuvo 

gran influencia sobre las prácticas de los sectores institucionales vinculados a la promoción 

del desarrollo agropecuario.  

 

Fruto del debilitamiento de la sociedad salarial y de los sindicatos, así como por efecto de la 

desindustrialización y la conformación de organizaciones de desocupados Schiavoni (2013) 

dirá que, la emergencia del modelo de acción territorial, que subyace al enfoque de DTR, 

introducirá cambios en la manera de percibir al territorio, que comenzará a posicionarse 

como centro aglutinador y de convergencia de la organización social, a la vez que conferidor 

de identidades. Asimismo, en un contexto de Estado desregulado como el que persistirá hasta 

el 2001, el enfoque de DTR se constituye en una alternativa para el replanteo de la práctica 

institucional de organismos nacionales ligados a la generación y ejecución de políticas de 

desarrollo agropecuario. Como espacio de proximidad y contigüidad de los sujetos, el 

territorio será visto como una nueva unidad de referencia y de mediación de acciones para 

la construcción de políticas de Estado.  En palabras de Schiavoni:  

 

...el territorio en el que interactúan diferentes organizaciones de base, 

barrio o comunidad, se convierte en el centro de las reivindicaciones 

(''la nueva fábrica es el barrio", cf. Svampa y Pereyra, 2003). 

La agregación no es fruto de un encuadre sindical, sino que resulta de 

la proximidad espacial; se lleva a cabo por contigüidad a través de la 

relación directa entre las personas, mediante una generalización del 

lazo doméstico, basado en la confianza (Schiavoni; 2013: p. 57 -las 

negritas son propias-)  

 

Esto revierte los enfoques de los proyectos modernistas de desarrollo, en la medida en que 

desvincula al territorio de ser un espacio restringido por límites geográficos, definidos según 

la organización de los estados nacionales. Con el proceso de globalización, o lo que es igual, 

la transnacionalización de la economía, de la cultura, de las formas políticas, se otorgan 
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nuevos sentidos a las dimensiones de lo que se entiende por “lo particular” y “lo universal”, 

emergiendo una suerte de hibridación entre lo global y local, que introduce tensiones sobre 

la conceptualización de lo que se define como “territorio” (territorio local por ejemplo), y al 

mismo tiempo abren camino a nuevas manifestaciones de los procesos de desarrollo 

(Centeno, et. al. 2017: p. 5) y organización social.  

 

A diferencia de los esquemas de intervención que caracterizaron los primeros años de la 

década del 90, se promueve el abandono de una actitud pasiva frente a acciones procedentes 

del exterior, como fue la implementación de programas “empaquetados” de asistencia o 

estímulo financiado por los organismos internacionales.  

 

Los distintos enfoques de desarrollo de los que fue dando cuenta antes, pensaron el 

desarrollo acotado a los espacios de los territorios nacionales. En este sentido, el territorio 

quedaba enmarcado con exclusividad dentro de los límites y las fronteras nacionales, y se 

impone una referencia histórica a la noción de territorio como ámbito geográfico del ejercicio 

del poder de coacción del Estado-Nación (O. Madoery, 2008:55-58 en Centeno et al; 2017: p. 

5) Sin embargo, desde los enfoques territoriales, el territorio ya no será equiparable a una 

delimitación geográfica, cerrada y hermética, por el contrario, implicará una geografía pero 

será una geografía política en la medida en que los procesos de globalización y las tendencias 

a la crítica del modernismo sientan las bases para comprenderlo como un espacio con una 

entidad significativa, construido social y políticamente en un tiempo y espacio 

determinado.  

 

En los territorios convergen múltiples actores del desarrollo, con saberes e identidades 

diversas que gestan relaciones con sentidos particulares para construir futuros probables de 

acuerdo con distintos intereses y relacionamientos presentes. De modo tal, el territorio se 

reconvierte para comprenderlo como un espacio político multidimensional y multiactoral, 

construido por relaciones dinámicas y funcionales particulares (Echeverri y Moscardi, 2005). 

De acuerdo con esto, el enfoque de DRT se asienta en el supuesto de que el territorio es 

resultado  

...de una multiplicidad de acciones de tipo económicas o productivas e 

institucionales específicas promovidas por actores con competencia 

sobre un territorio, tanto públicos como privados, que cooperan y 
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complementan sus esfuerzos; a los que pueden articularse otros 

actores de carácter regional, cuya sumatoria y sinergia confluye en un 

proceso de desarrollo… (Lattuada et al., 2006 en Lattuada 2012; p- 17).  

 

En este sentido, el territorio y los procesos de desarrollo no serán vistos como productos 

exógenos, preformateados, que “están por fuera” de los sujetos de ese territorio, sino que 

será la expresión material y sintética de la acción intencionada de los sujetos, quienes tejen 

“...el mundo en varios planos, en diferentes diseños, afirmando la coexistencia de muchas 

lógicas contradictorias en un mundo único” (Ídem; 2017: p. 5) En esta línea, la construcción 

de soluciones a los problemas del desarrollo (territorial) valorizará como componentes 

estratégicos las aptitudes de cada territorio local o regional: sus recursos naturales, historia 

y culturas locales, relaciones sociales, instituciones y formas de organización propias, formas 

de producción, intercambio y distribución del ingreso. De este modo, el desarrollo desde un 

enfoque territorial establecerá la definición de las estrategias “...a partir de las realidades, 

puntos fuertes y débiles de un territorio (...) el enfoque considera al territorio como un todo 

interrelacionado e incluye los siguientes elementos fundamentales: La participación social, 

La multidimensionalidad, La multisectorialidad, La visión de una economía de territorio, y 

la búsqueda de una mayor coincidencia institucional” (INTA, 2007, p. 4)  

 

No obstante, estos avances en materia metodológica, el enfoque de DTR ha recibido críticas 

en relación a sus limitaciones respecto de ciertas interpretaciones de la política 

macroeconómica, así como sobre las capacidades de algunas agencias del estado nacional en 

la construcción del desarrollo rural. Logra ampliar e integrar a dicho proceso distintas lógicas 

sectoriales, y revertir miradas productivistas sobre la producción agropecuaria, pero al poner 

el énfasis en contrarrestar las tendencias pampeano-céntricas y visiones modernizadoras del 

desarrollo, exacerbó el carácter local y regional de las propuestas territoriales, conduciendo 

a una suerte de desarticulación con el Estado nacional particularmente, y la política 

macroestructural de desarrollo en general. Según los autores: 

  

...las visiones “optimistas” sobre la solución de las situaciones de pobreza e 

indigencia rural de América Latina por medio del desarrollo territorial rural –

con énfasis en las políticas de fomento en el nivel local o regional, y acciones y 

servicios impulsados por la demanda y los agentes–, resultan poco realistas en 
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el contexto de políticas macroeconómicas neutras desde lo sectorial, y no 

permiten revertir un proceso que resulta altamente concentrador y excluyente 

(Lattuada, et. al. 2012: p. 18) 

 

Sin embargo, aunque se adhiere a estas críticas, hay un punto que resulta necesario rescatar 

para evaluar las aportaciones del enfoque sobre el fortalecimiento de políticas dirigidas a los 

sectores vulnerables del agro, como han sido los minifundistas, chacareros, campesinos, 

comunidades indígenas, productores de autoconsumo, en definiciones más actuales: 

agricultores familiares.  En primer lugar, este enfoque, que adhiere a una postura desde las 

capacidades y los recursos que cada territorio cuenta, se gesta sobre necesidades que se 

acuerdan de manera colectiva y articulada, evitando miradas sectoriales que fragmenten la 

intervención y/o la comprensión de los problemas de ese territorio de manera superpuesta. 

Las economías de los territorios rurales pasan a ser entendida desde la multisectorialidad, 

donde se considerarán  

 

 ...todas las actividades, productivas o no, que generan ingresos para las 

familias rurales, en base a la valorización de los recursos locales (…) Los 

procesos de desarrollo territorial persiguen el fortalecimiento de la base 

económica local, tanto a través de la diversificación de las actividades 

productivas como del aprovechamiento de las sinergias entre los diversos 

sectores y de encadenamientos entre actividades productivas y no 

productivas, con el objetivo de aumentar la competitividad del territorio (INTA, 

2007: p. 7)  

 

Asimismo, las estrategias de intervención parten por advertir el dinamismo del territorio, su 

carácter flexible y su condición intrínseca de ser permanentemente construido y 

reconstruido. A nivel institucional se propone una nueva institucionalidad para el desarrollo, 

que sea abierta, pluralista y democrática. En este sentido, la valorización local de las 

potencialidades de los territorios como estrategia de desarrollo requiere enfatizar en 

“...reformas que posibiliten la consolidación de las instituciones y organizaciones de la 

sociedad civil a nivel territorial, y su articulación con lo público a nivel local como clave de los 

procesos de desarrollo rural…” (Lattuada et al, 2012: p. 16) Para esto se fomentará la 

cooperación público-privada a partir de la “...conformación de una red territorial de 
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solidaridad y relaciones entre los diversos actores e instituciones, que logre el compromiso en 

un proyecto compartido que refleje las diferentes aspiraciones sociales o intereses presentes 

en el territorio” (Rozenblum, 2006 en INTA, 2007: p 7).  

 

Los nuevos enfoques institucionales enmarcados en el DTR acuerdan que: “...en el ámbito de 

las políticas públicas el territorio puede ser visto y comprendido como una nueva unidad de 

referencia y mediación de las acciones del Estado y el enfoque de desarrollo territorial un 

modo de acción que valora atributos políticos y culturales de las comunidades y sus actores” 

(Schneider y Peyré Tartaruga, 2006 en Centeno, 2017: p. 9 - las negritas son propias-). En 

términos generales, el enfoque habilita un camino para pensar los cambios desde las bases, y 

en conjunto con las instituciones formales del medio. Se adopta así, un discurso alternativo 

al desarrollo endógeno y la gestión estratégica de ámbitos locales vía la participación y el 

reconocimiento del enfoque de territorios (Manzanal,2006). Esto abre una nueva forma de 

relacionamiento socio institucional en la construcción de la política de desarrollo productivo 

del país. 

 

2.2.2 La política institucional del INTA desde los aportes del enfoque de DTR 

 

Hacia finales de los años ‘50 por Ley nacional 21.680, se creó el INTA como organismo nacional 

con dependencia estatal, destinado a la producción de ciencia y tecnología para el sector 

agropecuario y rural. Sus orígenes claramente marcados por la impronta modernizadora del 

desarrollismo, se estableció en demostrar los beneficios de la modernidad para salir del 

estancamiento y los bajos niveles de vida del sector rural.  

 

A través de su red de agencias de extensión rural, distribuidas inicialmente en la zona centro 

y norte del país, los discursos modernizadores fueron encontrando asiento gracias a la 

estratégica iniciativa de los extensionistas de identificar y/o construir liderazgos territoriales 

mediante los cuales facilitar el proceso de difusión de conocimientos, para un cambio de 

racionalidades en las formas de producir. No obstante, como ya se indicó, los resultados de 

los procesos divulgados no se extendieron con iguales resultados entre los sectores 

productores, ni a nivel territorial.  

Sin embargo, aun cuando el plan de la “revolución verde” fracasó, la institución del INTA 

estableció precedentes en materia de producción y divulgación de resultados científicos 



105 
 

tecnológicos a nivel agropecuario. Su amplia cobertura territorial y su funcionamiento 

anclado a una doble estructura política-ejecutiva38 le concedió cierta versatilidad ante los 

cambios de enfoques de la política de desarrollo agropecuario, asimilando sus modelos de 

intervención a los paradigmas predominantes en cada periodo.  

Por esto, es que el INTA, quizás sea la única organización pública estatal en Latinoamérica con 

tal perdurabilidad en lo que a ejecución de políticas de desarrollo rural refiere, lo que habla 

de la capacidad y la flexibilidad que ha tenido en la incorporación de nuevas herramientas, y 

formas de intervenir e interpretar desde diferentes lógicas los procesos de la realidad social 

agropecuaria (Alemany, 2000). Se ha adaptado a los tiempos, abordando distintas realidades 

del sector rural desde su creación.  

En esta línea, el cuestionamiento al modelo transferencista como estrategia de intervención 

(modelo lineal donde se investiga y luego se transfiere al productor, que adopta o no el 

paquete tecnológico propuesto; Ardenghi, 2013), propició en los albores del siglo XXI la 

adopción del Enfoque Territorial. Como se ha hecho referencia, esta mirada sobre el 

desarrollo apuntó a gestionar el conocimiento partiendo de la base de que no hay verdades 

absolutas en torno a este proceso, sino que las estrategias para tal fin requieren de un 

conocimiento producido desde y con los sujetos (políticos, institucionales, culturales, 

 
38 “La estructura política está compuesta por el Consejo Directivo a nivel nacional y los Consejos de Centros 

Regionales y de Investigación, mientras que la estructura ejecutiva comprende a la Dirección Nacional [DN], los 

Centros Regionales y de Investigación, los Programas y Redes. El Consejo Directivo (CD) es el máximo órgano 

de conducción de la Institución, establece las políticas y estrategias globales y decide sobre la asignación de 

recursos del organismo. Está compuesto por representantes del sector público y del sector privado, garantizando 

una activa participación del sector productivo y académico en la fijación y priorización de las políticas, como 

así también en el control social de su accionar (...)  

Los Consejos de Centro (CC) surgen de la descentralización del Organismo y constituyen la máxima autoridad 

política en su ámbito (Centro Regional-CR o Centro de Investigación-CI). Estos Consejos tienen estrecha 

relación con el CD y la responsabilidad de establecer las políticas, las estrategias y la asignación de recursos 

del Centro respectivo. Los consejos de CR están integrados por representantes del CD, de las entidades de la 

producción y tecnología agropecuaria, de los gobiernos provinciales, de las universidades, miembros de la 

comunidad científico-técnica y representantes de los profesionales del INTA. (...) 

La DN es asistida por Direcciones Nacionales Asistentes, Coordinaciones Nacionales, la Dirección General de 

Administración y la Secretaría Legal y Técnica.  

El INTA está integrado por 15 Centros Regionales, 52 Estaciones Experimentales Agropecuarias, 359 Unidades 

de Extensión y 6 Centros de Investigación con 22 Institutos, presentando una amplia cobertura nacional. (...) La 

institución organiza su funcionamiento matricialmente. A nivel nacional, la matriz está integrada por la DN, los 

CR, los CI, los Programas Nacionales (PN) y Redes Nacionales… “(PEI 2015-2030, p. 11-13) Dentro de las 

estructuras ejecutivas de nivel regional, cada CR cuenta con un Director y equipo de asistentes regionales: 

Planificación, Seguimiento y Evaluación; Extensión y Transferencia; y Vinculación Tecnológica.  De estos CR 

dependen Unidades en las que convergen áreas de extensión, investigación, vinculación tecnológica, 

comunicación y administración, denominadas como Estaciones Experimentales Agropecuarias (EEA), y/o 

campos o chacras experimentales (CE).  
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económicos, académicos) de cada territorio. De acuerdo con esta postura, gestionar 

socialmente el conocimiento para el desarrollo territorial, implicaba para el INTA reconocer 

que un territorio es “... capaz de adaptarse y anticiparse a los cambios, apostando 

fuertemente por las iniciativas innovadoras y asumiendo los nuevos roles transferidos a partir 

del proceso de descentralización…” del saber (INTA; 2007: p. 10) 

A partir de esta propuesta se esperó trascender los enfoques tradicionales de transferencia 

directa e indiferenciada de programas para todo el país, y se impulsaron procesos 

participativos en la gestión territorializada de las necesidades y demandas (de abajo hacia 

arriba) de las políticas de desarrollo. A diferencia de la política clásica, se promovió “...que los 

actores locales adquieran las competencias necesarias para transformarse en, y organizarse 

como, agentes de desarrollo de su territorio…” (ob. cit.) Se buscó superar el modelo 

compensatorio y sustituirlo por prácticas que promovieran la construcción de estrategias 

territoriales de desarrollo, mediante las cuales se alcanzará una mayor cohesión social y 

territorial, un mayor flujo de inversiones hacia el medio rural y un mayor equilibrio urbano-

rural (INTA, 2007: p. 9) Según este punto, la democratización de las formas y  los conceptos 

que constituyen la política de desarrollo rural, apuntará a construir procesos integradores que 

vinculen sectores, actividades y territorios (Alburquerque, 2003; Rozenblum, 2006 en INTA 

2007).  

 

El DTR torna la mirada hacia la comprensión de los sistemas desde una visión integral en la 

que se vinculan íntimamente dimensiones tales como, lo físico-ambiental, lo económico-

productivo, lo sociocultural, lo político e institucional (Lettelier, 2014). Es decir, cuando se 

piensa en el desarrollo agropecuario desde esta perspectiva, implicará entonces entenderlo 

no sólo en términos del diseño de planes con competencia económico-productiva, sino 

también política, social, y cultural (Manzanal, et al. 2009).  

 

La definición de los sectores productivos, entre pequeños, medianos o grandes productores, 

que era equiparable a señalar sus niveles de desarrollo según sus dimensiones explotadas, 

niveles de productividad y/o contribuciones al mercado de intercambio de bienes, comienza 

a complejizarse. Se trasciende lo netamente asociado al objetivo monolítico del rendimiento 

productivo y la rentabilidad económica del sistema como parámetro de desarrollo, pasando 

de considerar la economía, de meramente "agrícola" a entenderla como "territorial", 
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“...asumiendo la multisectorialidad de la economía de los territorios rurales, que implica la 

consideración de todas las actividades, productivas o no, que generan ingresos para las 

familias rurales, en base a la valorización de los recursos locales” (INTA, 2007: p. 7 - las 

negritas son propias-) Crear, fortalecer y valorar el recurso humano, natural, social, así como 

el capital financiero-físico o económico, y los medios institucionales, no a modo de establecer 

un inventario de herramientas disponibles, sino a fin de gestar estrategias de sostenibilidad 

en el tiempo con capacidad de incrementar las ventajas de ese territorio, es objeto de este 

paradigma. 

 

Igual que el periodo anterior, el DTR no desestima la importancia de los cambios tecnológicos 

que pregonaban los enfoques tradicionales, pero maneja un criterio más amplio para referirse 

a lo que entiende que son procesos innovadores para el desarrollo de los territorios. En este 

sentido, se “...visualiza a la innovación contribuyendo al desarrollo territorial rural no sólo con 

tecnologías de procesos y productos, sino también con nuevas formas de organización social, 

de información, de comunicación, de financiación y de comercialización…” (INTA, 2007: p. 

10) La innovación en este sentido, fue entendida en términos de “procesos socio-técnicos” 

lo que requería de una sólida sinergia público-privada,  además de un rol del Estado que 

continuara siendo central para garantizar el balance entre los objetivos estratégicos.  

 

Con esto como base, el Plan Estratégico Institucional -PEI- 2015-2030 del INTA incorpora 

nuevos desafíos y una nueva meta que propone alejarse de la mirada hegemónica del 

desarrollo. De modo tal, asume que su intervención, de igual modo que debe responder al 

mejoramiento de la competitividad, de igual forma debe fortalecer la inclusión social y el 

desarrollo a través de la integración de “...las economías regionales y locales a los mercados 

internos e internacionales, con generación de empleos e ingresos que disminuyan los niveles 

de pobreza” (INTA, 2005).  

 

A partir de 2005, el INTA incorporará progresivamente a su agenda institucional, una 

multiplicidad de problemáticas que trascienden estrictamente el desarrollo e implementación 

de tecnologías y definirá la base de tres pilares fundamentales: 1. la competitividad de las 

cadenas productivas, 2. la salud ambiental o sostenibilidad de los ecosistemas, y 3. la 

equidad social de todos los territorios.  
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La ejecución de estos nuevos principios implicó en primer lugar, efectuar una readecuación 

de la misión institucional, que necesariamente considerara un espectro de beneficiarios más 

amplio e incluyera a todos los actores del sistema agropecuario, agroalimentario y 

agroindustrial. Además, en segundo lugar, la estrategia debía consolidar equipos inter y 

transdisciplinarios, público-privados, que permitieran una gestión integral e interactiva del 

conocimiento y análisis de las problemáticas territoriales. Las problemáticas para el desarrollo 

agropecuario de los territorios, no podía ser exclusivamente intervenidas de manera 

fraccionada por un grupo disciplinario o sectorial, el cambio sobre “la promoción de la gestión 

del conocimiento” se colocó sobre la premisa de que este se construye socialmente (INTA, 

2007), definiendo 8 lineamientos principales sobre los que se estructurar la trayectoria de 

la estrategia de la política institucional: 

1. Integración de políticas sectoriales con las propuestas locales;  

2. Articulación entre lo urbano y lo rural;   

3. Valoración del capital humano, social y natural;  

4. Ordenamiento territorial;  

5. Superación de la compensación;  

6. Innovación tecnológica y organizacional;  

7. Fortalecimiento de las capacidades territoriales;  

8. Inclusión institucional (INTA; 2007)  

 

Avanzar en sentido de la ejecución de estos cambios, implicó varias transformaciones a nivel 

de la estructura orgánica del INTA, como, por ejemplo: el rediseño de los componentes 

estratégicos de investigación y desarrollo, transferencia y extensión, relaciones 

institucionales y vinculación tecnológica. Ligado a este último de los componentes, se avanzó 

en el fortalecimiento de las asociaciones estratégicas con otros organismos públicos y 

empresas de base tecnológica, que ampliaron la base de acción y gestión sociotécnica, 

además de consolidarse a distintos niveles de gobernabilidad institucional, espacios 

intersectoriales e interinstitucionales de gestión política y control social del INTA. Dichos 

espacios se materializaron a través del Consejo Directivo, los Consejos de Centros Regionales, 

de Investigación, de Estaciones Experimentales y de Agencias de Extensión Rural (UAI- INTA, 

2016: p. 2 y 3)  

 



109 
 

A nivel operativo se dió la adopción de un modelo matricial de gestión institucional. 

Teniendo como base los principios centrales del enfoque de DTR, y a los fines de llevar 

adelante un control estratégico sobre la priorización, financiamiento y asignación de recursos 

de los instrumentos programáticos39, se motorizó un esquema de intervención ligado a la 

innovación en clave de gestión interactiva de los problemas y construcción de las soluciones. 

Los procesos de innovación se construirán a través del sinergismo de la interacción entre 

actores, visiones y disciplinas que implica tanto conocimiento científico como empírico 

(Ezcurdia y Berger, 2020: p. 7)40 de los territorios. Se incorpora el concepto de gestión 

integradora y multidimensional (económico-productiva, sociocultural, político-institucional 

y ambiental), que busca mediante un abordaje participativo, interinstitucional e 

interdisciplinario del desarrollo (Caracciolo, 2016; Rozenblum, 2014; Uranga y col., 2017), la 

identificación y priorización de Problemas (P) y Oportunidades (O) a los que dar respuestas.  

A partir de 2005, la política institucional creó las oportunidades para trascender las 

deficiencias que habían prevalecido en la coordinación intersectorial de las soluciones a los 

problemas del desarrollo agropecuario, y fortaleció mecanismos para la construcción de una 

nueva agenda de trabajo integral y multiactoral. Se intentó construir una programática capaz 

de acompañar y promover procesos de cambio respetuosos de los saberes, necesidades, 

demandas y recursos de cada territorio. Esta tendencia supuso una convergencia de los 

modelos 'de arriba hacia abajo' y 'de abajo hacia arriba', incorporando activamente las 

demandas y postulaciones de los distintos actores del territorio a la política institucional, lo 

que establece una diferencia sustancial frente al modelo tradicional implementado hasta los 

años '90 (INTA, 2007: p. 8).  

En cada periodo en que se implementaron sus planes estratégicos (2005-2015 y 2015-2030), 

el INTA consolidó diferentes instrumentos institucionales que facilitaron la gestión de los 

espacios de intercambio y se ampliaron los encuentros a múltiples sujetos de la estructura 

social agraria de cada territorio. La implementación en 2006 del Programa Nacional de Apoyo 

al Desarrollo de los Territorios (PNADT), así como de los Proyectos Regionales con Enfoque 

 
39 Planes de Mediano Plazo, Planes Tecnológicos Regionales, Planes de Centros de Investigación, Documentos 

Básicos de Programas y Áreas Estratégicas, así como figuras de proyectos nuevas (Integrados, Propios de la Red, 

Específicos, Integradores y Regionales con Enfoque Territoriales). 
40 Extensión y transferencia de tecnologías en Buenos Aires sur Estrategias de extensión y comunicación de las 

experimentales del CerBAS Compiladores: Eduardo Ezcurdia/ Horacio Berger, INTA 2020. 
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Territorial (PRET) entre 2012-19, y la creación dentro de la estructura orgánica de las 

Plataformas de Innovación Territorial (PIT) en 2020-2024, son algunos instrumentos que 

traccionaron la institucionalidad del enfoque territorial.  

Dentro de estos hitos institucionales los PRET (Proyectos regionales con enfoque territorial) 

han sido registrados en la historia de implementación del enfoque de DTR en el INTA, como 

el instrumento operativo más relevante en la materialización de la estrategia territorial. En 

comparación con los proyectos regionales que le precedieron, de corte más tecnológico-

productivista, los PRET reposicionaron al Instituto como un organismo articulador, con el 

desafío y las capacidades suficientes para integrar acciones públicos, privados y no 

gubernamentales. 

Mediante este tipo de proyectos, se fortalecieron aquellos procesos que se 

orientaban a visibilizar al INTA como una institución “motor” o “llave” de 

articulaciones interinstitucionales… logrando cohesiones y entramados 

organizativos que otros estamentos del Estado nacional, provincial o local no 

son capaces de establecer o sostener desde su especificidad… El enfoque 

puesto en un abordaje territorial de las problemáticas del desarrollo rural se 

configuró además como un elemento impulsor no sólo del trabajo en red sino 

también de la necesidad de conformar equipos y perfiles interdisciplinares 

(Centeno, et. al. 2017: p. 21) 

De tal modo, estos instrumentos fueron estratégicos para la planificación y gestión del 

desarrollo en clave territorial. Desde una perspectiva que reconoce el territorio no sólo como 

un espacio geográfico, sino como una construcción social y política (Haesbaert, 2004; 

Manzanal, 2006), los PRET supusieron una modalidad de intervención orientada a articular 

capacidades institucionales, conocimientos técnicos y demandas locales, promoviendo 

procesos de desarrollo endógeno y sustentable (Schejtman y Berdegué, 2004). 

Durante el proceso, según sus diferentes niveles de capitalización, tipo y destino de 

producción, nivel de integración al mercado y capacidad de abastecimiento de bienes al 

circuito comercialización interno e internacional, se reconocen cinco grupos de sujetos (ver 
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Tabla 5) que se perfilaron de acuerdo con su integración productiva en el sistema 

agroalimentario de las regiones Norte y Sur de la provincia. 

Como se verá más adelante, el caso particular sobre la identificación del sujeto “Productor 

familiar de la Agricultura Familiar (AF)” (capitalizado y vulnerable) implicó amplios debates 

al interior de la Institución INTA. Desde las perspectivas economicistas que marcaron periodos 

previos, se ha ligado al sujeto “agricultor familiar” con situaciones que refieren a su 

insolvencia productiva y económica, en tanto actividad agropecuaria fundada sobre un 

sentido paliativo y de sobrevivencia. En esta línea, históricamente los orígenes de la 

Experimental de Santa Cruz, han tendido hacia un perfil fuertemente ligado a generar 

estrategias y producir conocimientos para el desarrollo del sector de la ganadería ovina 

extensiva, sector agropecuario productiva y económicamente hegemónico desde principios 

del 1900. Las líneas de investigación y los enfoques institucionales en términos científicos y 

tecnológicos han estado ligados con la construcción de soluciones para y con este sector, 

situación que coloca a los agricultores familiares en un espacio subordinado al escenario 

político e institucional que tiene como sujeto principal a los productores empresariales. Sin 

embargo, el caso paradigmático de Santa Cruz representa el esquema de trabajo que 

propiciaron los proyectos territoriales, en la medida en que introdujeron la oportunidad de 

ampliar el espectro de las miradas en torno al desarrollo del sistema agropecuario y 

agroalimentario provincial, y valorizar las particularidades territoriales de aquellos sectores 

de la estructura social agraria que habían sido relativamente excluidos de las prácticas 

institucionales. Lo interesante del proceso que convocó la formulación de los PRET, fue que 

la misiva de la Dirección Nacional del INTA y la impronta en el enfoque territorial, implicó a 

todos los grupos sociales ligados a la producción agropecuaria de la provincia.  
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Tabla 5 - Categorización de Sujetos Primarios  
Fuente: Elaboración Propia 

Hacia fines de 2012, con la participación de los distintos actores se avanzó en una priorización 

de problemas y oportunidades que señalaron los temas de incumbencia, tanto para la 

intervención del INTA como de otras organizaciones del medio. Esta priorización, se 

estableció sobre una ponderación que los sujetos realizaron en base a 4 (cuatro) categorías 

operativas de problemas: Categoría Op. A41: “Problemas para los que ya existen respuestas 

tecnológicas, por lo que deben ser abordados fundamentalmente a través de la extensión”; 

Categoría Op. B: “Problemas que requieren investigación”; Categoría Op. C: “Problemas que 

requieren gestión intra y extra INTA”; y, Categoría Op. D: “Problemas que surgieron como 

relevantes, pero que son de difícil modificación en el corto/mediano plazo”. Para cada una de 

estas categorías, los actores territoriales del INTA y extra INTA identificaron los temas críticos 

sobre los que consideraron era necesario acordar estrategias con INTA para revertir la 

situación. Así, posterior a los intercambios, los equipos de los proyectos consolidaron una 

 
41 Está definición de “categoría operativa”, se estableció solo para el presente análisis, en la medida en que los 

documentos de los PReTs las enuncia bajo el rótulo de “problemas”. Sin embargo, utilizar esta referencia 
presenta confusión, pues los proyectos señalaron por cada categoría de “problemas” (a,b,c,d) una serie de 
“problemáticas”. De modo que, ante la posible redundancia en el proceso de análisis, y en vista de que las 
categorías creadas en los PReTS responden más precisamente a operacionalización de acciones o al abordaje 
para revertir las problemáticas identificadas, se definió utilizar la definición señalada.  

Productores empresariales 
medianos (o de la Ganadería 
Extensiva) 

Productores con ganadería extensiva, vinculados a la 
actividad ovina y bovina (producción de lana o carne) para 

abastecimiento nacional o internacional, y cuyo ingreso 
principal es el producto de la empresa. 

Productores empresariales 
pequeños (o de la Agricultura 
Intensiva) 

Productores relacionados con actividades agropecuarias 
intensivas 

Productores familiares de la 
Agricultura Familiar (AF) 
capitalizados 

Productores agrícolas vinculados al área geográfica, con 
mano de obra familiar, excepto en momentos específicos, y 
cuyo ingreso principal es el producto del emprendimiento. 

Productores Familiares de la 
Agricultura Familiar (AF) vulnerables 

Productores vinculados a sectores vulnerables, son huerteros 
urbanos y/o rurales vinculados al ProHuerta, que destinan sus 
producciones fundamentalmente al autoconsumo; la fuerza 
de trabajo es netamente familiar, y el ingreso procedente de 

la actividad es mínimo o nulo, y en su mayoría son sujetos 
asalariados, trabajadores informales o desocupados.  
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priorización con el enfoque de territorios como fundamento, y establecieron las líneas de base 

y los objetivos para cada PRET.  

En este contexto, el análisis entre los grupos de sujetos primarios y las categorías operativas 

de problemas que reconocieron como prioritarias, mostró (Tabla 6) que para en el sector de 

la ganadería ovina extensiva los “problemas que requieren investigación” eran 

predominantes en términos de las incumbencias del INTA. En contraste, el sector de la 

Agricultura Familiar (AF) mostró una menor capacidad de tracción de sus demandas, las 

cuales fueron canalizadas mediante procesos de negociación con otros actores del entramado 

social e instituciones del sistema de ciencia y tecnología. En este caso, los problemas se 

centraron mayormente en aquellos que requieren “gestión intra y extrainstitucional”, 

marcando una posición diferencial en el “establecimiento de los temas de agenda” para la 

institución. 

 

Además, un indicador de los cambios que probablemente la metodología de enfoque 

territorial introdujo en la planificación, es la concentración de las situaciones problemáticas 

que “todos los perfiles de sujetos” compartían. Los intercambios en el marco de los talleres 

llevaron a la convergencia de miradas sobre problemáticas comunes al sistema 

agropecuario, que no estuvieron veladas por la sectorialidad y sí fortalecidos por las sinergias 

en el marco del desarrollo de su solución. Todos los sectores señalaron que operativamente, 

el INTA debía dar curso a acciones que abordara problemas productivos, para muchos de los 

cuales definían “ya existen respuestas tecnológicas que deben ser abordados 

fundamentalmente a través de la extensión”, y reconocieron que otras soluciones vendrían 

de la mano de la “gestión intra y extra INTA”.  

 

Esto da cuenta de que, para estos actores, el desarrollo no sólo responde a producir y 

transferir tecnologías, sino también a gestar nuevas formas de organización social, de 

construir información, y de generar comunicación, entre otros aspectos que responden a la 

gestión institucional y las prácticas propias de la extensión rural. 
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Tabla 6 - Relevamiento de situaciones problemáticas regionales por sector productivo 
Fuente: Elaboración propia. 

 

Por otro lado, y complejizando el análisis anterior, en la tabla 7 se enumeran 24 líneas temas 

o áreas problemáticas que tiene anclaje en una o más de una de las cuatro categorías 

operativas definidas antes, y se discriminan de acuerdo con la relación con los sujetos 

primarios a quienes afectan. Esto creó un análisis que, además de poner de relieve la 

multiactoralidad del territorio -convergencias y contradicciones-, definió colectivamente la 

multidimensionalidad de los temas en que el INTA debe anclar la planificación de sus 

estrategias y operaciones, como determinantes del desarrollo de las producciones de 

manera particular y del sistema agropecuario en su conjunto.  

 

Estas temáticas, van desde cuestiones que refieren a problemas en el acceso, sistematización 

y construcción de información socioproductiva de base (como stocks ganaderos, producción 

frigorífica, superficie y unidades prediales, etc.), hasta estrategias de comunicación para 

divulgación y acceso a la información técnica producida; asistencia y/o asesoramiento técnico; 

desarrollo, adopción y/o Implementación de buenas prácticas o tecnologías para la 

 
42 Se unificaron las categorías de AF Capitalizados y AF Vulnerables, puesto que en las instancias de talleres los 

representantes se asumieron como un mismo sujeto productivo. 

Referencias de sectores 
Categ. op.  

A 

Categ. op.  
B 

Categ. op.  
C 

Categ. op.  
D 

% 

Agricultura familiar vulnerable42 1 0 3 0 8.51% 

Agricultura Familiar capitalizada 1 0 1 0 4.26% 

Agricultura Familiar 
(capitalizada + vulnerable) 

1 0 1 0 4.26% 

Ganadería extensiva 2 10 1 4 36.17% 

Todos los sistemas de 
producción 

6 1 9 4 42.55% 

Otras producciones 0 1 0 1 4.26% 

Valores Totales 11 12 15 9 100% 

% 23.40% 25.53% 31.92% 19.15%  
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producción agropecuaria; uso, gestión y valoración de los recursos naturales como agua, 

suelo, pastizales, bosques. Se incorporan igualmente problemáticas sujetas a las tendencias 

de mercados, evaluación de la situación económica de las producciones, generación de valor 

agregado en origen y desarrollo de alternativas productivas (no tradicionales); organización, 

formación, y empleabilidad de la fuerza de trabajo agropecuaria; organización social de los 

sectores productivos; articulación Interinstitucional para la gestión integrada de los 

problemas; acceso y calidad a bienes, servicios e infraestructura en el medio rural (servicios 

básicos, conectividad y telecomunicaciones); así como también aquellos que reportan a una 

dimensión macroestructural como los cambios económicos, ambientales y demográficos que 

impactan sobre los sistemas productivos, el Cambio Climático y la degradación de los recursos 

no renovables, entre Otros.  

 

Tabla 7 - Concentración problemática por sector productivo (2012/13) 

N° 
Áreas o líneas Problemáticas 

identificadas en los PReTs 

Todos los 
sistemas 

de 
producción 

Agricultur
a 

Intensiva 

Agricultura 
Familiar y 

Agricultura 
Intensiva 

Ganadería 
extensiva 

Agricultura 
familiar 

Otras 
producci

ones 

Valores Totales 
x líneas 

problemática 
señaladas 

1 

Acceso a información 
socioproductiva de base 
(stocks ganaderos, 
producción frigorífica, 
etc.) 

1      1 

2 
Sistematización de 
información 
socioproductiva de base 1 

     1 

3 
Construcción de 
información 
socioproductiva de base 2 

  2   4 

4 

Estrategias de 
Comunicación para 
divulgación y acceso a la 
información técnica 
producida 

1      1 

5 
Asistencia o 
asesoramiento técnico  

   1  1 

6 

Adopción e 
Implementación de 
buenas prácticas o 
tecnologías para 
producción agropecuaria 

1 1  2   4 
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7 
Desarrollo de tecnologías 
para la producción 
agropecuaria  

 1 1   2 

8 
Productividad de los 
sistemas 

   2   2 

9 
Uso, gestión y valoración 
del recurso agua 

3      3 

10 
Uso, gestión y valoración 
del recurso suelo 

1      1 

11 
Uso, gestión y valoración 
del recurso forrajero 

1   1   2 

12 
Uso, gestión y valoración 
del recurso forestal 

1      1 

13 Evaluación de mercados       0 

14 
Evaluación comercial y 
económica de sistemas 
productivos 

   1   1 

15 
Estrategias de 
comercialización 

  1  1  2 

16 
Estrategias de Valor 
Agregado en Origen 

      0 

17 
Desarrollo de alternativas 
productivas (a las 
tradicionales) 

     2 2 

18 
Fuerza de trabajo 
(organización, formación, 
empleabilidad) 

2      2 

19 
Organización social de los 
sectores productivos 

2      2 

20 
Articulación 
Interinstitucional para la 
gestión integrada 

2    1  3 

21 

Bienes, Servicios, 
infraestructura en el 
medio rural (servicios 
básicos, accesos, 
telecomunicaciones) 

   2   2 

22 

Macroestructurales-
Coyunturales 
(económicos, ambientales 
y demográficos) 

3  1 2   6 

23 
Cambio Climático y 
Degradación de los 
recursos naturales 

   2   2 
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24 

Otros (tenencia y 
propiedad de la tierra, 
capacidades y recursos del 
INTA) 

2 1  1 1  5 

Valores Totales: líneas 
problemáticas señaladas x 
sector 

23 2 3 16 4 2 
 

Fuente: elaboración propia 

 

Entre los múltiples aspectos que resultan necesarios recuperar, la distribución de los datos 

según los sujetos los sujetos productivos, es representativo sobre la tendencia diferencial que 

productores ganaderos como la agricultura familiar realizan en sus elecciones temáticas. La 

evolución histórica del sistema agropecuario santacruceño está marcada por el desarrollo 

diferencial entre uno y otro sector. En la medida en que la ganadería extensiva lleva casi un 

siglo asentada en el territorio y la agricultura intensiva o familiar no supera las 40 años, las 

diferencias son significativas en cuanto a integración comercial, desarrollo técnico y 

productivo, niveles de organización social, y  participación en las política institucional, lo que 

no resulta extraño entonces que el sector de la ganadería haya señalado que, de un total de 

17 líneas problemáticas 10 están relacionadas a problemas que requieren investigación, 

orientados al desarrollo de mejoras sobre los índices de rendimiento productivo de las 

majadas ovinas a partir del desarrollo de estrategias de manejo del pastizal natural, y el 

incremento de la competitividad de las producciones a niveles del comercio nacional e 

internacional. En línea con estas demandas, específicamente se incorporaron algunos temas 

como: el desarrollo de tecnologías para la evaluación de la disponibilidad forrajera y su 

aprovechamiento a campo, la construcción situada de información económica de base, 

estimaciones sobre calidad organoléptica de la carne ovina patagónica, entre otras. Del otro 

lado, la Agricultura Familiar logró incluir como problemáticas de abordaje particular para el 

sector un total de 4 líneas sobre el total de 24, muchas otras identificadas por estos sujetos 

están incluidas en los porcentajes mayoritarios que se mostraron antes, como problemas que 

determina a “todos los actores productivos del sistema agropecuario”. De estas 4 líneas 3 se 

colocaron dentro de la categoría “Problemas que requieren gestión intra y extra INTA”.  

 

En la medida en que desde el 2009 las políticas nacionales reconocieron como temas de la 

agenda de gobierno la incorporación de los problemas de la Agricultura familiar, campesina e 
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indígena, también cobraron impulso los procesos territoriales de organización social del 

sector. En este contexto, no es casual la incorporación de este sujeto a la planificación 

institucional del INTA, en especial en un contexto que aboga por un enfoque como el de DTR 

conduciendo los encuadres de trabajo.  

 

A diferencia de las demandas presentadas por la ganadería extensiva, la AF se centró en 

expresar las urgencias sobre la consolidación de prácticas institucionales articuladas, que 

contribuyan a mejorar la gestión conjunta, así como unificar mensajes y criterios para 

acompañar a este sector. Se advierte que, siendo el sector tan amplio y diverso, incluyendo 

desde la producción de autoconsumo hasta productores pequeños capitalizados, resultan 

insuficientes los aportes que la institución ofrece en materia de asistencia y asesoramiento 

técnico. Como tercer tema, dentro de los procesos de gestión que demandan los AF, un punto 

crítico responde a la resolución de la irregularidad en la tenencia de las tierras y/o la 

asignación de lotes fiscales improductivos. Como efecto presenta problemas en la 

planificación entre las entidades, y acarrea problemas técnicos dado que se pretende que se 

produzca en sitios que no siempre son aptos para la agricultura o el mantenimiento de 

animales de granja, cuando además limita el acceso a servicios o bienes por la falta de 

titularidad de las tierras.  

 

Por otra parte, los trabajos de sistematización de los talleres diagnósticos mostraron que 

ciertos problemas se identifican como tales por más de uno de los sectores participantes, 

prevaleciendo las iniciativas que fomentan la cooperación público-privada, con la 

conformación de una red territorial de solidaridad y relaciones entre los diversos actores e 

instituciones (INTA, 2007). Se observó que de las 24 líneas problemáticas 6 se encuentran 

vinculadas a la construcción, acceso o sistematización de información socioproductiva de 

base. Los participantes reconocen en este punto una deficiencia al momento de contar con 

la información necesaria para promover cambios o tomar decisiones que impliquen 

transformaciones de los sistemas productivos. Lo mismo señalan las instituciones encargadas 

de generar esta información, en la medida que no todas producen información sobre las 

mismas dimensiones, la integración de bases de datos e incluso los acuerdos en torno a 

estudios que tienen como objetivo generarla, se vuelve clave para dar solución a esta 

problemática de manera colaborativa. Por otro lado, la necesidad de la promoción, 
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asesoramiento o asistencia técnica para la implementación y adopción de tecnologías 

dirigidas a la mejora productiva de los sistemas agropecuarios de las zonas, así como el 

desarrollo de nuevos métodos de evaluación, técnicas de manejo, e incluso instrumentos 

de producción, continuaron siendo el eje estructurante y un componente estratégico 

reconocido por todos los actores en relación al funcionamiento de la institución43. Otra de las 

líneas problemáticas, resultaron ser aquellas ligadas con el “uso, gestión y valoración de 

recursos naturales (agua, suelo, pastizales, bosques)”44 y aunque no todas directamente 

vinculadas, las que aluden a problemáticas “macroestructurales o coyunturales” de tipo 

económicas, ambientales, o demográficas. 

  

En términos generales, si bien se identificaron problemáticas sobre la implementación de 

tecnologías que se dirigieran a mejorar la eficiencia del sistema de producción, la construcción 

interactiva para la formulación de las situaciones problemáticas que orientaron los objetivos 

de los PRET propició un polilogismo sobre el espectro agropecuario que resonó en un 

esquema articulador entre instituciones y organizaciones que trascendieron lo estrictamente 

artefactual del desarrollo. 

...en la mayoría de los talleres se plantearon primero aquellos 

problemas coyunturales y en algunos casos estructurales que exceden 

en la mayoría de los casos a cuestiones de índole técnica. Estos 

aspectos, surgieron con distinta escala y con distinta prioridad tanto 

en el sector ganadero como en el sector de agricultura familiar. 

Muchos de ellos podrían ser considerados en un esquema de 

articulación conjunta con otras instituciones y organizaciones. La 

identificación de estos problemas como prioritarios pone en segundo 

plano los aspectos relacionados con la implementación de tecnologías 

 
43 Se contabilizaron un total de 7 líneas asociadas a estas problemáticas como es la necesidad de adecuar las 

prácticas agrícolas de los sistemas intensivos, dado que produce impactos negativos sobre el ambiente y en 

algunos casos sobre la salud humana; también dentro de estas líneas se demanda el desarrollo de nuevos métodos 

de evaluación de pastizales para zonas degradadas, baja aplicación de tecnología en el mejoramiento genético 

ovino, suplementación estratégica, relevamiento de pastizales, entre otros. 
44 Se han registrado un total de 7 reconocimientos por todos los distintos actores. La gestión del recurso agua, su 

reuso o canalización, así como informes de estado y calidad de las reservas hídricas, han sido de las 

problemáticas más señaladas; también el uso y aprovechamiento de los forrajes naturales, suelo y recursos 

forestales alertan de la importancia de orientar acciones de investigación, extensión y gestión para mitigar los 

efectos del cambio climático y la degradación ambiental como problemáticas macroestructurales. 
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que apunten al aumento de la eficiencia del sistema de producción, 

sin embargo, de los talleres han surgido varios temas que requieren de 

investigación aplicada y difusión de las tecnologías existentes (PRET ZS; 

2013: 9) 

 

La dinámica que impartieron los elementos del enfoque territorial sobre estos espacios de 

intercambio predispuso a los participantes hacia la consolidación de análisis complejos sobre 

el entramado social, cultural, económico y político que determina a los sistemas de cada 

territorio. No sólo no circunscribieron los problemas de desarrollo a cuestiones de falta o 

desconocimiento de tecnologías, sino que, además, identificaron aspectos problemáticos 

compartidos y transversales a todos los sectores de estructura agraria. En expresiones 

similares, los equipos que formularon el proyecto territorial para la zona norte de la provincia 

decían los siguiente:  

 

En muchos casos, los problemas detectados eran puntuales, 

demandaban información de base y experimentación, y fueron 

abordados desde el rescate de los saberes, la experimentación 

adaptativa y la transferencia. Sin embargo, en todos los talleres surgió 

el reclamo por la falta de acciones interinstitucionales coordinadas, 

que derivaron en propuestas que apuntan a objetivos y políticas 

estratégicas para el desarrollo local (Arrascaeta Ana, et. al.; 2019: p. 

53 - las negritas son propias-) 

 

En este marco, extensionistas e investigadores fueron interpelados para insertar sus prácticas 

en una lógica de construcción corresponsable y participativa de la innovación, con el fin de: 

1) facilitar la interacción de red de diversos actores del sistema agropecuario —productores, 

industriales, sector educativo y científico, decisores políticos y profesionales (INTA, 2019: p. 

11)—; 2) incentivar el desarrollo de productos y procesos en correspondencia con políticas 

públicas orientadas a la atención de problemas y el aprovechamiento de oportunidades 

regionales; y 3) producir espacios de experimentación, aprendizaje, negociación y gestión del 

conocimiento territorial, aptos para actualizar diagnósticos y estrategias con mirada 

prospectiva (Ob. cit., p. 68).  
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El enfoque territorial hizo que en los últimos 20 años el INTA asumiera un rol de coordinador, 

articulador y gestor de los problemas; impulsó a la institución como un referente de procesos 

organizacionales de acuerdo a las demandas que habían emergido de los diagnósticos 

territoriales, asumiendo un rol que trascienden la mirada modernista del desarrollo y 

transferencia unidireccional de las tecnologías de producción. Esta nueva funcionalidad le 

concibió también a la institución y a sus técnicos, ciertas atribuciones y responsabilidades 

sobre la conclusión de estos acuerdos que se iban entretejiendo entre organizaciones e 

instituciones del medio. Le otorgó claras funciones de gestor de las actividades que los actores 

demandan, y a la vez le facilitó al INTA la visualización de sus acciones al conjunto del 

territorio, tal como quedó establecido en el documento de autoevaluación final de la 

ejecución de los PReTs 2018:  

 

El accionar de la institución cobró un rol central al momento de transformarse 

en gestor de las actividades que los distintos actores demandan (...) La 

implementación de los equipos de gestión por PRET, permitió discutir y 

acordar temas estratégicos (...) A partir de la diagnosis participativa de las 

problemáticas, el trabajo en red para la búsqueda de soluciones, los 

diferentes perfiles profesionales y el mayor compromiso de otras 

instituciones, posibilitó una intervención más acertada y coherente en 

territorio.  

Las articulaciones permitieron un trabajo de integración de diversas miradas 

institucionales y organizacionales que complejizan la mirada sobre la 

realidad social y productiva de la población urbana, periurbana y rural. Se ha 

favorecido un mayor diálogo con Municipios y actores locales, y la institución 

se ha vuelto en un dinamizador del diseño y elaboración de políticas públicas 

locales, escapando a su especificidad originaria, ligada a un saber técnico 

unido estrictamente al desarrollo 

de la actividad primaria (agrícola/ganadera) (INTA, 2018: p-9)  

 

Se logró la convergencia entre los enfoques "de arriba hacia abajo" y "de abajo hacia arriba", 

existiendo una integración de múltiples problemáticas más allá de lo tecnológico-

productivista, que no solo se ajustaron a la relevancia de lo económico. Se incorporaron otras 
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dimensiones como lo ambiental, la política pública, los comunicacional, la organización social, 

y además incluyó los discursos de aquellos sujetos sociales agropecuarios que no habían 

tenido mayor trayectoria como productores para la política institucional en particular, y para 

la política agropecuaria de la provincia en general. En términos generales resulta que la 

programática de los PReTs, contribuyó a la construcción territorial de diagnósticos, que por la 

importancia participativa que atravesó desde su elaboración hasta su gestión, resultó en una 

verdadera comprensión de los sistemas en términos complejos y multidimensionales.  

 

En comparación con los proyectos regionales anteriores, de corte más 

tecnológico productivista, los PRET complementaron las líneas 

históricas de trabajo del Instituto vinculadas a la producción agrícola-

ganadera con otras que, si bien ya existían, adquirieron mayor 

jerarquía y protagonismo, tales como las tramas sociales y la 

gobernanza territorial, el rol de los sujetos sociales agrarios en los 

procesos de transformación, el ordenamiento territorial rural, la 

equidad y la sustentabilidad socioterritorial, las juventudes, la mujer 

rural, el ecosistema emprendedor, la prospectiva territorial y los 

complejos procesos que atraviesan a la agricultura familiar como 

agente ineludible del desarrollo económico y social del país (Centeno; 

2017: p. 21-las negritas son propias-) 

 

En este sentido, el desarrollo agropecuario ya no será solo una cuestión de agricultores o 

ganaderos, la transformación del territorio rural implicará necesariamente una integración de 

actividades, problemas y capacidades, tanto específicamente productivas agrícolas-

ganaderas, como de aquellas que no lo son, pero que resulten ventajosas para la región. Se 

impulsaron procesos participativos en la gestión de las necesidades y demandas, lo que 

significó un proceso disruptivo con lógicas tradicionales de transferencia directa e 

indiferenciada de programas homologados para todo el territorio nacional; sin embargo, no 

necesariamente esto representó una política de desarrollo compartida y promovida de igual 

modo por todos los organismos del Estado y de los sectores productivos. 

 

Las problemáticas que se han disparado a partir de los talleres diagnósticos mostraron la 

intersección de la mutiactoralidad que se destaca históricamente en el planeamiento de las 
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acciones del INTA, así como la multidimensionalidad en los temas que resultan para su 

abordaje integrado. Pero a partir de esto, al analizar las formas en que el “gran árbol de 

problemas” se tradujo en lineamientos de una estrategia territorial, una primera conjetura 

muestra que no logró consolidar un verdadero proyecto de desarrollo territorial. Aunque se 

han sinergizado procesos en línea con la agenda que se co-construyó para los PRET, se gestó 

la apertura a una amplitud de problemáticas que condujeron hacia una diversificación en el 

mismo sentido de las líneas de intervención. Además, la forma de distribuir los proyectos por 

zonas e incluso por áreas operativas (extensión, investigación y gestión), no resolvió la 

intervención institucional en el marco de la complejidad de los procesos de demanda. La 

metodología de trabajo que crearon los PReTS, exacerbó su carácter endógeno, creando una 

localización de los procesos a dimensiones microsociales, que produjo una pérdida de escala 

en el abordaje de los problemas, y fragmentó las intervenciones por temas, por zonas y áreas 

institucionales, restando prospectiva en relación a los procesos coyunturales.  

 

La nueva perspectiva bregó por la apertura institucional hacia la detección de múltiples 

problemáticas que determinaban las condiciones del desarrollo de los sistemas agropecuarios 

en su conjunto, pero fue deficiente en conducir una estrategia institucional que incorporara 

a los actores en su acción, y superara la visión modernista y fragmentadora entre 

investigación-extensión, así como en lograr consolidar un verdadero proyecto de desarrollo. 

A nivel interno, persistió un bajo grado de permeabilidad y acuerdo con el enfoque, lo que 

revela la existencia de resistencias al cambio que la institución ha impulsado en los últimos 

años. Aunque las prácticas institucionales deben responder a una línea que aliente el 

desarrollo territorial, perdura una noción del desarrollo sujeta a la analogía del crecimiento 

económico a través de la apropiación de tecnologías para incrementar la eficacia y eficiencia 

de los rindes productivos, que tensionan los procesos de innovación en clave sociotécnica.  

 

En el documento de la autoevaluación, se registra que el enfoque territorial impulsado 

mediante los PReTs fue mayormente incorporado por los profesionales vinculados a las 

unidades de extensión, que, debido a la disposición a lo largo del territorio, asumieron la 

dinamización local de los espacios multiactorales para la organización social en torno a la 

construcción de estrategias integradas e integrales. Por su parte, los profesionales que se 

asientan en las áreas de investigación, nucleados en un mismo punto geográfico y con menor 
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nivel de integración a los procesos impulsados por las Agencias de Extensión en distintos 

lugares de la provincia, mostraron ciertas resistencias a integrarse en este tipo de 

planificación. Esta situación mostró la desigualdad sobre la incorporación del enfoque 

territorial en el proceso de trabajo.; hacia el “afuera”, la institución logró un avance en 

establecer vinculación y formalizar cooperaciones interinstitucionales, pero la relación 

interna entre las áreas de extensión e investigación fue relevada como problemática. Tal 

como señala Centeno:  

La idea del enfoque territorial no es compartida ni comprendida por 

todos los agentes internos consultados. El debate central muchas veces 

pasa por definir una orientación estratégica hegemónica del 

funcionamiento del Instituto: apoyo a la producción o apoyo a los 

actores productivos; tecnología versus gente (Centeno, et. al.: 2017: 

pp. 21 - las negritas son propias-)  

 

Esto llevó a cierto agotamiento del modelo institucional de los PReTs, que tratará de 

revertirse hacia el 2019 con la incorporación de una reedición del enfoque, creando una 

nueva estructura operativa dirigida a la “gestión institucional guiada por resultados” que 

profundiza la lógica de una gestión “...que persigan la obtención de resultados para dar 

respuestas a las demandas y necesidades de la sociedad, bajo un modelo interactivo de 

innovación” (INTA, 2019: P-4), e incorpora nociones metodológicas como la de “incidencia 

territorial”, para referir al proceso de aproximaciones sucesivas que logran transformar la 

realidad a través de la influencia en la agenda política y social, y resignifica el propósito del 

aporte científico en un marco de nuevos enfoques y modelos de innovación abierta.  

 

No obstante estas controversias preliminares, las contribuciones del proceso de elaboración 

participativa de los PRET, en particular a los territorios más alejados de La Pampa húmeda 

como fue el caso de la provincia de Santa Cruz, posibilitó trabajar en primer lugar desde la 

construcción participativa de diagnósticos situacionales, que mostraron afinidad con las 

demandas y necesidades de todos los sectores vinculados a la producción de bienes y 

servicios agropecuarios y de alimentos de la provincia. Este proceder, además, permitió 

visibilizar las trayectorias e interese de múltiples actores del territorio, en especial de aquellos 

históricamente relegados a una condición de sujetos resilientes, que se correspondía a la 
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población objetivo de prácticas asistenciales y/o subsidiarias, usuarios de programas como el 

ProHuerta, ProFam, entre otros. El trabajo en los talleres participativos traccionó y reivindicó 

al sujeto de la Agricultura Familiar e incorporó sus demandas a la nueva agenda programática 

institucional, de modo que se tradujeron en temas de gestión interna y externa de la 

institución, transversales a programas disciplinarios y temarios que trascendieron la atención 

a través de programas específicos como ProHuerta, o Cambio Rural.  
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Capítulo 3 

El desarrollo de la política de promoción de la agricultura familiar (1990 al 2000) 

3. Introducción: 

El presente capítulo aborda el recorrido que llevó a la Agricultura Familiar (AF) a instalarse 

como categoría política e institucional en el marco de las políticas públicas de desarrollo rural 

en Argentina, destacando los vínculos entre las transformaciones estructurales del agro, las 

estrategias de los productores familiares y la progresiva formalización del sector en la agenda 

estatal. Partiendo de los procesos descritos en el Capítulo 2 —donde se reconstruyeron las 

trayectorias históricas de la horticultura periurbana en localidades como Río Gallegos y Puerto 

Deseado—, aquí se analizan, de manera articulada, dos dimensiones complementarias: por 

un lado, los efectos de la modernización agropecuaria y la proliferación de programas 

compensatorios durante la década de 1990; por otro, la institucionalización de la AF como 

política de Estado en la primera década del siglo XXI. 

En la primera parte, se examinan los testimonios y experiencias de productores familiares 

frente al avance de un modelo modernizador que, apoyado en la desregulación económica y 

la concentración productiva, desplazó a numerosos actores del agro. Las políticas 

compensatorias implementadas entonces, lejos de modificar las condiciones estructurales, se 

orientaron a mitigar los impactos sociales del ajuste, mientras los propios productores —

como en el caso de la Asociación Frutihortícola y Afines de Río Gallegos— desplegaron 

estrategias asociativas y de diversificación productiva para sostener su actividad. Estos relatos 

permiten comprender cómo, aún en contextos adversos, la AF configuró espacios de 

innovación técnica, organización comunitaria y resistencia territorial. 

La segunda parte se centra en el pasaje de la AF desde una posición marginal, receptora de 

asistencia focalizada, hacia su reconocimiento formal como actor del desarrollo rural. Este 

proceso incluyó la creación de áreas específicas en el Estado, la adopción de la categoría en 

instancias regionales como el MERCOSUR, y la articulación con organizaciones y foros 

nacionales que promovieron definiciones propias del sector. Sin embargo, este avance 

institucional convive con tensiones persistentes: fragmentación de políticas, dependencia de 
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financiamiento externo, volatilidad institucional y escasa capacidad de transformación de las 

condiciones estructurales de vulnerabilidad. 

En conjunto, el capítulo busca mostrar que la historia reciente de la AF en Argentina es 

indisociable de la interacción entre las políticas públicas y las estrategias de los productores 

en el territorio. La institucionalización del sector no puede entenderse sin considerar las 

respuestas locales frente a los procesos de exclusión y reconversión productiva, así como las 

disputas por el sentido y la dirección de las políticas que lo involucran. 

3.1 Los efectos de la modernización del agro y los programas compensatorios para el 

desarrollo rural de los 90: Las experiencias de producción comunitaria en Río Gallegos y 

la reconversión técnica de la horticultura familiar 

El modelo agroexportador pampeano funcionó como patrón de modernización, y el Estado 

jugó un rol central en esta orientación, promoviendo tecnologías intensivas en capital y 

trabajo mecanizado. Este sesgo estructural impactó negativamente en la agricultura de 

pequeña escala, generando una matriz institucional que aún persiste en varias prácticas 

contemporáneas. 

Desde el origen del Estado nacional argentino, el país da cuenta de un reconocimiento 

institucional y político tardío en lo que refiere al diseño y ejecución sistemático de políticas 

orientadas al desarrollo de la “Agricultura Familiar” en particular. Como se ha señalado, 

Argentina históricamente centralizó su enfoque sobre el desarrollo rural en la región 

pampeana, contrarrestando el peso que representaban las economías de otras regiones como 

ha sido el caso de la Patagonia. No es casual entonces, que los testimonios de los productores 

refieran al progresivo desplazamiento que debieron enfrentar y revertir, en virtud de la 

desregulación estatal de la política productiva y económica del país.  

El carácter capitalista del modo de organizar la producción, y el impacto de las políticas 

neoliberales de los 90, impregnó a buena parte de la estructura institucional y de las lógicas 

sectoriales que confluyen en la construcción del sistema agroalimentario argentino. El 

proceso de desregulación económica y la modernización agraria en Argentina, mediado por 

el desarrollo tecnológico y la adopción y producción de divisas extranjeras como indicador del 

crecimiento económico, no solo reconfiguró el sistema productivo, sino que también acentuó 
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las desigualdades estructurales entre regiones y sectores. Tal como advierte Manzanal (1988), 

estas transformaciones profundizaron la crisis socioeconómica de las economías regionales y 

agravaron las condiciones de producción de los pequeños productores y minifundistas, 

traduciéndose en una pérdida creciente de autonomía, desprotección y exclusión frente a los 

mercados nacional e internacional. 

  

El proceso hiperinflacionario de mediados de los ‘80 había generado algunos embates sobre 

el desarrollo de los predios hortícolas como muestran los testimonios de los horticultores 

familiares de Río Gallegos. Los costos de insumos y materiales para la mejora o instalación de 

infraestructura eran tan oscilantes, que alteraban permanentemente los planes de los 

productores:    

“... en el ‘83, con Alfonsín como toda campaña política siempre tiran 

créditos… me dieron en ese momento un crédito con fines productivos… 

pero fue tanto el desfase por la devaluación de la moneda, que lo que 

se pidió, supongamos eran 20 mil pesos, no alcanzó para nada. Me 

acuerdo de que, con eso, al final hicimos un invernadero de 7x3 cuando 

el crédito había sido pedido para hacer un invernadero de 1000 metros 

cuadrados… Fue tanta la inflación que hubo en ese momento… era la 

época que vos comprabas la nafta para todo el mes porque no sabías 

lo que iba a pasar…” (Carlos, 2015)   

 

Sin embargo, en los ‘90, con la llegada de la presidencia de Carlos Menem, la situación es vista 

por los productores como oportuna, en la medida en que la implementación del programa de 

“la convertibilidad”, con la equiparación del valor del peso al dólar, sostuvo eventualmente 

los valores de los insumos utilizados por la actividad, y facilitó el acceso a otros bienes de 

capital. Por ejemplo, los chacareros accedieron a maquinarias e insumos como tractores, 

semillas o plásticos para la construcción de coberturas de forzado. La buenaventura de la 

política económica del gobierno nacional generó, por un lado, una situación de crecimiento 

de la demanda de la producción local, lo que tensionó las relaciones sobre la gestión de la 

oferta y la atracción de la demanda en la comercialización de los productos.  

 

“Para mí del ‘78 al ‘83 en realidad era un hobby. A partir del ‘83 con el 

invernaderito funcionando…fuimos viendo que las cosas iban andando y 
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dijimos: ‘bueno, esto puede tener futuro’. Así que empezamos a dedicarnos con 

más ímpetu. Aparte, venía mucha gente en esa época por el valor de la 

moneda, estaba el uno a uno, venía mucha gente de Chile a trabajar. En ese 

momento un jornal te costaba 300 dólares mensuales, más vivienda (...) Yo 

llegué a tener tres cuatro empleados…. el problema de la parte hortícola es la 

maleza, y el problema que tenés acá con los herbicidas es que los cambios de 

temperatura son tan fluctuantes que el herbicida no actúa…, para que los 

herbicidas actúen en el suelo para matar la semilla depende de la temperatura 

de suelo y una temperatura ambiente determinada... Así que todo lo que eran 

labores culturales se hacían a mano, por eso necesitaba 3 o 4 personas…. En 

ese momento, que fue el año ‘94, fue la época buena de las chacras, cuando 

se vendía un paquete de lechuga a un peso y no se tenía en cuenta que ¡un 

peso era un dólar!... en ese momento, un pie de madera valía 80 centavos, o 

sea, valía menos que un paquete de lechuga, por eso también se pudo llegar 

a hacer una hectárea de invernaderos. Es decir, se podían hacer inversiones 

en base a lo que vos producías.  

Yo en el año ‘94 me compré una camioneta 0km por 20.000 dólares, eran 

20.000 paquetes lechuga, y la chacra producía 30.000. O sea, me quedó plata 

hasta para salir de vacaciones. Pero fue solo ese periodo, 94-95-96 después ya 

se calmó.  

Se calmó también porque…  cuando éramos seis y siete productores, vendíamos 

bien. Pero después, cuando ya todo el mundo empezó a ver que era un negocio 

rentable, todo el mundo quería tener una chacra para vender lechuga, ¿y qué 

es lo que hizo esto? hizo que se saturara el mercado y bajó el precio, de un 

peso bajo a 40 centavos. Y claro, porque los consumidores tenían muchas más 

opciones…” (Carlos, 2015)  

 

Sin embargo, aunque el nuevo contexto se presentó expectante para el sector, propició por 

otro lado, procesos de cambio sobre el uso y propiedad de la tierra, lo que mostró las primeras 

discrepancias entre los propios productores. Tal como se advierte en el testimonio de Carlos, 

la diversificación del sector creó nuevos oferentes que competían ante la superposición de 

los espacios de venta que no eran controlados por los productores, sino por las gerencias de 
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los mercados de esa época. Estas tensiones se profundizan hacia mediados de los 1990, que 

además de la competencia que había surgido internamente entre los productores, la 

extensión de las rutas pavimentadas que interconectaron al noroeste del país con el sur de 

la Patagonia, posibilitando la llegada de los camiones refrigerados de esa zona. Esto, no solo 

diversificó más la oferta, sino que además incorporó al mercado local un volumen de 

productos de menor costo y con mayor frecuencia, impactando en la reducción del precio 

final de venta en la góndola, y en los volúmenes de productos locales colocados en estas bocas 

de expendio tradicionales.  

 

Tal como señalaba el Tano:  

 

“...con un kilo de lechuga que provenía del norte, los supermercados la 

vendían acá y ya pagaban el cajón de 15 kilos completo que llegaba del 

norte (...) En esa época necesitaban volumen para que les compense el 

viaje hasta acá, o sea, ellos tenían que traer mucha cantidad de lechuga 

para llenar el equipo del camión. Entonces, qué pasa, a nosotros nos 

seguían comprando por una cuestión de “compromiso social”, pero nos 

compraban menos cantidad. Nos achicaron el espacio de venta. Nunca 

nos dejaron de comprar, pero te ponían cinco cajones con lechuga del 

Norte y nos dejaban un cajón a nosotros con lechuga (...) También lo 

sostuvimos porque nosotros hinchamos para que se sostuviera esa 

compra, y porque también era una parte social y porque había gente 

que buscaba nuestra lechuga. Pero ¿qué pasó?, cómo la gente la seguía 

buscando, le terminaron recargando el 200% a esa lechuga en el precio 

de góndola...Entonces, había gente que la llevaba igual porque le 

gustaba, pero había otra gente que no, porque era muy cara y entonces 

llevaba la del Norte. De este modo, terminaban haciendo crecer más la 

venta de la lechuga del Norte, ¿me entendés? ...” (Tano, 2015) 

 

Este desplazamiento del sector hortícola se da en casi todos los puntos de la provincia que 

funcionaban con abastecimiento directos de las zonas de chacras. Hasta antes del ‘95 

recuerda el Tano, los productos se podían vender porque la competencia del norte no era tal. 

Aun cuando había diferencias dentro de los 7 u 8 productores que se habían asentado en la 
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zona, las posibilidades de abastecimiento se presentaban porque los camiones en esa época 

no llegaban con frecuencia a los supermercados, y además eran camiones sin refrigeración. 

Las jaulas con las verduras se transportaban en las cajas de los vehículos tapadas con lonas, 

lo que hacían que lo que llegaba oportunamente a las localidades estuvieran en malas 

condiciones. El Tano nos cuenta que: “...los camiones tardaban. A veces no entraban y había 

mucha venta para nosotros, por ejemplo en esos tiempos sacamos 500 paquetes por día, o 

600 paquetes de lechuga por día…” (Tano, 2015) Incluso en los testimonios de Benito 

encontramos que por el mismo tiempo su producción abastecía los supermercados de la 

ciudad de Ushuaia vía aérea; “...hoy día, abastezco tres Anónimas de Gallegos, pero al 

principio incluso abastecía la de Gallegos y la de Ushuaia…mandaba en avión desde Gallegos, 

pero después cuando empezaron los camiones ya no se pudo…no somos competencia…” 

(Benito, 2015) 

Eran tiempos auspiciosos decía el Tano, pero los cambios en los transportes y en los caminos 

impactó de lleno sobre la producción local, y trajo el decrecimiento de la actividad, exigiendo 

pensar en estrategias para perdurar:  

“...me acuerdo de que veníamos a las 6 de la mañana acá [la chacra]… 

los sábados o para el día de la madre venía mi papá, dos empleados 

más que teníamos y también llegaban mis dos hermanos o mi hermana 

sola y yo, sacábamos lechuga hasta las 8:30 y la llevábamos al super… 

Cuando los supermercados se establecieron bien, empezaron a venir 

más camiones, y con las rutas asfaltadas y los camiones térmicos, 

empiezan a venir desde Mendoza y la producción empieza a caer. 

Entonces nos entramos a chocar un poquito todos, empiezan los 

problemas, y ahí nace la Asociación…” (Tano, 2015) 

En este marco, el Estado redujo su función protectora y adoptó una postura compensatoria, 

focalizada en políticas asistenciales que reforzaron una mirada residual y gregaria sobre la 

agricultura familiar. Este repliegue estatal dejó al descubierto una concepción fragmentada 

de la política pública, que desestimó las potencialidades productivas y territoriales de los 

pequeños agricultores, subordinándolos a una racionalidad económica centrada en la 
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concentración, la escala y la integración subordinada al mercado global (Manzanal, 1988; 

Murmis, 1994; Trpin y López Castro, 2014). 

Frente a la apertura desregulada de los mercados y lejos de políticas proteccionistas de las 

economías regionales, se empujó a los productores a la arena de la competencia desigual. 

Ante una lógica de acumulación que los arrojó hacia las márgenes del sistema 

agroalimentario, los testimonios van a reconocer que para revertir las dificultades que 

atravesaban como sector productivo, fue necesario el desarrollo de diferentes estrategias, 

algunas construidas desde los productores, y otras conjuntamente con organismos 

científicos y técnicos radicados en el territorio provincial.   

El proceso de modernización agraria que se inicia en la década de 1960 y se intensifica en los 

años ’90, redefinió los modos de producir en el agro argentino. Este proyecto modernizador, 

aunque sin un perfil de beneficiario explícitamente delineado, orientó sus políticas hacia los 

denominados productores medianos viables, es decir, aquellos con capacidad para absorber 

rápidamente las innovaciones tecnológicas y responder eficazmente a los estímulos del nuevo 

paradigma productivista. De modo que, como señala Alemany, el proceso de modernización 

agrícola, orientado a insertarse en la división internacional del trabajo, relegó las 

producciones familiares mediante una lógica de exclusión productiva, agravando sus 

condiciones de producción y reproducción.  

La desigualdad en las posibilidades de desarrollo es el trazo constante de este 

proceso de modernización, concentrado en la agricultura pampeana de 

exportación (…) Uno de los roles claves del Estado en el proceso de 

modernización agrícola fue el de adaptar la estructura productiva a la 

división internacional del trabajo, mediante el control de las actividades poco 

rentables, pero necesarias para la reproducción del capital. Era necesario 

impulsar un modelo centralizado de planeamiento, que pudiera ser un medio 

de asignación de prioridades, y que se orientara a desarrollar las tecnologías 

que inducían al uso masivo de maquinaria e insumos modernos de origen 

industrial (Alemany; 2014: p. 8 - Las negritas son propias-) 

Mediados por el desarrollo tecnológico y la incorporación de las divisas extranjeras como 

parámetro de crecimiento, se acentuaron las diferencias sobre las condiciones de producción 
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entre los sectores pampeanos y extrapampeanos trayendo como consecuencia, la 

agudización de la crisis socioeconómica de las economías regionales. La pequeña producción 

y el minifundio quedaron excluidos de las metas de modernización impulsadas por el Estado. 

Si bien algunos productores pequeños y medianos lograron reconvertirse, muchos otros se 

vieron forzados a abandonar la actividad ante la creciente concentración de recursos, escala 

y saberes requeridos por el nuevo modelo dominante (Alemany, 2014, p. 9). Tal como señalan 

Nogueira y Urcola:  

Este proceso se caracterizó por la difusión de la siembra directa como técnica 

de cultivo, la incorporación de maquinaria de mayor tamaño y complejidad, la 

introducción de biotecnologías relacionadas con el uso de semillas 

transgénicas resistentes a un determinado herbicida (como es el caso de la soja 

RR resistente al Glifosato) y la inclusión de tecnologías de la gestión 

empresarial. Muchos productores -pequeños y medianos- utilizaron los 

programas para reconvertirse y contar con la escala necesaria que los nuevos 

formatos requerían. Muchos otros, sin embargo, se vieron forzados a dejar la 

actividad (Nogueira y Urcola; 2013: P- 11) 

Además de generar una creciente simplificación y homogenización de los agroecosistemas, 

que derivó en la pérdida de autonomía, desprotección y desigual participación dentro del 

mercado nacional y provincial, para la producción familiar trajo como correlato un 

acorralamiento del sector que presionó, tal como se continuará viendo en los testimonios, la 

búsqueda necesaria de alternativas productivas y laborales para enfrentar la crisis y 

sostener los sistemas productivos. Al respecto Elverdín y Catalano (2005) señalan: 

 La década pasada significó para el agro argentino una reconfiguración 

del sistema agroalimentario y un reordenamiento territorial (…) trajo 

entre otras consecuencias, una creciente simplificación y 

homogeneización de los agroecosistemas (…) En la pequeña 

producción familiar tuvieron lugar simultáneamente dos procesos 

relevantes: a) una modificación de la estructura agraria, ya que entre 

censos se da una reducción significativa del orden de 103.000 

productores, y b) una búsqueda de alternativas productivas y 



134 
 

laborales para enfrentar la crisis y poder mantenerse dentro de los 

sistemas productivos (Elverdín y Catalano, 2005: p. 2). 

El objetivo estuvo puesto en promover y priorizar el desarrollo de tecnologías intensivas de 

insumos y capital, que condujeran a la concentración de este último, empujando al “pequeño 

y/o mediano productor agropecuario” a perseguir la reconversión de sus modos de 

producción implementados hasta ese momento. En esta etapa, se acentúan las diferencias 

entre las condiciones y medios de producción de los agronegocios y de la Agricultura Familiar.  

Retomando la línea de análisis sobre los testimonios de productores riogalleguenses, como el 

del “Tano”, evidencian cómo la experiencia asociativa se apoyó en una racionalidad colectiva: 

desde el inicio, compartieron conocimientos, maquinaria, trabajo y redes de apoyo mutuo 

para sostener proyectos comunes ante la necesidad de ganar terreno al mercado del norte, y 

por otro lado, buscaban abrir nuevas posibilidades para integrar la producción local a nuevos 

circuitos comerciales, productivos o mercados de venta.  

En este sentido, el impulso de los programas nacionales e internacionales que se orientaban 

a promover una reconversión de los sistemas productivos, eran incentivos institucionales en 

línea con los intereses de la propia organización de productores. Sin embargo, aunque serán 

reconocidos como auspiciosos no dejan de responder a un esquema de desarrollo 

tecnológico, que pregonaba la modernización de los agroecosistemas como alternativa de 

crecimiento (lineal) económico.  

Durante este periodo, el Estado se presentaba políticamente hipertrofiado, innecesario y 

obsoleto (Oszlak, 2001 en Nogueira et. al. 2013). Hay un desentendimiento del Estado en 

materia de regulación y/o protección social, donde asume casi exclusivamente un carácter 

gerenciador, encomendado a gestar las condiciones necesarias para el libre desarrollo del 

sector empresarial, delegando las decisiones comerciales y de regulación de la producción a 

este sector45.  

 
45 “En Argentina, dos leyes dieron el puntapié inicial a lo que sería una década de retiro del Estado de la 

sociedad y el contexto para la aplicación de estrategias políticas cuyo saldo fue el aumento de la desigualdad 
y la concentración económica: la Ley 23.696 de Emergencia Económica y Social y la Ley 25697 de Reforma del 
Estado (1989). La política macroeconómica Argentina, basada en la convertibilidad que permitió la paridad 
peso/dólar, organizó buena parte de las políticas públicas que acentuaron su carácter asistencial, técnico o 
sanitario dejando su clásico rol de sostén y protección de la producción agropecuaria a partir de la eliminación 
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La participación institucional quedó fundamentalmente limitada a la implementación 

empaquetada de estos programas con financiamiento externo, que pregonaban ficticiamente 

la promoción del desarrollo agrario interregional.  

Estos programas se focalizaban en los sujetos más empobrecidos del ámbito agropecuario, 

promoviendo el desarrollo de su capacidad para generar el autoempleo como estrategia para 

evitar la migración rural y fomentar el desarrollo productivo hacia los centros urbanos:  

...la decisión del gobierno nacional de adoptar políticas diferenciadas 

para minimizar los costos del ajuste impulsó los programas de 

desarrollo rural y asistencia a los sectores más vulnerables de la 

sociedad agraria. El objetivo de estos programas no tenía que ver, en 

ese momento, con la contribución de este segmento a la producción 

nacional, sino con la capacidad de generar autoempleo; retener 

población rural y evitar migraciones hacia los centros urbanos; ocupar 

el territorio como política geoestratégica; atenuar la degradación de los 

recursos naturales y mitigar parcialmente la pobreza de un sector de la 

sociedad históricamente marginado (Lattuada et al 2012; p. 15) 

En este contexto, la intervención de organismos de ciencia y técnica como el INTA fue 

ambivalente. Por un lado, a través de la ejecución de programas como Cambio Rural, 

PROHUERTA, PROINDER o el PSA abrieron ventanas de oportunidad para los productores 

familiares. Pero por otro, funcionaron como instrumentos de reconversión bajo una lógica 

transferencista que desplazó tecnologías blandas –arraigadas en el saber local– por 

tecnologías del capital, muchas veces desconectadas de las capacidades reales del territorio.  

Si bien el acompañamiento técnico del INTA fue clave para impulsar procesos de organización 

productiva y ensayos de diversificación, en muchos casos se percibió como insuficiente o mal 

articulado con las necesidades reales del territorio.  

Este será un momento bisagra en la reconsideración de la agricultura familiar como sujeto 

del desarrollo. Durante este período, los organismos internacionales para “el desarrollo” 

 
de entes reguladores como la Junta Nacional de Carnes, la Junta Reguladora de Granos, la Dirección Nacional 
del Azúcar y la Comisión Reguladora de Yerba Mate, entre otras” (Barsky y Gelman, 2009 en Nogueira et al 2013, 
p. 10 - las negritas son propias-) 
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recomiendan la gestión de una estrategia que contribuya a la cohesión y la inclusión social, 

mediante la vinculación competitiva de los territorios rurales (y periurbanos) a mercados 

dinámicos. Se sientan las bases para la coordinación y cooperación entre agentes: 

económicos, sociales y gubernamentales, apuntando a la inclusión de los sectores pobres y 

socialmente excluidos, a los procesos productivos y de desarrollo institucional (Schejtman y 

Barsky, 2008 en Nogueira y Urcola, 2013). 

Durante la década del ’80, el desarrollo rural comenzó a adquirir visibilidad institucional con 

la creación de dispositivos como el Programa Nacional Agropecuario (PRONAGRO) en 1984 y 

la Unidad de Coordinación de Planes y Proyectos de Investigación para Productores 

Minifundistas en el INTA en 1987. Estos antecedentes, sin embargo, se vieron limitados por 

la oposición de sectores de mayor escala productiva y por restricciones impuestas por los 

planes económicos vigentes. Es recién a comienzos de los '90 cuando se inicia una expansión 

significativa de los PDR, tales como el Programa de Apoyo a los Pequeños Productores del 

Noreste Argentino (PPNEA), el Programa Federal de Reconversión Productiva para la Pequeña 

y Mediana Empresa Agropecuaria (Cambio Rural) y el Programa Social Agropecuario (PSA). En 

este punto, Manzanal (2009) destaca que estos programas no surgen por presión de 

organizaciones de productores, como indica para el caso brasileño, sino que fue por impulso 

de organismos del Estado nacional y de financiamiento internacional como el FIDA y el BID46. 

 

Los PDR permitieron visibilizar la existencia de la pobreza rural en Argentina, hasta entonces 

negada por el mito del país como "granero del mundo". Pero también, como indica Schneider, 

su aparición en el mismo momento que se consolidaba el modelo neoliberal —caracterizado 

por privatizaciones, desregulación y apertura económica— señala una paradoja central: estos 

 
46 El INTA a nivel nacional llevó adelante la coordinación operativa, ejecución y evaluación de varios programas, 

que sumado el Programa de Minifundio ya creado en 1985, fueron centrales para los sectores pobres del agro: 

“...el Programa de Promoción para la Autoproducción de Alimentos (PROHUERTA, 1990 y continúa) y 

Programa  Federal para la Reconversión Productiva de los Pequeños y Medianos Productores (Cambio Rural, 

1993 y continúa); y bajo la órbita de la ex SAGPyA: el Programa de Reconversión de Áreas Tabacaleras (PRAT, 

1989 y continúa), Programa de Crédito y Apoyo Técnico para Pequeños Productores del Noreste Argentino 

(PNEA, 1991-1996), Programa de Servicios Agropecuarios (PROSAP, 1992 y continúa), Programa Social 

Agropecuario (PSA, 1993-2013),25 Proyecto Forestal de Desarrollo o Componente de Apoyo a Pequeños 

Productores para la Conservación Ambiental (CAPPCA, 1997-2003), Ley de Inversión para Bosques Cultivables 

(Nº 25.080, 1998 y continúa), Proyecto de Desarrollo de Pequeños Productores Agropecuarios (PROINDER, 

1998-2011), Proyecto de Desarrollo Rural de las Provincias del Noreste (PRODERNEA, 1999- 2007), Proyecto 

de Desarrollo Rural de las Provincias del Noroeste (PRODERNOA, 1999-1012)” (Nogueira y Urcola; 2013: p. 

26) 
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programas se orientaban a mitigar los efectos sociales del ajuste, más que a modificar 

estructuralmente las condiciones de producción del sector. Desde esta óptica, los PDR 

aparecen como dispositivos de contención, cuyo financiamiento estaba respaldado por 

créditos que engrosaban la deuda pública nacional o provincial. 

 

Desde entonces, comenzó a difundirse y aceptarse más generalizadamente la 

existencia de pobreza rural en Argentina (situación que antes se ocultaba tras 

la imagen de que Argentina era el granero del mundo).  Este reconocimiento 

permitía que instituciones crediticias, como el Fondo Internacional de 

Desarrollo Agrícola -FIDA- se acercaran a las instituciones nacionales 

competentes para ofrecer su dinero y sus servicios y promover el diseño de 

PDR a partir de préstamos y créditos por ellos otorgados (Manzanal y 

Schneider, 2010: p. 11) 

 

En línea con estos procesos, hacia 1996 a nivel provincial el INTA de Santa Cruz y su par 

provincial, el Consejo Agrario Provincial (CAP), también diseñaron e intentaron promover el 

Programa de Desarrollo de la Agricultura en Santa Cruz.  

Este programa, coincidente con los principios de los PDR y de la política nacional, estableció 

como finalidad, producir un impacto en el producto bruto agropecuario (PBA) de la provincia. 

Para esto, el INTA y el CAP apuntaban a poner en valor, en términos de ventajas comparativas, 

las características geográficas donde se ubica Santa Cruz, como una alternativa estratégica 

para generar productos diferenciados (como frutihortícolas, semillas y/o flores), de alta 

calidad, en contra estación respecto a mercados nacionales e internacionales (MERCOSUR y 

Hemisferio Norte). Transformar el esquema productivo requería sin dudas, cambios a escala 

material y simbólica, pues el desenraizamiento de la tradicional forma de organizar la 

producción agropecuaria de la provincia, exige cambios sobre conciencia agropecuaria, en los 

modos y tipo de producción prevalentes. 

La estrategia de desarrollo promovía el crecimiento de la superficie agrícola cultivada y la 

correlativa creación de nuevos puestos de trabajo. Operativamente se anclaba en orientar la 

producción hacia los mercados que presentaran oportunidades comerciales para los 

productos de la provincia; concentrar esfuerzos en generar productos de alto valor, creando 

diferenciación por procedencia con certificación de calidad. Esto implicó identificar cultivos 



138 
 

que se adaptaran a las condiciones que ofrece la provincia y generen mayor rentabilidad 

económica y social;  definir tecnologías más avanzadas para alcanzar mayores índices 

productivos bajo el concepto de sustentabilidad ecológica; promover formas asociativas 

para la comercialización e  industrialización de la producción; crear la infraestructura mínima 

indispensable para asegurar procesos de post cosecha y comercialización; establecer 

mecanismos de asistencia financiera y técnica; generar mayor protagonismo institucional 

mediante el establecimiento de normas y legislación para la conservación del recurso natural, 

la sanidad vegetal, y el uso agroquímicos;  y capacitar para el desarrollo empresarial a los 

productores y fuerza de trabajo especializada (INTA, 1996: p. 4).   

Como se ve, por un lado, la programática apuntaba a asistir situaciones de emergencia social, 

y por otro, a promover mediante un cambio en las metodologías de organización del sector 

de los pequeños agricultores familiares una reconversión de sus modos de producción, a fin 

de adaptarlos a las necesidades tecnológicas y comerciales del mercado internacional. 

Los cambios en la política productiva, económica del país y en particular sobre la dinámica del 

mercado nacional, provincial y local, impulsó entonces a los productores hacia la exploración 

por nuevos productos, avanzar en otros sentidos más allá del local, e incorporar nuevos 

“paquetes tecnológicos” orientados a la diversificación, diferenciación e intensificación de la 

producción agropecuaria que condujeran a incrementar los índices productivos y su inserción 

en “nichos” del mercado globalizado. 

Tal como se señaló, el Programa de Desarrollo de la Agricultura en Santa Cruz impulsó 

acciones que apuntaban a la gestión de una estrategia de Desarrollo Rural mediada por 

alianzas competitivas entre agentes: económicos, sociales y gubernamentales, construidas 

estratégicamente en términos de la rentabilidad económica. De modo que, además de 

intentar el desarrollo de estrategias de comercialización asociativas como las mencionadas 

en el capítulo anterior, otras de las acciones que emprendió la Asociación de Productores 

Frutihortícolas de Río Gallegos, fue la de convenir con el Municipio la posibilidad de 

incorporar a la sede del INTA de Santa Cruz un personal técnico que pudiera abocarse a 

trabajar en sentido de las necesidades técnico-productivas que presionaban al sector.  

Básicamente como señala el Tano, “...se necesitaba del INTA para que pudiéramos 

organizarnos en temas como qué sembrar, qué formas de siembra se podían generar, qué tipo 
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de rotaciones se podían hacer y no chocarnos…” (Tano, 2015). Entonces, se incorpora el 

primer técnico: Javier Cirielli, que se contrató como Asociación, en convenio con la 

Municipalidad y el INTA.   

A partir de su ingreso, se empezaron a introducir algunas mejoras sobre los sistemas, se 

incorporan riegos por microaspersión y se instalan cabezales de riego, se generaban pequeñas 

mejoras que eficientizaban el manejo de los cultivos, disminuyendo tiempos y pérdidas de 

cosechas. Más tarde, pensando en diversificar la producción, la Asociación apostó al 

desarrollo de cultivos alternativos respecto a lo que se venía desarrollando en la zona, y se 

orientaron al cultivo y cosecha para exportación de bulbos de tulipanes y semillas de 

espinaca. 

La primera de las propuestas inició de parte del técnico recientemente incorporado, quien 

según refiere los productores, era un profesional curioso que buscaba información 

actualizada, y convincentemente, que los movilizaba a probar nuevas alternativas 

productivas. En ese marco, la Asociación logró que el técnico y algunos productores pudieran 

viajar a Holanda para conocer el manejo de los cultivos de tulipanes. La formación llevó casi 

tres meses, y al retorno, la Asociación apoyada por el Municipio de Río Gallegos, realizó la 

compra de un container de bulbos para comenzar la siembra en la zona de chacras. Según nos 

relatan los productores, “...el acuerdo era que nosotros producimos los bulbos para enviar a 

Holanda, vendiéndolo en contraestación…” (Tano, 2015)  

 

A la par de los trabajos prediales que implicaba para cada uno la producción hortícola en sus 

propios lotes, que nunca se abandonó, la primera siembra de los bulbos fue un trabajo 

asociativo que dispuso hacerse en la chacra de uno de los socios. Para los trabajos iniciales, 

cada uno aportó distintas capacidades: algunos contribuyeron con maquinaria, y otros con 

horas de trabajo manual o de manejo de máquina. Luego de la primera experiencia en la 

chacra de uno de los socios, se replicó en dos sitios más, una charca de la zona propia de otro 

socio, y en un predio dentro del medio rural (Palermo Aike) que fue sugerida por el INTA, a 

fin de evaluar comportamientos en zonas alejadas de la ciudad. Sin embargo, aunque se logró 

obtener una primera cosecha para enviar a Holanda, dificultades en la logística del despacho 

del primer embarque con aduana, dejó varada la carga en el puerto de Trelew, que terminó 

pereciendo.  
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Se había aprendido el trabajo de producción, pero no se había articulado adecuadamente el 

trabajo interinstitucional para resolver la logística de la pos-cosecha. Tal como dice el Tano:  

 

“... al principio anduvo bien, pero después claro, nos encontramos con que no 

era tan fácil. El tema…de la post cosecha. No pensábamos que fuera tan 

complicado. Yo lo había visto allá, pero bueno (...) nosotros en realidad 

teníamos que cosecharlos, embalarlos al toque. No pensábamos en un post 

cosecha para seguir (…) ahí ya se desgastó todo, pensar en la post cosecha era 

un qui—-…” (Tano, 2015)   

 

Esta situación, si bien desmotivó la iniciativa de exportar, por otro, instó a los productores a 

continuar buscando opciones, en especial por el despliegue y la inversión de recursos y 

tiempo implicado en la actividad. Dado que el problema no radicaba en las labores culturales, 

sino básicamente en la cadena de distribución y comercialización, se repensaron estos 

puntos, y según señalan, 

  

“...empezamos a vender los bulbos en sobrecito, en lugares como viveros o 

comercios locales. Con la ayuda de los técnicos de INTA, se pudieron incluir 

otras localidades de la provincia y la región…” (Tano, 2015)  

 

Recuerda que con este cambio muchas de las semillas llegaron a enviarse a la zona de Esquel 

y El Calafate. No obstante, este adecuamiento se vería limitado en la medida que el mercado 

no superó el nivel regional, de manera que la iniciativa entró nuevamente en declive. 

 

Por esos años emerge una nueva oportunidad para el grupo de asociados. Un contacto desde 

Dinamarca abrió la posibilidad de continuar explorando un nuevo nicho de producción. El país 

europeo proponía al igual que el holandés contrarrestar los tiempos en contraestación, pero 

para esto buscaba inicialmente probar el comportamiento de unas 100 variedades de semillas 

de espinaca en tierra santacruceña, de las que se optaría por una variedad que debía 

reproducirse en las condiciones estrictamente indicadas por la empresa. A través de una 

empresa subsidiaria asentada en Capital Federal, Buenos Aires se estableció el contacto con 

el presidente de la Asociación De Productores. En vista de los ánimos de continuar 

propiciando alternativas que pudieran reposicionar al sector frente a la retracción que estaba 
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generando la introducción de la verdura del noroeste argentino, y a fin de continuar 

construyendo colectividad entre los productores, se decidió apostar a esta nueva alternativa.  

 

Tal como lo relata el Tano, el último contacto vino de Dinamarca, lo habían contactado 

personalmente, pero teniendo presente los problemas que los atravesaban como grupo 

productivo, sumado a limitaciones de infraestructura propia, optó por involucrar a otros 

socios:  

“... se contactaron primero conmigo desde Buenos Aires. Yo necesitaba 

mucho espacio para hacer lo que necesitaban, entonces se los tiró a 

Tristán, a Julio, y a otros más para hacer un poco cada uno. El primer 

ensayo igual lo hicimos acá en mi chacra (...) Esta empresa 

dinamarquesa tenía en Buenos Aires una subsidiaria que era de ellos, 

entonces a diferencia de lo que había pasado con los tulipanes, le 

enviábamos las semillas a Bs As., y luego ellos se encargaban de 

mandarla a Dinamarca. Esta vez pudimos sembrar hasta en una 

estancia "La 3 de enero" (Tano, 2015) 

 

Sin embargo, después de tres años la producción se suspendió por dos razones que reconoce 

el Tano:  la primera era que la subsidiaria se vendió a EE. UU. y las políticas institucionales de 

la empresa cambiaron, “...La empresa es comprada por una americana, y el tipo que se 

conectaba con nosotros nos explicó que iba a darse un cambio de política. Creo yo que una 

razón fue esa…” (Tano, 2015) La otra razón, fue que, aunque esto no hubiese acontecido, el 

grupo se había quedado sin la superficie necesaria para hacer las rotaciones entre 

invernaderos, dado que la siembra de esta especie exigía que por cinco años no se sembrase 

en el mismo lugar. 

  

La condición determinante de producir de manera comunitaria, en el marco de relaciones que 

se establecen con mercados monopólicos y de demanda extranjera, dejó permanentemente 

en posición de desventaja a los productores, que ante las eventualidades acontecidas no 

encontraron mayores márgenes de maniobra para posicionarse con los productos en el 

mercado nacional. Los cultivos tenían nichos acotados de aprovisionamiento en volúmenes y 

características generadas. Se dió un derrotero de experiencias innovadoras que emergen y 

desaparecen en cortos periodos de tiempo, dos o tres temporadas. Los productores 
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desarrollan prácticas gestivas sobre la identificación de problemas, construyen soluciones 

posibles y se efectiviza un plan de operaciones: se capacitan, adquieren nuevas destrezas 

productivas, reorganizan sus espacios de producción de manera colectiva o individual, 

gestionan recursos. Pero en todos los casos este ciclo se mantiene, no lográndose la 

reorganización del plan ante lo imprevisto, en palabras de Mathus (1985), no se logran 

asegurar la corrección de las desviaciones entre la realidad y lo planificado. 

 

Esto es, el proceso de planificación como praxis, síntesis de la mediación entre la construcción 

de conocimientos y saberes a través de la propia práctica planificada, no logró encauzar 

procesos de improvisación frente a cambios del plan durante su ejecución, tal como los define 

este autor. En otras palabras, los cambios eventuales que surgieron a partir de la 

implementación de cada uno de los proyectos demostraron en algún punto la imposibilidad 

de lidiar tácticamente con la corrección de las desviaciones que introdujeron sobre el plan 

original. Por momentos, algunas acciones improvisadas se lograron dar para no perder los 

objetivos del plan, tal como se advirtió en el caso de la redirección de las ventas regionales 

de los bulbos de tulipanes, o incluso sobre los objetivos sociales y productivos que perseguía 

la Asociación como tal, cuando se indican los procesos de reconversión en la que se vieron 

implicados los socios, no obstante estas situaciones terminan decantando en acciones 

aisladas que no logran revertir la situación problemática originalmente planteada por el 

sector, y por la que se gestaban aquellas distintas propuestas. Sin embargo, en primer lugar, 

las propuestas estuvieron condicionadas por factores a priori y una condicionalidad a factores 

externos como fueron las tendencias macroeconómicas que motorizaron este tipo de 

alternativas, y por otro lado, como concluye Cepparo, el aborto de los desarrollos estuvo 

limitado por la falta de coordinación entre las instituciones y organizaciones de productores 

del medio, y la recurrencia en inconvenientes en el transporte y la comercialización de la 

producción, provocaron el abandono de la perspectiva comercial y económica puesta sobre 

estas producciones (Cepparo, 2013: p. 79 y 80).  

 

Las iniciativas colectivas, aunque innovadoras, no lograron registrar la sostenibilidad 

deseada por la Asociación, como tampoco revertir las presiones del mercado del “norte”, de 

modo que las pequeñas experiencias que se habían gestado fueron perdiendo impulso, y 

quedaron como eventuales hechos anecdóticos. Tal como señala Cepparo, la persistencia de  
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Elementos estructurantes tradicionalmente arraigados en el sistema 

agrario e íntimamente relacionados (…) han condicionado la evolución 

de la actividad agrícola y de las decisiones y acciones de la sociedad… 

Es el caso de la permanencia de grandes superficies incultas a pesar de 

la existencia de zonas aptas o medianamente aptas para los cultivos. 

En segundo término, han retrasado la dedicación más plena, más 

comprometida y continua de los propietarios hacia las plantaciones, o 

no han modificado la creencia que la agricultura es imposible o que es 

una actividad solo con dedicación part time (Cepparo; 2007B: P- 6) 

 

El declive afectó la dinámica de la organización, e incluso en algunos casos generó una clara 

retracción sobre la ocupación y propiedad de la tierra, registrando testimoniales en los que 

se manifiestan claros intentos por volver a subdividir los terrenos adquiridos durante los ‘70:  

 

“...venderlo? no se puede, no es que no me falten ganas de lotearlo, lo 

que sucede es que no se puede lotear porque es un terreno fiscal. En ese 

momento, y por una falla de mensura el terreno quedó sin frente, tiene 

solamente 11 metros de frente es un trapecio de 11 metros de frente 

con 225 de cateto mayor sería, y después tiene diagonal de 300 y pico 

y otra diagonal de 222 así es totalmente irregular, así que es imposible 

y está dentro de todas propiedades, así que no tiene acceso…” (Carlos, 

2015)  

 

Aquí cabe abrir un paréntesis y mencionar que tanto en este periodo como en lo que vendrá 

a posteriori de los ‘90, la política de urbanización presentará disonancias entre sus 

componentes, siendo que los procesos de planificación urbana han tenido una impronta más 

regulatoria que proactiva.  

 

Con la reforma constitucional del ‘94 en Argentina, los gobiernos municipales comenzaron 

a tener potestad sobre la regulación en la ocupación del suelo en general y de las tierras 

fiscales (públicas) en particular. La autonomía adquirida, sin embargo, no se tradujo en 

procesos que trascendiera la regulación municipal sobre aspectos puntuales como contenidos 

en los códigos de edificación, o la sanción de ordenanzas de zonificación, etc. Tal como se 
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señala en el documento oficial de la provincia de Santa Cruz: “Lineamientos De Planificación 

Estratégica Urbana Para Las Ciudades De La Provincia De Santa Cruz”, producido por el 

Consejo Federal de Inversiones (CFI) en 201947  

 

...los andamiajes normativos locales se caracterizan por abordar las 

problemáticas urbanas desde una perspectiva parcial o sectorial, pasiva 

y disociada de la fiscalidad, sin contemplar los aspectos estructurales 

que condicionan su funcionamiento. La falta de actualización de los 

catastros municipales y la habitual falta de coordinación entre las áreas 

que los administran y los órganos de planificación alimentan esta 

realidad (CFI; 2019: pp. 171) 

 

Terminada esta aclaración, es parte de esta disonancia en la política de ordenamiento, que 

parte de la retracción del sector hortícola haya estado a merced de los avances del mercado 

del norte y la desregulación de la oferta. Las entregas de los predios como se ha visto han 

estado sujetas a la impronta puesta en el fomento de la agricultura, su intensificación y 

diversificación productiva, sin embargo, las proyecciones -prospectivas- en este sentido, 

tomaron un carácter parcial / sectorial, sin llegar a consolidar una verdadera política 

coordinada entre áreas técnicas, productivas y administrativas. De modo que, en la medida 

que avanzaron los años, estaba claro que la incursión de aquel mercado -el del norte- había 

llegado para quedarse. 

 

Ante los hitos truncos de la Asociación por revertir esta tendencia, los productores comienzan 

a atravesar procesos necesarios de reconversión productiva individual, que les permitan 

mantenerse dentro del circuito de producción y venta. No podían continuar solapándose 

sobre iguales nichos de productos y mercado, y la forma de lograr eso, fue buscar un cambio 

sobre las especificidades de cada una de las unidades productivas.  

 

Como se advierte en el siguiente testimonio, el decrecimiento progresivo de la superficie 

hortícola provincial a causa de los cambios introducidos por la dinámica de los mercados 

 
47https://jefatura.santacruz.gob.ar/planeamiento-estrategico/direccion-provincial-de-planificacion/  

https://jefatura.santacruz.gob.ar/planeamiento-estrategico/direccion-provincial-de-planificacion/
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nacionales y locales de alimentos frescos trajo como correlato la aparición de producciones 

alternativas a la hortofrutícola. Así, tal como señala el Tano:  

“...con la llegada del mercado del Norte bajó la venta, entonces todos 

de alguna forma nos re-convertimos, salimos a dar valor al producto, 

lo empezamos porque la venta en los supermercados bajó, y teníamos… 

producción, muchas hectáreas de invernaderos (...) El INTA, nos va a 

facilitar llegar afuera para ver cosas nuevas, nos arma un viaje a 

McFresh que era una empresa en Buenos Aires, y nos llevan a participar 

de un seminario de horticultura. Bueno ahí fuimos cuatro o cinco 

productores, el único que agarró viaje con lo de la planta de 

procesamiento y envasado en fresco fui yo…, otro se re- convirtió al 

pescado. A Julio en ese ínterin le sale un crédito, se compra una 

embarcación y, bueno, va para el pescado y abandona la horticultura. 

Aunque la sigue manteniendo… pero más desordenado, se le viene un 

poco abajo. El gringo (vecino del Tano) se tira a las gallinas 

ponedoras…. y Benito con las flores. Benito justo saca un 

microemprendimiento de alta tecnología, de esos que no son 

reintegrables, y hace ese invernadero de policarbonato…, que lo llena 

de flores… de clavel.  

Tristán, que ya no está en la zona, se vuelve un poco a los cerdos, y 

después Javier, cuñado de Tristán, se dedica a hacer pollos parrilleros. 

Se tiran para la producción animal digamos, y estuvo cinco o seis años… 

hasta que dejó… los alimentos suben, y dejó de ser un negocio (...) y se 

hace una distribuidora de pollo… digamos, básicamente trae los pollos 

del norte ya faenados y ahí nace una distribuidora para abastecer 

localmente de pollo que sigue hasta el día de hoy…” (Tano, 2015) 

 

Los procesos de diversificación, desde la experimentación asociativa con semillas de espinaca 

para exportación a Dinamarca, hasta reconversiones individuales hacia la floricultura, la 

producción animal o el procesamiento de alimentos como se visualiza en el fragmento previo, 
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reflejan un giro necesario pero fragmentado, donde la reconversión aparece como respuesta 

a la presión estructural del mercado y al desgaste de las estrategias colectivas.  

 

Por otra parte, la figura del “técnico” o de los organismos de ciencia y tecnología como el 

INTA, fueron reconocidos como catalizadores de cambios. Sin embargo, como narran los 

testimonios, los límites que surgieron al desarrollo y sostenibilidad de los cambios, no 

estuvieron sujetos a la capacidad técnica, sino en las condiciones estructurales para escalar y 

sostener estos procesos. El entusiasmo inicial por la incorporación de nuevas tecnologías 

revela que, aunque el INTA, por ejemplo, fue un actor dinamizador en la transferencia de 

tecnologías, su impacto estructural fue limitado por las condiciones institucionales y 

económicas que estructuraban el campo santacruceño. A menudo, el acompañamiento 

técnico no estuvo respaldado por un entramado logístico, crediticio o comercial que 

permitiera sostener las innovaciones implementadas por el sector.  

 

Con algunas dinámicas diferenciales entre algunos periodos, sujetas a procesos de crisis 

institucional y socioeconómica, intervenciones estatales a favor de la promoción del sector y 

cambios en las formas de organización de los productores familiares, la actividad productiva 

de los periurbanos santacruceños transitará desde fines de los ‘90 una suerte de retracción, 

con destinos más ligados a la autoproducción y subsistencia de las unidades productivas 

familiares.  

 

Después de la crisis de 2001/2002, estos sistemas recobran cierta dinamización en una 

respuesta estratégica a las crisis socioeconómicas. En este contexto, impulsados por políticas 

públicas y programas, los sistemas familiares mostrarán una cierta tendencia a evolucionar 

desde un enfoque de subsistencia hacia un modelo que combina autoconsumo con la 

comercialización de excedentes, contribuyendo a la seguridad alimentaria, la generación de 

empleo y la dinamización de economías locales. 

 

En líneas generales, los sistemas periurbanos en Santa Cruz representan un modelo de 

resistencia y resiliencia, donde la agricultura familiar no solo satisface necesidades básicas, 

sino que también promueve alternativas económicas y sociales inclusivas. Su consolidación 

requerirá políticas continuas de apoyo, inversión en infraestructura y fortalecimiento de 
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redes comunitarias para maximizar su potencial en la construcción de un futuro más 

equitativo y sostenible. 

 

3.2 La institucionalización de la “Agricultura Familiar” como política de Estado 

 

El término "Agricultura Familiar" (AF) comenzó a generalizarse en Argentina a través del 

impulso brasileño en el MERCOSUR, introducida por el modelo institucional del Programa 

Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar (PRONAF) en 199548 y la Ley de 

Agricultura Familiar promulgada en 2006 en el país vecino.  

 

El término evoca el modelo agrícola francés de la segunda posguerra en el que 

“la ‘industrialización’ de la agricultura se hizo sobre la base de una fuerza de 

trabajo y un capital esencialmente familiar; sin una participación efectiva de 

capitales privados y sin el desarrollo de una clase obrera, como fue el caso de 

las industrias no agrícolas” (Lamarche, 1993: 99).  

Esta transformación fue impulsada por el Estado y se organizó en torno a las 

explotaciones medias, incluyendo la profesionalización de la agricultura y el 

encuadre técnico y sindical del campesinado.  

Acuñada por científicos sociales europeos, la categoría es incorporada por 

sindicatos y organizaciones de desarrollo en Brasil, y comienza a circular en 

América Latina en el contexto de descentralización del Estado y de la 

organización territorial de los procesos económicos (Schiavoni, 2019: 43) 

 

En Argentina, aunque existieron algún antecedente ligado a situaciones en los que la noción 

de agricultura familiar comienza a circular en conexión con fines prácticos (definir políticas), y 

a partir de tal como fue la Mesa Nacional de Organizaciones de Productores Familiares en 

 
48 “Servolo de Medeiros (2001) describe el dispositivo heterogéneo de intermediación que colocó al “agricultor 

familiar” en el centro de la discusión en Brasil, en la década de 1990. A través de asesorías, el debate intelectual 

sobre la importancia económica y social de la agricultura familiar comenzó a circular en el medio sindical. Esto, 

aunado a las actividades de formación e intercambio internacional promovidas por la Iglesia y las ONG 

(Organizaciones No Gubernamentales), hizo que los dirigentes sindicales conocieran experiencias europeas. A 

su vez, las limitaciones de la modernización agrícola, evidenciada en la crisis de los agricultores tecnificados del 

sur del país, y el efecto acumulado de las experiencias asociativas promovidas por las ONG, generaron un 

reacomodo de posiciones dentro del sindicalismo que llevó a un aumento de la importancia de los pequeños 

productores y a un declinar político de los asalariados. De este modo, la categoría agricultora familiar 

“rápidamente sustituyó, en el debate político, [...] al término ‘pequeño productor’ dominante hasta los años 80” 

(Servolo de Medeiros, 2001: 116)” (en Schiavoni, 2010: 47)  
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1994, (Schiavoni, 2010, p. 43), este impulso recién se lleva a cabo con el cambio de ciclo 

político e institucional en 2003, con la consolidación de espacios como la Subsecretaría de 

Agricultura Familiar, la creación orgánica de la Sección Nacional de la Reunión Especializada 

de Agricultura Familiar (REAF) en 2004, la apertura del Centro de Investigaciones para la 

Agricultura Familiar (CIPAF) del INTA49 EN 2005 y un año después de la conformación de la 

REAF, en mayo de 2006, se consolida el espacio del Foro Nacional de Agricultura Familiar 

(FoNAF) mediante Resolución 132/06. 

 

Luego de sucesivas reuniones regionales50 en el marco de la Comisión de Agricultura de la 

Cancillería de la Nación, un grupo pequeño de organizaciones liderado por la Federación 

Agraria Argentina (FAA) y la ex- Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación 

(SAGPyA) de la Nación, convocaron un año después en 2005, a la conformación de la Sección 

Nacional de la Red Especializada de Agricultura Familiar (REAF) (Márquez, 2007). Esta Red, 

desarrolló un accionar clave para avanzar institucionalmente en el diálogo entre 

representantes gubernamentales de la región del Mercosur y las organizaciones de los 

agricultores familiares, a la vez que promovió el reconocimiento de la necesidad de 

implementar políticas diferenciadas para cada uno de los países integrantes de la región, y 

garantizar el acceso a recursos financieros disponibles a nivel del Mercosur.  

De acuerdo con Schiavoni, en el discurso de los dirigentes de la FAA, el tema de la agricultura 

familiar está asociado a la creación de un ámbito de negociación con el Estado, donde los 

representantes de este sector veían por en la REAF una respuesta hacia el Mercosur, 

convirtiéndose esto en un espacio donde la Federación Agraria comienza a encontrarse, en 

ese con el Estado (Primer Foro de la Agricultura Familiar de Misiones, 2007 en Schavoni, 2010: 

48). 

En 2009 como corolario del conflicto campo-gobierno de 2008, originado por los debates en 

torno a la promulgación de la conocida “Ley 125”51, se aceleró la puesta en agenda de la 

temática agropecuaria. Como expresión de este proceso, el gobierno nacional creó el 

 
49 https://www.argentina.gob.ar/inta/centro-id-agricultura-familiar 
50 “...CAS (Consejo Agropecuario del Sur, integrado por Argentina, Brasil, Uruguay, Paraguay, Chile y Bolivia)... 

creación del Grupo Regional de Trabajo sobre la relación entre Agricultura Empresarial y Familiar (marzo de 
2004) en el ámbito del MERCOSUR... Reunión/Red Especializada en Agricultura Familiar (REAF, en junio de 
2004)...” (Ob. Cit. P-3 - Prólogo de La 2da. Edición) 
51 https://www.pagina12.com.ar/548633-que-fue-la-125-la-resolucion-que-cristina-kirchner-le-record  

https://www.argentina.gob.ar/inta/centro-id-agricultura-familiar
https://www.pagina12.com.ar/548633-que-fue-la-125-la-resolucion-que-cristina-kirchner-le-record
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Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación, y como respuesta reactiva a los 

sectores pampeanos del agro, decretó la creación de la Subsecretaría de Desarrollo Rural y 

Agricultura Familiar de la Nación (decreto 571/08), introduciendo en la agenda de gobierno, 

el diseño y ejecución de políticas y programas que atiendan a las necesidades específicas de 

la agricultura familiar (Lattuada, 2012: p. 29) 

 

A partir de estos hitos, la política nacional para la Agricultura Familiar en Argentina irá 

asumiendo características específicas. En principio, su institucionalización promoverá una 

reconversión sobre los enfoques previos del desarrollo rural, anclados en miradas residuales 

y asistencialistas de la intervención como se ha visto. Durante los primeros años de los 2000, 

se tiende hacia un cambio que valorará al agricultor familiar por su carácter complejo y 

multifuncional en términos sociales y productivos, como su contribución a la soberanía 

alimentaria, la ocupación territorial, el aporte al equilibrio ambiental y la cohesión social. 

En este sentido, lejos de ser una categoría asociada a la marginalidad, la AF comenzará a 

consolidarse como actor estratégico del desarrollo territorial rural, delegando enfoques que 

la asume como una forma de producción en crisis, vulnerada por el mercado y como un sujeto 

pasivo del desarrollo territorial. Se van gestando instancias para revertir estas miradas 

residuales y/o compensatorias del desarrollo agropecuario, y particularmente de la 

agricultura familiar como sujeto social agropecuario. 

 

A diferencia de lo que aconteció en otros países de Latinoamérica, en Argentina el proceso de 

institucionalización de la Agricultura Familiar emana, aunque fuertemente acompañando por 

las organizaciones de la sociedad civil, como iniciativa gubernamental del ejecutivo nacional. 

Estos cambios solo pudieron ser posibles en un medio donde el Estado había recobrado su 

capacidad en materia de gestión pública. Tal como señalan estos autores, 

 

…la creación de este Ministerio en septiembre de 2009 asegura, por un lado, 

la continuidad y permanencia de los problemas vinculados al medio rural en la 

agenda de gobierno y, a la vez, una jerarquización institucional de las 

problemáticas sectoriales y del desarrollo rural. En esta reformulación de las 

agencias, se reconfigura la visión del medio rural que no abarcaría lo 

estrictamente productivo, competitivo y puramente sectorial y que permite 
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la visibilidad de algunos sujetos sociales, tales como los productores 

familiares (Lattuada et al.; 2012: p. 29) 

 

Esta apuesta, tomará mayor solidez institucional a partir de la conformación de la Unidad 

para el Cambio Rural (UCAR), creada en 2009 por Resolución 45/2009 del MAGyP). Con este 

dispositivo se cambió la estrategia de intervención ministerial. Muchos de los programas de 

los ‘80 y los ‘90, así como algunos surgidos dentro de la primera década de los 200052, pasan 

a ser centralizados bajo su órbita de gestión, y tendrá como rasgo característico, concebir a 

la AF como un “sujeto económico” promotor de procesos de desarrollo (Lattuada et al., 

2013).  

En esta misma línea se consolida también el Programa Federal de Apoyo al Desarrollo Rural 

Sustentable (PROFEDER), una estrategia de articulación de los cuatro programas principales 

que ejecutaba el INTA con destino a la promoción de la Agricultura Familiar: Minifundio, 

PROHUERTA, Cambio Rural y Programa para Productores Familiares -PROFAM- (Nogueira y 

Urcola, 2013). La iniciativa buscó transformar la propia estructura nacional del INTA para 

generar nuevas dependencias en línea con el nuevo enfoque en el desarrollo de la política de 

promoción de la Agricultura Familiar. Esto se vio reflejado también en el desarrollo de su Plan 

Estratégico Institucional (PEI 2005-2015 / 2015-2030), donde cómo hemos visto en los 

primeros capítulos, incorpora el concepto de equidad social, además de otros conceptos 

como los de sustentabilidad ambiental y competitividad, que darán base al Programa 

Nacional de Investigación y Desarrollo Tecnológico para la Agricultura Familiar -PNPAF-,y la 

posterior creación del CIPAF en agosto de 2005, del cual dependerán los Institutos Para la 

Agricultura Familiar -IPAF-  originando investigación y tecnología específica para el sector. 

Progresivamente se van haciendo ejercicios conceptuales y políticos para relegar referencias 

que definían a los sujetos según la extensión de las explotaciones o su nivel de capitalización, 

 
52 “Entre 2000 y 2011 se incorporaron al menos ocho nuevos programas de desarrollo en el ámbito de la ex 

SAGPyA y del actual MAGyP con diferentes fuentes de financiamiento, entre los que se destacan: Ley Ovina (Nº 
25.422, para la Recuperación de la Ganadería Ovina, 2001 y continúa), Ley Caprina (Nº 26.141, Régimen para la 
Recuperación, Fomento y Desarrollo de la Actividad Caprina, 2006 y continúa), Proyecto de Desarrollo Rural de 
la Patagonia (PRODERPA, 2007-2014), Plan de Apoyo a Pequeños y Medianos Productores (PAPyMP, 2008 y 
continúa), Proyecto de Integración de Pequeños Productores Vitivinícolas (PROVIAR, 2009 y continúa), Programa 
de Desarrollo de Áreas Rurales (PRODEAR, 2009 y continúa) y, dependiente del INTA, el Programa para la 
Producción Familiar (PROFAM, 2003 y continúa).” (Nogueira y Urcola, 2013: p- 26) 
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estableciendo las bases para la integración de todos los sectores productivos en los procesos 

de desarrollo, incluidos los que tiempo atrás la política los nominaba como “desfavorecidos”: 

pequeños productores, campesinos, minifundistas, indígenas, chacareros, o en líneas 

generales, Agricultores Familiares. “...La utilización de la categoría agricultura familiar 

amplía indudablemente la base de la población objetivo de un programa, incluyendo y 

dando visibilidad a un grupo de productores no tenidos en cuenta por términos como los de 

minifundista o campesino (Landini et al, 2010). 

Se abre un camino hacia una configuración del desarrollo rural/agropecuario sostenido por 

una visión que incorpora simultáneamente en su planificación a distintos agentes del ámbito 

productivo agropecuario, valorizando tanto la agricultura familiar como la agricultura 

empresarial o patronal, así como otros actores que como se ha mencionado, resultan 

estratégicos al desarrollo rural de cada territorio.  

En este sentido, se inicia un proceso de problematización de las definiciones carenciales que 

determinaban al sujeto de la Agricultura Familiar, pasando a convertirlo en un sujeto con 

misma capacidad de producir el desarrollo que otros actores del medio agropecuario. Al 

respecto, señalan los representantes del sector:  

Asumir que la pobreza se encuentra asociada a la estructura de la Agricultura 

Familiar es partir de una concepción que menosprecia el desarrollo de una 

unidad productiva que permita a una familia ser sustentable, reproducirse y 

generar excedentes; y en el peor de los casos es una visión que promueve la 

segregación, ante recursos que el Estado aportará al sector, de aquellas 

familias que lograron desarrollar una estrategia de producción, 

comercialización y administración que les permite sortear las vicisitudes del 

sistema. Rechazamos toda concepción sobre Agricultura Familiar cuyas 

consecuencias sean la implementación de políticas "sólo para pobres" (FONAF; 

2006: p- 8) 
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En la misma línea, Tsakoumagkos, Soverna y Paz, indican:  

 

...existen unidades familiares que están produciendo, y pueden seguir 

haciéndolo, sin ser competitivas, ni pobres; que hay múltiples actividades y 

formas de relacionarse con el mercado y que todas requieren políticas: tanto 

quienes mercantilizan solo el excedente de la producción para autoconsumo, 

como quienes producen para el mercado con baja dependencia de insumos 

externos, como quienes adquieren todos sus insumos y venden 

exclusivamente a una agroindustria (el caso de los tabacaleros, cañeros, 

viñateros, etc.) (Arach et. al., 2011: p. 23) 

 

Las organizaciones del sector introducirán una concepción integral de la Agricultura Familiar, 

presentándose como un sujeto multifuncional. Sus contribuciones dentro de la estructura 

social agraria del país implican para este conjunto de la sociedad civil, una polivalencia de 

tareas y aportes al desarrollo del sistema agroalimentario nacional, que necesariamente 

trasciende los enfoques economicistas que permearon las pasadas políticas de desarrollo 

agropecuario. En otras palabras, se plantea “...una definición de Agricultura Familiar 

integral, que incluya no sólo los aspectos productivos sino también: Salud; Educación formal 

y no formal; Infraestructura (caminos, luz, agua, comunicación); Vivienda digna acorde a 

cada cultura; Laboral; Impositiva” (FONAF, 2006: p. 9 - las negritas son propias-) 

De acuerdo a lo enunciado en 2006 por el Foro Nacional de la Agricultura Familiar (FONAF), 

ante las iniciativas regionales que habían comenzado a gestarse dentro del MERCOSUR, el 

Estado argentino debía de igual manera considerar este carácter multifuncional de la 

Agricultura Familiar y diseñar políticas que, en consecuencia, se orientaran a la valorización 

de las contribuciones que el sector hace sobre todo en lo que se refiere a, 

 ...la producción de alimentos de alta calidad y seguridad, al mantenimiento 

del equilibrio de los ecosistemas, al desarrollo de actividades económicas no 

agropecuarias que fortalecen el desarrollo territorial y local, a la generación y 

mantenimiento de puestos de trabajo, a la ocupación territorial, y la 

posibilidad de evitar la expulsión masiva de agricultores y población rural a las 

zonas urbanas (FONAF, 2006: p. 3) 
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La lucha de los representantes de este sector por incorporar estos argumentos había iniciado 

en diciembre de 2004 cuando el FoNAF realizó 3 plenarios regionales y uno nacional en los 

que se gestó el documento base y el Plan Estratégico de Desarrollo Rural  . Este documento, 

elaborado entre el 3 y 5 de mayo de 2006 en Mendoza, reúne los lineamientos y medidas que 

más de 310 organizaciones representantes del sector de la Agricultura Familiar del país 

demandaron al entonces Secretario de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos de la 

Nación, Ing. Miguel Santiago Campos, para que la agricultura familiar fuese considerada 

como línea estratégica de desarrollo rural (FONAF, 2006).  

Estas organizaciones exigían una revisión de las políticas de desarrollo agrario vigente en la 

Argentina, así como de las estrategias de intervención que se habían desarrollado en la última 

década en torno al sector de pequeños productores, campesinos, colonos, minifundistas, 

entre otros. Señalaban que debían instrumentarse políticas que superasen la figura limitada 

de los "programas" como instrumentos de política para el sector, y se condujera hacia una 

dinamización de procesos de desarrollo territorial integrales que corrigiesen:  

...los desequilibrios y las desigualdades sociales y regionales referidas 

al acceso a la tierra, a los recursos y servicios básicos, a los 

instrumentos de política agropecuaria, a la participación en los 

ingresos (...) revalorizando la agricultura familiar como forma de vida 

generadora de trabajo digno (responder por la creación de puestos de 

trabajo), que garantiza el abastecimiento alimenticio y creación de 

excedentes a corto, mediano y largo plazo, además de ocupar 

efectivamente el territorio  (FONAF, 2006: p. 2) 

Para implementar estas propuestas, el FoNAF demandaba como necesario la creación de un 

espacio institucional jerarquizado, estable, autónomo y autárquico, que obtuvo 

materialidad en 2007 con la creación del Registro Nacional de La Agricultura Familiar (ReNAF 

–Res. Nº 255/07) y su dependencia ejecutora, la Subsecretaría de Desarrollo Rural y 

Agricultura Familiar (que en el 2014 adquiere el rango de Secretaría de Agricultura Familiar 

- SAF)53.  

 
53 Luego Secretaría de Agricultura Familiar, Campesina e Indigena (SAFCI) y actualmente Instituto Nacional de 

Agricultura Familiar, campesina e Indígena (INAFCI). 

https://magyp.gob.ar/sitio/areas/prodear/biblioteca/_archivos/000002-Foro%20Nacional%20de%20la%20Agricultura%20Familiar/000001-Documento%20de%20Mendoza%20-%20Foro%20Nacional%20de%20la%20Agricultura%20Familiar.pdf


154 
 

Los cambios que se introdujeron a partir de estos procesos, y en particular con los promovidos 

por las propias organizaciones de la AF, colocaron en el centro de la discusión la 

nominalización del sujeto “agricultor familiar” como destinatario de política pública.  

3.2.1 Reflexiones y análisis sobre la categoría Agricultura Familiar 

La AF, en tanto categoría social y política, no es una noción unívoca: transita interpretaciones 

cambiantes según las coyunturas económicas y políticas nacionales e internacionales. Es por 

esto que, en esta sección, se propone examinar críticamente la categoría de Agricultura 

Familiar (AF), partiendo de un ejercicio de “deconstrucción” de las caracterizaciones y 

tipologías realizadas por los expertos desde la mirada del “conocimiento local” (Arach, 2011, 

p. 24).  

El objetivo es analizar cómo esta categoría, aunque necesaria para fines analíticos y 

metodológicos, se encuentra atravesada por tensiones y contradicciones inherentes a su 

configuración: por un lado, la composición familiar de la unidad (re) productiva y, por otro, su 

reproducción en el marco de una economía mercantil generalizada. Estas dimensiones 

ontológicamente constitutivas de los sujetos conviven y se tensionan en un campo de 

disputas políticas, ideológicas y epistémicas. 

Conocer y problematizar las perspectivas interpretativas que subyacen a esta categorización 

contribuye a revisar críticamente estructuras asentadas en preceptos falsamente universales. 

La forma en que se nombra y se define a los sujetos sociales refleja posiciones políticas e 

ideológicas situadas, que responden a la ubicación que cada actor ocupa en la división social 

y técnica del trabajo. Como advierte Schiavoni (2010), toda construcción categórica implica el 

riesgo de automatizar y cristalizar heterogeneidades sociales e históricas, fijando imágenes 

estáticas sobre realidades profundamente dinámicas. 

En este sentido, conocer las perspectivas interpretativas que subyacen a esta categorización, 

contribuye a los procesos de revisión crítica de estructuras enraizadas en preceptos 

falsamente universales. Las categorías son necesarias en términos analíticos-metodológicos, 

pues permiten advertir la materialidad de posturas y visiones ideológicas particularizadas 

sobre la realidad productiva, social, ancestral, ambiental, política, económica, de un 

momento histórico determinado. En términos generales, las formas de nominalizar a los 
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sujetos no es más que la expresión de las posiciones políticas ideológicas, que responden a la 

posición que cada actor asume en la división social y técnica del trabajo.  

El análisis que aquí se propone se mueve entre dos polos: la necesidad de utilizar la categoría 

de AF como herramienta para la comprensión de procesos sociales, productivos y 

territoriales, y el reconocimiento de que dicha categoría está lejos de ser neutra o estable. 

Esta tensión, constitutiva de su definición, será el hilo conductor de las reflexiones que siguen. 

De acuerdo con Schiavoni, al recuperar un análisis comparativo de la agricultura familiar y de 

la  conformación de una categoría que la identifica como tal, antes de que devenga en 

automatismo, ese análisis debe permitir entender que detrás de esa cristalización a la que 

tienden estas definiciones, coexiste una multiplicidad de instancias y referencias diferente, 

que convergen en algún momento en esta categoría para estabilizar las necesidades de 

consenso sobre la búsqueda de soluciones (en términos socio-administrativos) a los 

problemas del sector.  

 

De modo tal, se parte por señalar que la “fabricación de la categoría Agricultura Familiar” en 

la Argentina, adaptada en 2014 como marco normativo a través de la Ley 27.11854 de 

“Reparación histórica de la agricultura familiar para la construcción de una nueva ruralidad 

en la Argentina”, no es otra cosa que producto de un proceso que tal como se verá en el 

fragmento siguiente, inició posterior a la crisis de los 90 liderado fundamentalmente por las 

organizaciones vinculadas con la Federación Agraria Argentina (FAA). Este accionar, se dirigió 

a disputar sentidos y significados en torno a la Agricultura familiar, con el objetivo ser una vía 

de introducción de intereses en el Estado:  

 

La introducción de la denominación ocurre en un contexto de crisis de 

los agricultores familiares pampeanos y coincide con una estrategia de 

expansión territorial de la actividad gremial de la FAA. Así, mediante el 

estrechamiento de vínculos con asociaciones de minifundistas, 

campesinos y pequeños productores del norte del país, y con 

organizaciones agrarias de los miembros del Mercosur (la 

Confederación Nacional de Trabajadores de la Agricultura de Brasil y la 

 
54 https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/240000-244999/241352/norma.htm  

https://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/240000-244999/241352/norma.htm
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Comisión de Fomento Rural de Uruguay) la entidad se convirtió en 

portavoz de sectores que históricamente carecieron de representación 

en el Estado nacional (Lattuada, 2006). 

Protagonizando numerosas reuniones sobre la temática –Mesa 

Nacional de Organizaciones de Productores Familiares (1996), 

Asamblea de Organizaciones Representativas de los Productores 

Familiares del Mercosur (1996), Congreso Nacional y Latinoamericano 

sobre Uso y Tenencia de la Tierra (2004)– e institucionalizando un 

espacio de intercambio con el Estado, a través de la creación de un 

Departamento de Desarrollo Rural, esta organización lideró el proceso 

de fabricación de la categoría agricultura familiar en la Argentina 

(Schiavoni, 2010: 48) 

 

Durante 1990, el tamaño de la explotación y el uso de trabajo familiar fueron criterios para 

definir los destinatarios de las políticas de compensación distribuidas en ese periodo, pero 

esto no necesariamente responde a los atributos definitorios de la categoría. Estas 

características, no constituyen necesariamente un grupo homogéneo, en la medida en que 

pueden darse diferencias en los niveles de apropiación y desarrollo de los medios de 

producción (Lamarche, 1993 en Schiavoni, 2010), así como en las dimensiones de las 

superficies explotadas, el grado de mecanización de la actividad, el nivel técnico o la 

capacidad financiera (Schiavoni, 2010: 46).  

 

En otras palabras, el núcleo identitario de los sistemas de producción de la Agricultura familiar 

radica en la constitución familiar de la fuerza de trabajo y en la simbiosis presente entre la 

unidad doméstica y la unidad productiva, pero no debe escapar de los análisis que, aunque 

“...estas unidades están insertas de manera variada en circuitos no capitalistas (producción 

no mercantil, intercambios no mercantiles, etc.), estas actividades están subsumidas en los 

circuitos capitalistas“ (Sapkus, 2002: p. 9) Se marca lo relativo de las lógicas que subyacen a 

la caracterización de la agricultura familiar y los riesgos que se ocultan tras el discurso 

cristalizador al referir a la composición familiar de la fuerza de trabajo de la unidad productiva.  

 

Definir la categoría de Agricultura Familiar, plantea ciertas dificultades dada la ausencia de un 

encuadre que provea de los parámetros sobre los cuáles se dirigirá la política para el sector. 
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Tal como indica Schiavoni, ya sea que se trate de sostener a los pequeños productores como 

economía alternativa, o se intente incorporarlos al sistema económico general, protegiéndolo 

a través de regulaciones estatales (2010: 49) los parámetros para la definición de los atributos 

definitorios de la categoría variarán también. 

 

Tal como señala Arach y otros investigadores (2011), aquello que hoy puede ser incluido 

dentro de la agricultura familiar, puede ser comprendido a partir de dos abordajes teórico-

metodológicos predominantes: un enfoque “macroestructural” y otro “microestructural”;  

 

...en la primera perspectiva se ubica la atención sobre el vínculo 

histórico y causal entre estas formas de producción y la estructura 

económico-social en la que se desenvuelven (...) Con ello, se señalaban 

y pronosticaban procesos estructuralmente vinculados de 

capitalización, diferenciación, descomposición y proletarización. El 

segundo grupo de enfoques “micro” estuvo dirigido a ver la dinámica 

interna de las unidades familiares de producción…la familia como 

sujeto, y abrió la puerta para indagar en el tipo, tamaño, composición 

y fase del ciclo familiar como dimensiones relevantes (Arach, 2011: p.  

18 y 19) 

 

Ambos enfoques han contribuido hacia la aproximación de una caracterización más integral 

del sujeto agricultor familiar, sin embargo tal como señalan estos autores, definir la 

agricultura familiar y sus límites de acuerdo a su complejidad social, cultural, y productiva 

(escala de las explotaciones, estrategias productivas, destino de la producción y formas de 

vincularse con el mercado), continúa siendo objeto de debate en los círculos académicos y 

también, en los ámbitos de definición de las políticas públicas.  

Al respecto, sobre la bibliografía actualmente generada en Argentina, autores como Schiavoni 

(2010), identificaron al menos tres fuentes de estudio que han sido claves para contribuir a la 

construcción del significado de la categoría Agricultura Familiar para el país, y sobre el que 

van a versar las definiciones asumidas por la Ley Nacional 26.118: 
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1. El estudio elaborado por el Programa de Inversiones para el Desarrollo Rural 

(PROINDER) y el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) 

Argentina (basado en el Censo Nacional Agropecuario de 2002): Este estudio fue 

fundamental al establecer como estándar de la pequeña producción el trabajo directo 

del productor en la explotación, sin recurrir a asalariados permanentes. Aunque no 

utilizó la superficie como criterio excluyente, fijó límites superiores de extensión de 

tierra para la categoría (por ejemplo, hasta 1.000 hectáreas en la región pampeana, 

chaqueña y cuyana; y hasta 500 hectáreas en la Mesopotamia). Además, diferenció 

internamente a la agricultura familiar en tres subcategorías (familiares capitalizados, 

de reproducción simple y de subsistencia) según su nivel de capitalización, medido 

por indicadores como la cantidad de ganado, la posesión y antigüedad del tractor, la 

superficie regada o con frutales, y la presencia de invernaderos. (Soverna, 

Tsakoumagkos, Paz, 2008). 

 

2. Los documentos del “Programa Nacional de Investigación y Desarrollo Tecnológico 

para la Pequeña Agricultura Familiar” del INTA (2005): Como se indicó en el capítulo 

1, este programa representó un cambio significativo al comenzar a vincular la 

agricultura familiar con la investigación dentro del INTA, una institución que 

históricamente se había enfocado más en la asistencia técnica a productores 

medianos y grandes. Su enfoque se dirigió a las formas menos formalizadas de la 

pequeña producción, aunque su caracterización no siempre encontró apoyo en los 

registros oficiales autorizados. (Schiavoni, 2010: 49/50 en Manzanal y Neiman, 2010) 

 

3. El documento del FONAF (Foro Nacional de la Agricultura Familiar) de 2006: Este 

documento adoptó la definición de agricultura familiar vigente en Brasil, que se basa 

en el reconocimiento de las estructuras familiares como el pilar de la reproducción 

social de la categoría. En la versión argentina, se enfatizó que la agricultura familiar 

es una "forma de vida" y una "cuestión cultural", donde la familia gestiona la unidad 

productiva, aporta la mayor parte del trabajo, posee los medios de producción 

(aunque no siempre la tierra), y es el ámbito de transmisión de valores, prácticas y 

experiencias.  
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El FONAF introdujo criterios más flexibles en relación a las referencias previas, 

permitiendo incorporar en la definición aquellas unidades familiares que llegaban a 

contratar un número de hasta tres asalariados permanentes, así como considerar que 

la residencia de los AF no necesariamente debía estar en forma permanente en la 

explotación, sino que podían estar dentro de la microregión donde se producía. Esto 

continúa sosteniendo la relevancia del desarrollo agropecuario interno, y esperaba 

fortalecer el espectro de la AF asociada a las economías regionales, que habían sido 

vapuleadas en la última década. También el FONAF integró a los elementos de 

identificación la no obligatoriedad de detentar la propiedad de la tierra, carácter 

sumamente central en la definición no tradicional del chacarero o campesino de la 

pampa, más adelante incluso se incorporará la propiedad comunal como unidad de 

explotación, característico de las comunidades originarias de la región cordillerana de 

la Patagonia y norte argentino. Además, se propuso una escala de categorías 

evolutivas con la expectativa de que los productores de subsistencia y reproducción 

simple pudieran avanzar hacia una mayor integración (Schiavoni, 2010: 50 en 

Manzanal y Neiman, 2010).  

 

La alocución de la representante del FONAF, a su vez, puso de 

manifiesto la amplitud del significado asignado a la categoría 

agricultura familiar. Señaló que la “verdadera lucha de la agricultura” 

la llevan a cabo “no los pequeños productores, sino los productores 

familiares”. Y agregó: “nosotros no somos pequeños, somos grandes y 

tenemos grandes convicciones. Los productores familiares, hoy 

agricultores familiares, empezamos a ver qué posibilidad había de 

visualizarnos como campesinos, como indígenas, como agricultores 

urbanos, como es el caso de nuestra organización” [Cirujas de La 

Matanza, Provincia de Buenos Aires (en Schavoni, 2010: p. 54) 

 

Todos estos elementos diacríticos utilizados por el FONAF para definir a la Agricultura 

Familiar, incluyeron desde variables que reportaban a aspectos de sus dinámicas internas de 

la fuerza de trabajo, procedencia de los ingresos económicos familiares (prediales / 

extraprediales), y destino de la producción (autoconsumo, mercado interno y/o 
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exportación); así como a otros que remiten a la organización de los sistemas productivos en 

torno a la fuerza de trabajo familiar y su dinámicas internas, sustentabilidad de las prácticas 

desarrolladas en los establecimientos, origen de los ingresos -prediales y extraprediales-, 

grado de asociativismo, grado de aplicación de prácticas sustentables.  A partir de estos 

indicadores, las organizaciones del Foro insistieron en definir las distintas subcategorías de 

sujetos que podrían ser implicadas dentro de la noción más amplia de agricultura familiar, 

delimitando el espectro de sujetos a ser considerado por los encuadres políticos de la 

intervención estatal.  

 

Por su parte, el FONAF señaló que la caracterización de la Agricultura Familiar debía dejar 

de lado definiciones que refirieran sólo a los niveles y posibilidades de capitalización (en 

tierras, animales, plantaciones y/o maquinarias) de los agricultores familiares, pues esto 

catalogaba a los sujetos de acuerdo a cierto nivel de pobreza o riqueza, lo que resultaba en 

una fragmentación entre los productores familiares entre quienes podían o no capitalizarse 

(FONAF, 2006: p. 3). En este sentido, los sectores representantes de la AF construyeron una 

caracterización que se asentó en una multiplicidad de propuestas surgidas participativamente 

de los plenarios mantenidos en cada región. Si bien reconocieron que se evidenciaban 

diferencias debido a las características de las familias productoras y de las actividades 

productivas regionales, el concepto de referencia podría construirse reconociendo categorías 

dentro de la definición más general de AF. En primer lugar, los acuerdos sobre esta 

nominalización general establecieron que  

La Agricultura Familiar es un tipo de producción donde la Unidad 

Doméstica y la Unidad Productiva están físicamente integradas, la 

agricultura es la principal ocupación y fuente de ingreso del núcleo 

familiar, la familia aporta la fracción predominante de la fuerza de 

trabajo utilizada en la explotación, y la producción se dirige al 

autoconsumo y al mercado conjuntamente (FONAF; 2006: p. 9)  

 

En este sentido, la amplitud de la definición incorpora la significancia de la unidad familiar 

en términos productivos (y reproductivos), donde su forma de producción se caracteriza 

fundamentalmente por mantener una organización social del trabajo anclada 

predominantemente en vínculos de parentesco más que en relaciones salariales (Arach et 
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al. 2011). Este es un punto esencial en la distinción con lógicas tradicionales del periodo de la 

modernización, en la medida en que reconoce en la organización familiar del trabajo la fuerza 

de producción suficiente para incluir a estas explotaciones como sujetos productivos.  

 

Las relaciones de parentesco o la unidad doméstica superpuesta a la unidad productiva es 

evidenciada como constitutiva del modo de producción de la agricultura familiar, incluso 

como se verá en el fragmento que sigue, las organizaciones reconocen que, sobre la 

heterogeneidad de situaciones productivas, pueden incluso pensarse en sistemas de 

subsistencia y/o producciones con destino al autoconsumo. Estas dos características habían 

sido desestimadas por los modelos de desarrollo anteriores, al ser asociadas con el 

estancamiento y el retroceso productivo, en la medida que no se ajustaban con las 

definiciones de la economía clásica y su centralidad sobre el lucro y la sobreexplotación de la 

fuerza del trabajo, como lo mostró la teoría de la dependencia.   

 

Indistintamente de la extensión de las explotaciones, y el proporcional del rendimiento 

productivo de esas superficies, o del destino a exportación o no de los productos, el FONAF 

reconoce que dentro de la categoría de Agricultura Familiar pueden contemplarse “...desde 

los productores de subsistencia hasta aquellos que logran un grado de acumulación que les 

permite no solamente reproducir la actividad sino capitalizarse y acceder a condiciones de 

vida digna en el medio rural.” (FONAF; 2006: p. 10) Lo esencial en la definición que se plasma 

en el documento base, es la integralidad de su enfoque. A diferencia de los enfoques de tipo 

evolucionistas, la propuesta del FONAF estuvo dirigida a considerar la problemática agraria 

como una cuestión mediada por la importancia de la soberanía alimentaria y la producción 

en un marco de sustentabilidad social y ambiental, y de reafirmación territorial.  

 

Mientras que los enfoques anteriores ponían el énfasis en la mejora tecnológica para una 

intensificación de los sistemas y una exacerbación de las ganancias por rendimiento de 

superficie en producción, las posturas de la Agricultura Familiar se orientan hacia el pedido 

claros de una Nueva Reforma Agraria con eje en la sustentabilidad productiva y la regulación 

en el uso de los recursos naturales al servicio de la producción de alimentos, poniendo fin a 

una agricultura intensiva de monocultivos (Foro “Tierra, Territorio y Dignidad”, Porto Alegre 

6 al 9 de marzo de 2006).  
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Su preocupación también iba dirigida a frenar el éxodo rural, y en consecuencia “...asegurar 

la creación de espacios de vida para mantener nuestras culturas, para darle un hogar a 

nuestras/os niñas/os y jóvenes, para que nuestras comunidades pueden desarrollarse en toda 

su diversidad y construir una ciudadanía a partir de la relación con la tierra, el mar, los 

bosques” (FONAF, 2006: p. 11)  

 

Es por lo anterior que se habla de que la Agricultura Familiar se define como un “modo de 

producción” y “una forma de vida”, por lo que no puede dejar de pensarse entonces, que un 

verdadero Plan Estratégico de Desarrollo de la Agricultura Familiar, desde este enfoque, 

requiere de un conjunto de políticas diferenciales que resuelvan tanto, problemas a escala 

tecnoproductiva como aspectos macroestructurales, por ejemplo:  

 

la regulación en el uso y propiedad del suelo; la promoción de conocimientos; 

la protección y preservación del medio ambiente; la recuperación de saberes 

populares; la mejora de las condiciones de infraestructura productivas y 

comunales; la prevención y control de enfermedades endémicas; así como 

apoyar la participación de los agricultores familiares en las cadenas 

agroalimentarias y de comercialización, facilitando la gestión sobre 

certificaciones y habilitación de espacios de producción; disminuir la presión 

tributaria a través de una política impositiva adecuada a las realidades de los 

agricultores familiares de cada región, y generar un sistema de protección a la 

producción agropecuaria que incluya seguro de resguardo o disminución del 

riesgo productivo (FONAF; 2006: p. 15-16) 

 

En línea con estos elementos, en 2014 la sanción de la Ley Nacional Nº 27.118, normativiza, 

a nivel gubernamental, la CATEGORÍA DE AGRICULTOR FAMILIAR. En su artículo 5°, se definió 

como agricultor familiar a aquel que lleva adelante actividades productivas agrícolas, 

pecuarias, forestal, pesquera y acuícola en el medio rural, y reúne los siguientes requisitos:  

a) La gestión del emprendimiento productivo es ejercida directamente por el 

productor y/o algún miembro de su familia;  

b) Es propietario de la totalidad o de parte de los medios de producción;  

c) Los requerimientos del trabajo son cubiertos principalmente por la mano de obra 

familiar y/o con aportes complementarios de asalariados;  
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d) La familia del agricultor y agricultora reside en el campo o en la localidad más 

próxima a él;  

e) Tener como ingreso económico principal de su familia la actividad agropecuaria de 

su establecimiento;  

f) Los pequeños productores, minifundistas, campesinos, chacareros, colonos, 

medieros, pescadores artesanales, productor familiar y, también los campesinos y 

productores rurales sin tierra, los productores periurbanos y las comunidades de 

pueblos originarios comprendidos en los incisos a), b), c), d) y e) 

 

La Ley de “Reparación histórica de la agricultura familiar para la construcción de una nueva 

ruralidad en la Argentina” sancionada en 2014, la agricultura familiar asume un rol relevante 

y multifuncional, no solo porque se reconocen sus contribuciones al sistema agroalimentario 

nacional, sino también por sus aportes en el desarrollo socioeconómico, ambiental y cultural 

de los territorios.  

 

3.2.2 Aproximaciones a una definición consensuada de la AF 

 

De acuerdo con los tres estudios, y el análisis testimonial presentado en el anterior y este 

capítulo, así como los otros casos analizados en trabajos como las compilaciones de Ramilo y 

Prividera (2013) sobre las zonas centro y norte del país, se puede decir que la Agricultura 

Familiar (AF) en Argentina y el Mercosur es un campo de estudio complejo y dinámico, pero 

aglutina entre sus rasgo más identificatorios el predominio de la mano de obra familiar en las 

actividades productivas y domésticas (Arach et al., 2013; Mathey, 2013; Schiavoni, 2010).  

 

A partir de estas fuentes se construyó una primera aproximación sobre una serie de 

características que permiten referirse a la Agricultura Familiar desde una mirada compleja. Lo 

que sigue, propone un breve análisis sobre una multiplicidad de variables identificadas a partir 

de los estudios llevados a cabo en el país a partir de las tres fuentes anteriores:  

 

● En primer lugar, esto implica que la familia gestiona la unidad productiva y las 

inversiones, realiza la mayor parte del trabajo y, aunque no siempre posea la tierra, 

detenta la propiedad de los medios de producción (Schiavoni, 2010). En algunos 

contextos, se define por una contribución mayoritaria de mano de obra familiar frente 
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al trabajo asalariado (Indelangelo, Main, y Prividera, 2013). La organización de su 

fuerza de trabajo interna constituida fundamentalmente por la mano de obra familiar 

y su rango de abastecedor local de alimentos, a veces asumiendo un sentido más 

ligado a la subsistencia, lo ha colocado frente a ciertas controversias en su 

reconocimiento como sujeto productivo agrario. Una definición política de los sujetos 

agrarios construida sobre el carácter de “aportante” al desarrollo, que fue 

preponderante en los 90, lo acorraló en torno a la figura de un sujeto subordinado de 

la política pública (Nogueira y Urcola, 2013) agroproductiva. El rol del agricultor y su 

carácter familiar, como sujeto de la estructura productiva agropecuaria estará 

históricamente caracterizado por vaivenes políticos, sociales y económicos, que 

tensionan permanentemente su lugar dentro de un espacio que se encuentra 

delimitado por los intereses del modo de producción (agro) capitalista. 

 

● Por otro lado, más allá de una mera actividad económica, la AF es concebida como un 

"estilo de vida" (Arach et al., 2013; Mathey, 2013; Schiavoni, 2010), lo que resalta la 

transmisión de valores, prácticas y experiencias dentro del grupo familiar (Schiavoni, 

2010; Villagra y Prividera, 2013). 

 

● Otras características incluyen y resultan claves para su identificación, es que responde 

a producciones de pequeña escala, que implica un espacio de tierra reducido (a 

menudo sin título de propiedad) y una inversión limitada en capital y tecnología (Arach 

et al., 2013; Mathey, 2013). Los criterios de superficie varían según la región, por 

ejemplo, hasta 1000 hectáreas en la región pampeana y hasta 500 hectáreas en 

Mesopotamia, según el estudio de Obschatko, Foti y Román (2007). Se ha visto que 

estas proporciones han sido extremadamente diferentes para Santa Cruz, incluso en 

zonas de valle con mayores aptitudes agronómicas, las superficies más extensas 

ubicadas en el periurbano de las ciudades no han superado las 10 ha.  

 

● Asimismo, la Inserción en los mercados se lleva adelante, como se ha visto en para el 

caso de los horticultores de Río Gallegos, en condiciones generalmente 

desventajosas, debido a los escasos volúmenes de producción, el aislamiento y los 

bajos niveles de información (Arach et al., 2013; Mathey, 2013; Quiroga Mendiola et 

al., 2013). Se vió en el análisis de los sistemas productivos agropecuarios periurbanos 
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en Santa Cruz revela una dinámica compleja, marcada por transformaciones 

cuantitativas y cualitativas posteriores a la crisis de 2001/2002. Desde una perspectiva 

cuantitativa, los datos evidencian un crecimiento exponencial del sector: entre 2016 y 

2018, las huertas de agricultura familiar aumentaron un 250% (de 990 a 2.606 

unidades), y para 2021, el programa ProHuerta registró 5.150 huertas en la provincia, 

concentradas en un 95% en zonas urbanas y periurbanas. En Puerto Deseado, el 

número de establecimientos pasó de 52 en 2018 a 150 en 2021, reflejando una 

expansión acelerada, aunque fragmentada, en un contexto de crisis global. Sin 

embargo, estos números contrastan con limitaciones estructurales. Las producciones 

hortofrutícolas, aunque extendidas, muestran bajos volúmenes de producción: en 

Puerto Deseado y Tellier, el 89% de las huertas generaban sólo 8,79 kg anuales 

promedio de hortalizas por unidad, con un 52,3% destinando excedentes a la 

comercialización, pero en proporciones mínimas (entre 10% y 30% de la producción). 

La avicultura y porcicultura, en cambio, presentan mayor integración a mercados 

locales, con 4.075 aves y 1.076 porcinos registrados en 2016, aunque su escala sigue 

siendo reducida. 

 

● Finalmente, mientras algunos establecimientos (especialmente en valles irrigados 

como Perito Moreno) logran excedentes comerciales (80% de los casos), otros, como 

los de Puerto Deseado, priorizan el autoconsumo (100% de las huertas) debido a 

suelos pobres y falta de infraestructura.  La venta de la producción se destina 

fundamentalmente a satisfacer las necesidades del grupo familiar (Arach et al., 2013). 

En la misma línea, la necesidad de trabajo extrapredial para la subsistencia familiar, 

especialmente en contextos de escasez histórica de acceso a la tierra y capital (Ramilo, 

2013; Villagra y Prividera, 2013) es una recurrencia característica sobre todo para el 

sector de la pequeña producción como la definió el informe del PROINDER55. 

 
55 El concepto de "Pequeños Productores" ha sido categorizado por Obschatko, Foti y Román (2007) basándose 

en si el productor trabaja directamente en la explotación, no emplea trabajadores no familiares permanentes, y no 

tiene forma jurídica de Sociedad Anónima o en Comandita por Acciones, además de cumplir con límites de 

superficie y unidades ganaderas (Obschatko, Foti, y Román, 2007; Schiavoni, 2010). Dentro de los productores 

familiares, se distingue entre capitalizados y no capitalizados, siendo este último sinónimo de "pequeña 

agricultura familiar" (Indelangelo, Main, y Prividera, 2013). La categoría "PP" se refiere a los productores con 

menor grado de capitalización, cuya dotación de recursos no les permite vivir exclusivamente de su explotación, 

debiendo recurrir a otras estrategias de supervivencia como el trabajo fuera de la explotación y la asistencia de 

programas públicos (IPAF NOA - INTA, 2013; Quiroga Mendiola et al., 2013). 
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● Las dificultades en la comercialización y valorización de productos de los agricultores 

familiares enfrentan un desequilibrio de fuerzas en la comercialización de sus 

productos debido a su volumen y estructura de capital (Ramilo, 2013). Un ejemplo es 

la cría del ternero Holando en San Manuel, Lobería, donde este animal, a menudo 

considerado descarte, es reintroducido como una mercancía por la AF, a pesar de las 

políticas públicas que no siempre consideran su rol (Muscio y Villagra, 2013). 

 

● En la pampa húmeda, la expansión agrícola, favorecida por la rentabilidad de cultivos 

como la soja, está generando masivas deforestaciones y transformaciones en 

territorios históricamente ocupados por la AF (Preda, 2013). Este proceso de 

"sojización" ha contribuido a la concentración de la producción y el uso del suelo 

(Preda, 2013). En este sentido, un alto porcentaje de explotaciones, especialmente 

las más pequeñas, ceden la totalidad de su tierra, lo que puede ser un indicador de 

descapitalización o conversión a rentistas (Villagra y Prividera, 2013). La falta de títulos 

regulares y el uso de campos fiscales o comuneros para el ganado son comunes en 

algunas regiones, dificultando la estimación de la superficie utilizada por la AF 

(Mathey, 2013; Quiroga Mendiola et al., 2013). Para el caso de Santa Cruz, aunque no 

se visualizan situaciones de competencia contra la agriculturización, como sucede en 

territorios como los de la provincia de Bs. As., ciertamente las tensiones vistas con el 

avance de la urbanización y la tendencia neo-extractivista que se vivencia por el 

avance no solo de la soja, sino por la ocupación de campos para la explotación minera 

de oro y plata, genera otros comportamientos a niveles demográficos, que terminan 

presionando sobre los sectores periurbanos, donde se asientas las zona de producción 

en el caso de la provincia Santa Cruz. 

 

● También, la tendencia a la no residencia rural y la necesidad de trabajo extrapredial 

para la subsistencia son problemas recurrentes en la AF de distintas regiones del país. 

Junto con el envejecimiento de los productores activos (Ramilo, 2013; Villagra y 

Prividera, 2013). La pluriactividad se ha convertido en una estrategia fundamental de 

reproducción y adaptación a las transformaciones macroestructurales (Arach et al., 

2013). En otras palabras, la baja rentabilidad de las producciones obliga a las familias 
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a complementar sus ingresos con trabajos externos, perpetuando un modelo de 

subsistencia precarizada. 

 

● Otro dato de relevancia, que se ha presentado con detenimiento en el capítulo previo 

e incluso sobre algunos apartados de este desarrollo, es la ambivalencia y los 

problemas de confianza en los procesos asociativos de los agricultores familiares, así 

como las dificultades en la adopción de tecnología (Landini, Lacanna, y Murtagh, 

2013). La adopción tecnológica se percibe como un proceso colectivo que requiere 

maduración y evaluación por parte de los usuarios, integrando saberes locales y 

conocimientos técnicos (Landini, Lacanna, y Murtagh, 2013). Claramente las 

estrategias que se han ido gestando en la Asociación de Productores frutihortícolas de 

Río Gallegos, muestra como ambos procesos se han ido alternando para poder 

resolver las dificultades acarreadas por la exclusión del mercado. No se darán más 

detalles, pero la desarticulación vista en términos de acuerdos de precios de venta, o 

incorporación de ciertas mejoras técnicas o tecnológicas sobre los cultivos de los 

productores de la Asociación, representa en gran medida una de las características 

más generalizables de la Agricultura Familiar.   

 

El estudio de la Agricultura Familiar se enriquece permanentemente con la articulación de 

perspectivas cuantitativas y cualitativas, combinando el análisis de datos censales con 

estudios de caso, entrevistas en profundidad e historias de vida que comparten elementos 

situados par la comprensión heterogénea que constituye a las estructuras agrarias y las 

prácticas de reproducción social de este sujeto social (Ramilo, 2013; Indelangelo, Main, y 

Prividera, 2013). Esto habla de las reservas que deben tenerse sobre las clasificaciones 

oficiales y los indicadores que se emplean, sin detenerse en los procedimientos que adoptan 

para delimitar los agregados. 

 

Las categorías equiparan actores y otorgan consistencia a grupos nominales, 

desempeñando un rol que es al mismo tiempo descriptivo y prescriptivo (Schiavoni, 2010)  

 

La génesis de la agricultura familiar en la Argentina exhibe el carácter 

diverso de los productores que se aspira a unificar y también la 

heterogeneidad de lenguajes involucrados en la fabricación de la 
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categoría (...) Sin embargo, la pérdida de relevancia del Estado como 

planificador y como productor de descripciones autorizadas, hace que 

la fabricación de la categoría en nuestro país sea el fruto de un 

dispositivo heterogéneo de intermediación. Así, confluyeron en el 

proceso distintas fuentes, con distintos lenguajes, que representan 

versiones parciales del fenómeno. Y, aunque sea posible (y deseable) 

articular políticas flexibles que contemplen la diversidad, la acción 

pública corre el riesgo de quedar desdibujada ante la ausencia de 

lineamientos básicos.  

La búsqueda de una clave, de una característica decisiva que defina la 

agricultura familiar en la Argentina es una empresa vana. La 

identificación de atributos consistirá en un compromiso, siempre 

transitorio, entre actores diversos, con un inevitable grado de 

ambigüedad. Aun así, solo un consenso de este tipo permitirá 

estabilizar un objeto, al que se aplique una acción, cuyo curso se 

puede seguir y evaluar (Schiavoni, 2010: p. 56-57 - las negritas son 

propias-) 

 

Aun con las contradicciones que emergen sobre las categóricas definiciones de la Agricultura 

Familiar, la ejecución poscrisis de las políticas de Agricultura familiar constituyeron el aliciente 

necesario para la promoción de acciones que traccionaron el fortalecimiento de la 

organización o reorganización social y productiva del sector. Su emergencia introdujo nuevas 

demandas y generó los ámbitos políticos para el debate sobre su reconocimiento como sujeto 

social agrario, y su definición como población objetivo de los lineamientos programáticos de 

organismos gubernamentales, como es el caso del Instituto Nacional de Tecnología 

Agropecuaria (INTA).   

 

No obstante, a pesar del avance en diálogos, la integralidad de las versiones multiactorales y 

multisectoriales sobre el tema, de arribar acuerdos por definiciones y definirse cambios 

estructurales sobre las dependencias del Estado en torno a la promoción de la AF, esto no 

detuvo la construcción de estructuras administrativas paralelas, o la disputa por recursos 

presupuestarios, el control de programas y la competencia por los espacios de intervención 
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sobre un mismo colectivo social. Hasta la actualidad se siguen produciendo fricciones sobre 

la posibilidad de propiciar acciones articuladas institucional y territorialmente para la 

construcción de una estrategia de desarrollo rural común (Nogueira y Urcola, 2013: p. 29).  

Los esfuerzos por confluir en el desarrollo de una política integral, y de los claros intentos por 

trascender una lógica acumulativa de programas de desarrollo rural (PDR) y la atención de la 

agricultura familiar en particular, entrada la primera década del 2000, no había logrado 

plasmar estos objetivos (Manzanal y González, 2010).  

 

Algunos avances como la creación del monotributo social agropecuario en 2011 y la Ley de 

Reparación Histórica de la Agricultura Familiar en 2014, no son suficientes para crear una 

política unificada para el sector, lo que resulta en superposiciones y falta de coordinación 

entre las instituciones estatales (Manzanal, 2017), volviendo débil a los sujetos a quienes se 

pretende fortalecer.  

 

Aun cuando las políticas de desarrollo rural han podido virar hacia un ángulo distinto, algunos 

autores señalan (Arach Omar, et al; 2010) que la configuración de las iniciativas políticas 

referidas a la AF, han obrado en jugar una suerte de rol catalogador de los sujetos de la 

intervención, enmascarando intentos homologadores sobre el sector. De este modo, estas 

argumentaciones señalan que se estandarizan las respuestas a nivel del Estado y se difuminan 

las diferencias territoriales, generando un efecto a la inversa de lo propuesto por el enfoque 

de DTR.  

 

El riesgo de las tipificaciones actuales tiende a predefinir territorialidades de acuerdo con 

definiciones expertas, y la intencionalidad está puesta en marcar cuáles serán los aspectos 

susceptibles o no de intervenir, y en consecuencia con esto, se ajustarán los Programas. El 

nivel de generalidad del que hablan los autores conduce a invisibilizar ciertas particularidades 

locales, y puede derivar en estrategias de ciertos sectores a tomar ventajas de estas nóminas 

si no se realizan procesos de caracterización localizadas, que “enriquezcan” las 

caracterizaciones previas. Así, por ejemplo, se encuentran estudios locales en Santa Cruz que 

retoman como variable de análisis la tipología de Agricultura Familiar (Andrade, 2011), la 

orientan hacia la reconstrucción de los sistemas ganaderos ovinos santacruceños. Una 

nómina como la de pequeño productor o Agricultor Familiar (AF), que son conceptualización 

que retomamos para el análisis en este trabajo, cabe de igual manera para identificar a un 
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productor ganadero ovino que posee más de 11000 ha y unos 7000 lanares, contrata fuerza 

de trabajo extrafamiliar, y produce para la exportación, que de igual manera para un 

productor del periurbano (o de la zonas de chacras) que  no supera las 2 ha en promedio, no 

tiene más de 100 gallinas o 10 cerdas madres, poco menos de 1 ha cultivada, y comercializa 

para el abastecimiento del mercado local esporádicamente. Esto explica porqué, aun cuando 

se hayan establecido acuerdos categóricos sobre determinados criterios en relación con el 

sujeto de la agricultura familiar, la coexistencia de distintos enfoques y situaciones persisten, 

tensionando la aparente homogeneidad de la situación.  

Por un lado, subyace a estas políticas una tendencia a acrecentar niveles de igualdad formal, 

definiendo parámetros homogenizadores que establecen mínimos imprescindibles, sobre el 

que se constituirán planes y programas de promoción y asistencia para la AF, por otro, 

invisibilizan historias e identidades territoriales de estos sujetos, suprimiendo la diversidad de 

sus experiencias (Trpin: 2019). Las contradicciones que se expresan sobre la noción de 

Agricultura Familiar suponen el pronunciamiento de distintos actores sobre concepciones 

particulares del desarrollo de este sector como agente en la configuración del SAAB.  

Las nominalizaciones que introduce una política, rotula en un sentido y no en otro, y su 

legitimación como tal se encuentra en permanente redefinición y disputa. En este punto se 

coincide con Schiavonia al señalarse que, a pesar de la búsqueda de una clave o de una 

característica decisiva que definan la agricultura familiar el procesos mismos de 

reorganización social y las disputas políticas intrínsecas a la construcción de agenda en las 

sociedades modernas,  conlleva un sentido de transitoriedad y ambigüedad sobre la 

identificación de atributos y  compromiso, entre actores tan diversos, como a los que implica 

la amplia categoría de “Agricultura Familiar”.  

 

Esto se debe a que “todos” no existe. Con frecuencia inadvertida, difuminada 

tras la imagen de “el campo”, de los “hombres de campo”, de los 

“productores” –y de tantos otros conceptos falsamente unificadores- lo que 

en realidad existe es una compleja estructura de clases, fracciones de clase y 

capas sociales, con intereses dispares y contrapuestos (...) con una diversidad 

de posiciones, negadas o confundidas por el pensamiento burgués … que 

determina y explica la existencia de puntos de vista –enfoques teóricos, 
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vertientes analíticas, plexos valorativos- diferentes y contradictorios que, de 

acuerdo con cada sujeto social y en relación con el tema que tratamos, 

autorizan o habilitan distintas percepciones y comprensiones de las 

problemáticas asociadas con las características actuales de la producción 

agraria y la trama social rural  (Azcuy Ameghino, 2016: p. 8)  

 

Las políticas públicas en sentido amplio son el producto de la intersección de prácticas, 

discursos, representaciones sociales y múltiples formas de poder ejercidas por diferentes 

actores, que se convierten en instrumentos institucionales a través de los cuales el Estado 

ejerce su capacidad de poder, incluyendo o desplazando, invisibilizando o visibilización ciertos 

actores y no otros (et. al. Dalmasso, 2022), como efecto “contingente” de esa diversidad de 

intereses, actores y discursos (Lettelier, 2014. Cowan Ros y Berger, 2019. en Dalmasso, 2022). 

En este sentido, da cuenta que su accionar no está exento de parcialidades e inequidades 

(Manzanal, 2009), tensionando permanentemente los procesos de implementación de las 

políticas públicas, entre aquellos que quieren llevar adelante la política a la práctica y aquellos 

de los que depende la acción propiamente dicha (et. al. Dalmasso, 2022).   

 

No todas las unidades productivas de la AF participan con iguales niveles en la producción, 

distribución y apropiación de la fuerza de trabajo y de la riqueza generada en la producción 

de mercancías (bienes/servicios agropecuarios). Los niveles de capitalización, sujeto 

fundamentalmente a la situación de propiedad de la tierra, su nivel de explotación para la 

generación de capital, y el porcentaje que representa la contratación o la venta de la fuerza 

de trabajo para el desarrollo de la actividad productiva, propician como se ha visto en los 

estudios anteriores, diferentes categorías de productores -AF56 definiendo 

fundamentalmente destinos distintos de la producción (autoconsumo, intercambio, 

comercialización de excedentes), así como diferentes sentidos o significados sobre la unidad 

 
56  Según Arach, et. al. 2010; pp. 22 pueden distinguirse 4 categorías dentro de la nómina general de AF:  

1. “Productor familiar capitalizado”:  Venta de mercancías con utilización de fuerza de trabajo asalariada y 
familiar; Acumulan capital con mayor o menor dificultad en función de los ciclos económicos particulares.   
2. “Productor mercantil simple”: Venta de mercancías con utilización de mano de obra familiar y venta puntual 
de fuerza de trabajo; No acumulan capital. 
3. “Semi-asalariado”:  Venta de mercancías con venta de fuerza de trabajo y utilización de mano de obra familiar; 
No acumulan capital. 
4. “Asalariado con lote”: Venta de fuerza de trabajo con producción de autoconsumo; No acumulan capital 
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explotada, y en correlato, diversos niveles de participación en los ciclos productivos para la 

acumulación del capital.  

 

Dependiendo de los parámetros que se dispongan para establecer su caracterización, cada 

enfoque reforzará aquellos aspectos que, como vimos antes, responden de manera precisa a 

sus valoraciones micro o macroestructurales o una síntesis de ambas. Así, por ejemplo, se 

identifican distintas formas de referir al sujeto agricultor familiar como “pequeño productor” 

o “Pequeño Productor Familiar” (Tsakougmakos, Soverna y Craviotti, 2005; PROINDER- 

Soverna, Tsakougmakos, Paz, 2008), o refiriendo al sistema productivo en su totalidad, como 

de “explotaciones agropecuarias Pequeñas (EAPs) o EAPs Familiares” (Obschatko, 2009; 

Obschatko, Foti y Román, 2007). Algunas definiciones buscarán resaltar aquellos aspectos que 

caracterizan el “tipo de producción” y en otras, como es el caso de las ponderaciones que 

realiza el FONAF, resaltar su definición como “forma de vida y una cuestión cultural”, de 

modo que las políticas sobre el sector oscilan entre los ministerios de Agricultura y de 

Desarrollo Social (Arach, et. al. 2011: p. 20) 

De modo tal, el acto mismo de “nombrar”, como construcción semántica, se encuentra 

atravesado por posturas teórico-metodológicas y ético-políticas distintas y hasta opuestas, 

que responden no solo a una acción enunciativa, sino que expresa las tensiones y 

contradicciones propias de cada una de las audiencias que pujan por la consolidación del 

discurso social imperante. Comprender que el arte de nominar es producto de la praxis social, 

implica entender que la atribución de significados al medio natural y social es la síntesis de 

procesos históricos mediados por la lucha por la hegemonía en la construcción de un orden 

social y político, por tanto, un hecho inacabado y en permanente reconstrucción.  

No obstante, todos estos riesgos identificados, el ejercicio que generan los enfoques antes 

mencionados, ofrecen la construcción de una tipología que en aun siendo transitoria y 

ambigua, es un primer paso para explorar y organizar un universo muy heterogéneo, pero 

esto albergue sus riesgos.   
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APROXIMACIONES Y REFLEXIONES FINALES DEL ESTUDIO. 

Este trabajo se suma al conjunto de los estudios sociales agrarios que problematizan sobre 

las cuestiones agrarias. Con el objetivo de contribuir desde una perspectiva situada a la 

construcción de la historia rural pero particularmente al desarrollo y estado de la Agricultura 

Familiar, campesina e indígena santacruceña, se recuperaron elementos de la realidad 

interseccionada -multiactoral, multidimensional y multiescalarmente - que configuran a este 

sujeto de los periurbanos locales. Esta tesis se propuso recuperar las trayectorias de las 

tramas sociopolíticas que configuran estas realidades históricamente complejas de aquellos 

sujetos a los que la avanzada neoliberal y neo-extractivista de fines del XX y principios del XXI 

ha puesto en jaque. 

Este recorrido histórico, marcado por tensiones entre centro y periferia, lógicas productivistas 

y visiones más sociales y ambientales, ha configurado de manera particular la estructura 

agraria de regiones extrapampeanas como en Santa Cruz. Desde esta perspectiva, esta tesis 

se propuso indagar en las condiciones históricas, estructurales e institucionales que modelan 

el lugar de la Agricultura Familiar (AF) en este territorio, con énfasis en su expresión 

periurbana, como actor social y productivo. 

Se buscó comprender cómo la AF en Santa Cruz se ha configurado como un actor significativo 

dentro de la categoría más amplia de "Agricultura Familiar", a fin de contribuir a la 

valorización de su rol sociohistórico en el desarrollo del sistema agroalimentario de la 

provincia, buscando desfetichizar la figura de sujeto problemático, anclado a producciones 

subsidiarias y destinatario de políticas compensatorias de asistencia, y caracterizar los 

atributos y rasgos fundamentales, su heterogeneidad interna y su particular desarrollo e 

integración al sistema agroalimentario. 

Desde una mirada situada, el trabajo recuperó las trayectorias de los sujetos que, 

históricamente subordinados por lógicas de acumulación capitalista y políticas excluyentes, 

han construido formas de producción, subsistencia y resistencia en un escenario hostil. El 

modelo de agronegocios, consolidado a partir de la década de 1990, no sólo expulsó a 

pequeños productores, sino que deterioró saberes y prácticas comunitarias, profundizando 

la desigualdad territorial. En este contexto, la Agricultura Familiar en Santa Cruz representa 
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una expresión concreta de resistencia, innovación social y multifuncionalidad, pese a sus 

condiciones sociales, ambientales y productivas recesivas. 

En esta tesis, se documentó su carácter históricamente marginal dentro de la estructura 

agropecuaria provincial, producto de una inserción tardía en la lógica estatal y de condiciones 

agroecológicas adversas que limitan su desarrollo natural, lo que la convierten en un sector 

subordinado, expresado en bajos niveles de productividad, limitada diversificación, escasa 

articulación comercial y alta dependencia de ingresos extraprediales. Aunque con 

significativa relevancia sobre formas de vida ligadas al autoconsumo, la transmisión de 

saberes locales y la ocupación territorial.  

El registro de estas experiencias para el caso de Argentina, pero particularmente las 

santacruceñas, todavía es escaso en la sistematización y producción teórica de divulgación 

dentro del ámbito de la formación e investigación académica. Para esto, aplicar una 

perspectiva de crítica para cuestionar la visión neutral de la producción científico-tecnológica 

y adoptar una posición comprometida con el sujeto histórico subalterno, supone reconocer 

que el desarrollo de saberes y su transmisión involucra a sujetos con historias y subjetividades 

diversas, y que todos tienen algo que decir. 

Compartir análisis que den cuenta de estudios sobre estos territorios: la (re) construcción de 

sus espacios organizativos, la formación política, sus actores, tensiones y conflictos,  las 

políticas públicas y su implementación desterritorializada, las luchas y organizaciones 

colectivas que resisten los modelos hegemónicos, resulta crítico  para aportar elementos que 

produzcan un conocimiento específico sobre estas experiencias de los sujetos que los habitan 

y construyen, muchas veces invisibilizados o perdidos en categorías homogeneizantes que 

poco hablan de esos procesos y su cotidianeidad. 

La tesis tuvo como objetivo principal realizar una reconstrucción de la trayectoria 

sociohistórica de la Agricultura Familiar (AF) en Santa Cruz y su proceso de 

jerarquización/desjerarquización social, institucional y política en el marco del desarrollo 

rural, haciendo énfasis en momentos atravesados por la organización del Estado moderno 

argentino, el desarrollo de modelo agroexportador, la crisis económicas nacionales, y las 
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política nacionales de promoción del desarrollo agropecuario en distintas manifestaciones 

históricas -los ´70, los ´90 y los 2000- puntualmente. 

Se ha presentado que, desde la posguerra el país transitó desde paradigmas modernizadores 

lineales, centrados en el crecimiento económico y la transferencia tecnológica (como los 

impulsados por Lewis, Rostow y la "revolución verde"), pasando por los análisis 

estructuralistas de la CEPAL que destacaban la dinámica centro-periferia (Prebisch), las 

críticas de la teoría de la dependencia que señalaban la superexplotación, hasta llegar a 

enfoques más recientes como el desarrollo humano (de M. Sen, o del PNUD), la 

sustentabilidad y, crucialmente para este análisis, el Desarrollo Territorial Rural (DTR). Cada 

uno de estos enfoques definió roles distintos para el Estado, el mercado y actores como la AF, 

configurando un escenario complejo donde las políticas raramente se implementan de forma 

pura, sino que coexisten y se superponen (Svampa, 2011). 

La configuración del Estado argentino moderno y el modelo agroexportador, a fines del siglo 

XIX, configuraron una estructura social agropecuaria caracterizada por la concentración de la 

tierra y la exclusión de regiones extrapampeanas, que, sin las mismas cualidades agronómicas 

de la pampa húmeda, parecían no tener ventajas competitivas en el nuevo escenario 

agroproductivo nacional e internacional. Sin embargo, con la configuración territorial que se 

impulsaba desde mediados del siglo XIX, caracterizada por la expropiación de la tierra hacia 

el sur del país, comienza a gestar la historia del sistema agropecuario santacruceño. 

El desarrollo productivo en un contexto donde el gobierno nacional necesitaba ocupar y poner 

en producción el territorio conquistado a los pueblos indígenas, sumado a la necesidad de 

atraer capitales y mano de obra, convirtieron a Argentina en la receptora ideal de los 

capitales británicos y de la fuerza de trabajo excedente europeas de principios del siglo XX. 

Las corrientes migratorias -provenientes de Europa, Islas Malvinas, y eventualmente otras de 

las colonias británicas de Sudáfrica- fueron las que impulsaron hacia 1880 la tradición 

ovejera, como actividad económica principal de la provincia de Santa Cruz. 

Esta interrelación de factores, dieron forma a la estructura y las características de la ganadería 

ovina extensiva en Santa Cruz, orientándola hacia la exportación y configurando un 
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entramado social y productivo particular para la agricultura y hortofruticultura, que se 

prefigura como una actividad relegada, que nace a la sombra de la ganadería ovina. 

El desarrollo del modelo agroexportador ubicó a Santa Cruz en una posición marginal, que 

limitado por las condiciones agroecológicas y centrado en la ganadería ovina extensiva, dejó 

un legado de escasa diversificación de la estructura agropecuaria, donde la agricultura va 

emergiendo de forma subordinada, complementaria a las estancias o en pequeños bloques 

sobre los periurbanos de las ciudades, sin capacidad de alcanzar el nivel de relevancia en 

términos productivos, mostrándose en un desarrollo permanentemente incipiente,  tal como 

se ha indicado en el capítulo 2. 

En el transcurso del siglo XX, los paradigmas de desarrollo dominantes (modernización 

agrícola, revolución verde, desarrollismo) profundizaron esa marginalidad al valorar 

únicamente la tecnificación y la productividad orientada a los mercados internacionales. Bajo 

esa lógica, los pequeños productores o agricultores familiares fueron vistos como actores 

“atrasados” o residuales, destinatarios principales de las políticas compensatorias y 

asistenciales de los organismos internacionales que promovían la alineación a las miradas 

modernizadoras del hemisferio norte. 

Desde la posguerra, el paradigma desarrollista dominante se centró en la maximización del 

crecimiento económico a través de la adopción de tecnologías importadas y modelos 

productivos homogéneos, basados en la idea de un progreso lineal y universal. Organismos 

como el INTA, creado en 1956, asumieron una misión modernizadora orientada a la "difusión 

y transferencia de saberes" y tecnologías desarrolladas principalmente en los países del 

centro, buscando acelerar la tecnificación y el mejoramiento de la empresa agraria bajo una 

lógica de eficiencia productiva. Esta visión, consideró a las tecnologías como instrumentos 

neutrales, omitiendo la complejidad sociotécnica y territorial donde se emprenden los 

procesos productivos. La dependencia de soluciones técnicas estandarizadas marginó a los 

productores familiares y locales que no podían ajustarse a modelos productivos 

industrializados con altos niveles de capitalización, adecuación normativa y acceso a 

mercados amplios y rentables. Se promovió un modelo productivo excluyente que favoreció 

a sectores capitalizados, dejando a la agricultura familiar ya los sistemas de pequeña escala 
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en condiciones precarias, con baja productividad, escasa diversificación y limitada integración 

comercial. 

Tal como se ha presentado en el capítulo 2, esta fragmentación condujo a un sesgo en el 

desarrollo de las investigaciones tecnológicas, donde las respuestas a los problemas 

productivos se ajustaron para el caso de Santa Cruz, a responder las necesidades de los 

sectores dominantes como la ganadería extensiva, mientras que la extensión y los 

programas de innovación para los pequeños productores fueron menos articulados y 

dependiendo de acciones asistenciales o focalizados. Estas dinámicas se tradujeron en la 

persistencia de la "dicotomía tecnología versus gente", donde las necesidades de los actores 

sociales más vulnerables quedaron relegadas en las agendas y prácticas institucionales. 

La llamada "revolución verde" o de modernización del agro (1950-1960), cabe mencionar 

que la priorización impulsada en torno al desarrollo de un campo lucrativo y especializado, 

que cuestiona la producción rural familiar y reconvirtiéndola hacia sistemas tecnificados 

orientados al mercado internacional, condujo hacia una exclusión del circuito productivo a 

alrededor de cien mil pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias, tal como se ha 

señalado en el capítulo 1. Desde esta perspectiva, el Estado consideraba a los pequeños y 

medianos productores no capitalizados como irrelevantes productivamente, lo que implicó 

su tratamiento como sujetos destinatarios de programas de corte asistencial o 

compensatorios, que los colocaba en una situación de reproducción permanente de las 

condiciones de subalternidad respecto al acceso y/o implementación de las propuestas 

tecnológicas promocionadas por los organismos técnicos como el INTA. 

Aunque entre 1970 y finales de los años ´80 se registraron en Santa Cruz algunas tendencias 

al crecimiento de la superficie agrícola cultivada, desde mediados de los ´90 se condujo a un 

retroceso de la actividad y un abandono de varios cultivos, que profundizó el carácter recesivo 

y de subsistencia de los sistemas. Eventos climáticos sumado a las políticas neoliberales de 

los '90, acentuaron estas desigualdades estructurales, profundizando la crisis de las 

economías regionales y agravando las condiciones de los pequeños productores, quienes 

sufrieron una creciente pérdida de autonomía, desprotección y exclusión de los circuitos de 

producción y comercialización. La implementación del programa de "convertibilidad" en los 

'90, si bien facilitó el acceso a insumos, también saturó el mercado local con productos de 
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menor costo provenientes de otras regiones, lo que impactó directamente en la reducción 

del precio y volumen de los productos locales, desplazando a los horticultores, tal como se ha 

visto a través de los testimonios de los capítulos precedentes. En otras palabras, las políticas 

neoliberales y la apertura económica redujeron la protección estatal, expusieron a los 

horticultores a la competencia de productos más baratos de otras regiones y debilitaron sus 

estrategias de comercialización. 

Se ha podido identificar también que, frente a la desregulación económica y la competencia 

desigual, los productores desarrollaron estrategias asociativas y de diversificación 

productiva para sostener su actividad. Esto se identifica como un aspecto característico de 

este sector, que se configura tanto a nivel local como a nivel nacional, trayectorias de 

autoconvocados ligadas con la constitución y dinamización de espacios de innovación socio 

técnica, organización comunitaria y resistencia territorial. De este modo, la AF ha logrado 

instalarse como un sujeto categórico de la política estatal. A pesar de su posición marginal es 

reconocida formalmente como actor estratégico del desarrollo rural, a la par de otros actores 

del medio agropecuario. 

Por otra parte, después de la crisis de 2001/2002, se da una suerte de re-dinamización del 

sector, pero la orientación de las producciones estará dirigida hacia el autoconsumo, con 

bajos volúmenes de comercialización y alta dependencia de ingresos extraprediales. El 

rasgo fundamental que se atribuye a la AF para este periodo de tiempo es el carácter 

fuertemente familiar y con alta preponderancia de la multifuncionalidad de los integrantes 

de las unidades productivas. Además, hay una inclinación a convertir los espacios de 

producción en unidades mixtas (agrícolas/ganaderas), donde se identifican altas deficiencias 

en tecnología, baja asistencia técnica, que conducen a una integración dificultosa para 

integrarse a canales comerciales y las limita en su gestión empresarial. 

La agricultura, y en particular la AF periurbana que emerge con más fuerza poscrisis 

2001/2002, si bien crece en número de unidades y cumple funciones vitales de subsistencia y 

abastecimiento local, opera en condiciones de vulnerabilidad: superficies reducidas, 

dependencia de ingresos extra-prediales, altos costos de producción, limitaciones 

edafoclimáticas y tecnológicas, y una débil y fluctuante participación en los mercados 

formales frente a la competencia externa. Esta situación la posiciona como una actividad 
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subordinada dentro de la estructura productiva provincial, más ligada a la resiliencia y al 

autoconsumo que a la generación de excedentes a gran escala. 

Este sujeto poscrisis, es la síntesis histórica de procesos concatenados que expresan su 

resistencia a permanecer en una estructura agropecuaria que históricamente lo ha colocado 

en un lugar subordinado. Tal como se ha señalado en el capítulo 3, a partir del siglo XXI con el 

cambio institucional y político de reconocimiento formal y normativo que introdujo el 

movimiento campesino y de pequeños productores familiares del MERCOSUR, la agricultura 

familiar empieza a ser reconsiderada como un sujeto de política pública. 

De acuerdo con lo visto en aquel capítulo, hacia principios de los 2000, la AF estaba en una 

posición marginal, receptora de asistencia focalizada, lejos de ser reconocida como actor del 

desarrollo rural. El pasaje de la AF a una categoría política e institucionalmente relevante se 

dio con el cambio de ciclo político en 2003, con la creación de la Subsecretaría de Agricultura 

Familiar (2008), la REAF (2004) y el CIPAF (2005), tal como se mencionó en el último capítulo. 

Esto marca el punto de inflexión donde comienza un proceso que se denomina 

normativamente como de: "Reparación histórica”, donde se reconoce su rol productivo y 

económico. 

En Argentina, la institucionalización de la AF ha sido impulsada como una iniciativa 

gubernamental que coincidió con un periodo en el que el Estado recuperó su capacidad de 

gestión pública. La institucionalización de la AF buscó reconvertir los enfoques previos, 

residuales y asistencialistas, valorizando al agricultor familiar por su carácter "complejo y 

multifuncional" y su contribución a la soberanía alimentaria, la ocupación territorial, el 

equilibrio ambiental y la cohesión social, alejándose de la idea de un sujeto pasivo o en crisis. 

Sin embargo, en esta tesis se deja mencionado que, a pesar de los avances políticos 

institucionales, persisten contradicciones y disputas por recursos y espacios de intervención, 

que resultan en "superposiciones y falta de coordinación" entre instituciones estatales, lo 

que debilita al sector, y lo pone en riesgo por su pérdida de poder y representatividad en 

los espacios decisionales de la política desarrollo agropecuario. 

De esto, por ejemplo, se desprende que la intervención de organismos de ciencia y tecnología 

en la producción agroalimentaria, como es el caso del INTA, ha estado históricamente 
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mediada por nociones de desarrollo tradicionales que reproducen esquemas centrados en el 

crecimiento económico lineal y la transferencia tecnológica homogénea. Estos esquemas, 

como se ha mencionado, terminan generando una marginación de aquellos que no encajan 

en parámetros rígidos de rentabilidad y eficiencia impuestos por economías de mercado 

liberales y la visión absolutista del tecnocratismo. 

A partir del surgimiento de enfoques alternativos como el Desarrollo Territorial Rural (DTR), 

institucionalmente comienza a incorporarse una mirada hacia la gestión y el desarrollo de 

capacidades colectivas y de co-construcción público-privada de estrategias territoriales. Este 

enfoque llevó a partir de los 2000, a que el INTA asuma un rol central como coordinador, 

articulador y gestor de espacio multiactores desde los que identificar y construir consensos 

sobre cuáles son los problemas que afectan el territorio, lo que marca una diferencia con la 

mirada transferencista unidireccional característica de la modernidad. La adopción del 

enfoque DTR a partir del PEI 2005-2015 como se menciona en el capítulo 2, representó un 

giro conceptual importante, buscando integrar competitividad, sustentabilidad y equidad, y 

promoviendo la participación multiactoral y la gestión territorializada a través de 

instrumentos como los Proyectos Regionales con Enfoque Territorial (PRET). 

Sin embargo, a pesar de estos cambios metodológicos y discursivos que introdujo el DTR, la 

incorporación de este enfoque en la práctica institucional sigue enfrentando resistencia 

interna y limitaciones debido a la persistencia de paradigmas tradicionales, falta de 

articulación entre investigación y extensión, y dificultades estructurales para integrar 

plenamente la innovación sociotécnica con las realidades locales. En consecuencia, la 

intervención de ciencia y tecnología continúa reflejando, en gran medida, tensiones entre 

modelos de desarrollo convencionales y la necesidad de enfoques situados e inclusivos, 

manteniendo desafíos para una verdadera integración y valoración de los sujetos y saberes 

que producen desde sus territorios bajo lógicas diversas a las del mercado liberal. El análisis 

de los PRET de Santa Cruz revela tanto los avances como las limitaciones de este enfoque en 

la práctica. Si bien se logró una mayor visibilidad de la AF y sus problemáticas (que 

efectivamente se incorporaron a la agenda), la estructura de las demandas y las respuestas 

institucionales evidencian una persistente fragmentación. 
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La intervención institucional, representada principalmente por el análisis del caso del INTA, 

refleja esta dualidad: si bien ha habido avances significativos hacia enfoques más inclusivos y 

territoriales, la persistencia de inercias fragmentadoras y la dificultad para integrar 

plenamente las necesidades de la AF en las agendas centrales de investigación y desarrollo 

limitan su potencial transformador, y lo continúan colocando en un lugar de vulnerabilidad 

como sujeto de intervención. 

Esta divergencia es reconocida internamente, y como señala la autoevaluación de los PRET y 

diversos autores (Centeno et al., 2017), esta brecha se visualiza hacia las diferencias de 

enfoque asumidas por una “extensión rural” más permeable al enfoque territorial y áreas de 

“investigación” que a menudo mantienen lógicas más sectoriales y tecnologistas, alineadas 

con los actores históricamente dominantes, desprendidas de la complejidad territorial, lo que 

perpetúa la dicotomía "tecnología versus gente", como se indica en el capítulo 2. 

Esta disociación refleja la inercia de paradigmas tradicionales y dificulta un abordaje 

verdaderamente sistémico e integrado de la innovación y el desarrollo para los actores más 

vulnerables. La intervención de organismos como el INTA, si bien ha evolucionado 

incorporando enfoques participativos y territoriales, sigue mediada por nociones de 

desarrollo que tienden a reproducir esquemas fragmentados. Como se dijo, a pesar del 

discurso de integralidad, persiste una tensión entre la investigación –a menudo centrada en 

los sectores dominantes como la ganadería extensiva y sus necesidades tecnológicas– y la 

extensión –más volcada al trabajo con la AF y la articulación social–. 

De este modo, comprender y apoyar a la AF santacruceña requiere, por tanto, superar 

visiones simplistas (ya sea puramente economicistas o meramente asistencialistas) y 

adoptar políticas verdaderamente integradas que aborden las restricciones estructurales 

(acceso a tierra, agua, crédito, mercados justos, infraestructura) al tiempo que reconozcan 

y potencien su invaluable contribución multifuncional al desarrollo sostenible del territorio. 
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CONSIDERACIONES FINALES 

Dicho lo anterior y como evaluación final de esta tesis se genera las siguientes consideraciones 

sobre la situación de la Agricultura Familiar periurbana de Santa Cruz. 

Como un sujeto complejo y paradójico, la Agricultura Familiar es, por un lado, el resultado 

tangible de una historia de desarrollo desigual que relegó a la provincia y a sus formas 

productivas no dominantes a una posición estructuralmente recesiva. Esta condición se 

manifiesta en su pequeña escala, su vulnerabilidad económica y su limitada capacidad para 

competir en mercados más amplios. Por otro lado, es un actor social y productivo vibrante y 

resiliente, que no solo se ajusta a las definiciones contemporáneas de la AF, sino que 

desempeña funciones esenciales para la subsistencia familiar, la seguridad alimentaria local, 

la ocupación territorial y la diversidad sociocultural. La AF es concebida en este sentido, como 

un "estilo de vida", lo que resalta la transmisión de valores, prácticas y experiencias dentro 

del grupo familiar, más allá de la mera actividad económica. 

El núcleo identitario de la AF radica en la constitución familiar de la fuerza de trabajo y la 

simbiosis entre la unidad doméstica y la unidad productiva, reconociendo en la organización 

familiar del trabajo una fuerza de producción suficiente. Para estas unidades, la pluriactividad 

se ha convertido en una estrategia fundamental de reproducción y adaptación a las 

transformaciones macroestructurales, complementando los ingresos con trabajos externos. 

En otras palabras, se resalta que el sector de la Agricultura Familiar, a pesar de haber 

enfrentado históricamente condiciones de marginalidad, posee un enorme potencial en su 

capacidad de auto-organización, innovación, y adaptación, contribuyendo activamente a la 

seguridad alimentaria, la dinamización económica local, la cohesión social y la sostenibilidad 

ambiental, a la vez que representa un modo de vida y producción integral que va más allá de 

la lógica meramente económica. El reconocimiento y apoyo institucional a través de enfoques 

como el DTR y políticas específicas han sido clave para visibilizar y fortalecer estas 

potencialidades. 

Su relevancia trasciende lo estrictamente productivo. Como se evidenció tras la crisis de 

2001/2002, cumple un rol crucial en la seguridad alimentaria de los hogares vulnerables y en 

la reproducción social. Ocupa y utiliza tierras periurbanas, espacios a menudo degradados o 
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en disputa con la expansión urbana o actividades extractivas, contribuyendo a mantener una 

"ruralidad" próxima a la ciudad. Además, como muestran los testimonios (Cap 3), es un 

espacio de generación y preservación de saberes (horticultura, cría de animales), de 

experimentación (aunque a pequeña escala) y de construcción de identidad y lazos sociales 

(asociaciones, ferias, venta directa). En un contexto de creciente demanda por alimentos 

locales, saludables y producidos de forma más sostenible, este sector adquiere también una 

nueva significancia simbólica y potencial. 

Si se retoma la situación que presentaron los productores a través de sus testimonios en el 

capítulo 1 y 3, respecto de los vaivenes que atravesaron desde los ‘70 y recuperamos las 

categorizaciones que señalan Nogueira y Urcola (2013) en los términos en los que se 

planteaban la modernización agrícola, claramente el desarrollo de los sistemas agrícolas 

periurbanos riogalleguense asumieron un carácter residual. Parámetros como la superficie 

cultivada, los índices de rendimiento, los niveles de inversión, el porcentaje de ventas y los 

ingresos monetarios reforzarán, a primera vista, la idea de marginalidad de esta actividad. Sin 

embargo, aunque estos indicadores son relevantes y plenamente reconocidos por los propios 

entrevistados, no configuraron necesariamente un panorama que desmotivó la producción. 

 Las visiones alternativas de la Agricultura Familiar que plantean Nogueira y Urcola, tienen 

una gran pertinencia en el análisis testimonial. La acción política en términos de movimientos 

y organización social de los productores es una variable clave a la hora de comprender cómo 

se constituye la “otra agricultura”, aquella que articula los entramados sociales, el modo de 

producir con un modo de vivir, genera saberes locales, reivindica la memoria colectiva, y 

fortalece el componente vincular como elemento estratégico, excediendo la definición 

económica de la viabilidad.  En otras palabras, la trayectoria del agricultor familiar está 

marcada por la resistencia y la reorganización permanente, conjuga un "modo de vida y de 

producción" que trasciende una visión netamente de lucro, integrando la unidad doméstica y 

productiva. A pesar de las limitaciones estructurales y la baja productividad, el sector 

periurbano tiene un gran potencial para cubrir las demandas de alimentos de la comunidad. 

Dado que la producción se destina principalmente al autoconsumo, representa además un 

ingreso indirecto al disminuir los costos de reproducción de las familias, desvinculados de los 

salarios. Por otro lado, fomentan los circuitos cortos de comercialización para una mayor 
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proximidad entre productores y consumidores y una captura de mayor valor de la producción. 

Es decir, desde este trabajo se pretende valorar a los espacios agrícolas periurbanos por su 

potencial significativo para la generación de empleo, el desarrollo e integración vertical de 

líneas de producción más complejas (con valor agregado en origen), y la dinamización de las 

economías locales. Su existencia misma desafía la homogeneización y representa una 

alternativa concreta, aunque modesta, centrada en la proximidad, la soberanía alimentaria y 

la sostenibilidad local. 

Como se dijo, los sistemas periurbanos santacruceños encarnan una paradoja: son espacios 

de innovación social (redes de intercambio, agroecología) y víctimas de marginalización 

estructural (falta de políticas integrales, financiamiento y planificación territorial). Su futuro 

dependerá de superar estas contradicciones mediante políticas que combinen inversión en 

tecnología adaptativa (riego, protección climática), formalización de circuitos comerciales y 

gestión participativa del suelo, evitando que su potencial se diluya en la informalidad o el 

desplazamiento por presiones urbanísticas. La agricultura familiar no es solo un resguardo 

ante las crisis, sino un laboratorio para redefinir modelos de desarrollo territorial inclusivo y 

sostenible. 

En síntesis, la Agricultura Familiar periurbana de Santa Cruz se configura como un sujeto social 

y productivo complejo, producto de una historia de marginalidad estructural y de respuestas 

resilientes a las crisis.  Su carácter recesivo en términos macroeconómicos es innegable y se 

ve reforzado por intervenciones institucionales que, aunque avanzan hacia enfoques 

territoriales, aún luchan por superar la fragmentación heredada de modelos de desarrollo 

previos. 

En definitiva, la Agricultura Familiar periurbana de Santa Cruz es un actor multifacético, 

moldeado por una historia de marginalidad económica dentro de la estructura agropecuaria 

provincial y nacional, pero revitalizado por las dinámicas sociales poscrisis y los recientes 

reconocimientos políticos. Su naturaleza recesiva en términos de escala y mercado 

(evidenciada por datos de superficie, producción y comercialización) coexiste con una 

profunda significancia social, cultural y alimentaria (demostrada por su extensión en número 

de unidades, su rol en el autoconsumo y su adecuación a la definición legal y social de AF).
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ANEXO 1 

Formulario de Encuesta a Agricultores Familiares de Santa Cruz – 2020 / 2021- 
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ANEXO 2 

Formulario de Registro de Unidad de Producción Familiar Puerto Deseado y Tellier  

-2017/2018- 

1. Identificación del Productor/a 

Campo Dato 

Nº ReNAF  

Apellido y Nombre  

Dirección de Producción  

Teléfono  

Localidad  

Año de Tenencia de la tierra  

Año de incio de la Producción  

Cantidad de Integrantes del NAF57  

2. Actividad Económica 

Campo Dato 

Actividad Económica Principal ☐ Predial  ☐ Extra-Predial 

Procedencia del Ingreso Extra-Predial  

Derechos Adquiridos (asistencia, 

seguro o seguridad social) 

☐ Sí  ☐ No 

Referencias Derechos Adquiridos Jubilación / Pensión / AUH / Otro: 

_______ 

 

  

 
57 Núcleo de la Agricultura Familiar 
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3. Producción Predial - Detalle de Tipo de Producción Predominante- 

Campo Dato 

Producción Vegetal ☐ Sí  ☐ No |  Predominante: _______ 

Huerta para Autoconsumo ☐ Sí  ☐ No |  Predominante: _______ 

Forestaciones ☐ Sí  ☐ No |  Predominante: _______ 

Aromáticas p/ Autoconsumo ☐ Sí  ☐ No |  Predominante: _______ 

Frutales p/ Autoconsumo ☐ Sí  ☐ No |  Predominante: _______ 

Producción Animal ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Artesanías ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Agroindustria ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Recolección ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Caza ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Pesca ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

Turismo Rural ☐ Sí  ☐ No  |  Predominante: _______ 

4. Comercialización 

Campo Dato 

Producción Anual (estimada en Kg. o 

Unidades) 

 

Especifique: _______ 

 

% de Venta sobre Producción Total (No 

comercialización se coloca “0”-cero-) 
 

Canales de Comercialización 
☐ Feria Local  ☐ Intermediario  ☐ 

Venta Directa  ☐ Otro: _______ 
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Precio de Referencia por unidad 

comercializadad (Kg o Unidad)  

$____ 

$____ 

5. Condiciones Productivas y de Tenencia 

Campo Dato 

Superficie Total del Predio  

Superficie destinada a la Producción  

Tipo de Tenencia (condición) 
☐ Propietario  ☐ Arrendatario  ☐ 

Ocupante  ☐ Otro: _______ 

Riesgos Financieros identificados ☐ Sí  ☐ No  |  Especifique: _______ 

Riesgos Comerciales identificados ☐ Sí  ☐ No  |  Especifique: _______ 

Riesgos Climáticos identificados ☐ Sí  ☐ No  |  Especifique: _______ 

6. Condiciones de Infraestructura y Servicios Básicos 

Campo Dato 

Baño Instalado ☐ Sí  ☐ No 

Cocina Instalada ☐ Sí  ☐ No 

Red Cloacal ☐ Sí  ☐ No 

Otro Desagüe ☐ Sí  ☐ No 

Red Eléctrica ☐ Sí  ☐ No 

Agua para Consumo ☐ Sí  ☐ No 

Gas Natural ☐ Sí  ☐ No 
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7. Organización y Demanda Principal 

Campo Dato 

Demanda Principal 

 

Especifique: ___________________________ 

RENSPA N° 

Organización a la que pertenece Especifique: _________________________ 

Observaciones Generales 

 

 

_________________________________________ 
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ANEXO 3 

Guía de Entrevista: Historia y Evolución de las Unidades Productivas familiares vinculadas 

con el origen de la Asociación de productores de Río Gallegos -2015- 

Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

I. Inicios del 

Emprendimiento 

y la Unidad 

Productiva 

Contexto e 

Historia Inicial 

¿Podría relatar brevemente la historia de 

su unidad productiva/emprendimiento? 

¿Cómo se originó y en qué año? ¿cómo 

se llega a vivir en esta zona -Río Gallegos-

? 

  

¿Cómo se vinculó inicialmente con la 

producción hortícola (o actividad 

principal)? ¿Por qué emprender en “la 

chacra”? 

  

¿Existían antecedentes familiares en esta 

actividad productiva o en el rubro? 

 

Primeros Pasos y 

Conocimientos 

¿Cuáles fueron las fuentes de 

conocimiento y aprendizaje utilizadas en 

los inicios de la producción? -

entrevistado o flia. - 

  

¿Cuáles fueron los factores o 

motivaciones clave para iniciar con este 

tipo de producción? 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

  

¿Cuáles fueron las primeras acciones o 

inversiones realizadas para establecer la 

producción (ej. infraestructura, 

acondicionamiento del terreno)? 

  

¿Cuándo se comenzó a incorporar 

infraestructura clave como invernaderos 

u otras tecnologías de producción? 

  

Describa el calendario de siembra y 

cosecha en los inicios (pre-tecnología). 

¿La incorporación de infraestructura 

permitió extender el período de 

producción? 

 

Desarrollo de la 

Producción 

¿Cuál fue el máximo nivel de 

infraestructura (ej. metros cuadrados de 

invernadero o superficie, numero de 

invernaderos) alcanzado? 

  

¿Cómo se manejaba o proyectaba la 

incorporación de tecnología y 

maquinaria en las distintas etapas? 

  

¿Cómo se tomaban las decisiones sobre 

inversión en tecnología? ¿Se compartía 

información con otros productores? 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

¿cómo se vincula con otros productores 

por estos temas? 

  

¿Existen o existieron proyectos para 

agregar valor o procesamiento de la 

producción primaria? 

  

¿Cuál es la relevancia económica de esta 

actividad para el sustento 

familiar/personal? ¿Siempre ha sido la 

principal fuente de ingresos? 

II. Estrategias de 

Organización 

Relaciones y 

competencia del 

Mercado 

¿Cómo evalúas la competencia del 

mercado “tradicional” (ej. productos de 

otras regiones)?  

  

¿Cómo se ha articulado la demanda local 

con la necesidad de proteger la 

producción local? 

  

¿Cómo se ha organizado la 

comercialización del sector? ¿Qué tipos 

de puntos de venta se utilizan y/o 

utilizaban en otras épocas? ¿Cambió 

algo? ¿Qué lo generó? 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

  

¿Se implementaron acciones o 

estrategias de organización 

productiva/comercial? ¿Qué ha 

movilizado la organización en una 

Asociación de Productores? 

 

Surgimiento de la 

Organización 

¿La conformación de la asociación/grupo 

de productores estuvo motivada 

principalmente por la necesidad de 

oposición o protección ante los 

problemas del mercado? 

  

¿Quiénes fueron los actores clave o 

motivadores en el proceso de creación 

de la organización? 

  

¿Cuáles fueron los temas centrales o las 

demandas iniciales que se discutieron al 

conformarse la organización? 

  

¿Podría identificar un período de 

máximo impulso o "época dorada" de la 

asociación o del sector en general? ¿Qué 

lo caracterizó? ¿Cuánto duró? 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

  

¿Cuáles fueron los principales desafíos o 

inconvenientes internos que enfrentó la 

asociación o grupo? 

  

¿Cuál es su evaluación sobre los logros y 

las pérdidas de la organización de 

productores a lo largo de su historia?  

¿Dónde cree que se dan los puntos 

críticos para promover proyectos 

grupales o asociativos? 

III. Reconversión 

y Diversificación 

de la Producción 

-desafíos y 

oportunidades- 

Alternativas de 

Cultivo 

¿Cómo se piensa en la 

diversificación/reorientación del cultivo 

(ej. un nuevo producto) fue una decisión 

grupal o individual? 

  

¿Se consideró esta diversificación como 

una estrategia para mejorar la 

competitividad en el mercado? 

  

¿Cómo se gestionaba la mano de obra 

para los nuevos cultivos o proyectos de 

diversificación? 

  
¿Cuáles identifica, son o fueron los 

factores que han determinado el éxito o 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

el fracaso los proyectos de diversificación 

encarados por la Asociación? ¿Hubo 

pérdidas económicas?  

 

Proyectos de Valor 

Agregado en 

Origen (VAO) 

¿Se ha pensado en iniciativas 

individuales o grupales de Agregado de 

Valor en origen? 

  

Describa el funcionamiento y el tipo de 

procesamiento que se realizaba. ¿Se 

realizaba compra de materia prima de 

otras regiones para complementar el 

procesamiento? 

 

Situación Actual y 

Proyección 

 

¿Cuál es su evaluación actual sobre la 

situación de la producción en la región? 

 

¿Qué factores explican la reducción o el 

cese de la producción fresca (si aplica)? 

¿La disponibilidad de mano de obra es un 

factor determinante?, sino, ¿qué otros 

factores reconocen? 

  

Actualmente, ¿se adquieren insumos o 

productos del mercado 

externo/competencia? 
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Dimensión 

Temática 
Foco Pregunta a Formular 

  

¿Qué visión a futuro tiene sobre la 

actividad productiva y sobre el rol de la 

organización de productores? ¿Por qué 

continúa vinculado y siendo productor 

hasta la actualidad? 

  

¿Cuál es su nivel de participación actual 

en la organización de productores? 
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